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PRÓLOGO

El mayor eco que en los últimos años en los medios de comunicación están teniendo los casos de abusos sexuales cometidos contra menores ha hecho de esta problemática una temática de gran actualidad y notable alarma social. Problemática cuyo reconocimiento no deja a nadie indiferente y que estimula un rechazo y repulsa colectivo. La utilización mediática de los abusos sexuales contra menores representa sin duda una instrumentalización de ésta y de sus víctimas en aras de mensajes impactantes y sensacionalistas con los que incrementar los índices de audiencia. Pero como contrapartida ha permitido estimular la concienciación social en torno a estas cuestiones y con ello mejorar el conocimiento y formación de los/as profesionales que han de abordarlas.

Dos son los grandes ámbitos dentro de los que trabajan los/as profesionales que están en contacto con la problemática de los abusos sexuales cometidos contra menores: el jurídico y el psicológico, lo que viene condicionado por su doble condición de conducta ilícita versus traumática. Como delito recogido en nuestro Código Penal la revelación de los casos de abusos sexuales en la infancia desencadenan la judicialización del mismo, que culmina con el juicio y una sentencia firme. Como conducta traumática, supone que aquellos menores que la experimentan van a presentar en mayor medida una serie de síntomas psicológicos y conductuales, impidiendo con ello su adecuado desarrollo psico-sexual. Síntomas a los que hay que añadir los provocados por la inadecuada respuesta familiar y social ante la revelación, y los derivados de involucrar al menor en un proceso judicial.

16 Prólogo Este libro nace con el ánimo de favorecer la comunicación interdisciplinar y contribuir con ello a mejorar la intervención de los/as profesionales que actúan con menores que han sufrido abusos sexuales. Para que su esfuerzo conjunto permita garantizar la mejor protección y cuidado del menor.

Para alcanzar este objetivo se han recopilado las aportaciones destinadas a clarificar la problemática de los abusos sexuales en la infancia tanto desde el ámbito psicológico como jurídico, que se inician con la exposición y discusión de los delitos específicamente concebidos para la tutela de menores de edad en el ámbito de la sexualidad tal como se recogen en la última reforma del Código Penal de 1999. A continuación se exponen las principales cuestiones que hay que tener en cuenta en relación con el trabajo pericial y clínico del psicólogo, tanto con las víctimas como con los agresores, precedidas por un primer trabajo en el que se intenta reflexionar sobre las dificultades implícitas en la comprensión de la problemática de los abusos sexuales contra menores y las divergentes perspectivas desde las que es abordada por psicólogos/as y juristas, para finalizar con las implicaciones de la protección jurídica de los menores, especialmente en los casos de abusos sexuales, y cómo se garantiza a través de las intervenciones de las comunidades autónomas.

CAPÍTULO PRIMERO


Delitos específicamente concebidos para la tutela de menores de edad en el ámbito de la sexualidad

ENRIQUE ORTS BERENGUER
 y ALBERTO ALONSO RIMO

Universitat de Valencia
 1.1. PLANTEAMIENTO Existe hoy una preocupación generalizada por los ataques sexuales de que pueden ser objeto los menores de edad, en absoluto infundada si nos atenemos a los datos proporcionados por algunos estudios, como el de López Sánchez (1995), en el que se indica que en España, aproximadamente, el 23 por 100 de las mujeres y el 15 por 100 de los hombres han sido víctimas de alguna clase de abuso durante su minoridad; y a las informaciones cotidianas sobre agresiones a menores, prostitución de los mismos, pornografía infantil o turismo sexual

Para combatir estos fenómenos el Derecho penal —que dista mucho de ser la panacea, el instrumento idóneo para hacerlos desaparecer— se ha ocupado de castigar desde antiguo las relaciones sexuales mantenidas con menores. Concretamente, en los Códigos Penales que se han ido sucediendo desde el de 1848 hasta el de 1973, ambos inclusive, se tuvo por violación el coito realizado con mujer menor de doce años; por abuso deshonesto, cualquier otra acción sexual habida con hombre o mujer menor de aquella edad; por estupro, el acceso carnal conseguido mediante engaño o prevalimiento de una situación de superiori
dad, con persona mayor de doce y menor de dieciocho; por escándalo público, la ejecución de actos de exhibicionismo ante menores, etc. En la actualidad, en el Código Penal de 1995, reformado en la materia que nos interesa en 1999, se contiene, en el título VIII de su libro II, una batería de «delitos contra la libertad y la indemnidad sexuales», todos ellos aplicables a sucesos en los que intervengan menores de edad, que cabe esquematizar así:

— agresiones sexuales, caracterizadas por el empleo de violencia o de intimidación;
 — abusos sexuales, caracterizados porque la víctima no consiente o no consiente válidamente la relación, por ser menor de trece años, estar privada de sentido, padecer un trastorno mental; o porque el sujeto activo se prevale de una situación de superioridad o de engaño;
 — acoso sexual, consistente en solicitar favores sexuales de otra persona, en el ámbito de una relación laboral, docente o de servicios, provocando una situación objetiva y gravemente intimidatoria, hostil o humillante para la víctima, haya o no, por parte del autor, prevalimiento de una posición de superioridad o la amenaza de causarle un mal en sus legítimas expectativas dentro del marco de la relación que les liga;
 — exhibicionismo y provocación sexual;
 — delitos relativos a la prostitución; y
 — corrupción de menores.

Este es, por así decir, el arsenal punitivo previsto por el legislador para proteger la libertad y la indemnidad sexuales, una porción del cual está específicamente diseñado para reprimir las prácticas sexuales que tengan por destinatario a un menor o a un incapaz, bien entendido que de todos los delitos reseñados pueden ser víctimas uno y otro. Se trata de un arsenal sin duda tosco —el mejor, con todo, de que hemos sabido dotarnos— en el que se pretenden englobar todos los comportamientos por medio de los cuales, según la experiencia enseña, se ha victimizado y victimiza a las personas a las que se quiere especialmente proteger, y que para ser comprendido correctamente ha de contemplarse teniendo muy presentes tres ideas, bien conocidas por todos, pero que conviene recordar siempre que se aborda el estudio de unos delitos, particularmente si se cuestiona su eficacia para contener la delincuencia frente a la que se alzan, y sus autores y los hechos que les sirven de sustrato despiertan un especial rechazo:

a) la eficacia preventiva del Derecho penal es relativa, tiende a evitar la futura comisión de ilícitos penales por parte de la generalidad de los miembros de una comunidad y por parte del delincuente concreto, al que intenta resocializar; y esto es todo lo que debe pedirse y esperarse del Derecho penal;

b) el Derecho penal, por su carácter subsidiario y fragmentario, debe ocuparse de las conductas más intolerables que atenían de la forma más grave contra los bienes tenidos por más valiosos en un conjunto social, y seleccionar las conductas más rechazables, más inaceptables para la convivencia ordenada de sus componentes, reservando para ellas la conminación punitiva; en consecuencia, ha de evitarse la criminalización de hechos tenidos, meramente, por inmorales;

c) no deben promulgarse normas penales de difícil o problemática, cuando no de imposible, aplicación, salvo que se busque el desprestigio del Derecho penal; por ello, no debe hacerse un uso simbólico del mismo.

Sin embargo, pese a su obviedad, alguna de estas ideas ha sido olvidada por el legislador a la hora de modificar la regulación de los delitos contra la libertad sexual y de incorporar a él nuevas figuras delictivas. Valgan de ejemplo el acoso sexual y el remedo de la corrupción de menores, como procuraremos poner de relieve en las líneas que siguen, en las que vamos a ocuparnos de específicas tipicidades destinadas exclusivamente a la protección de quienes no han cumplido los dieciocho años: las del exhibicionismo y la provocación sexual, y las de los delitos relativos a la prostitución y a la corrupción de menores. Unas infracciones que tienen en común, como acaba de decirse, estar concebidas para castigar hechos en los que la mayoría de las veces la víctima es un menor de edad o un incapaz, y que conectan con el espíritu y las recomendaciones de convenios como el de Naciones Unidas sobre los derechos del niño de 1989; la resolución 1099, de 1996, relativa a la explotación de los niños de la Asamblea parlamentaria del Consejo de Europa; y la acción común sobre la lucha contra la trata de seres humanos y la explotación sexual de los niños del Consejo de la Unión europea, de 1997, por la que los estados miembros se comprometen a revisar la legislación nacional relativa a dichos extremos, a fin de que determinadas conductas tengan la consideración de delito.

Vamos a ocuparnos, pues, de unos tipos penales con los que se pretende abarcar comportamientos en los que, sin violencia ni intimidación —excepcionalmente con ellas— se implica o intenta implicar a un menor en un clima sexual promovido por el sujeto activo; comportamientos valorados por el legislador como los más graves —al margen, claro está, de las agresiones y los abusos— de entre los que pueden afectar a un menor de edad en el ámbito de la sexualidad, y en los que en la práctica suelen concurrir estos dos rasgos:

— la existencia de una cierta, a menudo imprecisa, situación de superioridad de la que se prevale el sujeto activo; y, por lo general,

— una diferencia de edad entre sujeto activo y sujeto pasivo (en la que se fundamenta no pocas veces la superioridad del primero sobre el segundo).

En todos estos delitos, al igual que en el resto de infracciones contra la libertad sexual en la medida en que afecten a menores, ya hemos dicho que se busca proteger a dichos sujetos pasivos, si bien habría que matizar que, de forma más concreta, el objeto de tutela de dichos tipos se cifra en el bienestar psíquico del menor, o, mejor, en los procesos de formación y socialización del mismo, en que su descubrimiento, conocimiento, aprendizaje y ejercicio de la sexualidad tengan lugar conforme a su interés, sin interferencias extrañas a éste ni traumáticas gara él, y en el momento o los momentos en que le convenga. Este sería el bien jurídico protegido en los delitos comentados, expuesto de forma quizá no muy precisa, pero sí suficientemente ilustrativa; un bien de innegable importancia, por sí mismo y por los efectos que los mencionados procesos dejan sentir en otras facetas de la personalidad, en la formación integral del menor, en definitiva

Fácilmente se aprecia que en el Código Penal se tiene, en buena medida, por irrelevante el consentimiento del menor, se presume que no está capacitado para interrelacionarse sexualmente con personas que le sobrepasan en edad; se opera como si fuera incapaz y vulnerable en grado sumo, y se estima que está necesitado de la tutela brindada por el ordenamiento penal. Pero estas apreciaciones deben ser matizadas en más de un punto. De una parte, no es del todo exacto que no se reconozca o que se niegue a los menores toda libertad o disponibilidad sobre su cuerpo, en orden al ejercicio de la sexualidad. De manera que ni se cuestiona siquiera la facultad del menor para relacionarse con otros de edad similar o para la obtención de placer consigo mismo, al tiempo que a su consentimiento se le otorga alguna eficacia, como al del menor de trece años, puesto que si media se queda en abuso lo que de otro modo sería agresión, o en nada si el menor tiene más de dicha edad y no ha habido prevalimiento de una situación de superioridad ni engaño.

De otra, no debiera exagerarse el celo tuitivo respecto de la infancia, dando por sentado que todo contacto sexual con un adulto es perjudicial para las personas de pocos años, o que todo acto ejecutado ante éstas las daña irremisiblemente. De ahí que hasta el bien jurídico, antes apuntado, haya de examinarse con cierta cautela, por cuanto se protege a partir de una presunción no constatada en todo caso, de la que, además, puede hacerse, se ha hecho, un uso jurisprudencial inmoderado.
 1.2. EXHIBICIONISMO Y PROVOCACIÓN SEXUAL En los artículos 185 y 186 se castiga respectivamente, de manera alternativa, con penas de prisión de seis meses a un año o con multa de seis a doce meses:

a) a quien ejecuta o hace ejecutar a otra persona actos de exhibición obscena ante menores o ante incapaces; y

b) al que por cualquier medio directo vendiere, difundiere o exhibiere material pornográfico entre menores de edad o incapaces.
 1.2.1. Exhibicionismo
Comete este delito, a tenor del artículo 185, la persona que ejecuta, o hace ejecutar a otra u otras, ante menores o incapaces, acciones de inequívoca significación sexual y de carnalidad intensa. La acción desarrollada ante dicha clase de sujetos pasivos ha de pertenecer, pues, al género de las que, con arreglo a los estándares de la sociedad, se consideran aptas para excitar o satisfacer el apetito venéreo, cualquiera que sea la opción sexual seguida; y, además, ha de ser muy explícita y grave —por citar algún ejemplo, acariciarse en los genitales es reputada una acción idónea para aquel fin; besarse, en general, por más que pueda tener significado sexual, no parece ostentar entidad bastante para producir una alteración negativa en el proceso más arriba citado—. Precisamente, desde el prisma del bien jurídico que se quiere proteger, resulta dudoso que incurran en el delito la persona o las personas que realicen ante un menor una acción que éste practique con asiduidad y normalidad, pues no está claro que contemplarla haya de influirle —al menos, en todo caso— negativamente. Sin embargo, casi con absoluta seguridad, puede decirse que cualquier Tribunal condenaría por exhibicionismo a quien así procediera.

Obsérvese, por otra parte, la forma que tiene el legislador de describir el hecho punible. En el artículo 185 del Código Penal no se dice que será castigada toda persona que realice actos exhibicionistas o actos de inequívoca significación sexual ante un menor o incapaz, sino quien realice ante esos mismos sujetos actos de exhibición obscena. Y el adjetivo «obsceno» es indicativo tanto del carácter malicioso y grosero de la acción ejecutada ante el menor, de su escabrosidad, como de su indecencia e inmoralidad, lo que puede propiciar varias lecturas, tales como que toda acción realizada ante un menor es obscena, o que la acción ha de desbordar los estándares comúnmente aceptados. Con todo, parece que la interpretación que ha de hacerse del adjetivo —de hecho es la que hacen la doctrina y la jurisprudencia— es la que lleva a considerar delictiva toda conducta de naturaleza incuestionablemente sexual y de entidad suficiente como para comportar una lesión al objeto de tutela, a todo lo cual se debe sumar la exigencia de que dicho acto esté trascendido por un ánimo lúbrico, por el designio del autor de implicar al menor en sus planes, que pueden estar orientados a impactar o producir un shock, una conmoción, en el sorprendido espectador, o bien a hacerle participar en actos homo o heterosexuales, si bien en este último grupo de supuestos será difícil que la conducta no haya traspasado ya el umbral de la tentativa del abuso sexual.

Sujetos pasivos sólo pueden serlo los menores de edad —los menores de dieciocho años, por tanto— y los incapaces —a efectos penales, y según el artículo 25 del Código Penal, toda persona, haya sido declarada o no su incapacítación, que padezca una enfermedad de carácter persistente que le impida gobernar su persona o sus bienes por sí misma—. Al consentímiento de aquéllos, como ha quedado dicho, no se le otorga relevancia alguna, dado que el delito lo comete el individuo que se exhibe ante un menor de dieciocho años, aunque éste lo haya solicitado. Y aquí se produce una inexplicable paradoja: cuando un menor de edad que ya ha cumplido los trece años —por debajo de esa edad siempre hay abuso sexual— da su conformidad a una relación sexual con un adulto, sin que medie engaño, ni prevalimiento por parte de este último de una situación de superioridad, no hay delito de abuso sexual —aunque puede darse el de corrupción de menores, al que luego nos referiremos—, como tampoco lo hay si la relación se mantiene con un incapaz sin llegar a abusar de su trastorno mental. Con lo cual nos encontramos con que al menor y al incapaz se les reconoce cierta disponibilidad sobre el bien jurídico para implicarse en el hecho de superior trascendencia —el coito—, y ninguna para el de inferior, como el de ver un acto de exhibicionismo o una película pornográfica (véase Morales Prats-García Albero). Para salvar este dislate, pensamos que habría de rebajarse la edad típica de esta conducta hasta los trece años, y, quizás, del modo en que ocurría en el Código Penal anterior, crear un tipo privilegiado que abarcara los supuestos en que tales conductas fueran realizadas ante menores de dieciocho años, mas exigiendo aquí en todo caso que fuera en contra de su consentimiento. Pero mientras ello no ocurra —y el clima político y social no parece que vaya a permitirlo— el intérprete estará obligado a prestar especial atención, antes de afirmar la concurrencia del delito, al dato de si se ha lesionado efectivamente el bien jurídico en el caso concreto y, de esta forma, entender que puede no ser así, en el sentido más arriba indicado, cuando se trate de un acto que el sujeto realice con asiduidad, o tampoco si el menor —de trece años en adelante— lo permitió o incluso lo promovió con su actuación (en el ejercicio de su libertad sexual).

Por lo demás, aunque en los artículos 185 y 186 se señala al menor de edad como sujeto pasivo, debe tenerse presente que no todo menor o incapaz pueden serlo, sino solamente a los que les sea posible captar el sentido de lo que sucede ante ellos, en el tiempo en que sucede, pues sólo entonces su proceso de formación puede verse perturbado, lo que excluye al niño de corta edad, al niño invidente o al incapaz en grado absoluto del círculo de los sujetos pasivos.

Finalmente, no puede descartarse la posibilidad de que el delito sea cometido por un menor contra otro, cuando este segundo rechace la acción del primero, en cuyo caso, siempre que el autor de los hechos sea mayor de catorce años, vendrá en aplicación la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal del menor.
 1.2.2. Difusión de material pornográfico
Si en el delito acabado de comentar la conducta radica en realizar actos de exhibición obscena «en vivo» ante menores de edad o ante incapaces, en el que ahora nos ocupa, recogido en el artículo 186, la exhibición, directa o indirecta, es de material pornográfico. En ambos, el bien jurídico y los sujetos coinciden. Por eso nos centraremos en la conducta tipificada y en el propósito que debe guiar al sujeto activo.

Las conductas castigadas son las de vender, difundir y exhibir; por tanto, las de proporcionar o mostrar el material vedado a los sujetos pasivos de la infracción. Y en relación con ellas surge el problema de precisar si el delito se comete con sólo poner en manos de un menor material pornográfico o si se requiere algo más. Desde luego, a nuestro juicio, hace falta algo más; hace falta, como en el delito de exhibicionismo, que el sujeto proceda con ánimo de involucrar al menor en un contexto sexual en el que participe o no aquél; y, como consecuencia, la simple venta por móviles crematísticos no debería tildarse de delictiva. De hecho, la exigencia de que la difusión se lleve a cabo «por cualquier medio directo» es indicativa de la relación que debe entablarse entre quien difunde y el menor o el incapaz; exigencia que únicamente se explica por la connotación sexual que ha de subyacer a dicha relación. En otras palabras, si lo que castigase la ley fuera la difusión de material pornográfico a secas, resultaría absurdo, por contradictorio e innecesario, el requisito señalado, pues ¿qué importancia tendría hacerlo directa o indirectamente, si desde esa perspectiva lo decisivo sería que el sujeto pasivo recibiera o contemplara el referido material? Como absurdo sería que se castigara con idéntica pena a quien realizase actos de exhibición obscena ante un menor, con ánimo provocador o incitador, y a quien se limitase a venderle una película de vídeo o una revista pornográficas.

A lo dicho debe añadirse que las mismas consideraciones vertidas a propósito del tipo delictivo analizado previamente son trasladables aquí, tanto en lo que se refiere a la exigencia de lege ferenda de rebajar la edad típica del sujeto pasivo y de crear un tipo privilegiado para las conductas realizadas contra menores, de edad comprendida entre trece y dieciséis años, y en contra de su consentimiento, cuanto, desde una perspectiva de le ge lata, respecto de la necesidad de interpretar el tipo otorgando un decisivo valor excluyente de la lesión al bien jurídico al consentimiento libre de vicios del sujeto mayor de trece años. Piénsese que, de otro modo, se estaría criminalizando todo lo que supusiera facilitar a dicha clase de sujetos el referido material, lo cual parece desproporcionado en relación con sujetos de dieciséis o diecisiete años, y resulta, desde luego, discutible en lo que atañe a los incapaces, a los que se les puede vetar de esta forma una posibilidad de alivio para sus dificultades interrelacionales.

Una segunda cuestión que ha de dilucidarse es la atinente a lo que debe entenderse por material pornográfico. Al respecto, puede servir de punto de partida la doctrina que ha ido sentando la Corte Suprema Federal de los Estados Unidos en diferentes resoluciones, con arreglo a la cual es pornográfico un material: a) que tomado en su conjunto aparezca dominado por un interés libidinoso; b) que sea potencialmente ofensivo porque se desvíe de los estándares contemporáneos de la comunidad relativos a la representación de materias sexuales; c) que se halle falto totalmente de valor social y que tomado en su conjunto carezca de un serio valor artístico, literario, científico o político (véanse Vives Antón y Cuerda Arnau). En términos no muy distintos nuestro Tribunal Supremo ha estimado pornográfica una obra cuando, en una valoración conjunta o global, la pornografía se encuentra presente en todas sus páginas, con una ausencia de valores literarios, artísticos o de información seria y responsable (en las sentencias de 22 de marzo de 1983, 9 de diciembre de 1985 ó 24 de marzo de 1997, entre otras).

La noción así pergeñada delimita bastante las características de la pornografía, pero alguno de sus ingredientes no deja de presentar alguna indefinición y de entrañar un cierto riesgo de que consideraciones moralizantes determinen la aplicación de un precepto penal. Presenta indefinición en cuanto a que la concreción de si una obra tiene méritos artísticos, literarios, etc., está sujeta a una valoración que ha de realizar el juzgador con apoyo en criterios sociales, a veces cambiantes, lo que no favorece la seguridad. Da entrada a criterios moralizantes, en fin, al tomar

en consideración para determinar la potencialidad lesiva de un material la desviación de los estándares socialmente admitidos, con el peligro añadido de «demonizar» formas minoritarias de practicar la sexualidad.

Por todos estos riesgos, parece conveniente, partiendo de las notas destacadas por la jurisprudencia, mantener una definición restringida y rigurosa de pornografía, reservando esta calificación para las obras de la más grosera obscenidad, carentes de cualquier valor literario, artístico, etc., realizadas con la exclusiva finalidad de excitar o intentar excitar el apetito venéreo.

Téngase en cuenta, además, que el legislador español se ha servido también de la voz «material» para describir el objeto que no debe ser difundido entre menores o incapaces, con la idea de abarcar todo aquel que admita ser tachado de pornográfico. Sin embargo, no por ello es acertado incluir entre el mencionado material cualquier artilugio de los que se ofrecen a la venta en una tienda al uso. Ha de tenerse presente cuál es la razón del castigo previsto en el artículo 186, y, coherentemente, ha de reservarse el etiquetado de pornográfico sólo para el producto susceptible de provocar excitación sexual y perjudicar el proceso formativo del menor.
 1.3. DELITOS RELATIVOS A LA PROSTITUCIÓN Bajo este título se agrupan varios delitos, que comentaremos brevemente, en todos los cuales se tutela, una vez más, el interés por que el menor tenga un desarrollo de su personalidad conforme a sus intereses. Son los siguientes:

— el favorecimiento de la prostitución de menores; — la determinación a la prostitución de menores de edad; — la utilización de menores con fines exhibicionistas o pornográficos;
 — tráfico de menores para su prostitución y explotación sexual. 
 1.3.1. Concepto de prostitución
Como en casi todos los delitos enunciados se hace referencia a la prostitución, resulta ineludible disponer de una definición de la misma lo más precisa posible, a fin de estar en condiciones de afirmar cuándo alguien la ha favorecido o ha determinado a otra persona a ejercerla, etc. En la Exposición de motivos de la Ley Orgánica 11/1999, por la que se reformaron estos delitos, se anuncia que en el articulado modificado se recogen sendas definiciones auténticas —las que traza el propio legislador— de prostitución y de corrupción de menores; definiciones que finalmente no aparecen en el texto. Por tanto, al no disponer de una definición legal, corresponde a intérpretes y aplicadores del Derecho elaborarla.

Al respecto, doctrina y jurisprudencia han coincidido en algunos puntos y han discrepado en otros. Hay acuerdo en que el ejercicio de la prostitución entraña la participación en una acción sexual a cambio de un precio, en que se prostituye la persona que «comercia» con su cuerpo, al satisfacer la apetencia sexual de otro por la contraprestación económica que éste abona. Pero disienten en cuanto a las notas de reiteración y promiscuidad, pues mientras hay quien defiende que sólo puede hablarse de ejercicio de la prostitución a partir de alguna repetición en esa venta de prestaciones sexuales, también se ha manifestado que esa habitualidad no es característica imprescindible. El Tribunal Supremo, por su parte, ha aludido unas veces a la recidiva como rasgo característico de la prostitución (sentencias de 11 de octubre de 1996 y 7 de abril de 1999, por ejemplo), y otras ha estimado que no es inherente a ésta (sentencias de 16 de febrero de 1998 y de 17 de abril de 2000).

Probablemente, la contradicción y la divergencia apuntadas sean más aparentes que reales, pues las opiniones en ocasiones se pronuncian para resolver casos concretos y no tanto para sentar criterios generales, y puedan salvarse señalando que la práctica de la prostitución comporta una cierta reiteración o al menos el proyecto de que haya esa reiteración, aun cuando no llegue a producirse. De modo que sea factible afirmar que ha favorecido la prostitución de un menor quien le convence para que mantenga una relación sexual retribuida, aun cuando no haya una segunda, porque, por ejemplo, intervienen la policía o los padres del menor, siempre que aquél tuviera el designio de seguir prostituyendo a ese menor. Parece, pues, desmesurado concluir que hay prostitución a partir de un solo acto, desconectado de otros o de un plan para reiterarlos; conclusión que no se aviene ni con el sentido que usualmente se otorga al término, ni con las derivaciones negativas que para la evolución del menor

se atribuyen a su ejercicio, siendo, por lo demás, este criterio compatible con el de defender la calificación de delito consumado para el supuesto de una sola entrega sexual por precio, si hay una cierta planificación para que ese hecho tenga alguna continuidad.

En cualquier caso, debe recordarse que si el menor no ha cumplido los trece años yacer con él constituye, lisa y llanamente, un delito de abuso sexual, en virtud del cual al adulto le puede corresponder una pena de hasta diez años de prisión, y que resulta igualmente delictivo yacer con un menor de entre trece y dieciocho años con prevalimiento, o con un menor de entre trece y dieciséis años mediante engaño. Así las cosas, no debe generar especial preocupación que, con arreglo a la opinión aquí defendida, y por tratarse de un acto aislado, no se aprecie el delito relativo a la prostitución cuando un menor (o un tercero) percibe una cantidad como retribución a un servicio sexual.
 1.3.2. Favorecimiento de la prostitución de menores y de incapaces
El que induzca, promueva, favorezca o facilite la prostitución de una persona menor de edad o incapaz será castigado con las penas de prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses (artículo 187.1).

Las conductas que se castigan, descritas con bastante claridad, pueden reconducirse al favorecimiento, de alguna manera significativa y no meramente accesoria, de la prostitución de menores y de incapaces. Pese a esa claridad, han surgido dudas en torno a varias cuestiones a las que vamos a referirnos a continuación:

La jurisprudencia se ha mostrado vacilante a la hora de decidir si el cliente que abona el servicio al menor debe ser o no penalmente responsabilizado como favorecedor de la prostitución del menor; pues, mientras en algunas sentencias se ha manifestado que no incurría en delito la persona que pagaba por la prestación sexual del menor si éste ya venía ejerciendo la prostitución con anterioridad (como en las sentencias de 22 de enero de 1997, 12 de enero y 7 de mayo de 1998), en otras —posteriores al pleno de la sala II del Tribunal Supremo de 12 de febrero de 1999 en el que se acordó que la prostitución no puede ser considerada una especie de estado irreversible, y que,

en consecuencia, el menor prostituido no pierde por ello la tutela del ordenamiento jurídico— se ha apreciado el delito, porque el acusado favoreció objetivamente el mantenimiento del menor en el ejercicio de la prostitución, en el que ya estaba iniciado, reforzando y arraigando su dedicación e induciéndole a permanecer en ella (sentencias del TS de 7 de abril de 1999 y de 9 de diciembre de 1999). Esta línea argumental seguida por el Tribunal Supremo es razonable en tanto no niega la protección penal a cualquier menor, y distingue según el cliente fomente o no la práctica de la prostitución, dado que sería desatinado dispensar la misma solución para situaciones desparejas, no diferenciando los supuestos en los que la intervención del tercero nada aporta a la prosecución del menor en la prostitución, de aquellos en los que, si no decisiva, sí viene a favorecer que continúe en ella, lo que exige estudiar en cada caso la incidencia que el ofrecimiento del cliente tiene en la continuidad de la víctima en el referido estado; para lo cual habrá de valorarse la edad de aquélla, su experiencia, el tiempo que lleva prostituyéndose, pero también la clase, intensidad y proyección cronológica del ofrecimiento realizado por el autor.

También presenta interés dedicar alguna atención a un fenómeno relativamente reciente, cual es el llamado «turismo sexual», en orden a determinar si puede ser perseguido por las autoridades judiciales españolas, en vista de que los encuentros sexuales han ocurrido en el territorio de otro estado; lo cual ha de ser respondido afirmativamente, en virtud del artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que consagra el denominado principio de justicia mundial, con arreglo al cual:

Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por españoles o por extranjeros fuera del territorio nacional susceptible de tipificarse, según la ley penal española, como alguno de los siguientes delitos:...

e) Los relativos a la prostitución y los de corrupción de menores o incapaces. Por último, son de destacar dos preceptos relacionados con el delito de favorecimiento de la prostitución de menores de edad, de acuerdo con los cuales se agrava la pena imponible a los autores del mismo cuando tengan la condición de autoridad, agente de ésta o de funcionario público, y se prevalgan de ella

para dicho fin (artículo 187.2); o pertenezcan a una asociación u organización, incluso de carácter transitorio, que se dedique a la realización de aquella actividad (artículo 187.3).
 1.3.3. Determinación a la prostitución de menores y de incapaces
Si las mencionadas conductas — determinar, empleando violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación de superioridad o de necesidad o vulnerabilidad de la victima— se realizaren sobre persona menor de edad o incapaz para iniciarla o mantenerla en una situación de prostitución, se impondrá al responsable la pena superior en grado a la que corresponda según los apartados anteriores —prisión de 2 a 4 años y multa de doce a veinticuatro meses (artículo 188.4).

A diferencia de en el delito de favorecimiento, se requiere en éste la utilización de unos medios comisivos tasados, decisivos para que exista delito aun cuando las personas determinadas a prostituirse sean adultas. La propia existencia de este delito permite advertir cómo se otorga alguna relevancia al consentimiento del menor y del incapaz, dado que, si aceptan prostituirse, el delito que ha de apreciarse es el del artículo 187.1, mientras que si el asentimiento de aquéllos se obtiene o impone por alguno de los modos tipificados ha de apreciarse el del artículo 188.1, que lleva aparejada una pena de superior gravedad.

La aplicación del delito reproducido puede tener lugar a partir de dos situaciones distintas: la primera se da cuando el menor no venía ejerciendo la prostitución y se le determina a ejercerla; la segunda, cuando la venía ejerciendo, desea abandonarla y se le obliga a proseguirla.

Como quiera que lo que justifica la agravación que representa este precepto es la anulación del consentimiento del ofendido, resulta indiferente si son uno o varios los medios empleados para determinar al menor o al incapaz a la prostitución, sin que la pluralidad de medios utilizados con uno mismo de dichos sujetos pueda determinar la existencia de otros tantos delitos. En realidad, no será poco común que se produzca una confluencia de más de uno de los reiterados medios: se recurre en primer lugar a la intimidación y de no tener éxito se pasa a la violencia, y se van alternando una y otra; se engaña al comienzo

y posteriormente se intimida; se induce a un menor a consumir drogas, y cuando se convierte en drogodependiente se le induce a que se prostituya, ofreciéndole así la posibilidad de conseguir la sustancia que precisa; etc.

Vinculado al delito de determinación a la prostitución aparece en el mismo artículo el de favorecimiento de la entrada, salida o estancia del territorio nacional de personas, con el propósito de su explotación sexual, usando los medios antes aludidos (artículo 188.2); y también la agravación cimentada en la condición de autoridad o de funcionario público del autor de cualquiera de los dos delitos anteriores (artículo 188.3).

Por último, el artículo 188.5 incluye una cláusula concursal innecesaria, por obvia, pues se limita a recordar que cuando unos hechos encierren un desvalor que rebase el contemplado en los cuatro incisos anteriores habrán de castigarse independientemente. Ni que decir tiene que la ausencia de una cláusula similar en otros casos —como, por ejemplo, en el artículo 187— no impide que se llegue a idénticos resultados.
 1.3.4. Utilización de menores o de incapaces con fines o en espectáculos exhibicionistas o pornográficos
Será castigado con la pena de prisión de uno a tres años: a) El que utilizare a menores de edad o a incapaces con fines o en espectáculos exhibicionistas o pornográficos, tanto públicos como privados, o para elaborar cualquier clase de material pornográfico, o financiare cualquiera de estas actividades (artículo 189.1).

En el precepto transcrito se recogen claramente tres conductas, de forma quizá reiterativa e innecesaria; porque con establecer la punición de la utilización de menores con fines exhibicionistas o pornográficos se comprenderían todas las hipótesis especificadas; y porque la tercera constituye una cooperación necesaria, cuyo castigo está asegurado con carácter general gracias al artículo 28 CP. Con todo, es verdad que, en lo que se refiere a este último extremo, la configuración actual del precepto permite castigar la conducta de financiación de tales actividades aun cuando no se produzca finalmente el espectáculo exhibicionista o pornográfico en el que intervengan menores o incapaces, mientras que, de someterse tal comportamiento a las

reglas generales de la participación, la punición del mismo quedaría sujeto, en virtud del principio de necesidad, a que se iniciara la comisión de las otras conductas, en tanto hechos principales.
 En el mismo artículo se castiga con igual pena a b) El que produjere, vendiere, distribuyere, exhibiere o faciliare la producción, venta, difusión o exhibición por cualquier medio de material pornográfico en cuya elaboración hayan sido utilizados menores de edad o incapaces, aunque el material tuviere su origen en el extranjero o fuere desconocido.

A quien poseyera dicho material para la realización de cualquiera de esas conductas se le impondrá la pena en su mitad inferior (artículo 189.1.¿A

Con los preceptos previstos en las letras  a) y b) del artículo 189 se ha buscado reprimir cuanta conducta tenga que ver con la utilización de menores de edad o de incapaces con fines exhibicionistas o para la producción, difusión o exhibición de material pornográfico elaborado con su intervención, sobre la base de que con ellas se lesiona, además del bien jurídico común a todas estas especies delictivas, la intimidad de menores e incapaces. Téngase en cuenta que, además, en los artículos 28 y 29 se castigan con carácter general formas de participación delictiva como la complicidad, con lo que se amplían las posibilidades incriminadoras hasta el punto de resultar difícil imaginar alguna colaboración de entidad que no resulte comprendida en uno de aquellos tipos.

Por otra parte, al no haberse limitado los procedimientos a través de los cuales pueden llevarse a cabo las conductas típicas —«por cualquier medio», se dice—, no hay dificultad en considerar delictiva la difusión del material pornográfico prohibido vía informática o telemática; mas una cosa es que en los tipos de referencia se abarque la totalidad —o, mejor, la casi totalidad— de los hechos que pueden acontecer, y otra que su textura esté libre de tachas y su aplicación exenta de problemas, como los que se señalan a continuación.
 Sorprende, para empezar, que se asigne idéntica gravedad —lo que implica presuponer que lesionan por igual el bien jurídico— 

a proyectar una película pornográfica en la que hayan intervenido menores o incapaces, y a hacer realizar a unos menores acciones sexuales en público y en directo. Pero es que, en realidad, lo que resulta difícilmente aceptable es que el conjunto de comportamientos recogidos en el apartado b) del artículo 189.1 CP puedan considerarse en alguna medida nocivos para la libertad sexual o los procesos de formación y socialización de menores e incapaces, toda vez que tienen lugar en un momento cronológico posterior a la consumación de la lesión a tales valores. En efecto, para que fuera posible vincular el bien jurídico en estos casos a contenidos de carácter sexual, habría de entenderse que estamos ante un delito de peligro abstracto, cuyo contenido de injusto se cifraría en un extremo, tan remoto e indirecto respecto del objeto de tutela indicado cual es el riesgo que ofertar (produciendo, vendiendo, distribuyendo, etc.) semejante clase de material comporta respecto del mantenimiento o incremento de la demanda del mismo, que, a la postre, puede entenderse que acabará repercutiendo en la continuación de la participación de menores o incapaces en su elaboración, con la consiguiente lesión (en este caso ya, efectiva) que se derivará de este hecho para los aludidos bienes de aquéllos. Aceptar este planteamiento, sin embargo, implicaría un intolerable adelantamiento de las barreras del Derecho penal, que, en el caso de la conducta de mera posesión tipificada en el artículo 189.1.^.2, llegaría a rozar límites esperpénticos. Debe concluirse, entonces, que las referidas conductas —pese a estar ubicadas en el título VIII relativo a los delitos contra la libertad sexual— atenían exclusivamente contra la intimidad de menores e incapaces (también de esta opinión, Tamarit Sumalla).

Por otro lado, desde un punto de vista pragmático, habrá que tener en cuenta algunas cuestiones como el hecho de que no todo material ofertado como pornografía infantil es inscribible en uno de los citados preceptos, ni es fácil la probanza en muchos casos de que un determinado material ha sido elaborado con menores. Así, no es extraño que se difunda como un filme pornográfico realizado con niños aquel que ha sido «interpretado» por jóvenes mayores de edad, convenientemente maquillados, depilados, afeitados y vestidos para aparentar menos años de los que tienen; como tampoco lo es que se distribuya una película, también del género de la pornografía infantil, en la que quienes realizan las acciones salaces son adultos, pero aparecen imágenes intercaladas de menores, dando la impresión de que

éstos se hallan presentes o participan en aquéllas; incluso es posible que se fotografíe a jóvenes mayores de dieciocho años realizando toda clase de juegos sexuales y que, posteriormente, las fotografías sean retocadas y se sustituyan las cabezas de los fotografiados por las de chicos de menos edad. Innecesario es decir que ninguno de los supuestos apuntados es constitutivo de alguno de los delitos comentados.

Las dificultades también se suscitarán cuando no sea factible contar con la presencia y el testimonio de los menores que hayan participado en la producción del material de que se trate, pues, salvo cuando tengan pocos años, no siempre resultará asequible probar con seguridad que son menores de edad; dificultades que se acrecentarán si proceden de países extranjeros. Igualmente dificultosa puede resultar la prueba de que alguien posee material pornográfico elaborado con menores para su ulterior difusión; por ejemplo, si tiene una sola cinta que puede difundir innumerables veces por la red, le resultará relativamente fácil poner de manifiesto que la tiene para su deleite personal, no para comerciar con ella o para exhibirla; por el contrario, quien tiene cientos de películas para su exclusivo disfrute, como coleccionista, es quien mejor dará la apariencia de estar dedicado a su distribución (como han señalado Morales Prats y García Albero).

También en el artículo 189, en su apartado 2, se contiene una cualificación en atención a la pertenencia de los culpables a una asociación u organización pensada para ejecutar las actividades tipificadas en el apartado anterior, que responde a la mayor capacidad y eficacia que aquéllas proporcionan en punto a lograr los fines propuestos.
 1.4. CORRUPCIÓN DE MENORES El que haga participar a un menor de edad o incapaz en un comportamiento de naturaleza sexual que perjudique la evolución o desarrollo de la personalidad de éste, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año o multa de seis a doce meses (artículo 189.3).

Se ha querido recuperar con el precepto transcrito el añejo delito de corrupción de menores, que generó una jurisprudencia bastante contradictoria, para no dejar lagunas de impunidad en la tutela penal del menor, cuando todo lo que debía castigarse estaba castigado —como repitieron hasta la saciedad nuestros Tribunales de justicia, al señalar que las conductas que antes se subsumían en el delito de corrupción de menores podían ser enclavadas en los abusos sexuales o en los delitos relativos a la prostitución, entre otras, en las sentencias del TS de 30 de diciembre de 1996, y 16 de abril y 21 de julio de 1997—. Cosa distinta es que se quisiera penalizar toda actividad sexual realizada con menores, meta alcanzable con el precepto transcrito más arriba. En él se contiene un tipo que puede complacer algunas demandas desaforadas, bien porque queden cumplidas con la proclamación formal del delito, bien porque se vislumbre la posibilidad de hacer real, desde el punto de vista del Derecho penal, la intangibilidad de menores y de incapaces. Mas lo cierto es que se trata de una norma mal formulada y de compleja aplicación (siempre que se haga con el debido acatamiento de los principios constitucionales, sobre los que se erige el Derecho penal) en la que no se han respetado las exigencias dimanantes del principio de legalidad —la taxatividad brilla por su ausencia—, ni las del de proporcionalidad —las conductas que pueden acabar sancionándose a través suyo debieran quedar extramuros de los lindes del Derecho penal—, y en la que, desde luego, definir los límites típicos, de tal forma que la seguridad jurídica no salga mal parada, no es tarea fácil, como a continuación se comprobará.

La conducta se cifra en hacer participar a un menor en un comportamiento de naturaleza sexual, se sobrentiende sin que se haya usado violencia ni intimidación ni haya habido prevalimiento de una situación de superioridad ni engaño, ni el menor tenga menos de trece años o se halle privado de sentido, pues entonces habría un delito de agresiones o de abusos sexuales; por tanto, con el consentimiento del menor, y, además, siempre que el comportamiento sexual en el que se hace intervenir a la víctima no se contraiga a realizar ante ella actos de exhibición obscena o en facilitarle material pornográfico o se favorezca su prostitución o se la utilice con fines exhibicionistas o pornográficos, porque el delito o los delitos cometidos serían en estos casos los relativos al exhibicionismo, a la provocación sexual o a la prostitución; de donde ha de deducirse que el comportamiento castigado en el apartado 3 del artículo 189 es aquel que no tiene cabida en ninguno de los delitos previstos en el título VIII,

que no constituye un delito de agresiones, ni de abusos, ni de acoso, ni de exhibicionismo y provocación sexual, ni relativo a la

prostitución; y, por consiguiente, que se ha querido sancionar toda relación mantenida con un mayor de trece años y menor de dieciocho, aun cuando haya prestado su consentimiento.

Es verdad que en el tipo se exige algo más que involucrar a un menor en un comportamiento de naturaleza sexual, se requiere también que dicho comportamiento perjudique su evolución y el desarrollo de su personalidad. Pero este extremo es de muy difícil, por no decir de imposible, comprobación prácticamente en todo los casos, entre otras cosas porque para averiguar si dicha evolución y desarrollo se han visto perjudicados habrá de esperarse un tiempo —¿cuánto?—, para una vez transcurrido verificar si ha habido alguna perturbación en aquellos procesos; y aun entonces habría que discriminar y demostrar que, con toda seguridad, la referida perturbación fue causada por el comportamiento sexual acaecido años atrás y no por otros sucesos, quizá desconocidos. De esta forma, no queda otra solución que efectuar un pronóstico, mejor o peor fundado, de muy improbable verificación. Como se ve, algo sumamente problemático, que puede propiciar una aplicación cuasi mecánica del delito, siguiendo la estela dejada por la jurisprudencia generada a raíz del anterior delito, conforme a la cual la iniciación anticipada de la vida sexual propulsa la deformación sexual y la corrupción (sentencias del TS de 27 de febrero de 1996 y 28 de enero de 1997); y en su virtud dar por sentado algo que debe ser demostrado, como es que siempre que un adulto comparte una acción sexual con un menor éste ve perjudicado el desarrollo de su personalidad, y en consecuencia condenar al adulto de conformidad con el número 3 del artículo 189, algo que daría al traste con los presupuestos político-criminales de los que parte el legislador de 1995 y que —y esto es más grave— sería inaceptable desde la perspectiva constitucional. Con todo, lamentablemente, no parece que sea otro el camino al que conduce el precepto en análisis.
 1.5. CONSIDERACIÓN FINAL De lo expuesto en este breve recorrido por algunas de las infracciones contra la libertad e indemnidad sexuales, se desprende de forma ostensible que la protección de menores e incapaces en el ámbito de la sexualidad está holgadamente garantizada en el orden penal, merced a los tipos del título VIII, y a

algún otro, como los delitos contra la intimidad y los delitos de abusos en el ejercicio de la función pública. Con las diferentes figuras delictivas contenidas en el referido articulado se contempla cuanta conducta de naturaleza sexual es ejecutada con un menor de edad, disponiéndose para todas ellas de penas moduladas en función de la mayor o menor significación y gravedad del hecho, de los medios empleados, etc. Ahora bien, ni que decir tiene, la existencia de una regulación plena no garantiza, no ya la desaparición, sino ni siquiera la disminución de una determinada clase de delincuencia. Insuficiencia que se hace más patente si, como sucede en el caso español, la normativa vigente, si bien abarca todos los comportamientos imaginables —desde luego, todos aquellos de los que han tenido conocimiento nuestros Tribunales—, es bastante defectuosa, en particular, la específicamente destinada a la tutela de menores y de incapaces, que adolece del extendido vicio consistente en el uso simbólico del Derecho penal, inducido por el legislador cuando se muestra proclive a esgrimir la pena para acallar una alarma social que a veces él mismo crea; vicio que arrastra otro no menos indeseable, cual es el riesgo de que calen en algún precepto consideraciones moralizantes, que ya empiezan a columbrarse. Lo dicho, según hemos comprobado, se hace especialmente patente en algunos tipos como el del artículo 189.1 b) o el del artículo 189.3 CP.

Y es que la «auténtica» protección de menores e incapaces que, según reza la Exposición de motivos de la Ley Orgánica 11/1999, se pretende con la nueva regulación penal sobre la materia no puede pasar por anular cualquier atisbo de libertad de dichos sujetos en el ejercicio de su sexualidad. Y si bien es cierto que tal libertad parece adquirir, en principio, alguna virtualidad —al darse, en los términos ya estudiados, cierta validez en este ámbito al consentimiento del menor de entre trece y dieciocho años—, aquélla se pone en entredicho a la luz de la incriminación recogida por el artículo 189.3 CP. Hoy en día, en efecto, entender que un sujeto de dieciséis o diecisiete años no puede tener libremente contactos sexuales con un mayor de edad sin que se vean comprometidos sus procesos de formación y socialización constituye, cuando menos, una premisa desconectada de la realidad en que vivimos. El legislador parece opinar que es mejor que el menor de dieciocho años mantenga relaciones sexuales con otros menores o que, simplemente, no las mantenga. Pero esta idea, que responde a una particular con
cepción de la sexualidad —respetable desde el prisma de la

moral personal de cada individuo—, es muy discutible que deba ser impuesta a través del Derecho penal. Ya hemos visto, sin embargo, que no es otra la senda que sigue el precepto señalado.

Empezábamos estas reflexiones recordando una obviedad, que el Derecho penal no es la panacea para combatir la delincuencia. Pues bien, si esto es evidente en todos los sectores de la vida social en la que hace acto de presencia el Derecho punitivo, lo es tanto más en el concreto del ejercicio de la sexualidad. Los esfuerzos para reducir al mínimo las conductas atentatorias para la evolución y el desarrollo de la personalidad de los menores de edad han de provenir y han de orientarse por caminos por los que no discurre el Derecho penal.
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CAPÍTULO II 
Los delitos de agresiones y abusos sexuales contra menores

CARLOS SUÁREZ-MIRA RODRÍGUEZ 

Universidad de A Coruña 
 2.1. DETERMINACIONES PREVIAS ACERCA 
 DEL BIEN JURÍDICO PROTEGIDO 
 2.1.1. Antecedentes de la actual rúbrica titular
Las infracciones penales sobre las que trata esta exposición se ubican en los capítulos I y II del Título VIII, que lleva por rúbrica la de Delitos contra la libertad e indemnidad sexuales. La denominación de este título en cuestión es fruto de la evolución legislativa a que fue sometido este grupo de delitos y cuyo punto de arranque decisivo lo constituyó la LO 3/1989 de 21 de junio. Antes de la trascendental reforma que introdujo esta Ley, en el Código Penal no se hablaba en absoluto de la libertad sexual, sino de los Delitos contra la honestidad. Era ésta una rancia fórmula que se venía arrastrando desde el Código Penal de 1848, época en la que quizás pudiera tener algún sentido la referencia a la honestidad de la persona, entendida ésta en sentido sexual. Pero en la década de los 80 del siglo xx (y siempre con las excepciones de rigor) nadie pensaba seriamente que ese valor, en otros tiempos mucho más preciado que en los actuales, tuviese la necesaria aptitud para convertirse en el bien jurídico categorial de los delitos de contenido sexual. De hecho, la doctrina

penal siempre se mostró muy recelosa del mismo, al cual, por vía de interpretación, se llegó a desposeer del primitivo contenido que pudo haber tenido en sus orígenes. Así, había una práctica unanimidad en la literatura científica a la hora de considerar que en realidad era la libertad sexual el bien jurídico que, en general, tutelaba el viejo título IX (hoy VIII) del libro II del anterior Código Penal (Polaino, 1975, 43; Carmona Salgado, 1981, 36; Diez Ripollés, 1991, 43). Desde luego, era inimaginable interpretar literalmente el término «honestidad» como alusivo al honor, decoro o moral sexuales, el cual además presentaba algún inconveniente de calado. Así, de entender que era la honestidad el objeto de protección, se llegaría a considerar atípicas las conductas que recayeran sobre persona reputada socialmente «deshonesta», o incluso sobre persona respecto de la cual el calificativo de honesta resultara impropio, como es el caso de los niños de corta edad.

Esta abrumadora posición doctrinal, compartida como no podía ser menos por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, influyó decisivamente en el legislador a la hora de abordar una reforma de estas infracciones largamente reclamada que cristalizó en el texto de 1989. Fue en ese momento cuando se sustituyó la rúbrica alusiva a la honestidad por la que se refería a la libertad sexual. La nueva fórmula expresaba con suficiente claridad cuál era el bien jurídico categorial protegido, teniendo el mérito de haber prescindido de la carga moralizante que presentaba la anterior rúbrica (Orts, 1995, 22).

Esta situación se prolongó durante todo el tiempo que siguió vigente el anterior Código Penal, y se mantuvo también, a pesar de las trascendentales reformas que sufrió el articulado, en el nuevo Código Penal de 1995. Sin embargo, una vez mudado el signo político del gobierno de la nación, pronto se emprendieron los trámites prelegislativos que conducirían a un nuevo cambio de la legislación penal sexual. Tras un intenso debate parlamentario vio la luz la LO 11/1999 de 30 de abril, que, entre otras muchas modificaciones, se ocupó de reescribir la rúbrica del título VIII con un añadido que ya había venido siendo debatido por la doctrina muchos años atrás. Ahora se titula Delitos contra la libertad e indemnidad sexuales.

Sin embargo, y a pesar de que aparentemente hayamos asistido a un importante avance, en este punto se ha producido algún retroceso. Para comprobarlo, y antes de pasar a analizar algunos de los tipos del reiterado título, resulta oportuno efectuar unas precisiones en punto a delimitar el contenido de dicha parcela de la libertad, para acto seguido pronunciarnos sobre el sentido y función de la indemnidad sexual, sobre si posee un valor con sustantividad, en tanto ha sido incorporada al epígrafe comentado.
 2.1.2. La libertad sexual
Como se ha avanzado, la doctrina dominante concreta en la libertad sexual el bien jurídico protegido en el título VIII, sin perjuicio de que haya otros objetos jurídicos tutelados en algunos de los tipos que lo conforman.

El concepto de libertad sexual no se opone sustancialmente al de libertad personal, sino que se trata de una manifestación de ésta que singulariza la facultad general de autodeterminación voluntaria, refiriéndola al sector de la esfera sexual. También suele decirse, y es perfectamente compartible, que de aquélla derivan dos aspectos: dinámica-positivo, integrado por la facultad de disponer del propio cuerpo, y estático-pasivo, comprensivo de las posibilidades de repeler los ataques de índole sexual que puedan producirse.

En los tipos que serán objeto de análisis se castiga la implicación de alguien en una práctica de naturaleza sexual, en sentido amplio, en contra de su voluntad, con ésta viciada o sin ella o incluso contando con ella. En función de los medios empleados, de la edad o demás circunstancias de las víctimas, así como de otros factores, la autodeterminación sexual se verá entonces más o menos afectada. Lo que ampara este título es, precisamente, que las relaciones sexuales discurran por vías de libertad, sin forzamientos ni prevalimientos.
 2.1.3. La indemnidad sexual
Muchos autores han negado que los menores de edad, los incapaces o quienes padecen un trastorno mental posean auténtica libertad sexual, acudiendo a términos diferentes —muchas veces eufemísticos— para referirse a aquel valor que la conducta delictiva sexual compromete en relación con ellos. Se habla de intangibilidad sexual (Contieri, 1980, 25), intangibilidad carnal, indemnidad (Cobo, 1983, 402), o de seguridad sexual. Sin embargo, el recurso a la indemnidad sexual o a conceptos próximos no explica satisfactoriamente la protección que, sin duda, merecen las personas a que nos estamos refiriendo. Ciertamente, esos individuos pueden ser sexualmente intangibles o indemnes, pero también lo son el resto de personas no afectadas por tales circunstancias, lo cual invalida dicho planteamiento por distinguir donde no debe hacerse. En cualquier caso, esa pretendida intangibilidad se desvirtuó un poco ya a partir de la reforma que introdujo la Ley Orgánica 3/1989 de 21 de junio, pues desde entonces se abrió la puerta a una cierta actividad sexual de los enajenados al exigir para la configuración del delito que el sujeto activo abusase de esa situación de inferioridad intelectual. Siendo ése el propósito del legislador, mal puede hablarse ahora de intangibilidad sexual de dichas personas.

A mi juicio, tanto los menores como quienes sufren un trastorno mental tienen igualmente libertad sexual. Cuando la Constitución declara en su artículo 14 que los españoles son iguales ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento..., o cualquier otra condición o circunstancia personal..., no está excluyendo a esos ciudadanos. Por eso, al garantizar el libre desarrollo de la personalidad, integrada ésta además de otros, por el derecho a conducirse sexualmente en libertad, está garantizando también el disfrute de la sexualidad por parte de esos individuos, cuya especialidad —hay que admitirlo— impide darles el mismo tratamiento que a los demás. Respecto de unos y otros tiene interés el Estado en asegurar que el proceso relacional en que suele consistir la actividad sexual se desarrolle en libertad. La diferencia radica en que mientras los adultos tienen la suficiente capacidad para gestionar el impulso sexual, los menores o incapaces no la tienen. Por ello, el aparato estatal rodea de cautelas la actividad sexual de estos sujetos. Pero esa tutela cualificada no supone ausencia de libertad sexual en tales individuos. Todo lo contrario: la está presumiendo. Si todo ser humano tiene derecho a ejercer una libertad innata cual sería la sexual, no puede el Estado privar a ciertos seres de dicha libertad; lo único que está legitimado para hacer es encauzarla en beneficio de su titular. De hecho, no se les prohibe la masturbación, ni el mantener relaciones sexuales con otros menores o incapaces. Lo que ocurre es que el legislador presume que si el menor entabla relaciones con el adulto éste puede manipularlo, y para proteger a aquél presume iuris et de iure que no tiene capacidad para relacionarse con mayores.

En cualquier caso, y pese a que desde el punto de vista práctico la cuestión de si tienen o no libertad sexual no tenga excesiva trascendencia, es verdad que las posturas señaladas precisan que el trato dado a menores e incapaces no puede ser igual que el otorgado a los mayores capaces. En eso todo el mundo está de acuerdo. Pero, dicho esto, parece más coherente con el respeto a los principios constitucionales el decantarse por el predominio de ideas de libertad que por ideas de intangibilidad o indemnidad, las cuales parecen anudar otras como las de prohibición, segregación o discriminación. Resulta más oportuno optar por procedimientos de permisión tutelada que de prohibición total —como puede desprenderse de la proclamada intangibilidad—, pues sólo aquéllos son acordes con un razonable proceso educativo de menores e incapaces que incluya aspectos sexuales entre los contenidos de la educación que han de recibir.

Pero, afirmado lo anterior, lo cierto es que el legislador, que es el competente para hacerlo, ha estimado oportuno denominar al epígrafe del título VIII «Delitos contra la libertad e indemnidad sexuales», fórmula con la que estamos obligados a trabajar. Lo que llama la atención del nuevo régimen legal es una cierta falta de armonía entre las intenciones del legislador y lo que después se refleja en la norma. Si en la Exposición de motivos de la Ley Orgánica 11/1999, de 30 de abril, se apela (como justificación de la reforma llevada a cabo) a la desprotección que sufren los menores e incapaces en materia sexual, y se llega a aludir a la indemnidad o integridad sexual de los mismos como bien jurídico en juego, no se entiende muy bien que después, en la concreta tipificación de algunas conductas sexuales que les afectan (como las agresiones sexuales), no se mantenga la coherencia y acabe por prescindirse del ahora invocado bien jurídico «indemnidad sexual».

En cualquier caso, tampoco tiene mayor importancia, puesto que, como es sabido, el rótulo de los títulos no predetermina en modo alguno el objeto jurídico tutelado, y, por todo lo expuesto, no parece que sea la indemnidad sexual el bien jurídico protegido, sino el adecuado proceso de formación de menores e incapaces. La referencia a aquélla tiene únicamente un valor orientativo acerca de los propósitos del legislador.

2.2. LAS AGRESIONES SEXUALES
El Código Penal español no contiene un capítulo específico dedicado a regular delitos sexuales contra menores, sino que en el marco de una regulación general de la delincuencia sexual establece concretas previsiones en el caso de que la víctima sea un menor. Por otra parte, el término menor no siempre se refiere a personas cuya edad se comprenda entre dos límites fijos, puesto que, según la infracción de que se trate, varían los tramos de edad. Así, mientras que la alusión al menor en los delitos de exhibicionismo y provocación sexual, y en los relativos a la prostitución y la corrupción de menores, lo es a personas que no han cumplido los dieciocho años, en las agresiones y abusos sexuales el legislador se refiere a sujetos que, o bien no rebasan los trece años, o bien, rebasados éstos, no superan sin embargo la edad de dieciséis. No obstante, a partir de esta cifra, se considera, en principio, a todas las personas de igual condición en lo relativo a su protección frente a los ataques sexuales de que puedan ser objeto, con la salvedad de que pueda llegar a considerarse que se trate de víctimas especialmente vulnerables por razón de su edad.

El elemento característico de los tipos de agresión sexual se concreta en el empleo de violencia o intimidación (ampliamente, Suárez, 1995, 123-195). Sólo cuando concurra alguno de estos modos comisivos puede afirmarse la existencia de aquellas figuras. Esto las diferencia de los delitos de abuso sexual, que, expresamente, exigen la ausencia de violencia o intimidación, al tiempo que explica la superior penalidad que la ley atribuye a las conductas agresivas frente a las meramente abusivas.

El capítulo I aparece integrado por tres artículos que contienen al tipo básico de agresión sexual (artículo 178), al de violación (179) y a otro que contiene una serie de circunstancias agravantes específicas en relación con los anteriores (180). El primero de ellos, que constituye la figura más genérica, es muy poco preciso en la descripción de la conducta típica, y viene a erigirse en tipo residual al que acudir en caso de no poder comprobar la presencia de las circunstancias o hechos cualificativos exigidos en los otros tipos más específicos y sancionados con mayor pena: acceso carnal, introducción de objetos, carácter particularmente degradante o vejatorio de la violencia o intimidación, etc.

El legislador se refiere a las agresiones sexuales —artículo 178— como atentados contra la libertad sexual de otra persona con violencia o intimidación. De ese modo, la agresión sexual requiere explícitamente dos elementos: una acción lúbrica que esté realizada con violencia o intimidación. A estos dos se les une un tercero, implícito en los tipos de agresiones: la ausencia de consentimiento válidamente prestado por el sujeto pasivo.

Junto a la libertad sexual, que es el bien jurídico genéricamente protegido, como ya se ha dicho, hay que tener en cuenta que en ciertos tipos de agresión sexual se tutelan otros importantes valores como la dignidad personal (cuando la violencia o la intimidación revistan un carácter particularmente degradante o vejatorio) o la vida y la salud (en las hipótesis contempladas en la circunstancia 5.a del artículo 180).

Las agresiones sexuales son delitos comunes con  sujeto activo indiferen ciado. Consecuentemente, y en principio, admiten su comisión por parte de cualquier persona con independencia de su sexo. Todo sujeto con capacidad de acción puede atentar contra la libertad sexual de otro, e, igualmente, cualquiera puede ser sujeto pasivo de estas infracciones. Atrás han quedado algunas posiciones que especulaban acerca de si las prostitutas u otras personas de dudosa honestidad en materia sexual podían ocupar la posición pasiva en estas infracciones. Como ha sido señalado, «la mayor o menor honestidad, promiscuidad, o costumbre sexual de la víctima resulta irrelevante» (Morales Prats y García Albero, 1996, 877). Son posibles las siguientes combinaciones: sujeto activo hombre y sujeto pasivo mujer; sujeto activo hombre y sujeto pasivo hombre; sujeto activo mujer y sujeto pasivo hombre; y sujeto activo mujer y sujeto pasivo mujer. Pero lo anterior no puede mantenerse con rotundidad para todas las hipótesis contempladas en los artículos 179 y 180, pues a veces se exige —implícitamente— la diversidad sexual de sujeto activo y pasivo. Así, no sería posible un acceso carnal típico del artículo 179 entre dos mujeres, lo que condiciona una de las posiciones subjetivas típicas. Incluso buena parte de la doctrina negaba bajo la vigencia del artículo 179 en su primera versión —y algunos siguen manteniéndolo— que la mujer pudiera ser sujeto activo de un delito de violación, o al menos de alguna de sus modalidades. Sin embargo, la formulación abstracta del núcleo de la conducta típica hace posible que tanto el varón como la mujer sean aptos para ocupar la posición activa, aunque ciertamente en la práctica no sea esto último lo habitual (Orts y Suárez-Mira, 2001, 24-30).

Ya hemos indicado con anterioridad que las agresiones sexuales se caracterizan por la necesaria presencia de violencia o intimidación en la ejecución de la conducta típica, aspectos que vamos a analizar seguidamente. La regulación simultánea de la violencia junto a la intimidación permite interpretar que para el legislador una y otra se hallan estrechamente emparentadas. Podemos definir la violencia como toda energía física exterior a la víctima que, proyectada inmediatamente sobre ésta, la determina, por haber vencido su resistencia seria y continuada, a realizar o padecer un determinado acto sexual. De dicha definición se desprende que la violencia presenta varios rasgos configuradores sin los cuales no se da.

En primer lugar, ha de poseer un  carácter físico, de tal modo que una fuerza de índole moral no integra la violencia requerida por los tipos, aunque pueda hallar acomodo en el elemento «intimidación». Por el contrario, la violencia consiste en una acción material, aunque tampoco es bastante la mínima energía necesaria para realizar el acto sexual practicado. Cabe señalar que la violencia puede aparecer bajo diversas formas, desde golpear o sujetar al sujeto pasivo, a maniatarle mientras se encuentra dormido.

En segundo lugar, sólo es auténtica violencia en el sentido típico aquella proyectada inmediatamente sobre el cuerpo de la persona que sufre el atentado sexual. Ello excluye dos posibilidades en que aparentemente podría sospecharse la presencia de violencia: la desplegada sobre otras personas y la ejercida sobre cosas. Sin embargo, una y otra no constituyen violencia típica debido a que su ejecución sobre otras personas distintas de la víctima podría operar como forma de intimidación de ésta, generalmente por la vinculación afectiva que pudiese existir con el destinatario de la agresión física, pero no violenta a aquélla directamente. Lo mismo sucede respecto de la violencia sobre cosas; puede asustar, intimidar al sujeto pasivo, pero no le fuerza o violenta directamente.

En tercer lugar, la violencia ha de tener una  procedencia exterior a la víctima, aunque no necesariamente ha de provenir del agresor sexual. Aunque en la práctica lo más frecuente sea que el ejecutor de los actos libidinosos aplique al mismo tiempo la violencia para doblegar a su víctima, abundan los casos de aprovechamiento de violencia ajena donde el autor se limita a efectuar, única y exclusivamente, la acción sexual.

En cuarto lugar, el empleo de la violencia ha de ser la  causa del atentado. No toda relación sexual violenta determina de

modo automático el nacimiento de un delito de agresiones sexuales; no basta para apreciarlo la constatación del elemento «violencia» como uno más de los ingredientes del acto. Una agresión sexual no es simplemente un acto sexual violento, sino un acto sexual violentador. Así que resulta exigido un nexo de causalidad entre la violencia ejercida y el mantenimiento de la acción sexual deseada por el agresor, de tal modo que pueda afirmarse que se ha logrado el acto precisamente en razón del empleo de una violencia que ha subyugado la voluntad contraria de la víctima.

En quinto lugar, la violencia ha de ser la  idónea. La doctrina y la jurisprudencia se han preguntado qué intensidad ha de poseer la violencia para integrar el delito de agresiones sexuales. Casi todos los autores coinciden en rechazar la exigencia del carácter irresistible o desproporcionado de la misma. Ciertamente, no es necesario que la violencia típica adquiera proporciones hercúleas, pues nada en el tipo conduce a semejante determinación; sí es necesario que tenga clara eficacia en orden a doblegar una voluntad reacia al mantenimiento de la relación sexual querida por el agente.

En cuanto al otro modo comisivo, la intimidación, suele ésta constituir el efecto de la amenaza vertida por el autor, pero también es posible que un tercero, de acuerdo con aquél, o incluso sin vinculación alguna con el mismo, provoquen la intimidación de la víctima. No obstante, habría que preguntarse, asimismo, si también hay intimidación como consecuencia de un acontecimiento causado por la naturaleza, un terremoto, una tormenta, etc., o incluso si puede nacer de la fobia o ansiedad del propio sujeto pasivo. Parece que no debiera haber inconveniente en ello, pues lo esencial es que el sujeto pasivo se halle intimidado, no importando tanto cuál sea la causa de dicho estado siempre que el sujeto activo lo rentabilice para llevar a cabo el acto sexual. De todos modos, ha de reconocerse que la primera de las posibilidades apuntadas es la más frecuente en la práctica. En este sentido, constituye intimidación toda prolación de un mensaje intimidatorio intenso mediante el que un sujeto amenaza a otro con causarle un mal grave, futuro y verosímil en alguno de sus intereses más preciados, si no accede a realizar o padecer un determinado acto sexual.

La noticia amenazante puede llegar a la víctima por conductos muy diversos. Generalmente lo hará a través de la palabra,

pero eso no excluye formas alternativas de comunicación como la escritura o el gesto.

Se ha escrito mucho acerca del  mal con que se amenaza por la doctrina y la jurisprudencia, en un intento de precisar su forma y su contenido. Coincido con la posición absolutamente dominante en que la amenaza ha de poseer una determinada intensidad, la cual debe ser entendida como un cierto grado de energía en la expresión del mensaje intimidatorio, de modo que a los ojos del receptor aparezca como verosímil en su ejecución.

Por otra parte, basta con que la amenaza se profiera y mantenga durante un lapso de tiempo suficiente para que la víctima pueda reaccionar, aceptando o rechazando la voluntad del agente. De todos modos, en cuanto al momento o duración hay que tener en cuenta un caso muy particular, y que bajo la vigencia del anterior Código Penal no se planteaba porque no era necesario hacerlo. Nos referimos a las situaciones intimidatorias permanentes a que son sometidos los/as hijos/as por parte de un padre que comete sistemáticamente actos sexuales contra ellos. Antes no era necesario plantearse la cuestión de la existencia o no de la intimidación porque la simple ejecución de un acto sexual con persona menor de doce años tenía la misma consideración que si además concurrían en el acto fuerza o intimidación. Ambos constituían agresiones sexuales (o en su caso violación), y ya no se entraba a considerar el tema de la intimidación eventualmente concurrente. Sin embargo, eso ha cambiado, porque lo primero ahora constituye un abuso sexual, mientras que lo segundo sigue siendo una agresión sexual (o violación) definida por la intimidación que ahora sí habrá que acreditar fehacientemente. Y dado que en casos como los descritos al inicio de este párrafo no es frecuente que el progenitor amenace específicamente a su hijo/a en cada ocasión en que desea satisfacer sus apetitos sexuales, parece oportuno considerar que el estado de sometimiento e intimidación permanentes en que se desarrollen las relaciones paterno-filiales integra suficientemente el requisito de la intimidación típica. Esto será así siempre que no llegue un momento en que el menor acceda de buen grado. Así lo ha entendido el Tribunal Supremo en algunas resoluciones.

Sobre la cuestión del  contenido de la amenaza, el mal que se amenaza causar a la víctima ha sido objeto de caracterizaciones muy diversas, alguna ciertamente original (Gimbernat, 1990). Desde luego, debe amenazarse con algo de suficiente gravedad. En este sentido, la jurisprudencia es muy receptiva a las concretas circunstancias subjetivas y objetivas concurrentes en el caso para determinar la existencia de una suficiente gravedad en el

mal. Así, en la STS de 10 de febrero de 1992 considera que el hecho de encerrar a unas niñas en una habitación y apagar la luz con exigencias lúbricas es un hecho de suficiente gravedad para estimar la existencia de intimidación («Partiendo de la notoria diferencia de edad entre el inculpado y las pequeñas, la forma de actuar de aquél hubo de producir la natural inhibición de ánimo de las niñas, suscitando el temor de un mal que llevó a la víctima a claudicar ante las exigencias lúbricas del acusado»).

Muy relacionado con este aspecto de la gravedad se halla el de la objetividad de la amenaza, es decir, la cuestión de si ha de existir una amenaza real o basta con que la víctima crea su existencia. A mi entender, también en este último caso se da la intimidación típica, pues, en definitiva, lo que importa es que alguien se ha aprovechado de un estado de atemorización de la víctima que sí es real, aunque el mal amenazado no lo fuera. Distinto sería el caso de que la propia víctima se autosugestione y llegue a creer en la existencia de una amenaza que, en modo alguno, ha sido proferida por el sujeto, quien, además, tampoco llega a constatar el estado de temor de la víctima. Aquí no se daría el elemento intimidatorio ni, consecuentemente, delito alguno.

El mal amenazado puede incidir sobre la persona con quien se pretende trato carnal, mas también sobre tercera persona. Este es el sentir mayoritario de la doctrina (por ejemplo, Cuello, 1967, 538) con sólo dudas sobre la relación que debe mediar entre el tercero y la víctima. Al respecto, algunos autores estiman preferible una referencia en abstracto a tercera persona, no excluyendo la posibilidad de que los efectos intimidatorios se produzcan en la víctima aun a pesar de que, al tiempo de producirse la amenaza, el tercero resultase desconocido para ella (Carmona, 1981, 130). En cambio, otros contraen los términos de la cuestión a la familia de la víctima o persona a ella vinculada por afecto. Entiendo que no es exigible parentesco ni vínculo afectivo alguno entre ambas personas, sino que basta con que la amenaza proferida llegue realmente a intimidar a la víctima.

Un caso curioso de agresión sexual intimidatoria ha sido recientemente tratado por el Tribunal Supremo. Se trataba de un supuesto en el que un padre amenazaba a su hija de quince años con suicidarse si no accedía a mantener con él relaciones sexuales; en principio el mal recaería sobre el propio sujeto activo, por lo que podría parecer absurdo estimar la existencia de intimidación (el mal no recaería sobre la víctima ni sobre tercera persona a ella vinculada por lazos afectivos) y, consiguientemente, de delito de violación. Sin embargo, correctamente llegó el Tribunal Supremo a estimarlo de otro modo con una razonable argumentación, basada en que el perjuicio para la menor se encontraba en cargar sobre su conciencia con la muerte del padre, situación que sin duda supone un ataque no en plano físico, pero sí claramente en el plano moral para la menor con evidente perjuicio para su salud mental e integridad moral.

El atentado sexual núcleo de la agresión sexual ha de consistir en una acción que puede adoptar diversas formas, pero que en todo caso ha de ser idónea para excitar o satisfacer el apetito venéreo, y por su entidad y gravedad representar un ataque al bien jurídico protegido. Ambos requisitos han de ser dotados de contenido a partir de los estándares de la comunidad.

Se ha discutido sobre si la conducta sexual ha de plasmarse en un contacto físico o no. En cualquier caso, no hay que insistir demasiado en la idea de que en la mayoría de supuestos habrá un contacto físico entre agresor y víctima. Es perfectamente posible que la agresión consista en tocamientos realizados por el autor sobre el cuerpo de la víctima, o de ésta sobre el cuerpo de aquél; y que en otras ocasiones los tocamientos los llevara a cabo el sujeto pasivo sobre sí mismo. Pero estos supuestos, los más frecuentes sin duda, como atestigua la jurisprudencia, no agotan todas las posibilidades. Por ello es concebible que constituyan agresión sexual hechos tales como obligar a la víctima a realizar actos de exhibición obscena. Más dudas plantean, en cambio, otra serie de actuaciones como las de obligar a otro a ver acciones sexuales de terceros u oírlas, que parece más apropiado incluir entre las coacciones. Cuando el atentado consista en un contacto corporal, parece razonable sostener que debe afectar a una zona erógena, desnuda o cubierta por la ropa (véase, ampliamente, Orts y Suárez-Mira, 2001, 57-59).

Respecto de las formas de aparición del delito, en materia de iter criminis ha de señalarse que cabe la tentativa tanto si aún no se ha producido el contacto como habiendo ya acontecido éste. En sede de autoría y participación puede suceder que sean dos o más las personas que intervengan en la ejecución del hecho distribuyéndosela entre todos. Entonces hablaremos de coautoría si ambos realizan la acción carnal, mientras que si uno de ellos realiza ésta es autor inmediato, y el que le ayuda, pero no realiza la acción lúbrica, es cooperador necesario o no necesario. Estas hipótesis son perfectamente posibles, puesto que el tipo de injusto admite una participación funcional en todos los casos. Buena muestra de ello lo constituyen la sentencia del Tribunal Supremo de 29 de mayo de 1993 (que considera cooperador necesario al que sujeta a la hermana de la víctima impidiéndole acudir en su auxilio) o la de 19 de junio de 1989 (que reputa cooperador necesario a quien contribuyó con la fuerza y en acción conjunta con sus co-reos a trasladar a la víctima a un lugar solitario y después a despojarla por la fuerza del jersey, sujetador y pantalón). En la STS de 13 de noviembre de 1985 se castiga la conducta de tres procesados, los cuales se alternaban en la realización de los tocamientos a una muchacha, de modo que mientras uno tocaba a la joven los otros dos la sujetaban; en ese supuesto, el Tribunal Supremo entendió que cada uno de los procesados habían cometido tres delitos de abusos deshonestos y no uno, considerándoseles cooperadores necesarios cuando no eran los que realizaban los tocamientos. También se castigó como cooperadora necesaria a la mujer que llamó e hizo entrar en su casa de lenocinio a la víctima dejándola encerrada en una habitación con un hombre (STS de 27 de enero de 1908). También es posible la autoría mediata.

Un supuesto particular de cooperación necesaria es la que se suele denominar intimidación ambiental, significada por la presencia de una o varias personas distintas del ejecutor del núcleo del atentado sexual, de modo que contribuyen a la creación de la situación intimidatoria que es utilizada por el autor (véase STS de 26 de junio de 1992).

Otro supuesto interesante es el de la  cooperación necesaria por omisión, admitida por el Tribunal Supremo en varias sentencias (por ejemplo, STS de 6 de abril de 1992 o la de 25 de marzo de 1986), aunque requiere para ello un elemento objetivo constituido por la omisión, que ha de ser eficaz para la producción del resultado típico, junto a un elemento subjetivo, constituido por la voluntad de cooperar, unidos a un tercer elemento normativo integrado por un específico deber derivado de un precepto jurídico o de una situación de peligro precedentemente creada por el omitente que le coloca en situación de garante.

Los tipos específicos en que se hallan contenidos los delitos de agresión sexual son el artículo 178, que regula la agresión sexual básica y la castiga con prisión de uno a cuatro años, participando de todas las características hasta ahora expuestas; el artículo 179, que regula el delito de violación y también participa de todas las características vistas, salvo la conducta típica, consistente en acceso por vía vaginal, anal o bucal, o introducción de objetos por alguna de las dos primeras vías (prisión de seis a doce años); y el artículo 180, que, sobre la base de la existencia de un atentado sexual constitutivo de la agresión del artículo 178 o de la violación del artículo 179, contiene una serie de circunstancias que complementan y cualifican aquellas conductas de tal modo que producen, por su mayor gravedad, una elevación considerable de las penas aplicables, que puede alcanzar de cuatro a diez años o de doce a quince años respectivamente.

Este artículo comprende un desmedido marco punitivo que puede llegar a rebasar el que nuestro Código Penal asigna al más lesivo delito de homicidio. Esto no es admisible desde el punto de vista del respeto al principio de proporcionalidad. Téngase en cuenta que el artículo 138 sanciona al homicida con la pena de prisión de diez a quince años, mientras que el párrafo 1.° del artículo 180 permite imponer al violador la prisión de doce a quince años y el párrafo 2.° la mitad superior de esta pena. Y por seria que sea una agresión sexual nunca puede superar en gravedad al homicidio.

La 1.a de las circunstancias del artículo 180 se refiere al hecho de que la violencia o intimidación ejercidas revistan un carácter particularmente degradante o vejatorio. Aquí se produciría una humillación innecesaria y gratuita de la persona que daña gravemente su dignidad como ser humano. Sin embargo, la referencia no debería ser tanto al carácter de la violencia o intimidación como a todo el desarrollo del acto sexual.

La 2.a circunstancia del artículo 180 consiste en la comisión de los hechos a través de la actuación conjunta de dos o más personas. La razón principal por la que se considera que la comisión en grupo presenta una mayor gravedad reside en el hecho de que disminuyen las posibilidades de una eficaz defensa por parte de la víctima, dada la desproporción respecto de la capacidad ofensiva de sus agresores.

La 3. a alude a que la víctima sea especialmente vulnerable, por razón de su edad, enfermedad o situación, y, en todo caso, cuando sea menor de trece años. El legislador ha construido esta modalidad agravada pensando en sujetos con importantes dificultades para defenderse del ataque sexual, nota que comparte con el apartado anterior, sólo que aquí la dificultad no estriba tanto en la desventaja numérica como en la desigualdad física o psíquica.

Por ello, en cuanto a la edad, habrá que pensar no sólo en la muy temprana (en todo caso cuando sea menor de trece años), sino también en la muy avanzada, pues en ambos casos concurre normalmente una situación de inferioridad física o psíquica respecto al autor. En cuanto a la enfermedad, también debemos pensar en aquella que impide a la persona ejercer una resistencia idónea, que puede ser tanto de orden físico como psíquico. Aumentan las dificultades al tratar de interpretar cuál puede ser la situación que permita calificar a la víctima como una persona especialmente vulnerable. Quizás se podrían considerar las situaciones de extrema debilidad, personas desamparadas, etc.

La 4.a circunstancia del artículo 180 se refiere al prevalimiento^ de una relación de superioridad o parentesco con la víctima. Esta ha merecido las críticas de la doctrina, siendo muy deseable suprimir toda referencia al parentesco como factor agravante de la responsabilidad criminal porque el Derecho penal no debe tutelar ninguna concepción moral, por mayoritaria que sea en una sociedad determinada.

La 5.a y última circunstancia se refiere a que el autor haga uso de armas u otros medios igualmente peligrosos, susceptibles de producir la muerte o ciertas lesiones graves. Para poder aplicarla debe acreditarse la existencia de un peligro concreto, no bastando simplemente con la exhibición del medio peligroso, sino que debe ser usado como exige el precepto y que de esa utilización se derive una posible lesión o muerte de la víctima.

2.3. LOS ABUSOS SEXUALES
Lo que define a esta clase de infracciones es la falta de violencia o intimidación, pero también, por supuesto, la falta de consentimiento y, si se quiere distinguir aún más, también la falta de un consentimiento jurídicamente relevante.

Todo abuso sexual requiere los siguientes tres elementos: una acción lúbrica realizada sin violencia ni intimidación y también, sin el consentimiento válidamente prestado por el sujeto pasivo.

En los delitos de abusos sexuales, también la libertad sexual es el bien jurídico principalmente protegido. A ello hay que añadir que, cuando se trate de menores o incapaces, lo que se protege es su adecuado proceso de formación en materia tan delicada.

En cuanto a los sujetos y al núcleo de la conducta sexual, no hay ninguna diferencia con las agresiones sexuales, aunque

debemos aludir, sin embargo, a alguna postura doctrinal que, basándose en que la formulación del tipo de agresiones y de abusos es ligeramente distinta («atentare contra la libertad sexual de otra persona» en las agresiones, frente a «realizare actos que atenten contra la libertad sexual de otra persona», en los abusos), concluye que en aquéllas no siempre es preciso el contacto físico entre sujeto activo y pasivo —no sería delito de propia mano—, pero sí es imprescindible en éstos —sería delito de propia mano necesitado de dicho contacto—. Consecuentemente, quedarían excluidos del ámbito del abuso los atentados sexuales consistentes en acciones del sujeto pasivo sobre sí mismo, sobre un tercero (o viceversa) y sobre el sujeto activo (Octavio de Toledo, 1997, 1144).
 Partiendo de que por definición todos los abusos sexuales son inconsentidos, hay en todo caso dos modalidades principales: — Abusos sexuales por ausencia de consentimiento — Abusos sexuales por vicio de consentimiento En el primer grupo deben incluirse aquellas modalidades comisivas en las que el sujeto activo lleva a cabo la acción lúbrica de tal modo que el sujeto pasivo no tiene la posibilidad material o jurídica de expresar su consentimiento o rechazo a la misma, o teniéndola no puede oponer resistencia física. Esto es lo que sucede en las actuaciones sorpresivas, en aquellas que se ejecutan sobre persona incapaz de resistir, en las cometidas sobre persona privada de sentido y en las llevadas a cabo sobre menores de trece años o abusando de un trastorno mental.

En el segundo se incluirán los casos de prevalimiento de una relación de superioridad o de engaño.
 En cuanto a las hipótesis de privación de sentido, ésta no tiene por qué ser transitoria (por ejemplo, caso del coma irreversible), pero sí debe ser plena, como exige la Ley, no bastando una simple disminución de las facultades intelectivo-volitivas. Es indiferente el cómo se haya llegado al estado de inconsciencia: provocado dolosamente por el sujeto activo, producido por éste en forma imprudente, desencadenado por la propia víctima, debido a caso fortuito, etc., siempre que el agente se sirva del mismo. También es irrelevante la causa del mismo (consumo de alcohol, drogas, sueño, desmayo...)
 Los supuestos de comisión de abuso sobre menores de trece años —antes eran doce, no sabiéndose muy bien por qué se elevó la edad (en sentido crítico véanse Carmona, 1999, 50; Tamarit, 2000, 71; Muñoz Conde, 1999, 212)— encierran una evidente presunción: se presume que los menores de aquella edad no tienen la capacidad, la madurez suficiente para conocer el significado de la sexualidad y conducirse en consecuencia; y se presume sin excepciones, pues aunque un menor de aquella edad la comprendiera perfectamente, y aceptare y aun buscase una relación con un adulto, se le seguiría teniendo por incapaz para consentir de manera válida y eficaz.
 Otra posibilidad es la comisión de un abuso sexual sobre persona aquejada de un trastorno mental. El trastorno mental a que se alude debe tener cierta entidad; la suficiente para que el afectado no pueda comprender adecuadamente el significado del acto sexual realizado, a consecuencia de una determinada afección de las capacidades intelectivas y volitivas, que, desde luego, ni tiene que ser permanente ni tampoco constituir una propia enfermedad mental, pues el trastorno mental también puede ser pasajero y obedecer a causas coyunturales, como la ingestión de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o bebidas alcohólicas. Pero no basta con eso, sino que hará falta algo más: que se abuse del mismo. Por cuanto no es suficiente que la víctima se halle afectada por aquel desarreglo mental, sino que, además, ha de probarse que el sujeto activo, conocedor de esa circunstancia, se ha aprovechado especialmente de ella para llevar a cabo un acto que, de no mediar el trastorno, seguramente no habría podido cometer.
 En cuanto a los abusos sexuales por vicio de consentimiento, bajo esta rúbrica agruparemos aquellos supuestos de atentado sexual en que la víctima llega a consentir el acto, pero, por diversas razones, no es el suyo un consentimiento que el Ordenamiento jurídico considere plenamente válido y eficaz. Así, puede darse, en primer lugar, un prevalimiento de situación de superioridad. Esta forma de abuso sexual sólo puede darse a partir de la existencia de un presupuesto obvio: una relación desnivelada entre autor y sujeto pasivo que otorga al primero una superioridad sobre el segundo; una superioridad de naturaleza y entidad bastantes como para representar una predominancia, una ventaja apta para influir de manera intensa en la decisión adoptada por este último. La situación de superioridad puede tener un origen muy variado: relaciones de jerarquía laboral, relaciones docentes, relaciones de dependencia socioeconómica, relación paternofilial, relaciones de vecindad y amistad, notoria diferencia de edad, escaso coeficiente intelectual de la víctima, convivencia de la víctima con su madre y el marido de ésta, etc., y, además de concurrir, ha de ser utilizada por el sujeto activo para lograr el consentimiento que, de otro modo, no habría obtenido. Por otra parte, dicha situación de superioridad ha de ser manifiesta, es decir, real y evidente para cualquiera.
 Una segunda modalidad de abusos sexuales por vicio de consentimiento es la que tiene lugar a través del engaño. El elemento singular de esta modalidad delictiva radica en la utilización de un ardid para provocar un error en la otra persona de tal modo que ésta, equivocada sobre algún aspecto esencial de lo que se le ha manifestado, consienta en realizar el acto sexual demandado. Consecuentemente, si hubiera conocido los términos exactos de la situación, no habría accedido a ello. Por esto, el engaño ha de ser suficiente y eficaz, con una clara capacidad para inducir a error a la víctima. El engaño puede versar sobre numerosos aspectos, como la promesa de matrimonio incumplida (y cuyo incumplimiento había sido urdido desde el principio), error sobre la identidad del sujeto activo (persona que se hace pasar por otra), engaño sobre el no padecimiento de una enfermedad sexualmente transmisible (Sida, por ejemplo), etc.
 A diferencia de otras clases de abuso sexual, el fraudulento exige que la víctima tenga una edad comprendida entre los trece y los dieciséis años, pues un engaño sobre menor de trece se integra en el artículo 181.2 (incluso sin engaño), y sobre mayor de dieciséis es impune.
 Para concluir mi intervención aludir a que los abusos sexuales admiten la presencia de dos agravantes específicas compartidas con las agresiones sexuales, que son las contenidas en el artículo 180.1 3.a y 4.a, es decir, víctima especialmente vulnerable y prevalimiento de una relación de superioridad o parentesco, lo cual crea en ciertos casos problemas teóricos de castigo doble por un mismo hecho que debe ser resuelto no apreciando la agravante en dichos casos.
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CAPÍTULO III 
Aproximación psicológica a la problemática de los abusos sexuales en la infancia
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Universidad de Vigo 
 3.1. CUESTIONES PRELIMINARES SOBRE 
 LOS ABUSOS SEXUALES EN LA INFANCIA Identificar qué se entiende por abusos y/o agresiones sexuales en la infancia no es una tarea sencilla, tarea que se complica cuando esta delimitación puede darse desde dos ópticas tan divergentes como son la psicológica y la jurídica, lo que viene motivado por su doble condición de conducta traumática venus ilícita. Delimitación conceptual que está condicionada por los significados atribuidos a los tres conceptos claves en dicha problemática: abuso, sexualidad e infancia. Conceptos sobre los que convergen desencuentros y discrepancias que dificultan su clarificación y con ello plantean la necesidad de nuevas reflexiones y más profundos debates en aras de una mejor comprensión y más eficaz respuesta a la problemática de los abusos sexuales y con ello a la mejor protección y mayor bienestar de la infancia.

En primer lugar hay que tener en cuenta que, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito jurídico, desde el ámbito psicológico los conceptos de abusos y agresiones pueden ser utilizados intercambiablemente, de modo que forman un amplio continuo delimitado únicamente por la gravedad de la conducta que se lleva

a cabo, reservándose en algunos casos el término agresiones para aquellas que cursan con violencia física. Conductas que pueden ser consideradas como experiencias traumáticas, ya que éstas engloban a toda experiencia que estando fuera del rango normal de la experiencia humana provocaría un malestar en muchos de los seres humanos que la experimentan (Albarracín, 1996). Sin embargo, para poder calificar como negativa la experiencia vivida ha de llevarse a cabo la valoración psicológica de cada caso en particular, lo que viene dado por la necesidad de considerar que lo prioritario es la percepción y los significados atribuidos por cada persona y por tanto cuáles son las «interpretaciones» que hace de estos hechos para poder concluir que ha provocado «consecuencias» negativas, lo que justifica el interés psicológico por las mismas. Consecuencias negativas determinadas no solamente por el hecho abusivo en sí, sino también por otro tipo de variables ajenas incluso al hecho abusivo como son la reacción familiar ante la revelación o el involucrar al menor en procesos judiciales. En definitiva, efectos iatrogénicos añadidos que ponen sobre la mesa la todavía ineficaz respuesta social ante la revelación de estos hechos.

Por su parte, la valoración jurídica de la gravedad de las conductas sexuales abusivas viene condicionada por un criterio objetivable como es la presencia de mayor contacto físico entre los órganos sexuales del agresor y la víctima, lo que no necesariamente ha de conllevar el mayor trauma psicológico, al ser el principio de «indemnidad sexual» del/la menor el que se ha de preservar, lo que supone que la mayor vulneración de ésta vendrá dada por la mayor «violación» de su cuerpo y de su voluntad, esta última a través de la intimidación y la coerción presentes para que pueda hablarse de un delito de agresiones sexuales, el más penado.

Pero para alcanzar una adecuada comprensión del concepto de abuso sexual hay que tener en cuanta que éste está necesariamente vinculado a la definición de sexualidad de la que se parta, y por tanto a lo que se entiende por tal. A pesar de los avances producidos en las últimas décadas todavía no hemos superado totalmente el modelo androcéntrico, genitalizado, coital, adulto, reproductor y además erotofóbico de la sexualidad. Modelo que supone reconocer el papel prioritario que se le otorga a los órganos sexuales, especialmente a los órganos sexuales masculinos y al protagonismo de su placer en detrimento del placer femenino, que deslegitima la sexualidad fuera del período adulto-reproductor, negando a la infancia y a la vejez su condición de seres

sexuados, y desde el que la sexualidad como tema tabú favorece actitudes negativas y culpabilizadoras que justifican la aparición de problemas y disfunciones, lo que junto a otros factores permite la existencia de agresores sexuales. Porque, aunque sobreexpuestos a contenidos sexuales desde los medios de comunicación, todavía hay una infra-exposición a una adecuada formacióneducación en el ámbito de la sexualidad en la que ésta no solamente sea abordada para vincularla a las enfermedades y consecuencias negativas (léanse campañas de prevención del Sida y embarazos no deseados), sino a su multifuncionalidad, que supone reconocerla como vía de comunicación, intimidad, afecto y placer.

Las leyes no se desarrollan ajenas a los significados y demandas que desde la sociedad se hacen en torno a las diferentes cuestiones que aborda, siendo por tanto el reflejo de éstos; los delitos sexuales contra menores son un claro ejemplo. La conceptualización que desde el Código Penal se hace de los abusos sexuales contra menores refleja así la prioridad otorgada a los órganos sexuales masculinos y al coito-penetración (vaginal, anal o bucal) y la ausencia de reconocimiento de los menores como seres sexuados al ser el principio de «indemnidad sexual» y no el de «libertad sexual» (sólo aplicable a las personas mayores de edad) el que se protege. Principio que además lleva implícita la asunción de que cualquier experiencia sexual para el/la menor estará vinculada a consecuencias negativas, lo que no es defendible desde el punto de vista psicológico, ya que es necesario diferenciar aquellas actividades de sexo autoexploratorio natural, frecuente y placentero, así como el sexo-juego entre menores o las actividades sexuales con consentimiento de las que constituyen realmente un abuso sexual, aunque aquí la cuestión clave es determinar quién y cuándo puede otorgar consentimiento.

Es el momento, por tanto, de clarificar cu-al es el significado atribuido al concepto infancia y si es posible equiparar los conceptos de «infancia» y «menor». La infancia se define como el período que transcurre desde el nacimiento hasta la pubertad, y se considera menor a aquel que no ha llegado todavía a la mayoría de edad. De modo que la infancia finaliza cuando sobrevienen los cambios biológicos que permiten la maduración de los órganos sexuales y los cambios somáticos derivados de ésta, por tanto está regulada por la naturaleza. Aun reconociendo la variabilidad intersujeto, se puede considerar que la pubertad se produce para la mayoría de las personas entre los once y los doce

años de edad. Por su parte la minoría de edad  finaliza cuando así lo estima la ley, punto de corte que no está vinculado a cambios físicos ni psicosociales objetivables. Mayores de edad son en nuestro país todas las personas que llegan a los dieciocho años independientemente de su nivel de desarrollo biopsico-social. Sin embargo, dentro de nuestro ordenamiento jurídico se contemplan distintas excepciones que rebajan la edad cronológica para determinadas obligaciones y/o derechos, como es la capacidad de otorgar consentimiento en una relación sexual y que ésta no pueda ser contemplada ni como abuso ni como agresión. Edad que ha sido elevada en la última reforma del Código Penal efectuada en 1999 de doce a trece años. Aunque sorprendentemente esta excepción no se contempla para otro tipo de conductas como puede ser el exhibicionismo o la visualización de material pornográfico, para las que no es factible ejercer consentimiento para los menores de dieciocho años.

No parecen existir muchas dudas a la hora de reconocer la capacidad de un adolescente entre trece y dieciocho años para poder consentir en una actividad sexual con otro/a adolescente o incluso con un adulto/a, y que dicho encuentro sexual no pueda ser etiquetado como un delito ni vinculado a consecuencias negativas, lo que sí podría ser el caso si no se diera consentimiento. El encuentro sexual con consentimiento podría ser definido científicamente como sexo adolescente-adolescente o adolescente-adulto tal como proponen Rind, Tromovitch y Bauserman (1998) para diferenciarlo de un encuentro no deseado, que podría ser mejor etiquetado como abuso sexual hacia adolescentes, y no integrarlo bajo el mismo paraguas conceptual de abusos sexuales en la infancia, ya que es un momento evolutivo diferente. Las dudas surgen a la hora de justificar la edad de trece años como el momento en el que alcanza el/la menor la capacidad de otorgar consentimiento. La elección de esta edad como punto de corte es totalmente arbitraria, de hecho ésta se ha modificado en diversas reformas del Código Penal, como ya hemos comentado, y no se corresponde con un criterio científico que la avale. A la luz de estas reflexiones parece justificado plantear la necesidad de la valoración en particular de cada caso y comprobar si el/la menor con una edad limítrofe por debajo de los trece años ha alcanzado un nivel de madurez suficiente como para considerarlo capacitado para otorgar consentimiento y por supuesto demostrar que éste se ha otorgado y no ha estado viciado.

En la misma línea argumental, un adolescente de trece años o una edad limítrofe a ésta por arriba podría no estar capacitado para dar consentimiento.
 3.2. HACIA UNA DEFINICIÓN CONSENSUADA Junto a las dificultades constatadas para determinar qué se ha de entender por cada uno de los conceptos de abuso, sexualidad e infancia, hay que reconocer las dificultades añadidas para alcanzar un cierto consenso en relación con las cuestiones que han de estar implícitas en la posible definición de abusos sexuales en la infancia. Tres, según López (1995, 28), son los criterios más utilizados para su delimitación: a) la edad de la víctima y el agresor; b) las conductas que el agresor pone en juego para someter a la víctima; y c) el tipo de conductas sexuales que tienen lugar entre ambos. De nuevo nos encontramos con claras discrepancias entre la forma de operativizar dichos criterios desde el ámbito jurídico y el psicológico.

Con relación al primer criterio hay que tener en cuenta que los estudios más recientes están poniendo en evidencia el incremento que se está produciendo de ASM cometidas por adolescentes y/o incluso otros menores (Allard-Dansereau, Haley, Hamane y Bernand-Bonnin, 1997), menores que en un alto porcentaje han sido ellos también víctimas de abusos sexuales (Burton, Nesmith y Badten, 1997), por lo que la delimitación determinada por la diferencia de edad entre el agresor y la víctima de diez años o más cuando la víctima es menor de doce años, y cinco años cuando es mayor de doce, parece en cualquier caso insuficiente.

En relación con el segundo de los criterios, las conductas que el agresor pone en juego para consumar la conducta sexual con el/la menor, se barajan diferentes conceptos como la intimidación, o la coerción a través de presión o engaño. El común denominador de todos ellos es la presencia de un comportamiento que consiga «compensar» la resistencia del/la menor, que se presupone claramente contraria a la realización de tales comportamientos. Aspecto que refleja la equiparación que desde el punto de vista jurídico se hace entre éstos y los abusos y agresiones sexuales cometidos contra personas adultas, en los que la actividad sexual con ausencia de consentimiento cursa con la presencia de intimidación, coerción o presión. Así, se producirán

abusos contra un menor cuando no se consiga demostrar la presencia de intimidación y engaño, y agresiones cuando éstos estén presentes, además de otras variables en relación con el tercer criterio que seguidamente abordaremos. Sin embargo, el conocimiento de la psicología infantil nos demuestra la alta vulnerabilidad del/la menor a que su comportamiento sea «manipulado» por un adulto o persona con más poder (fuerza o edad), ya que para el/la menor cualquier adulto puede ser percibido con la suficiente «autoridad» para ser obedecido sin necesidad de ser intimidado ni presionado, y más aún si el adulto es una persona próxima del entorno afectivo del/la menor. Hecho que se produce más frecuentemente cuanta menor edad tiene la víctima, ya que en cualquier caso es más difícil que acceda a ella una persona no próxima. Además, para que el/la menor pueda «resistirse» a un determinado comportamiento sexual solicitado por un adulto, ha de estar capacitado para catalogar dichas conductas como no «buenas» o «ilícitas», por tanto le estamos atribuyendo un desarrollo moral al que todavía no ha llegado, hecho indiscutible cuanta menor edad tenga la víctima. Las valoraciones de los menores se derivan de un código moral heterónomo, por tanto totalmente dependiente de los mensajes y valoraciones hechas por los adultos que le rodean. Conductas que el/la menor puede no comprender plenamente, pero que no está capacitado para enjuiciar moralmente.

Además, en la mayoría de los casos los agresores utilizan el «juego» con los menores como una forma de llegar a consumar determinados comportamientos en el ámbito sexual, y como tales juegos pueden ser interpretados por los menores, siempre y cuando no se les fuerce a hacer algo que no quieren o no les produzca daño físico, casos en los que es más probable que el/la menor interiorice como conducta «no buena» aquello que el adulto le está planteando como un «juego», lo que es más infrecuente. Un juego que a el/la menor acaba no gustándole y puede empezar a cuestionar su licitud por el reiterado empeño del agresor por ocultarlo.

Finalmente el tercero de los criterios alude al tipo de conductas sexuales que tienen lugar entre la víctima y el agresor. Desde el punto de vista jurídico se considerará agresión, la forma más grave, siempre y cuando exista penetración bucal, anal o vaginal por el pene, o anal o vaginal por otro objeto. Por su parte, se considerará abuso cuando existiendo contacto físico no se llegue a las conductas que caracterizan la agresión o cuando

el/la menor sea utilizado/a para satisfacer sexualmente al agresor, utilizado como voyeur o siendo el adulto voyeur de determinados comportamientos que se le solicitan al menor. Se incluyen, por tanto, desde las conductas que implican un contacto físico: tocamientos, frotamientos, sexo vaginal, anal y oral hasta aquéllas sin contacto físico: peticiones sexuales, exhibicionismo, voyeurismo y pornografía sexual o cualquier otra en la que se utilice a la niña o niño para satisfacer las necesidades sexuales del agresor. Desde el punto de vista psicológico el espectro de conductas se amplia mucho más, hasta el punto de que hay autores que consideran lo que llaman «abusos sexuales implícitos» cuando no existe una conducta sexual evidente pero tiene secuelas en la víctima, lo que sin duda es el criterio más importante desde la perspectiva psicológica, para 'diferenciarlo de lo que denominan «abusos sexuales explícitos» y que incluiría las formas manifiestas de conducta sexual, aunque si bien es cierto que no todas tendrían la misma significación clínica.

Teniendo en cuenta todas estas consideraciones queda clara la dificultad inherente al propio problema para poder establecer una inequívoca delimitación conceptual de lo que son los abusos sexuales a menores y por tanto una definición consensuada desde las perspectivas psicológica y jurídica. Esta falta de convergencia entre los términos psicológicos y jurídicos utilizados para delimitar conceptualmente el campo de los abusos y agresiones sexuales en la infancia dificulta la comunicación comprensiva y beneficiosa entre ambos ámbitos, y con ello la posibilidad de trabajar en sintonía en beneficio del/la menor que sufre las consecuencias de tales comportamientos, que en definitiva debe ser el objetivo para éstos y para todos los profesionales que están en contacto con menores.

No obstante, han de ser los planteamientos jurídicos los que se nutran de las conclusiones que desde los estudios psicológicos ratifiquen o desestimen la asociación de estas conductas con consecuencias negativas, pues es precisamente la condición traumática vinculada a dicha conducta abusiva la que ha convertido a la misma en una conducta ilícita. Analizar en profundidad cómo y cuan lesiva es dicha conducta para la evolución psicosexual del/la menor que la sufre y cuándo una conducta sexual se convierte en abusiva ha de constituir un objetivo prioritario de cuyas valoraciones ha de alimentarse necesariamente su conceptualización científica, y en última instancia jurídica, ya que si bien es cierto que la presencia de una determinada conducta como ilícita en el

Código Penal no está únicamente justificada por su vinculación a un daño explícito a la víctima, así como su inclusión como inmoral en un determinado contexto social del que se puede nutrir ésta, sí tendría sentido cuestionarse la ilegalidad y/o inmoralidad de una conducta si la justificación se asienta en el supuesto daño asociado (Rind, Tromovitch y Bauserman, 1998), y en ningún caso lo dañino puede ser inferido de su valoración de conducta incorrecta legal o moralmente hablando. Las implicaciones de estas reflexiones son extraordinariamente importantes, ya que no todas las conductas sexuales entre menores legalmente hablando y otros menores y/o adultos deberían ser incluidas bajo una misma categoría unitaria de abusos sexuales desde el punto de vista psicológico, reservando ese calificativo para aquellas conductas cuya presencia probablemente está asociada con la aparición de un daño en la víctima, lo que contribuirá, como señalan algunos autores, a un entendimiento válido y consensuado de los abusos sexuales en la infancia y evitará las filtraciones legales y/o morales en las definiciones científicas (Okami, 1994; Rind, Tromovitch y Bauserman, 1998).

El límite que traspasa la evolución natural de la sexualidad infantil y nos permite hablar de una sexualidad abusiva se produce en el momento en que el/la menor pierde el control sobre su propia sexualidad y con ello del autodescubrimiento de su cuerpo y su placer para ser instrumentalizado en beneficio de un placer ajeno del que no es protagonista, y con una persona con la que está en una relación de asimetría de algún tipo de poder: control, edad, madurez psicológica o biológica (Lameiras, 2000). Y son este tipo de comportamientos los que se asocian con consecuencias negativas que pueden interferir en la evolución psicosexual del/la menor.

Así, a nivel psicológico el consenso básico en los criterios necesarios para que se produzca un abuso agrupa las dos condiciones siguientes (Echeburúa y Guerricaechevarría , 1998, 2000): a) Una relación de desigualdad entre el agresor y la víctima de poder, edad o madurez; y b) la utilización de la víctima como objeto sexual. Esto nos llevaría a utilizar una definición de abuso como la propuesta por el Natural Center of Child Abuse and Neglect (1978) en la que se definen los abusos sexuales como «los contactos e interacciones entre un menor y un adulto, cuando el adulto (agresor) usa al menor para estimularse sexualmente a él mismo, al menor o a otra persona. El abuso sexual puede también ser cometido por una persona menor de dieciocho años, cuando ésta es mayor que el/la menor (la víctima) o cuando está el agresor en una posición de poder o control sobre otro menor».
 3.3. EXTENSIÓN DE LA PROBLEMÁTICA 

DE LOS ABUSOS SEXUALES EN LA INFANCIA
Las limitaciones para identificar el alcance real de los abusos sexuales cometidos contra menores están condicionadas en primer lugar por las dificultades para consensuar qué entendemos realmente por abusos sexuales y por el tipo de conducta que es: censurada legal y moralmente, lo que favorece su ocultamiento y por ello que muchos de los casos nunca lleguen a denunciarse, especialmente aquellos cometidos dentro del ámbito familiar. Por tanto, los datos obtenidos de los distintos estudios encaminados a estimar tanto la incidencia (casos nuevos) como la prevalencia (casos acumulados) han de ser tomados con cautela y en cualquier caso como reveladores de una «parte» de la realidad que representan los abusos sexuales en la infancia, y que ésta tenga realmente un mayor alcance del que muestran los estudios empíricos.

Las investigaciones más representativas se han llevado a cabo durante la última década y recurren en su mayoría a la utilización de muestras de adultos recogidas de la población general, debido a las dificultades para obtener información directamente de los menores y de poder constatar a través de dicha vía el verdadero alcance del problema. En primer lugar porque la mayoría de los abusos sexuales cometidos contra menores se producen sin testigos y es muy improbable que el agresor lo relate. De modo que la revelación por parte del/la menor constituye la principal vía para identificar la presencia de un abuso sexual. Pero la realidad es que pocos casos son denunciados por los menores debido a diversas razones, como el hecho de que la corta edad del/la menor que sufre el abuso impida que pueda comunicarlo, que no sean capaces de catalogar lo que les ocurre como un abuso sexual o ser incapaces de superar el miedo asociado a la revelación provocado por las estrategias que el agresor utiliza para garantizar su anonimato (haciéndole creer al menor que su revelación tendrá consecuencias negativas para ella/él o su familia, o que no se le creerá). Por otro lado, si el abuso es intrafamiliar, la propia familia puede estar desarrollando meca
nismos de ocultamiento muy efectivos: activos (del propio abusador) o pasivos (de no reconocimiento, especialmente del progenitor no abusador). A pesar de estas dificultades se puede destacar entre los estudios más rigurosos para evaluar la incidencia de los abusos sexuales cometidos contra menores el de Finkelhor (1997), en el que después de entrevistar a 1000 madres y padres de niños menores de edad norteamericanos comprueba que un 1,9 por 100 de éstos habían sufrido alguna experiencia de abuso sexual en el último año, porcentaje que otros autores sitúan por debajo del 1 por 100 (Sjogren, 1995).

Las investigaciones que recurren a la información recogida en muestras extraídas de la población general para estimar la prevalencia no están tampoco exentas de limitaciones. En primer lugar, las derivadas de la propia metodología utilizada. La mayoría de los estudios recopilan los datos a través de autoinformes —entregados directamente o por correo— y entrevistas personales o telefónicas. Los autoinformes tienen la ventaja del anonimato; las entrevistas personales, de favorecer la empatia y un rapport positivo que contribuye a relatar experiencias que serían más difíciles de contar a través de otras metodologías más frías como son los autoinformes, pero con el inconveniente de su alto coste. Pero una alternativa a la entrevista personal es la telefónica, con lo que se reducirían significativamente los costes, y garantiza, además, el anonimato, pero con la que no se consigue el mismo nivel de intimidad que permite la personal. Todas estas desventajas limitan en alguna medida la Habilidad de la información y con ello la representatividad de los datos obtenidos.

Otro de los inconvenientes añadidos es el tipo de muestras a las que se recurre para recabar la información, desde muestras locales a muestras regionales y nacionales, a las que habría que añadir la variabilidad en el tamaño que pueden presentar las distintas muestras recogidas y la ausencia de garantías de aleatoriedad a la hora de elegirlas, todo lo cual dificulta la comparabilidad entre estudios llevados a cabo en distintos momentos y lugares, sin olvidar el gran handicap que supone toda información que está sujeta a la voluntariedad de los sujetos encuestados. Además, hay que señalar que no todos los estudios parten de la misma conceptualización de abuso, por lo que nos encontramos un amplio espectro que se extiende desde los que usan definiciones muy restrictivas hasta los que llegan a conceptualizaciones muy amplias, en los que se incluirían como abusos sexuales desde el rozamiento de los órganos sexuales en un lugar hacinado hasta la forma más intrusiva de contacto. Finalmente, recurrir a la memoria en los estudios de prevalencia impide la identificación de aquellos casos que no se recuerdan por haber sido cometidos a muy temprana edad, aquellas personas que no se reconocen como tales o que han utilizado la negación como estrategia de afrontamiento.

Entre los estudios más destacados desarrollados para evaluar la prevalencia de los abusos cometidos contra menores a nivel internacional destaca el efectuado también por Finkelhor (1994), quien recopila los datos extraídos de las investigaciones desarrolladas en 21 países, incluyendo los datos del único estudio a nivel nacional llevado a cabo en España (López, Hernández y Carpintero, 1994). Los datos muestran, teniendo en cuenta las cautelas necesarias que derivan de las limitaciones a las que hemos aludido, que los abusos sexuales a menores constituyen un grave problema que se extiende internacionalmente, siendo Estados Unidos (27 por 100 de las mujeres y 16 por 100 de los varones) y España (22,5 por 100 de las mujeres y 15 por 100 de los varones) los países en los que se encuentran los mayores porcentajes de prevalencia disponibles, al comparar los datos con los países en los que se utilizan muestras nacionales, aunque hay que recordar que dentro de estos casos se incluye todo tipo de abusos, ya que se parte de definiciones de amplio espectro, lo que en ocasiones se convierte en fuente de discrepancia a la hora de consensuar los porcentajes de prevalencia. Estudios más recientes como el de Gorey y Leslie (1997) después de revisar los datos disponibles en los últimos treinta años en Norteamérica concluyen que la prevalencia de abusos sexuales es del 22,3 por 100 para las mujeres y del 8,5 por 100 para los hombres. Por su parte, Fleming, Muller y Bammer (1997) en su revisión exponen que entre el 15-30 por 100 de las mujeres y el 5-15 por 100 de los hombres han estado expuestos a alguna forma de actividad sexual no deseada durante su infancia. Datos que sólo representarían una «parte» de la realidad, aunque hay que reconocer que no todos los casos tienen relevancia clínica, es decir, no todos los casos están asociados a consecuencias psicopatológicas que justifican el interés psicológico sobre las mismas y el calificativo de conducta abusiva desde una perspectiva científica.

En las investigaciones a las que se ha hecho mención las variables más estudiadas son las relativas a las características de las víctimas, agresores y finalmente del acto abusivo (Cortés y Cantón, 1997, 2000). En relación con las víctimas las principales varia
bles estudiadas son: a)  edad, la mayor probabilidad de sufrir abuso está entre las edades de 8-12 años; b) sexo, las niñas en una proporción entre 1,5 y 3 veces más probable, pero hay que resaltar que éste no es un problema exclusivo de niñas; y c) tipo de familias, un mayor nivel de desestructuración familiar y la presencia de otro tipo de maltrato incrementan la vulnerabilidad del/la menor a sufrir un abuso sexual, aunque no parece existir relación en función de la clase social. Entre las variables más estudiadas en relación con el agresor están: a) sexo, la mayoría varones, entre un 80 y un 95 por 100 de los casos; b) edad, hasta ahora se consideraba el perfil del agresor sexual de menores a un adulto de mediana edad, pero el incremento de agresores adolescentes y menores está comenzando a cuestionar dicho perfil; y c) relación con la víctima, aunque los datos varían en función de las fuentes, éstos apuntan a la mayor probabilidad de que el agresor sea conocido por la víctima. Las personas que reconocen haber sufrido alguna experiencia de abusos sexuales durante su infancia y/o adolescencia por una persona conocida en nuestro país ascienden al 58,5 por 100 (López, Hernández y Carpintero, 1994). Porcentaje que se incrementa al 85 por 100 de los casos cuando se interroga a agresores condenados en prisiones (Garrido, Beneyto y Gil, 1996); en el 36 por 100 de los casos las víctimas eran sus propias hijas. Finalmente, en relación con las características del acto abusivo las variables más estudiadas son las siguientes: a) el tipo de conductas que se llevan a cabo, siendo los tocamientos y la masturbación mutua los más frecuentes; la penetración —oral, vaginal o anal— es menos frecuente; b) el número de agresiones sexuales sufridas, siendo aproximadamente en la mitad de los casos la agresión reiterada; y c) las estrategias a las que recurre el agresor para someter a la víctima, mayoritariamente la confianza y familiaridad, el engaño y la sorpresa.
 3.4. CONSECUENCIAS PSICOPATOLÓGICAS 

DE LOS ABUSOS SEXUALES EN LA INFANCIA
Entre los modelos explicativos desarrollados para abordar la sintomatología asociada a los abusos sexuales en la infancia destacan el modelo traumatogénico de Finkelhor y Browne (1986) y más recientemente el modelo de estrés postraumático (para una revisión véase Echeburúa y Corral, 1998). En ambos modelos las consecuencias del abuso vienen condicionadas por la consideración de estas conductas como traumáticas. Desde el modelo traumatogénico la sintomatología está asociada a las siguientes variables. En primer lugar, la sexualización traumática, que hace referencia a la interferencia que la experiencia abusiva tiene en el adecuado proceso madurativo-sexual del/la menor, que va a condicionar la presencia de sintomatología sexual tanto a corto como a largo plazo. En segundo lugar, los sentimientos de traición que desencadena el abuso hacia el agresor y la generalización que se hace para los adultos, que puede interferir en el adecuado desarrollo de las relaciones interpersonales por los sentimientos de desconfianza que se generalizan. En tercer lugar, los sentimientos de estigmatizarían que derivan de la culpabilización y vergüenza vinculadas a la experiencia abusiva y que pueden tener una gran influencia en la autoimagen del/la menor y en su autoestima, variables fundamentales para un adecuado desarrollo de su personalidad. Finalmente, los sentimientos de indefensión, que provocan en el/la menor la pérdida de control e imposibilidad de frenar el abuso generando una actitud de retraimiento y pasividad incrementando con ello su vulnerabilidad a las experiencias abusivas. Por su parte, el modelo de estrés postraumático plantea como principales síntomas la aparición de imágenes intrusivas (reviviendo la experiencia de abuso), pesadillas y embotamiento afectivo, más frecuente cuando el abuso se cursa con violencia física.

Hay que recordar, sin embargo, que no todos los menores que han mantenido una experiencia sexual con otro menor/adolescente o adulto presentan una sintomatología asociada, utilizándose dos variables principalmente para evaluar las consecuencias en el caso de que ésta se manifieste: tiempo y edad. Con la variable tiempo es posible diferenciar entre los efectos a corto plazo y los efectos a largo plazo; y con la variable edad es posible identificar los efectos del abuso a lo largo de los distintos períodos evolutivos: preescolar, edad escolar y adolescencia, ya que la sintomatología está condicionada por el momento evolutivo en el que se encuentre y no deberían solaparse, lo que en definitiva deriva en una mejor comprensión de la misma.
 3.4.1. Consecuencias a corto plazo
En la revisión de Kendall-Trakett, Williams y Finkelhor (1993) de 45 estudios'en los que se evalúan las consecuencias de los abu
sos sexuales en la infancia concluyen que el haber sufrido esta experiencia explicaba el 43 por 100 de la varianza en el caso de la conducta sexual y del comportamiento agresivo, el 32 por 100 de los problemas de la conducta externa (interpersonal y social) y en un rango del 35 por 100 al 38 por 100 las conductas internas (ansiedad y depresión). Los distintos estudios muestran que los síntomas más frecuentes incluyen la aparición de problemas sexuales. Entre los síntomas más característicos destacan la presencia de conocimientos sexuales precoces, masturbación excesiva y conducta exhibicionista (que puede ser malinterpretada como provocación por el agresor), y en la adolescencia pueden incluso surgir problemas de identidad sexual especialmente en los niños que han sido abusados por varones. Junto a éstos, otros problemas de conducta como miedos, ansiedad, depresión, agresividad, baja autoestima y desconfianza ante los adultos, y en la adolescencia la posibilidad de que se lleve a cabo el consumo de drogas/alcohol, absentismo escolar y fugas del hogar, así como la aparición de conductas antisociales y de retraimiento social (véase Gráfico 3.1.). Las mayores consecuencias se vinculan a un mayor nivel de contacto físico, mayor frecuencia y duración del abuso, a que el abuso sexual sea cometido por algún familiar o persona afectivamente próxima al menor y al empleo de la fuerza o violencia. No obstante, hay que llevar a cabo la evaluación individualizada para establecer el nivel de sintomatología asociada y su gravedad. Pero hay un dato especialmente relevante y es que el peor pronóstico de recuperación viene dado por el menor apoyo y el mayor conflicto intrafamiliar.
 3.4.2. Consecuencias a largo plazo
En general los estudios en los que se evalúan los efectos a largo plazo de los abusos sexuales en la infancia muestran la disminución de la sintomatología con el paso del tiempo. Las conclusiones a las que llegan con su estudio meta-analítico Rind, Tomovitch y Bauserma (1998) en relación con la nocividad de estas conductas son que alrededor de 2/3 de los hombres y 1/3 de las mujeres que habían mantenido actividad sexual con otros adolescentes y/o adultos durante la infancia no mostraban sintomatología clínica en la edad adulta. Sin embargo, hay que precisan que si bien hay alguna sintomatología que remite claramente para algunas personas, especialmente aquella que tiene que ver con las manifestaciones de ansiedad (miedo, problemas para dormir), en otros casos las sintomatologías parecen agravarse, especialmente si no son tratadas inicialmente, como las que tienen que ver con las manifestaciones de agresividad o las preocupaciones sexuales. Lo que parece es que no necesariamente el paso del tiempo implica la resolución del trauma para algunos casos, sino el tránsito de la sintomatología hacia formas de manifestación típicas de cada momento evolutivo.

Entre los principales síntomas detectados a largo plazo en víctimas de abusos sexuales durante la etapa infantojuvenil se encuentran (Vázquez, 1995): depresión, ansiedad, intentos de suicidio, desórdenes de personalidad, desorden de estrés postraumático, mayor probabilidad de consumo de drogas y/o alcohol, y la posibilidad de desórdenes de la comida como bulimia nerviosa. Finalmente, los problemas relacionados con el funcionamiento sexual constituyen uno de los síntomas más frecuentes, que se materializa en la presencia de diversos trastornos relativos a la activación sexual y orgasmo, así como falta de satisfacción sexual y la aparición de fobias o aversiones sexuales (véase Gráfico 3.1.).

Sin embargo, en su trabajo Rind, Tomovitch y Bauserma (1998) plantean la necesidad de actuar con cautela hasta que no se disponga de estudios longitudinales y bien diseñados metodológicamente a la hora de establecer conclusiones definitivas, estudios que por otro lado están sujetos a limitaciones éticas y económicas, pues es difícil aislar claramente los efectos a largo plazo vinculados causalmente con la conducta sexual abusiva, ya que éstos pueden haber sido provocados o confluir con otros acontecimientos concomitantes al abuso o posteriores al mismo. La propia estructura familiar de muchas de las personas que sufren abusos sexuales durante su infancia y/o adolescencia, la presencia de otro tipo de maltrato, físico o emocional, y los acontecimientos posteriores, algunos de ellos posiblemente influidos por la experiencia de los abusos sexuales durante la infancia pero otros totalmente ajenos, contribuyen a agudizar la sintomatología como son la inadecuada respuesta familiar y social ante la revelación y el involucrar al menor en un proceso judicial.


^

Gráfico 3.1. Sintomatología asociada a la experiencia de abusos sexuales durante la infancia a corto y largo plazo. Adaptado de Echeburúa y Guerricae
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 3.5. EFECTOS IATROGÉNICOS 

DE LOS ABUSOS SEXUALES EN LA INFANCIA
Para aquellos menores que han sufrido abusos sexuales la sintomatología está muy condicionada por los efectos iatrogénicos que derivan de la inadecuada respuesta ante la revelación y la judicialización del hecho abusivo.

En primer lugar, en relación con la respuesta familiar y social hay que señalar que ante la revelación de un acontecimiento de abusos la manera de reaccionar es muy importante. La forma más adecuada es creer al menor y liberarle de cualquier responsabilidad en lo ocurrido, ya que el sentimiento de culpa es una de las reacciones más frecuentes. Brindarle apoyo emocional que le dé confianza y seguridad, así como protegerle ante la posibilidad de una nueva experiencia de abusos. Las reacciones alarmistas que se dan en muchos casos lo único que consiguen es agudizar el problema y contribuir a la estigmatización del/la menor, bloqueando la búsqueda de ayuda.

Besten (1997, 104) enumera los pasos que deben darse para actuar eficazmente ante la revelación de un acontecimiento de abusos sexuales:

1. Conservar la calma, no precipitarse, encarando el problema con serenidad y sensatez.
 2. Procurar que el/la menor comprenda: que se conoce el problema como tal y por tanto que él no es el único caso; que su problema tiene un nombre; que se puede hablar sobre ello; que se le cree; que como adulto puede soportar las experiencias que le va a contar; que la responsabilidad de lo ocurrido sólo la tiene el agresor; y que a partir de ahora hay una persona que asumirá parte de su carga.
 3. Decidir conjuntamente con el/la menor los pasos que se van a dar, sin presionar más allá de lo que esté dispuesto y preparado para contar en ese momento, pero fortaleciendo su disposición para colaborar con personas que puedan ayudarle.
 Ponerse en contacto con un centro de información o asociación constituye uno de los pasos más importantes, ya que en 
 estos centros se podrá encontrar la información necesaria para orientar adecuadamente las actuaciones ante la revelación1. En relación con el segundo aspecto, que hace referencia a la involucración del/la menor en un proceso judicial, hay que señalar que las experiencias más nocivas de la judicialización son en primer lugar la sobreexposición del/la menor a un rosario de evaluaciones-entrevistas que comienzan con la revelación a la familia y pueden continuar con la intervención de los servicios sociales, la policía y el sistema judicial. Los efectos negativos de este peregrinaje evaluativo del/la menor vienen dados por dos principales razones: en primer lugar, el efecto negativo derivado de la repetición del relato, que fuerza al menor a tener que revivir y reexperimentar las emociones negativas asociadas, dificultando la resolución no traumática de dicha experiencia. En segundo lugar, el cuestionamiento de su credibilidad al comprobar que ha de repetir su declaración ante distintos profesionales en su mayoría desconocidos, lo que supone de por sí una fuente de estrés para el/la menor, mitigando su autoestima y favoreciendo el mantenimiento o desarrollo de sentimientos culpabilizadores que se vinculan con un mal pronóstico. En relación con esta cuestión y teniendo en cuenta el papel protagonista y coordinador atribuido al fiscal dentro de la nueva ley del/la menor, éste debería ser el primero que entreviste al menor y el que garantice la evaluación psicológico-pericial, y que solamente después de ésta se puedan tomar las decisiones oportunas para garantizar que las actuaciones que se deban llevar a cabo provoquen el menor daño al menor. En primer lugar, impidiendo que el/la menor tenga que reiterar el relato de los hechos a distintos profesionales que forman parte del engranaje del proceso judicial.

Por otro lado están los efectos negativos del propio juicio en sí, máxime si éste se prolonga y el/la menor ha de testificar en varias ocasiones y sus declaraciones son fuertemente contestadas por el/la abogado/a defensor/a. En relación con esta cuestión han sido varias las actuaciones dirigidas a minimizar o mitigar en la medida de lo posible estos efectos negativos. En esta dirección se ha decantado la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (1999), que introduce cambios procesales que pueden tener efectos muy positivos a la hora de minimizar los efectos iatrogénicos derivados de involucrar a el/la menor en un proceso judicial. En primer lugar, plantea la posibilidad de que no se produzca confrontación visual entre el/la menor y el procesado, para lo cual se podría recurrir a la utilización de barreras físicas entre ambos como un biombo de separación, así como al distanciamiento físico, que podría permitir que el/la menor y el procesado declaren en salas diferentes y que se utilicen medios audiovisuales para poder ver simultáneamente por los/as jueces/as y/o jurados tales declaraciones (Cortés y Cantón, 2000), siendo especialmente importante destacar que dicha medida ha de ser motivada por el/la juez/a previo informe pericial, tal como se recoge en el segundo párrafo del artículo 707, medida que reconoce así la variabilidad intersujeto y la necesidad de evaluar cada caso, evaluación que ha de ser desarrollada por un perito cualificado.

1 En la última parte de este libro se enumeran los principales centros a los que se puede acudir para obtener información y ayuda en relación con la problemática de los abusos sexuales a población infantojuvenil, con el objetivo de garantizar su bienestar salvaguardando sus derechos y necesidades.


Sin embargo, estas medidas, aunque útiles, parecen insuficientes para minimizar los efectos negativos del propio proceso judicial. Así, entre otras medidas que se han señalado como necesarias está la de garantizar que el/la menor cuente con la ayuda de un profesional que le permita familiarizarse con los pasos que se van a seguir durante el proceso judicial y el papel de todas las personas protagonistas de este proceso: juez, fiscal, abogado defensor, jurado. Asimismo que le ayude a desarrollar estrategias de afrontamiento positivas para el estrés subyacente al propio proceso y que con su presencia le aporte seguridad y confianza. El trabajo de este profesional-psicólogo va a permitir, además, que el/la menor se encuentre en las condiciones óptimas para que su declaración no esté condicionada por el miedo y la desconfianza que puede generar un entorno totalmente ajeno a su realidad como es una sala de juicios y en el que desconoce cómo ha de actuar. Por otro lado, la necesidad de que la audiencia no sea pública evitando así la intimidación que el público y/o personal de prensa pudiera tener sobre el/la menor y se preserve con ello también su derecho a la intimidad.

Finalmente, recordar que en nuestro país, como en muchos otros, el principio de confrontación del acusador con el procesado, en este caso el/la menor, limita la posibilidad de que la declaración del/la menor sea recogida de las grabaciones en vídeo de las entrevistas de investigación o de grabaciones efectuadas previamente y que sean proyectadas durante el juicio. Posibilidad que sí se da en otros países como Inglaterra o Canadá,

ya que por encima del derecho del procesado a la confrontación está el derecho del/la menor a no sufrir consecuencias negativas por el desarrollo de la misma.
 3.6. A MODO DE CONCLUSIÓN: ALGUNAS REFLEXIONES 

SOBRE EL/LA MENOR COMO TESTIGO
Para finalizar, una última reflexión en relación con el testimonio que el/la menor aporta, en la mayoría de los casos, como único testigo en un proceso judicial por abusos sexuales. En la actualidad no se cuestiona la validez del testimonio de un menor en ausencia de otras pruebas en situaciones de abusos sexuales, sin embargo, han de converger distintos elementos para que adquiera credibilidad.

En primer lugar, la ausencia de retractaciones y el mantenimiento de la acusación a lo largo de todo el proceso judicial, que se inicia desde la revelación y que culmina con el juicio. En relación con el proceso de revelación de los abusos sexuales Sorensen y Snow (1991) identifican cuatro fases o etapas: i) negación del abuso; ii) revelación del abuso, cuando relata que el abuso ha sucedido; iii)retractación, cuando se desdice de lo que había afirmado anteriormente; y, finalmente, iv) reafirmación, cuando vuelve a relatar que el abuso ha sucedido. Por tanto la retractación parece un proceso natural en el transcurso de la revelación y no necesariamente una prueba de la falta de credibilidad del/la menor. Además, los autores señalan que la negación del abuso al comenzar el proceso contra el agresor es algo bastante habitual. Los casos de retractación que se producen en menores que previamente habían admitido el delito muestran en mayor medida la presión explícita (a través de sugerencias verbales) o implícita (a través de las constantes referencias y evidencias de malestar que la familia muestra como consecuencia de la denuncia del acontecimiento) que una señal de falta de veracidad del abuso.

En segundo lugar, se alude también a la necesidad de que no existan intereses espurios contra el agresor que justifiquen la imputación del delito y resten credibilidad al testimonio del/la menor. Con relación a este punto los distintos estudios muestran que, si bien es cierto que la mayoría de las alegaciones falsas se dan en determinados ambientes familiares que están experimentando un fuerte estrés por los procesos de separación o divorcio en los que están en juego la custodia de los hijos/as y/o los dere
chos de visitas de los padres, las falsas imputaciones son más infrecuentes de lo que se podría esperar (Penfold, 1995).

En tercer lugar, la presencia de pruebas indirectas circunstanciales que puedan corroborar el relato del/la menor actúan como avales de su testimonio y son tenidas muy en cuenta a la hora de dar credibilidad a los mismos. Sin embargo, estas pruebas son a menudo difíciles de obtener, lo que puede limitar la credibilidad del testimonio y con ello la demostración del hecho abusivo.

En definitiva estas cuestiones vuelven a poner en evidencia las similitudes y las asociaciones que se establecen entre los adultos y los menores, puesto que sin duda parece más fiable un relato que no sufre retractaciones, que demuestra la inexistencia de intereses espurios y en el que existen pruebas circunstanciales que lo avalen, cuestiones de más acertada aplicación con una persona adulta y que ponen en cuestión el adecuado conocimiento que de los menores y el nivel evolutivo en el que se encuentran se tiene desde el mundo judicial.

Todo esto pone sobre la mesa la necesidad del trabajo interdisciplinar y la utilidad del trabajo del perito-psicólogo no sólo como evaluador del/la menor, sino también como asesor de jueces y fiscales del funcionamiento cognitivo, emocional y social del/la niño/a, de sus características evolutivas y de sus habilidades de afrontamiento y necesidad de apoyo. Un trabajo que contribuya a lograr una sociedad en la que se garanticen los derechos de los menores entre los que está el derecho a vivir su sexualidad sin ser instrumentaliza en beneficio de la sexualidad de otra persona (menor o adulto) que le imponga una actividad sexual cuando carecen del desarrollo emocional, madurativo y cognoscitivo para dar consentimiento, impidiendo que su desarrollo sexual se lleve a cabo en sintonía con su edad cronológica. Y que en ningún caso la ineficaz respuesta ante la revelación social y jurídica suponga un daño añadido para estos menores. Ni más ni menos.
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CAPÍTULO IV 
Evaluación pericial de los abusos sexuales en la infancia

JOSÉ CANTÓN DUARTE
 y M.a DEL ROSARIO CORTÉS ARBOLEDA

Universidad de Granada
 4.1. INTRODUCCIÓN Los delitos sexuales cometidos contra los niños no son un fenómeno nuevo, aunque sí se ha producido un incremento muy importante durante los últimos años en el número de casos denunciados. La mayor concienciación sobre este problema ha ido pareja con un esfuerzo por mejorar la calidad de la investigación, volcándose investigadores y profesionales en el desarrollo y validación de técnicas que permitan evaluar la competencia y credibilidad de los niños como testigos, así como de entrevistas diseñadas para aumentar la calidad y cantidad de información de las presuntas víctimas (Lamb, Sternberg, Esplin, Hershkowitz y Orbach, 1997).

La evaluación del abuso sexual es una tarea sumamente difícil, ya que normalmente no hay pruebas médicas, bien por el tiempo transcurrido hasta la denuncia o bien, como suele ser el caso, porque no ha habido penetración (los delitos más comunes suelen ser los tocamientos, la cópula oral o el exhibicionismo). Por otra parte, es raro que el perpetrador admita el abuso cometido, siendo muy probable que lo niegue o que tergiverse su conducta (Bruck, Ceci y Hembrooke, 1998; Dejong, 1992;

Lamb, Sternberg y Esplin, 1998). Por consiguiente, los niños se convierten en una fuente imprescindible de información, hasta el punto de que la determinación de si se ha producido o no un abuso sexual se suele basar en la declaración de la propia víctima, siendo un factor decisivo el grado de fiabilidad y credibilidad que ofrezcan su afirmaciones (Davis, 1998). Por desgracia, sus declaraciones no resultan siempre fáciles de obtener o de interpretar y a menudo se pueden malinterpretar o utilizar inadecuadamente.

La fantasía, las estrategias y deficiencias de memoria, la sugestibilidad y las capacidades de comunicación afectan, y mucho, a cómo explican sus experiencias. Sin embargo, aunque sus explicaciones puedan ser manipuladas, un entrevistador sensible y consciente de las capacidades y deficiencias de los niños puede evitar muchos de los problemas que plantean las preguntas que los fuerzan a operar en el límite o más allá de sus capacidades. Las dificultades de lenguaje y de memoria no convierten al niño en un testigo incompetente, sino que, por el contrario, la comprensión de sus capacidades y limitaciones debería influir en la forma de entrevistarlo y de interpretar sus explicaciones (Cantón y Cortés, 2000a; Lamb, Sternberg y Esplin, 1998; Poole y Lamb, 1998).

Los expertos suelen diferenciar entre dos enfoques para abordar el tema de la validez de las declaraciones: el enfoque de los estándares y el de los indicadores. El enfoque de los estándares se caracteriza por centrarse en el desarrollo de protocolos y de guías sobre cómo realizar la entrevista y proceder a la evaluación. Su objetivo es aumentar la probabilidad de que el niño describa con exactitud lo sucedido y mejorar la validez de los juicios emitidos por los profesionales, incorporando los conocimientos científicos relevantes y reconociendo la importancia de acomodarse al nivel de desarrollo social, emocional y cognitivo del entrevistado. En general, el debate sobre la competencia de los niños pequeños para prestar declaración se ha centrado en su capacidad para distinguir fantasía y realidad, el lenguaje (capacidad para expresarse de manera clara y sin ambigüedad), la memoria y la sugestibilidad (capacidad para resistirse a las sugerencias). El enfoque de los indicadores implica determinar si las respuestas emocionales, conductuales o fisiológicas del niño que declara haber sido objeto de abusos son similares a las respuestas de aquéllos con un historial ya comprobado de abuso sexual.

4.2. LA ENTREVISTA DE INVESTIGACIÓN
La entrevista para investigar una denuncia o sospecha de abuso sexual es una tarea difícil, ya que normalmente no hay pruebas físicas, bien por el tiempo transcurrido hasta la denuncia o bien, como suele ser frecuente, porque no ha habido penetración. Por consiguiente, los niños se convierten en una fuente imprescindible de información, hasta el punto de que la determinación de si se ha producido o no un abuso sexual se suele basar en la declaración de la propia víctima, siendo un factor decisivo el grado de fiabilidad y credibilidad que ofrezcan sus declaraciones (Cantón, 1999; Cantón y Cortés, 2000b; Davis, 1998).
 4.2.1. Preparación de la entrevista y fase preliminar
Para diseñar una entrevista sensible evolutivamente o para situar las afirmaciones y las conductas del niño en un contexto evolutivo puede resultar de utilidad obtener previamente su historial evolutivo. También es aconsejable que los familiares informen de sus amistades y gustos personales para poder establecer una buena relación con el niño. Finalmente, también resultará de utilidad la planificación previa de las preguntas.

El retraso en la celebración de la entrevista afecta más negativamente a los niños que a los adultos (por ejemplo, Poole y White, 1993). Además, cuanta menos edad tengan tanto más rápido puede ser su olvido (por ejemplo, Baker-Ward, Cordón, Ornstein, Larus y Clubb, 1993). El olvido puede hacer que los niños se vuelvan más sugestionables si se les presenta una información capciosa después de un período de retraso (por ejemplo, Warren y Lañe, 1995). Por consiguiente, la realización de una entrevista en los primeros momentos no sólo capta los recuerdos cuando todavía están frescos, sino que puede reducir el olvido posterior.

El ambiente de la entrevista debe conseguir que el niño se sienta razonablemente a gusto, sobre todo si se trata de un preescolar (por su mayor probabilidad de sentirse intimidado, ansioso y desorientado en este ambiente formal). Un ambiente

centrado en el niño que reduzca al mínimo las posibilidades de distracción y que potencie la familiaridad puede facilitar un procesamiento óptimo de la información. Hay que procurar que el ambiente formal de la entrevista le resulte lo más amistoso posible, decorándolo con figuras y dibujos de cuentos populares realizados por otros niños, procurando también que el mobiliario se adapte a su tamaño. El ambiente debe ser privado, informal y libre de perturbaciones y de instrumentos accesorios que puedan distraerle. Aunque los juguetes ayudan a crear un ambiente amistoso, no es menos cierto que distraen la atención. Asimismo, es importante que la entrevista no sufra interrupciones. Se debe celebrar sin la presencia de los padres o de adultos que puedan tener algún interés en el caso (por ejemplo, Lamb y cois., 1994). El entrevistador puede pedir previamente a los padres que preparen al hijo en aquellos casos en que se prevea que le va a resultar sumamente estresante. Si no da resultado se puede permitir que se siente a su lado una persona de apoyo que no pertenezca al entorno familiar inmediato (por ejemplo, un «canguro») y debidamente instruida para que no intervenga.

Antes de abordar el tema del abuso es fundamental el establecimiento de una relación cálida y de confianza (rapport) a través de actividades como el juego, el dibujo y la charla sobre sus actividades favoritas (programas de televisión, deportes, aficiones), pudiendo preguntarle después por la escuela o los compañeros. Mientras va construyendo el rapport el entrevistador puede tomar notas sobre el nivel de desarrollo del lenguaje, razonamiento y conocimientos (Saywitz y Camparo, 1998). La evaluación formal o informal del nivel evolutivo facilitará el planteamiento de unas expectativas realistas sobre el tipo de información y el nivel de detalles que el niño es capaz de aportar. Muchos autores sugieren la necesidad de valorar su comprensión de los conceptos de verdad y de falsedad para ayudar después a la hora de tomar una decisión legal sobre la admisibilidad de las pruebas obtenidas durante la entrevista (Myers, 1998).

El niño debe tener muy claro lo que el entrevistador espera de él. Los pequeños pueden tener unas expectativas irrealistas sobre los fines y requerimientos del entrevistador (por ejemplo, Singer y Revenson, 1996). En este sentido, es fundamental explicarle el papel y los objetivos del entrevistador para que después proporcione la información adecuada cuando se le plantee una pregunta abierta («¿Hay algo que quieras contarme?»). Es muy
 importante, sobre todo cuando se trata de un preescolar, determinar si puede distinguir entre fantasía y realidad. Hay que recalcarle la importancia de decir la verdad y de no inventarse nada, de manera que sólo debe contar lo que realmente sucedió. También hay que dejarle muy claro que el entrevistador no sabe lo que ha pasado y se le debe estimular para que cuando no entienda algo lo admita y no haga conjeturas. Se puede reducir el riesgo de que el niño realice conjeturas sensibilizándolo ante la posibilidad de que se le hagan preguntas difíciles o que no entienda y advirtiéndole que si se repiten las preguntas esto no significa que sus respuestas anteriores sean incorrectas. Hay que tranquilizarlo explicándole que sólo se está intentando comprender mejor una respuesta anterior y no buscando una respuesta diferente. Además, como puede suponer que hay una respuesta correcta, el entrevistador tiene que explicarle que puede responder perfectamente con un «no me acuerdo», un «no lo sé» o, más importante aún, con un «no entiendo la pregunta». Por otra parte, se le debe autorizar de manera expresa para que, si no lo desea, no responda en ese momento a preguntas que le resulten difíciles de comentar. Finalmente, hay que estimularlo para que muestre su desacuerdo con el entrevistador y lo corrija cuando realice afirmaciones inexactas sobre los hechos. El desacuerdo y las correcciones demuestran que el niño tiene un conocimiento claro de los hechos, que no está respondiendo sin pensar y que quiere mostrarse asertivo cuando el entrevistador se equivoca.

En general, las instrucciones suelen hacer referencia a la necesidad de escuchar atentamente las preguntas y no apresurarse a responder, contar lo que realmente sucedió y no hacer conjeturas, contar todo aunque pueda no parecerle importante, recordarle que el entrevistador no estaba presente y no sabe lo que pasó y motivarlo para que se esfuerce y lo haga lo mejor posible. Además, como en el contexto de la vida cotidiana los adultos suelen «probar» al niño haciéndole preguntas cuyas respuestas ya conocen y los niños se sienten obligados a mostrar su conformidad o, por lo menos, a responder a las preguntas o aseveraciones del adulto, los expertos recomiendan que antes de comenzar el interrogatorio se le explique que puede responder con un «no sé» o un «no me puedo acordar», y que puede y debe corregir al entrevistador cuando le parezca que no lo ha entendido bien (Home Office, 1992).

Sin embargo, las instrucciones tienen un efecto muy limitado si no van acompañadas por la práctica o por el juego de rol (Saywitz y Snyder, 1993). Es fundamental que el niño ensaye en una representación de rol y que se vea felicitado por admitir un «no lo sé» cuando sea apropiado o que se le corrija si responde con suposiciones. No obstante, para evitar una sobreutilización del «no lo sé», el entrevistador debe estimularlo para que se muestre selectivo en su uso. Para evaluar y estimular el seguimiento de las instrucciones se le pueden formular preguntas sin sentido o de las que no puede saber la respuesta («¿Qué he desayunado?»), ensayando mediante juego de rol respuestas asertivas que puede utilizar cuando se le haga este tipo de preguntas. Asimismo, se le pueden hacer diversas preguntas capciosas sobre cuestiones neutras y felicitarlo por darse cuenta de las equivocaciones del entrevistador y por haberlo corregido.

Existen distintos métodos para preparar e instruir al niño para la fase principal de la entrevista. La entrevista paso a paso (Yuille y cois., 1993) recomienda pedirle que hable sobre dos sucesos distintos como pueden ser una fiesta de cumpleaños reciente, la celebración de un día festivo o una excursión escolar. Se va modelando así la forma de la entrevista. Otro método innovador, la elaboración narrativa (Saywitz y Snyder, 1996), suministra un procedimiento práctico más estandarizado para su aplicación antes de la fase principal de la entrevista, consistente en hacerle ver el tipo de detalles y de información que se espera que suministre. También enseña estrategias de recuerdo para conseguir este objetivo. Lamb y sus colaboradores han creado un guión que se lee al niño antes de la fase principal con objeto de promover unas expectativas compartidas sobre el proceso de entrevista puesto en marcha. Lamb, Sternberg y Esplin (1998) recomiendan pedirle que recuerde y describa detalladamente algún suceso reciente importante para él, como la última fiesta de cumpleaños o un día de fiesta importante. Revisar ese cumpleaños o esa fiesta y estimularlo para que «lo cuente todo» ilustran gráficamente que el entrevistador espera oír una explicación narrativa detallada y que está interesado por sus experiencias. Si sólo ofrece una explicación muy breve o describe sólo parte de la fiesta, el entrevistador lo puede estimular para que aporte más información, «entrenándolo» para que realice explicaciones detalladas, al tiempo que evalúa de manera informal sus capacidades lingüísticas, expresivas y descriptivas. Los estudios de Lamb, Sternberg y colaboradores han confirmado que este entrenamiento produce un aumento en la cantidad de información aportada por las víctimas en respuesta a la primera pregunta del interrogatorio (Sternberg y cois., 1997). Finalmente, los estudios también han demostrado que la entrevista cognitiva funciona mejor con niños de edad escolar si éstos practican el formato con anterioridad (Saywitz, Geiselman y Bornstein, 1992).
 4.2.2. Fase sustantiva o interrogatorio
Para  interrogar al niño se deben seguir dos estrategias. En primer lugar, ser siempre consciente de que le podemos estar induciendo tanto a que denuncie falsamente unos abusos como a que los niegue o minimice, y diseñar la entrevista en consecuencia. En segundo lugar, las preguntas que se le planteen deben ser evolutivamente apropiadas, utilizando un vocabulario acorde con su nivel de comprensión de conceptos (por ejemplo, unidades de tiempo, causalidad).

El profesional debe mostrarse amistoso y realizar la entrevista con una mente abierta, teniendo en cuenta diversas hipótesis sobre lo sucedido, sin aceptar ya como válida la información obtenida antes de la entrevista. Actuando así será menos probable que influya en la declaración y que el niño piense que el entrevistador ya conoce los hechos relativos al caso. Debe procurar, además, no reforzarlo (por ejemplo, sonriéndole sólo cuando realiza afirmaciones que están en consonancia con las sospechas del entrevistador) y tener siempre presente que también puede configurar involuntariamente una respuesta mediante su lenguaje corporal. Finalmente, no debe olvidar que una cosa son las alabanzas y el apoyo aleatorio que se pueda prestar, y otra muy distinta la inducción de estereotipos negativos referidos al acusado (Lepore y Seseo, 1994).

Los expertos coinciden en que hay que comenzar dando al niño la oportunidad de realizar una declaración espontánea (Lamb, 1994; Saywitz y Goodman, 1996; Yuille y cois., 1993), aclarándole que debe ser lo más completa y detallada posible. La declaración espontánea en forma de recuerdo libre es más exacta, aunque menos completa, que la obtenida con preguntas específicas. Una vez que comience a describir lo sucedido hay que dejarle que lo haga a su propio ritmo, sin interrupciones, correcciones o expresión de dudas. El entrevistador debe mostrarse paciente y tolerante ante la descripción de detalles irrelevantes y cuando se pare estimularlo para que continúe con frases del tipo «Y entonces, ¿qué pasó?» (Poole y Lamb, 1998; Yuille y cois., 1993).

Es importante conseguir descripciones de incidentes reales y no simples explicaciones genéricas (Raskin y Esplin, 1991). Entre las cuestiones o detalles que es necesario conocer están el nombre del agresor y su relación con el niño; la duración, frecuencia, lugares y circunstancias del abuso; las personas implicadas y quién lo animó para que lo revelara; las estrategias utilizadas por el perpetrador; las razones y secuencia de la revelación; y la comprensión del niño de la situación provocada por la revelación y de sus consecuencias.

Una vez que haya realizado una narración libre de lo sucedido se le pueden formular preguntas centradas sobre la cuestión si se considera necesario. Las preguntas específicas es más probable que sean tendenciosas y los niños pequeños (especialmente los niños de preescolar) se suelen dejar llevar por las sugerencias de los adultos (Ceci y Bruck, 1993). Otro problema que plantea la utilización de preguntas directas, específicas, es que los niños intenten responder a todas, incluso aunque no entiendan su significado (Warren y McCloskey, 1993). Además, rara vez piden aclaraciones cuando no entienden lo que se les está preguntando y a menudo ni siquiera se dan cuenta de que no lo han entendido (Warren y McCloskey, 1993). Sin embargo, a pesar de la posibilidad de que influyan y distorsionen sus explicaciones, excluir por completo su utilización no es realista.

Para ampliar la información se puede hacer referencia a algún componente importante de la explicación dada por el niño (por ejemplo, «Antes has hablado de una cama. Cuéntame algo sobre eso») o aparentar sentirse desorientado. El entrevistador puede también pasar a las preguntas relativamente abiertas de qué, quién y dónde, muy útiles con niños de preescolar (por ejemplo, Dorado y Saywitz, 1997). Las preguntas cuándo y por qué pueden resultar más difíciles hasta los siete años de edad. Por su parte, Steller y Boychuk (1992) recomendaban hacer preguntas «indicio» que pudieran estimular el recuerdo del suceso y, después, realizar preguntas abiertas que tengan que ver con las respuestas. Si a la pregunta «¿Dónde sucedió?» responde «en el cuarto de baño», se debe continuar con una pregunta general
 como «cuéntame todo lo que recuerdes sobre lo que sucedió en el cuarto de baño». Cuando se utilicen preguntas del tipo sí-no, deben combinarse con otras que requieran que el niño elabore, justifique o clarifique, con sus propias palabras, las respuestas dadas inicialmente. Siempre que se centre la atención del niño en ciertos sucesos, personas o lugares la pregunta debe ir seguida de otra abierta para obtener una narración libre sobre ese aspecto (Lamb y cois., 1994; Raskin y Esplín, 1991).

Para no tener que recurrir a la formulación de preguntas específicas, algunos investigadores han desarrollado nuevas técnicas que capacitan al niño para aportar información más completa sin comprometer su exactitud. Por ejemplo, la entrevista cognitiva (Geiselman y Fisher, 1992) incluye varios procedimientos nemotécnicos que han demostrado su eficacia para fomentar el recuerdo libre (recordar hacia delante y hacia atrás, adoptar la perspectiva de otra persona, reconstruir las circunstancias, enfatizar la importancia de recordar toda la información aunque no se la considere importante). Con niños de primaria se ha demostrado que la entrevista cognitiva es muy superior a la entrevista estándar a la hora de obtener información exacta, aunque, por desgracia, puede resultar inapropiada con niños de menos edad y con menor capacidad verbal. Otro problema es que la entrevista cognitiva parece que no sólo aumenta la cantidad de información exacta, sino también la inexacta.

Las preguntas deben guardar relación con el nivel de conocimientos y capacidad de razonamiento del niño, debiendo interpretarse en función de su nivel de desarrollo cognitivo. También hay que tener presente que los preescolares razonan basándose en lo que pueden ver, no en conceptos invisibles o suposiciones (por ejemplo, Singer y Revenson, 1996). Finalmente, los pequeños a menudo tienen dificultades para adoptar la perspectiva de los otros e inferir sus intenciones, pensamientos, percepciones y sentimientos. Una pregunta del tipo «¿Por qué no te fuiste corriendo cuando cerró las puertas y ventanas?» requeriría inferir una determinada intencionalidad. Pueden incurrir en contradicciones al intentar encontrar una respuesta.

Saywitz (1995) recomienda utilizar preguntas y frases cortas, palabras de una a dos sílabas, construcciones gramaticales simples (versus dobles negativos, subjuntivos, condicionales), el pasado simple («¿Qué pasó?»), términos visuales o concretos («pistola» versus «arma» o «algo»), términos no legales simples

(persona y niño, en vez de partes y menor), los nombres propios y la repetición de los antecedentes («¿Hablaste con María?»), la voz activa («¿Agarró Pepe a Ana?» versus «¿Fue agarrada Ana por Pepe?»), términos estables como delante o detrás de la habitación (versus palabras cuyo significado cambie con el momento o el lugar —aquí, ahí, ayer— o términos relativos como más o menos) y, finalmente, utilizar varias preguntas cortas en vez de enumerar varios hechos antes de preguntar lo que interesa («Cuando estabas en casa, el domingo día tres, y Pepe entró en el comedor, ¿dijo Ana...?»).

Por último, hay que registrar de manera fiable las respuestas (verbales y no verbales) y la forma de preguntar utilizada, sobre todo si el entrevistado es un preescolar. La entrevista se debe grabar siempre, como se hace ya en Inglaterra, Escocia y Canadá (véanse Flin, Kearney y Murray, 1996; Sas, Wolfe y Gowdey, 1996). Sus ventajas a la hora de determinar la exactitud de la declaración y reducir el estrés del niño se deben anteponer a los problemas de la crítica injusta al entrevistador o de la privacidad del niño. La grabación de la entrevista también puede servir para refrescar la memoria al niño sobre lo recordado previamente, reducir el número de entrevistas (y entrevistadores), incentivar el uso de técnicas apropiadas, conservar las afirmaciones, emociones y comportamientos del niño en el momento de la revelación y evaluar la fuerza del testimonio acusatorio (decidiendo así si se sigue adelante con la acusación). Finalmente, y lo más importante para la justicia, la entrevista grabada se puede utilizar como referencia para sopesar la fiabilidad de versiones posteriores en las que se omitan o añadan detalles; es decir, permite realizar un juicio más informado sobre si los cambios son resultado de la reminiscencia (el recuerdo exacto posterior de información no recordada anteriormente) o de sugerencias inadecuadas.
 4.2.3. Fase de terminación
Tras una breve pausa que el entrevistador aprovecha para revisar mentalmente las hipótesis y la información obtenida, se puede reanudar la entrevista realizando las preguntas que estime necesarias para aclarar algunas afirmaciones o para obtener detalles específicos sobre lo sucedido. Después de la entrevista se debe revisar el vídeo con las explicaciones del niño para formarse una idea más completa y determinar si será necesario o no volver a entrevistarlo.

Durante la fase de cierre hay que abordar varias cuestiones (Davies y cois., 1996). En primer lugar, si el niño tiene que someterse a un examen médico se le debe explicar (usando su propia terminología) que el doctor le hará una revisión de su cuerpo, incluidas las partes privadas, para asegurarse de que se encuentra bien. Es el momento de comprobar si tiene alguna percepción equivocada sobre su estado físico. Se le debe dar también la oportunidad de preguntar y de manifestar sus preocupaciones sobre la entrevista, el abuso o las consecuencias de la revelación.

Finalmente, se establece una breve conversación de tipo general o un juego no dirigido con objeto de establecer un período de transición (después de haber estado hablando sobre el abuso) que le permita dominar los sentimientos despertados por la rememoración de los abusos sexuales. El objetivo es que el niño deje la entrevista con un estado mental lo más positivo posible. Al final debe quedarle una sensación de autoconfianza y de liberación de la carga que representaba el mantenimiento del secreto. El entrevistador le da las gracias por su participación en el proceso de entrevista, no por haber revelado los abusos.
 4.3. EFECTOS DE LA SUGESTIBILIDAD EN LA EXACTITUD DE LA DECLARACIÓN La sugestibilidad se define como el «grado en que la codificación, almacenamiento y recuperación de la información sobre lo sucedido se pueden ver influidos por diversos factores sociales y psicológicos» (Ceci y Bruck, 1993). Diversos autores han alertado contra las técnicas de sugestión que con frecuencia se utilizan en las entrevistas realizadas a los niños que supuestamente han sido objeto de abusos sexuales. Parten de la premisa de que éstos son muy sugestionables y, consiguientemente, fáciles de manejar para conseguir que afirmen o incluso que crean en sus alegaciones falsas de abusos, sugeridas en realidad por unos entrevistadores incompetentes (para una revisión, véase Cantón y Cortés, 2000c). Como los niños quieren agradar a los adultos están dispuestos a corroborar cualquier cosa que ellos piensen que el entrevistador desea oír (Reed, 1996).

El sesgo del entrevistado! influye en toda la estructura de la entrevista y se refleja en la utilización de diversas técnicas de sugestión (Bruck, Ceci y Hembrooke, 1998) como la formulación inmediata de preguntas específicas, el refuerzo sutil de las respuestas confirmatorias de su hipótesis, la inducción de un estereotipo negativo del presunto agresor, el empleo inadecuado de determinadas técnicas accesorias de entrevista e incluso el recurso a la amenaza o al soborno.

Los estudios sobre sugestibilidad que han comparado distintos grupos de edad han llegado a la conclusión de que los preescolares son el grupo más sugestionable, sobre todo a la contaminación post-suceso, una forma de sugestión que implica la incorporación en posteriores declaraciones de detalles incorrectos que les han sido sugeridos entre el momento del incidente y el momento de la entrevista (para una revisión, véase Ceci y Bruck, 1993). Cuando se realiza una sugerencia de forma reiterada y coercitiva no es extraño que el niño incorpore información errónea en sus explicaciones, aunque esto no quita el que incluso niños de tres a cinco años de edad a menudo se resistan ante una sugestión no coercitiva y que sus respuestas a preguntas sugerentes simples no tengan por qué invalidar necesariamente toda la declaración.

Las fuertes diferencias de edad encontradas no nos deben hacer pensar que sólo son sugestionables los preescolares o que no hay que preocuparse por la fiabilidad del testimonio de los niños mayores cuando se les entrevista de una manera sugestiva. Y esto por varios motivos. En primer lugar, porque al haber sido diseñados estos estudios comparativos pensando en niños de preescolar el techo de dificultad de las tareas puede ser muy fácil para los de primaria. El segundo inconveniente que se le puede plantear a la argumentación de que los mayores no son sugestionables es que existen pruebas de que los niños no alcanzan los niveles adultos de resistencia a la sugestibilidad hasta llegar a la adolescencia temprana. Algunos estudios han demostrado que niños de ocho, nueve e incluso diez años de edad son significativamente más sugestionables que los adultos (Ackil y Zaragoza, 1995; Warren y Lañe, 1995). Por último, conviene no olvidar que incluso los recuerdos de los adultos se pueden ver trastornados por las técnicas sugestivas empleadas en la entrevista, aunque en menor medida (Hyman y Pentland, 1996; Hyman, Husband y Billings, 1995; Loftus y Pickrell, 1995).

A pesar de los problemas de fiabilidad puestos de relieve en los estudios, los datos disponibles también indican que los niños son capaces de informar de manera exacta, detallada y útil cuando se les entrevista de un modo adecuado (por ejemplo, Leichtman y Ceci, 1995). Si no se utilizan técnicas sugestivas incluso los preescolares de menor edad realizan declaraciones muy exactas, aportando pruebas importantes desde una perspectiva judicial, aunque pueda ser escasa la cantidad de detalles aportados (Bruck, Ceci y Hembrooke, 1998). Asimismo, los resultados sobre la memoria de sucesos autobiográficos indican que los niños recuerdan de forma muy exacta y a veces detallada un amplio rango de sucesos (Baker-Ward, Gordon, Ornstein, Larus y Clubb, 1993; Peterson y Bell, 1996). Estos estudios se caracterizan por el tono neutro del entrevistador, la utilización muy limitada de preguntas capciosas y la ausencia de inducción de cualquier motivo o sesgo para que el niño realice una declaración falsa. Es decir, han puesto de relieve la capacidad de los niños para prestar declaración, así como las condiciones en las que habría que entrevistarlos para obtener una declaración fiable. Cuando interviene un entrevistador no sesgado, cuando el número de entrevistas y de preguntas tendenciosas es mínimo, y cuando no se producen amenazas o engaños, el riesgo de que se vicie la declaración es mucho menor.

4.4. USOS FUNCIONALES DE LOS MUÑECOS ANATÓMICOS
El dilema de tener que optar por una información completa (utilizando preguntas específicas) o por una información más exacta (el recuerdo libre y preguntas generales) ha llevado al desarrollo de métodos no verbales para obtener información. El interés de investigadores y profesionales se ha centrado principalmente en la utilización de muñecos anatómicamente detallados (Cantón, 1999; Cortés, 2000). La utilización de estos muñecos en las entrevistas de evaluación del abuso sexual infantil está muy extendida, aunque también es general la preocupación que despierta su potencial de sugestión (Boat y Everson, 1993; Wolfner, Faust y Dawes, 1993). Expertos como Yuille consideran que el único uso legítimo de los muñecos es clarificar las afirmaciones del niño, una vez revelados los abusos. También se pueden utilizar para evaluar

los conocimientos anatómicos y sexuales de los niños o su terminología sobre las partes del cuerpo (Boat y Everson, 1993).

Las principales críticas formuladas por los partidarios de limitar o excluir los muñecos anatómicos como instrumentos de la entrevista son cuatro, según Everson y Boat (1994). En primer lugar, no existe un protocolo estándar sobre su uso. Una segunda crítica apunta la inexistencia de diferencias normativas entre niños abusados sexualmente y los no abusados a la hora de interactuar con los muñecos. En tercer lugar, los muñecos anatómicos, por su propia naturaleza, sugieren y sobreestimulan la sexualidad. Finalmente, la utilización de muñecos anatómicos hace que el entrevistador cometa errores y usos inadecuados. Concretamente, su uso estimula un estilo de preguntas conductivas o sugerentes, la sobreinterpretación del juego del niño, deficiencias en el proceso de evaluación y el exceso de confianza en un único instrumento.

De todas las críticas anteriores, Everson y Boat (1994) llegaron a la conclusión de que la más fundada era que el uso de los muñecos anatómicos puede llevar al entrevistador a cometer errores. Por ejemplo, ponerle nombre (rol) al muñeco antes de que lo haga el niño (por ejemplo, «Éste es papi»), no aclarar los nombres de las personas representadas por los muñecos (según el niño), dar por supuesto que lo que el niño está representando con los muñecos es algo que realmente le ha sucedido, no hacerle preguntas para que aclare las conductas sexualizadas con los muñecos y recompensarlo verbalmente (o con un lenguaje corporal más sutil) por estar jugando con los muñecos de un modo sexual.

Everson y Boat (1994) señalan cinco usos funcionales de estos muñecos. En primer lugar, se pueden utilizar como tranquilizadores (objetos de juego) en el ambiente posiblemente estresante de la entrevista. También pueden servir para romper el hielo, ayudando al niño a centrarse en la temática sexual y en las partes del cuerpo. También pueden servir de modelos anatómicos, utilizándose para comprobar si es capaz de nombrar las partes del cuerpo y entender sus funciones. También para valorar los conocimientos sobre las relaciones sexuales o su exposición a relaciones sexuales entre personas (por ejemplo, «¿Has visto alguna vez hacer esto?»). Una cuarta función que pueden desempeñar es la de ayuda para la realización de una demostración, de manera que los muñecos sirven como accesorios para a) ayudar a un niño con una capacidad verbal limitada a que nos muestre lo que le sucedió, en vez de contárnoslo; b) ayudarle para que, después de habernos dado una descripción verbal de

lo sucedido, nos haga una demostración para que se entienda mejor; y/o c) como otra forma independiente de evaluar la consistencia de la revelación del niño. Finalmente, se han utilizado también como comprobación diagnóstica. La exposición a los muñecos puede hacer que el niño recuerde determinados sucesos o que revele de manera espontánea y gráfica conductas sexuales con los muñecos o emitir respuestas emocionales o afirmaciones poco frecuentes que el entrevistador deberá indagar haciéndole más preguntas. En ambas funciones, el niño tiene la oportunidad de explorar y manipular libremente los muñecos, mientras que el evaluador observa su juego, sus reacciones y comentarios.

Finalmente, Boat y Everson (1996) consideran que es esencial el entrenamiento de los entrevistadores que utilizan los muñecos anatómicos y recomiendan como fuente básica de entrenamiento la guía práctica Use of Anatomical Do lis in Child Sexual Abuse Assessments del APSAC (1995). Asimismo, enfatizan la necesidad de que el investigador sepa la función que están cumpliendo los muñecos en la entrevista en un momento dado, comprenda las posibles prácticas preocupantes asociadas a cada uno de sus usos y sea capaz de dar razones que justifiquen su utilización. Finalmente, insisten en que no es mejor la demostración mediante los muñecos que la descripción verbal, y habría que desalentar la introducción prematura de los muñecos para ayudar al niño a que «nos muestre más de lo que nos dice».

Problemas de sugestibilidad aparte, los estudios sobre los beneficios de los muñecos anatómicos y de otros instrumentos accesorios con los niños más pequeños y de menor capacidad verbal no han llegado a una conclusión definitiva. En general, parecen fortalecer el recuerdo en los de cinco años o mayores, pero no en los de tres (Salmón y cois., 1995). Además, los resultados de algunos estudios sugieren que los niños de tres años no son capaces de utilizarlos para representarse a sí mismos, ni tampoco de usar modelos a escala que representen objetos del mundo real (por ejemplo, DeLoache, 1995). De este resultado se deduce que las conductas de los niños pequeños con los muñecos y con otros instrumentos accesorios pueden ser simples acciones de juego, aleatorias, y no una demostración exacta de los hechos reales acontecidos.

La mayoría de los  estudios normativos han comprobado que los niños inspeccionan los muñecos (les tocan los genitales y los senos), pero generalmente no muestran una conducta sexual
mente explícita (Cantón, 1999). Por ejemplo, Everson y Boat (1990), entrevistando y observando la conducta de preescolares con los muñecos anatómicos, llegaron a la conclusión de que la exploración manual de los senos, ano o genitales del muñeco era una conducta común entre aquellos que no habían sido objeto de abusos sexuales, por lo que este comportamiento no se puede interpretar como juego sexualizado. También encontraron que un 6 por 100 expresó relaciones sexuales con los muñecos durante las sesiones (colocar el pene en la vagina, etiquetado verbal expreso, movimientos de imitación del acto sexual), tanto en juego libre como dirigido. No obstante, la frecuencia de estas conductas variaba en función de la edad y de la presencia o ausencia del entrevistador, oscilando entre el O por 100 de niños de dos años de edad en presencia del investigador y el 12 por 100 de los de cinco años cuando estaban solos. Según Everson y Boat se trataba de un subconjunto de preescolares que tenían conocimientos sobre las relaciones sexuales, pero que no habían sido objeto de abusos.

En un estudio posterior, Boat y Everson (1994) demostraron que la edad, género, raza y estatus socioeconómico pueden contribuir a las diferencias observadas en las interacciones de los preescolares con los muñecos anatómicos. Detectaron una disminución de la exploración manual conforme aumentaba la edad, mientras que aumentó la conducta de hacer que los muñecos se besaran y manifestaran relaciones sugerentes. Los afroamericanos eran el grupo con mayor probabilidad de realizar este tipo de interacción con los muñecos. A pesar de su participación relativamente activa a la hora de desvestir y explorar los genitales, ano y pechos de los muñecos, los niños de dos años no presentaban conductas sexualizadas. Los afroamericanos de cuatro y cinco años y bajo estatus socioeconómico fueron el único grupo que realizó demostraciones expresas de posiciones coitales en presencia del entrevistador. El 6 por 100 de los niños realizó demostraciones de conductas sexualizadas claras. Según los padres, el conocimiento sexual de sus hijos se podía deber a su exposición accidental a películas de vídeo en las que aparecen conductas sexuales explícitas o a la observación de relaciones sexuales entre adolescentes. Finalmente, los investigadores observaron un efecto significativo del género del entrevistador, consistente en que cuando los niños varones estaban con un entrevistador también varón era más probable que tocaran los pechos del muñeco, mientras que esta conducta disminuía en presencia de una entrevistadora.

Elliott, O'Donohue y Nickerson (1993) encontraron demostraciones expresas de actividad sexual en 5 de los 6 estudios que revisaron con muestras normativas de niños aparentemente no abusados, probablemente debido a su conocimiento general sobre la sexualidad. Es decir, que aunque el ser víctima de abusos sexuales evidentemente proporciona al niño este tipo de conocimientos sexuales, también se pueden aprender a partir de otras fuentes como la pornografía o la observación accidental de actos sexuales realizados por otras personas.

Los estudios en los que  se comparan niños abusados sexualmente y controles han demostrado que los primeros muestran más conductas sexuales con los muñecos anatómicos (Cantón, 1999). Por ejemplo, Kenyon-Jump, Burnette y Robertson (1991) compararon el juego libre con muñecos anatómicos de preescolares abusados y no abusados. Los investigadores no encontraron diferencias significativas en «conducta sexual explícita», pero sí surgieron diferencias entre los dos grupos cuando se utilizó una medida que combinaba las «conductas sexuales explícitas y sospechosas». Todas las víctimas que manifestaron «conductas sexuales explícitas» eran varones. Se observaron diferencias en determinadas conductas sexuales explícitas, de manera que mientras que entre los controles no se produjo ningún caso de introducción del pene en la vagina, ni de relación genital niño/muñeco o de masturbación, sí se produjeron estas conductas en el caso de los abusados sexualmente. Por último, las víctimas de abusos sexuales era más probable que presentaran conductas con implicaciones sexuales sospechosas (tocarse los genitales, ponerse las manos entre las piernas).

Como han señalado diversos expertos (por ejemplo, Boat y Everson, 1994; Elliott, O'Donohue y Nickerson, 1993), la conducta de juego con los muñecos anatómicos se puede encontrar mediatizada por diversas variables que sería necesario controlar. La primera es el tipo de abuso sexual experimentado por el niño. Cuando se ha limitado a las caricias genitales, el tipo de conducta que podríamos prever en ellos (como tocar o frotar los genitales, introducir el dedo) no permite distinguir entre las víctimas de abuso sexual y los controles. Es más, puede llevarnos a un falso negativo, es decir, a concluir que no han existido abusos sexuales debido a que estas conductas con los muñecos son las normales en todos los niños. La segunda variable es la croni
cidad de los abusos. Es menos probable que los niños manifiesten conductas sexuales explícitas con los muñecos cuando han

sufrido un abuso sexual aislado que cuando se ha estado repitiendo con una cierta frecuencia. Y la tercera variable es la exposición a estímulos sexuales explícitos (visión de películas eróticas por televisión o vídeo, o conductas sexuales entre los padres). Esta variable explicaría las conductas sexuales explícitas de los controles que pueden llevar a un falso positivo, es decir, a concluir erróneamente que los niños con estas conductas han sufrido abusos sexuales.
 4.5. EVALUACIÓN DE LA VERACIDAD DE LAS DECLARACIONES Se han realizado diversos intentos de articular las características que presentan las explicaciones y conductas de las víctimas que podrían utilizarse como indicativas de abuso sexual (para una revisión, véase Cortés y Cantón, 2000). En el enfoque de los indicadores la variante más conocida e investigada la constituye un método conocido como Análisis de la Validez de la Declaración (Statement Validity Analysis; SVA) y su elemento central el Análisis del Contenido Basado en Criterios (Criteria-based Contení Analysis; CECA), que se centra en las declaraciones realizadas sobre el abuso sexual en sí mismo. Se basa en el supuesto de que las afirmaciones realizadas por un niño sobre sucesos que realmente ha experimentado difieren de manera cuantificable de las afirmaciones falsas o producto de su fantasía, de manera que un análisis de la declaración prestada puede discriminar entre una declaración verdadera o falsa sobre lo sucedido.

El Análisis de la Validez de la Declaración  (Statement Validity Analysis; SVA) se compone de tres elementos principales: la realización de una entrevista estructurada, un análisis de la declaración de acuerdo con determinados criterios y, finalmente, la comprobación de su validez. Se realiza también una evaluación psicológica cuyo objetivo es situar las declaraciones dentro de un contexto más amplio, proporcionando una imagen de los aspectos positivos y negativos del niño y del contexto y nivel general de funcionamiento de la familia. Se deben utilizar medidas estandarizadas que permitan recabar información sobre la salud física del niño y sobre su desarrollo social, emocional, sexual, cognitivo y lingüístico.

El análisis de las declaraciones del niño se realiza mediante el Análisis del Contenido Basado en Criterios (Criteria Based Contení Analysis, CBCA) (Raskin y Esplín, 1991). Este procedimiento consiste en puntuar la presencia o no de 19 criterios, agrupados en 5 categorías (O si no está presente, 1 si se encuentra presente y 2 si se encuentra muy presente). Una declaración válida no tiene por qué cumplir todos los criterios, aunque cuanto mayor sea el número de criterios presentes en la declaración más probable será que el niño esté diciendo la verdad (la presencia de un criterio fortalece la credibilidad del niño, pero su ausencia no sugiere que inevitablemente mienta).

La primera categoría,  características generales, trata de analizar las afirmaciones del niño en su conjunto, teniendo en cuenta los criterios de estructura lógica, producción desestructurada y cantidad de detalles. La estructura lógica se refiere a la consistencia y coherencia de la narración del niño; cuando los diferentes detalles aportados en una declaración describen por separado el mismo curso de los acontecimientos o cuando la declaración «tiene sentido». La declaración puede estar desestructurada, en el sentido de que se producen saltos de un tema a otro, aunque la unión de los distintos fragmentos debe dar lugar a una historia lógica (una explicación muy organizada y excesivamente cronológica de los hechos puede ser indicativa de una alegación falsa, mientras que las explicaciones espontáneas suelen contener fragmentos dispersos de los hechos ocurridos). Finalmente, se considera que las explicaciones que contienen muchos detalles específicos (sobre el momento, lugar, personas, acciones y objetos) son más creíbles.

La segunda categoría,  contenidos específicos, la componen cuatro criterios: adecuación contextual, descripción de interacciones, reproducción de conversaciones y complicaciones inesperadas. La adecuación contextual se refiere a hechos o sucesos específicos, situados dentro de un contexto espacial y temporal. La descripción de las interacciones se ocupa de las acciones y reacciones mutuas entre la víctima y el agresor (las explicaciones en las que el niño aporta su propia percepción e interpretación son indicativas de que no miente). La reproducción de conversaciones por el niño, diferenciando los roles de los implicados, también se considera que es un indicio de que está diciendo la verdad. Finalmente, se refuerza la validez de las afirmaciones cuando el niño cuenta alguna complicación inesperada que tuviera lugar durante el abuso sexual (por ejemplo, la llamada de un vecino).

La categoría  peculiaridades del contenido valora si el niño hace referencia explícita a detalles distintivos, emociones, asociaciones y sentimientos. Los criterios utilizados en esta categoría son detalles inusuales, detalles irrelevantes, detalles mal interpretados pero descritos con exactitud (por ejemplo, cuando describe el orgasmo del adulto como si se tratara de micción o experimentara dolor), asociaciones externas relacionadas, explicaciones sobre su estado mental durante los abusos (por ejemplo, los sentimientos experimentados o las ideas que había tenido sobre cómo escapar de la situación) y, finalmente, la atribución de un estado mental al perpetrador.

La cuarta categoría,  contenidos relacionados con la motivación, se refiere a la capacidad del niño para elaborar una explicación con diversos contenidos que, en principio, se podría pensar que perjudican su credibilidad. Los criterios incluyen las correcciones espontáneas, la admisión de falta de memoria sobre alguna parte del incidente, el planteamiento de dudas sobre su propio testimonio, la autodepreciación (por sus declaraciones o conducta) y el perdón del agresor.

Por último, la quinta categoría la componen diversos  elementos específicos de la agresión que contradicen las creencias que la gente suele tener sobre el abuso sexual infantil. Se trata de detalles sobre los antecedentes y secuelas del abuso sexual infantil que es poco probable que conozca un niño que no haya sido víctima de abusos sexuales.

Una vez realizada la evaluación de las declaraciones del niño se procede a comprobar su validez en función de cuatro categorías. En la primera categoría, características psicológicas, se valora la adecuación del lenguaje, del afecto y la susceptibilidad a la sugestión. La segunda hace referencia a las características de la entrevista, especialmente si se han utilizado preguntas sugerentes o coactivas y la adecuación global de la entrevista. La tercera se refiere a la motivación del niño para revelar el abuso sexual (motivos que han llevado al niño a revelar el abuso sexual, contexto de la revelación y análisis de la posibilidad de que haya sido presionado). Por último, en las cuestiones de la investigación se analiza la consistencia de la declaración con otras declaraciones y pruebas disponibles, como resultados médicos. Completadas las tres fases de la evaluación, se realiza una valoración global de la declaración del niño catalogándola como «creíble», «probablemente creíble», «indeterminada», «poco creíble» o «no creíble».

El SVA es un método que puede ser de utilidad para los profesionales dedicados a la evaluación de presuntos casos de abuso sexual infantil. Sin embargo, aunque los resultados suministran cierto apoyo a su validez, es necesario realizar más investigaciones y, desde luego, no olvidar que los indicadores se deben considerar como parte de un conjunto clínico global y no de un modo aislado. También hay que tener en cuenta que la técnica constituye aún un instrumento experimental en proceso de desarrollo y refinamiento.

Además, continúan sin resolverse una serie de problemas metodológicos y prácticos relacionados con la utilización del SVA (Bradford, 1994). Por ejemplo, el sistema de puntuación y la importancia relativa de cada uno de los criterios de la credibilidad requieren una mayor clarificación. Además, existe el peligro de un empleo inadecuado del método, especialmente por parte de los evaluadores totalmente centrados en la presencia o ausencia de determinados criterios y sin tener en cuenta que las explicaciones de los niños varían en función de su edad, nivel de desarrollo y adecuación de la entrevista. Finalmente, el SVA sólo se puede aplicar cuando las declaraciones de los sucesos tienen una cierta longitud, lo que plantea el problema de si se puede utilizar con los niños pequeños y hasta qué edad exactamente (Raskin y Esplín, 1991).
 4.6. EVALUACIÓN SINTOMÁTICA DE LA VÍCTIMA Según O'Donohue y Elliott (1991) se debe evaluar la posible existencia de problemas evolutivos (de comunicación, seudomadurez/conductas regresivas), depresión (riesgo de suicidio, sentimientos de pérdida), desorden de estrés postraumático, experiencias disociativas, revivir experiencias, miedos (especialmente a estímulos asociados al abuso sexual y a que se vuelva a producir, a que salga a la luz pública y a las represalias), culpabilidad, autolesiones, sentimientos de cólera, problemas sociales (habilidades sociales, interacción padres-niño, límites poco claros/confusión de roles en las relaciones familiares), dificultades con los iguales (conocimiento de lo sucedido y reacción de los iguales, estigmatización, retraimiento, desconfianza), desórdenes de conducta (agresión y conducta antisocial), consumo de drogas, hiperactividad, problemas de rendimiento escolar (memoria, incapacidad de concentración), trastornos somáticos (trastornos del sueño y del apetito, imagen corporal), problemas de adaptación sexual (conocimientos y creencias acerca del sexo, preocupación por la homosexualidad, conducta sexualizada), autoestima, asertividad, comprensión del significado de lo sucedido (atribuciones y estilo atribucional, indefensión aprendida, creencias irracionales, sentido de la justicia), habilidades de solución de problemas y factores de estrés (futuras comparecencias en el juzgado, contacto con el agresor). Los instrumentos de medida estandarizados que se han aplicado a los niños objeto de abuso sexual y a los adultos de su entorno (padres, profesores) para evaluar las variables cognitivas, de personalidad y problemas de conducta se pueden encontrar en la revisión realizada por Waterman y Lusk (1993).

Por su parte, Wolfe y Gentile (1992) consideran que la evaluación de las consecuencias del abuso sexual y la interpretación de los datos obtenidos deben realizarse a dos niveles, evaluando la adaptación global del niño y su adaptación específica al abuso sexual. Para la evaluación global se puede pedir a los padres o personas encargadas de su custodia que cumplimenten un cuestionario de problemas de conducta. El más utilizado con las víctimas de abuso sexual infantil es el Child Behavior Checklist para padres (CBCL-PRF; Achenbach, 1991) y profesores (CBCLTRF; Achenbach, 1991); también se suele aplicar el Revised Behavior Problem Checklist (RBPC; Quay y Peterson, 1987). Según los resultados obtenidos con estas pruebas, entre un cuarto y un tercio de las víctimas presentan problemas conductuales y emocionales a un nivel clínico o importantes déficit en competencia social, siendo ya evidentes estos problemas poco después de producirse la revelación.

A la víctima de los abusos sexuales se le debe aplicar algún cuestionario general sobre problemas de conducta como el Youth SelfReport (YSR; Achenbach, 1991), así como test sobre determinados aspectos de adaptación como la depresión y la ansiedad (Chilaren s Depression Inventory-CDl de Kovacs; Revised Childrens Manifest Anxiety Scale de Reynolds-RCMAS; State-Trait Anxiety Inventory for Children-STAIC de Spielberger), el autoconcepto (Piers-Harris Self-concept Scale) y la competencia social percibida (Self-perception Profile for ChildrenSPPC de Harter). La utilización de instrumentos estandarizados le ofrece la oportunidad de responder en privado a un amplio rango de cuestiones problemáticas (situación menos estresante que la entrevista) y permite que los resultados sobre la adaptación del niño se puedan comparar con datos normativos según el sexo y la edad de la víctima. No obstante, estas autovaloraciones de los miedos y preocupaciones habría que completarlas con preguntas específicas sobre su origen, intensidad y reacciones típicas. Además, aunque la puntuación en una de estas medidas no se sitúe dentro de un rango clínico, nos puede llevar al descubrimiento de temores aislados importantes (a la homosexualidad, al embarazo, al rechazo de los padres) que requieren la atención del terapeuta. Por otra parte, conviene tener en cuenta que la víctima puede haber desarrollado miedos asociados a estímulos relacionados con el abuso sexual y que no aparecen en el examen que se le realiza. Con objeto de detectarlos, habría que preguntarle sobre actividades cotidianas (vestirse, bañarse, ir a la escuela, en el patio de recreo, con la canguro, irse a la cama) que podrían provocarle miedo o ansiedad. Como el niño se puede dar cuenta de la irracionalidad de estos miedos atípicos (a desnudarse o bañarse, por ejemplo), el terapeuta debe procurar no transmitirle la inadecuación de sus temores. Por el contrario, debe tranquilizarlo informándole de que ha tratado casos semejantes en los que otros niños presentaban miedos y preocupaciones difíciles de expresar, similares a los suyos, y que se le darán suficientes oportunidades para que pueda ir expresando sus pensamientos y sentimientos sin ningún tipo de presión o de vergüenza. Los resultados de los estudios indican que los niños no suelen informar de un nivel elevado de síntomas inmediatamente después de la revelación del abuso sexual.

Para evaluar los  síntomas específicos de las víctimas de abuso sexual se han propuesto varias estrategias utilizando los marcos teóricos del Desorden por Estrés Postraumático, el modelo de los cuatro Factores Traumagénicos y la teoría de la Erotización. Lo mismo que en el caso de la evaluación global, la medición de los síntomas relacionados con el abuso sexual se debe realizar utilizando los informes de los padres, del niño y la propia valoración del profesional.

Para obtener información de los padres, Wolfe y colaboradores diseñaron una subescala de Desorden por Estrés Postraumático utilizando veinte ítem del cuestionario CBCL-PRF de Achenbach, mientras que el niño puede cumplimentar la Sexual Abuse Fear Evaluation Subscale (SAFE) para medir los miedos y fobias relacionados con el abuso sexual y la Chilar en s Impact of Traumatic Events Scale-Revised (CITES-R; Wolfe, Gentile, Michienzi, Sas y Wolfe, 1991) para la evaluación de sus percepciones y atribuciones acerca de los abusos sexuales sufridos. La escala CITES-R está compuesta por 78 ítem, integrados en cuatro dimensiones: PTSD (Pensamientos intrusivos, Evitación, Hiperactividad y Ansiedad Sexual), Reacciones Sociales (Reacciones negativas de los otros y apoyo social), Atribuciones del Abuso (autoinculpación y culpabilildad, fortaleza, vulnerabilidad, mundo peligroso) y Erotización. La aplicación de la escala se realiza a través de una entrevista estandarizada en la que se plantean distintas alternativas de respuesta a víctimas con edades comprendidas entre los ocho y dieciséis años. Dependiendo de la edad y de su tendencia a elaborar las respuestas (es frecuente que aporten datos valiosos, aunque no solicitados), la aplicación puede durar entre 20 y 40 minutos. La evaluación de la conducta sexual se puede realizar aplicando el Childrerís Sexual Behavior Inventory (CSBI; Friedrich, Grambsch, Brougton, Kuiper y Beilke, 1991), que consta de dos partes bien diferenciadas. La primera plantea una serie de preguntas sobre las fuentes de información sexual disponibles por el niño (películas de televisión, personas desnudas en libros o en casa), mientras que los ítem de la segunda parte intentan captar el tipo y frecuencia de las conductas sexualizadas.

Por último, habría que evaluar las  variables moderadoras del impacto del abuso sexual, que pueden ser clasificadas en cuatro categorías, los factores relacionados con el abuso sexual (gravedad, frecuencia, duración, número de perpetradores, relación emocional con el agresor y nivel de coacción), las características del niño (capacidad de recuerdo; la comprensión del abuso en función de su desarrollo cognitivo, cognitivo-social y moral), el estilo atribucional y las relaciones familiares.
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Indicaciones terapéuticas para los menores víctimas de abuso sexual
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 5.1. INTRODUCCIÓN A pesar de la alarmante realidad del abuso sexual infantil, hasta el momento existen grandes dificultades para unificar criterios en relación con su definición. Se discrepa tanto al determinar la edad límite del agresor o del menor como al señalar las conductas que se incluyen en el acto abusivo o en las estrategias utilizadas para cometerlo.

Aun así, hay un consenso básico en los dos criterios necesarios para que haya abuso sexual infantil: una relación de desigualdad —ya sea en cuanto a edad, madurez o poder— entre agresor y menor, y la utilización del menor como objeto sexual. Este último punto incluye aquellos contactos e interacciones con un niño en los que se utiliza a éste para la estimulación sexual del agresor o de otra persona (Hartman y Burgess, 1989).

Por otro lado, no hay una correspondencia directa entre el concepto psicológico y el jurídico de abuso sexual. En primer lugar, el concepto psicológico —y hasta coloquial— de abuso sexual se refiere al ámbito de menores. Sin embargo, en el nuevo Código Penal se delimita el abuso sexual a aquellos actos no consentidos que, sin violencia e intimidación, atentan contra la
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libertad sexual de una persona, sea ésta mayor o menor. Y en segundo lugar, aunque en la nueva definición del Código Penal se han ampliado las conductas punibles al abuso de autoridad y al engaño, se dejan sin recoger otras formas de presión más sutiles a través de las cuales puede conseguirse el consentimiento de la víctima y que, sin embargo, pueden producir unas consecuencias psicológicas negativas (Climent y Pastor, 1996).

Los niños con mayor riesgo de ser víctimas de abuso sexual son aquéllos con capacidad reducida para resistirse o descubrirlo, como son los que todavía no hablan, los que muestran retrasos del desarrollo y minusvalías físicas y psíquicas, así como los niños con familias desorganizadas o reconstituidas (Madansky, 1996). Según otros autores (Pérez y Borras, 1996), son también sujetos de alto riesgo los niños prepúberes con muestras de desarrollo sexual, así como los que se encuentran carentes de afecto en la familia, que pueden inicialrnente sentirse halagados por la atención de la que son objeto, al margen de que este placer con el tiempo acabe produciendo en ellos un sentimiento de culpa.

Por otro lado, los niños víctimas de malos tratos —en cualquiera de sus formas— son más fácilmente susceptibles de convertirse en objeto de abusos sexuales. El incumplimiento de las funciones parentales, así como el abandono y rechazo físico y emocional del niño por parte de sus cuidadores, propician que éstos sean manipulados más fácilmente con ofrecimientos interesados de afecto, atención y recompensas a cambio de sexo y secreto (Vázquez Mezquita, 1995). Son asimismo familias de alto riesgo las constituidas por padres dominantes y violentos, así como las formadas por madres maltratadas.

En España la frecuencia de los abusos, en un sentido amplio del término, puede alcanzar al 20 por 100 de la población (23 por 100 de chicas y 15 por 100 de chicos) (López, 1995). Sin embargo, en un sentido más restrictivo, es decir, en relación con las personas que se han percibido como abusadas, han padecido secuelas por el abuso y requieren intervención psicológica, es sensiblemente menor (en torno al 4 por 100 de la población).

5.2. EVALUACIÓN DEL ABUSO SEXUAL EN LA INFANCIA

La evaluación del abuso sexual infantil supone una tarea compleja, ya que requiere obtener información de múltiples fuentes (víctima, padres, hermanos, profesores, médicos, asistentes sociales, etc.) y en diversos ambientes (hogar y escuela fundamentalmente), así como utilizar distintos métodos de evaluación (entrevistas, cuestionarios, observación directa e informes de otros profesionales) (O'Donohue y Elliot, 1991).

El objetivo inmediato de la evaluación es garantizar la seguridad de la víctima y protegerla de un nuevo abuso, de otra forma de maltrato o de las posibles amenazas por haber revelado lo ocurrido (Cantón y Cortés, 1997; Mas, 1995).

La entrevista psicológica es, junto con la observación, el medio fundamental de valoración de los abusos sexuales a menores (Arruabarrena y De Paúl, 1996). De forma general, se puede distinguir entre las entrevistas orientadas a la investigación del delito sobre el menor, y las dirigidas a la intervención sobre el niño victimizado. Las primeras se centran en la obtención de información detallada y precisa de lo ocurrido, así como en la evaluación de la credibilidad del testimonio del menor, mientras que las segundas pretenden detectar la influencia del abuso sobre el desarrollo psicosocial del niño para, posteriormente, generar un plan de intervención (Soria y Hernández, 1994).

En resumen, la utilización de los cuestionarios, junto con la entrevista al niño y a los padres, con la información proporcionada por otras fuentes y con la historia clínica evolutiva, posibilitan una exploración clínica integrada.

En la Tabla 5.1 figuran los principales instrumentos de evaluación relacionados con los síntomas psicopatológicos que pueden sufrir los niños abusados sexualmente.

Tabla 5.1. Instrumentos para la evaluación de los síntomas psicopatológicos IN$raUMENTQ3 |

• Problemas de conducta generales

CBCL-PRF Listado de conductas-problema para padres
 CBCL-TRF Listado de conductas-problema para profesores
 • Ansiedad
 STAI-C Inventario de Ansiedad Estado / Rasgo para Niños
 • Depresión
 CDS Escala de Depresión para Niños
 AUT0ÍÍBS VALIDACIÓN EDAD | VABIABLES MEDIDAS
 Achenbach y
 Edelbrock, 1983 Achenbach, 1991 Del Barrio y Cerezo (1993) 4-16 años Conductas problemáticas en el hogar
 6-16 años Conductas problemáticas en la escuela
 Spielberger y cois., 1973
 TEA, 1988 9-15 años Ansiedad-estado Ansiedad-rasgo
 Tisher y Lang, 1983
 TEA, 1983 •  Adaptación
 TAMAI Test de Adaptación Infantil 8-16 años • Depresión

-Respuestas afectivas
 -Problemas sociales
 -Autoestima
 -Preocupación por la muerte/salud
 -Culpabilidad
 -Otros síntomas
 • Afecto positivo
 Hernández, 1983 TEA, 1983 EMA Escala Magallanes de Adaptación
García y Magaz, 1997
 ALBOR-COHS, 1997

8-18 años Inadaptación personal, escolar, social y familiar
 12-18 años Adaptación escolar, familiar, social y personal

 5.3. ¿CUÁNDO HAY QUE TRATAR A LAS VÍCTIMAS DE ABUSO SEXUAL? La mayoría de los niños que han sufrido abusos sexuales se muestran afectados negativamente por la experiencia. Y, lo que es más importante, el malestar generado suele continuar en la edad adulta si no reciben un tratamiento psicológico adecuado (Jumper, 1995; Echeburúa y Guerricaechevarría, 1999). Son muchas, por tanto, las víctimas que requieren una intervención psicológica para superar las consecuencias derivadas de la experiencia traumática. En estos casos, lo mejor es actuar terapéuticamente con la víctima y la familia al mismo tiempo. De este modo, la intervención con los niños se emplea, por regla general, en conjunción con los esfuerzos para reformar al agresor y potenciar la capacidad de la familia para apoyar al menor.

No obstante, antes de intervenir terapéuticamente con una víctima de abuso sexual es imprescindible tomar en consideración dos cuestiones fundamentales:

• En primer lugar, cualquier intervención en este tipo de casos debe tener como objetivo prioritario garantizar la seguridad de la víctima y evitar la ocurrencia de nuevos sucesos (Brenner, 1987). En este sentido, es necesario actuar tanto con la víctima y sus cuidadores como con el agresor. El cuidador debe garantizar la protección futura del menor, y el ofensor comprometerse a no volver a cometer el abuso (y, si es posible, a ponerse en tratamiento); en caso contrario, se deben tomar las medidas legales que lo garanticen. Asimismo, es necesario asegurarse de la capacidad de la víctima para informar de manera inmediata de posibles episodios ulteriores. Si esto no es así, la intervención debe ir orientada a dotar a la víctima de las estrategias adecuadas para evitar posibles situaciones de abuso y, en todo caso, de las habilidades necesarias para informar de su ocurrencia (Echeburúa y Guerricaechevarría, 2000).
 • En segundo lugar, la intervención terapéutica con las víctimas no es siempre necesaria ni conveniente. No todos los menores afectados manifiestan síntomas psicopatológicos y, por tanto, no todos ellos requieren tratamiento. En ocasiones, la edad temprana de la víctima, sus características individuales, el apoyo familiar o social existentes, etc., protegen al niño del impacto negativo del suceso. Por ello, es imprescindible una adecuada valoración de la existencia de secuelas derivadas de la experiencia abusiva y de su repercusión en la vida cotidiana antes de plantearse la necesidad de la intervención con la víctima. Una supervisión o seguimiento cercano de la evolución del niño, junto con la posibilidad de asesorar a los familiares para proporcionarle el ambiente adecuado y de tratar al abusador, pueden ser suficientes, en algunos casos, para garantizar el bienestar del menor. El hecho de estabilizar las actividades cotidianas del niño (escuela, relaciones sociales, actividades recreativas, etc.) y de dotar a sus cuidadores de las habilidades adecuadas para reducir el impacto de ciertos factores de estrés derivados de la revelación del suceso, asegura, en determinados casos, la recuperación del menor (Echeburúa y Guerricaechevarría, 1998).
 5.4. TRATAMIENTO DEL ABUSO SEXUAL En aquellos casos en que resulta imprescindible tratar a las víctimas de abuso sexual, lo mejor es actuar terapéuticamente con la víctima y la familia al mismo tiempo. De este modo, la intervención con los niños se emplea, por regla general, en conjunción con los esfuerzos para reformar al abusador y potenciar la capacidad de la familia para apoyar al niño.
 5.4.1. Intervención con las víctimas
En relación con la prevención de nuevos abusos y con el tratamiento de las secuelas del abuso, Vázquez Mezquita (1995) propone una fase educativa-informativa. Se trata de una actuación puramente pedagógica a través de la cual el niño debe «comprender» tanto su propia sexualidad como la del adulto de una forma eficaz, objetiva y adaptada a su nivel de edad. Asimismo es clave enseñar al niño a distinguir cuándo un acercamiento adulto posee intencionalidad sexual y a identificar determinadas situaciones peligrosas asociadas al abuso, así como a poner en práctica las estrategias adecuadas para evitarlas.

Posteriormente, el siguiente objetivo terapéutico debe centrarse en que el niño describa su experiencia de abuso y los sentimientos derivados de ésta. Se trata de romper el secreto y el sentimiento de aislamiento que lo acompaña. En ocasiones, el recuerdo de la experiencia tiene como objetivo eliminar estrategias de afrontamiento inadecuadas que el niño ha puesto en marcha ante la imposibilidad de asimilar lo sucedido. Los niños tienden a utilizar la disociación o la negación de la experiencia como estrategias de afrontamiento. Ambas protegen a la víctima de un trauma que no puede ser procesado adecuadamente en la conciencia. Mediante la disociación, las emociones se separan de la cognición de lo ocurrido, y, aunque el niño no niega el abuso, es incapaz de sentir malestar o, en todo caso, lo atribuye a una causa distinta. Si el abuso es crónico, esto puede generalizarse a otras situaciones e interferir de forma progresiva en la evolución normal del menor (Vázquez Mezquita, 1995). Por ello, en estos casos, es necesario ayudar al niño a reexperimentar los sentimientos del abuso, a reconocer la intensidad de los mismos y a discriminarlos (Mas, 1995). Se trata de emociones legítimas y permitidas, que son las reacciones normales a una situación fuera de lo normal. El objetivo último es facilitar que el niño digiera adecuadamente el atracón emocional que ha experimentado y que es responsable de los síntomas existentes.

En algunas ocasiones, sin embargo, la víctima niega la existencia del abuso (negación total) o niega su importancia o severidad (negación parcial). Esta respuesta se encuentra claramente influida por la reacción del entorno ante el descubrimiento del abuso y se acentúa en función de las consecuencias que de ello se hayan derivado. En este caso, es necesario que el terapeuta desmonte las creencias irracionales que han llevado al niño a negar el suceso («esto sólo ocurre si uno lo quiere», «los padres no hacen estas cosas», «si esto pasa, voy a destruir a mi familia»...) y le ofrezca alternativas tolerables de aceptación del abuso (Vázquez Mezquita, 1995).

Sin embargo, aunque el tratamiento debe incluir un proceso que permita al niño describir y aceptar los sentimientos relativos al abuso sufrido, no se debe limitar a sus reacciones emocionales y a la expresión de las mismas. Para que el tratamiento tenga éxito es necesario emplear técnicas que permitan cambiar las respuestas cognitivas, afectivas, sexuales y conductuales (Bolton, Morris y MacEachron, 1989; Wheeler y Berliner, 1988; Wolfe y Wolfe, 1988).

Dentro de las  respuestas cognitivas derivadas de la experiencia de abuso, los aspectos fundamentales del tratamiento de las víctimas hacen referencia a los sentimientos de culpa, la desconfianza y el autoconcepto negativo. El clínico debe abordar las creencias y actitudes inadecuadas que subyacen a estos sentimientos y que pueden dar lugar a respuestas inadaptativas.

Los  sentimientos de culpa suelen derivar de las siguientes ideas: haber aceptado el abuso, haber disfrutado ocasionalmente, haber desorganizado a la familia al revelar el secreto, haber recibido un trato «preferente» respecto a sus hermanos, mantener sentimientos ambivalentes hacia el agresor... Por tanto, para eliminar la culpabilización del niño, se han utilizado técnicas cognitivas que le ayuden a modificar estas ideas distorsionadas. El terapeuta debe enfatizar la escasa capacidad de protección del niño frente al adulto (más fuerte y con mayores recursos) insistiendo en que la responsabilidad única de lo ocurrido es del agresor. En ocasiones, puede ser conveniente explicar a la víctima por qué algunos adultos desean tener relaciones sexuales con niños (Cantón y Cortés, 1997).

Para hacer frente a la  desconfianza de la víctima hacia los demás el primer paso consiste en conseguir que el niño aprenda a discriminar en quién puede confiar, sin llegar a formar generalizaciones erróneas. Sólo son algunos los adultos interesados en realizar actividades sexuales con niños. La propia relación terapéutica que se crea con un adulto no abusador que se preocupa por él y le ayuda constituye una oportunidad para el modelado de nuevas formas de relaciones interpersonales. Asimismo, se le debe animar a iniciar relaciones con otras personas significativas de su entorno con objeto de que, además de recuperar su confianza en los demás, mejore sus relaciones interpersonales y, en último término, su autoconcepto. En algunos casos, puede ser conveniente desarrollar un entrenamiento en habilidades sociales a fin de facilitar el éxito del niño en sus contactos interpersonales (cfr. Michelson, Sugai, Wood y Kazdin, 1987).

Por otro lado, el  autoconcepto negativo viene también derivado de los sentimientos de estigmatización y de indefensión característicos de los niños que han sido víctimas de abuso sexual. Para mejorar este aspecto, el terapeuta debe tratar de favorecer una imagen personal positiva y no estigmatizada. Intervenciones sencillas en el cuidado corporal, la forma de vestir, la realización de ejercicio físico y las actividades recreativas no sólo ayudan a reconocer el propio cuerpo, sino que, al mismo tiempo, estimulan el sentido de responsabilidad y control (Mas, 1995).

En cuanto a las  respuestas afectivas, la mayoría de las víctimas de abuso sexual reaccionan con miedo, ansiedad, ira y/o tristeza. Aunque estos sentimientos pueden considerarse como una reacción adaptativa normal, pueden ser la base de futuros comportamientos inadecuados, generalizándose a otras personas o situaciones, e interfiriendo gravemente en la vida cotidiana del niño.

Los  miedos y la ansiedad son reacciones comunes y síntomas característicos del trastorno de estrés postraumático. Se han utilizado especialmente técnicas conductuales y cognitivas que se han dirigido tanto a la exposición del niño a los estímulos evocadores de ansiedad como al control de la activación fisiológica y al manejo adecuado de las contingencias ambientales. Recientemente se han incorporado también técnicas orientadas al cambio de la propia percepción de eficacia en el afrontamiento de situaciones ansiógenas (por ejemplo, el entrenamiento en asertividad y la reestructuración cognitiva) (Mas, 1995). El diseño de la intervención, especialmente en lo que a las técnicas de exposición (gradual o brusca, en imaginación o en vivo) se refiere, debe realizarse de acuerdo con la edad y las capacidades del niño; el terapeuta debe evitar en cualquier caso que la intensidad de los estímulos supere la capacidad de afrontamiento de la víctima. Tanto en niños como en adultos, se considera que la autoexposición gradual y en vivo es la modalidad más efectiva para hacer frente a los estímulos evocadores de ansiedad y eliminar las respuestas de evitación asociadas (Echeburúa y Corral, 1993).

A este respecto, Mas (1995) hace una referencia específica al tratamiento de los miedos relacionados con irse a la cama, por considerarlos como un síntoma muy común en las víctimas de incesto. En el niño abusado, el acto de acostarse puede ir acompañado de recuerdos sobre el abuso, especialmente si éste tuvo lugar en su cama o en su habitación, y de diversos temores, como el miedo a la oscuridad o a que el acontecimiento se repita. Un resumen del posible tratamiento de los miedos asociados a irse a dormir en víctimas de abuso sexual figura en la Tabla 5.2.

En cuanto a la reducción del estrés ambiental, la técnica mayoritariamente utilizada ha sido la relajación, debido principalmente a que, además del manejo de la ansiedad, favorece el sentimiento de control de las víctimas y su autovaloración (Cantón y Cortés, 1997). El método de relajación más utilizado —y probablemente el más adecuado— es el entrenamiento en relajación progresiva de Jacobson. Sin embargo, esta técnica se ha considerado poco adecuada para niños (sobre todo para los más pequeños) porque muestra grandes dificultades para alcanzar la relajación e incluso para distinguir entre sensaciones de tensión y de relajación (Echeburúa, 1993). No obstante, se han diseñado variantes del método general de relajación progresiva para poder aplicarlo, por un lado, a niños mayores y, por otro, a niños menores de ocho años. Las directrices básicas de los cambios introducidos cuando la relajación se aplica a niños menores de ocho años figuran en la Tabla 5.3.

Tabla 5.2. Pautas para el tratamiento de los miedos asociados a irse a dormir Crear un ambiente seguro para el niño: retirar detalles que generen ansiedad y proporcionar objetos que le ayuden a ejercer un cierto control sobre el ambiente (lámpara de noche accesible, un juguete favorito, etc.).
 Instaurar un ritual tranquilizador a la hora de acostarse (tomar un baño caliente, escuchar un cuento agradable, cantar una canción).
 Proporcionarle una serie de conductas incompatibles con la ansiedad, con el fin de que las ponga en marcha en el momento en que empieza a sentir desasosiego (ejercicios de relajación, autoinstrucciones, leer un cuento).
 Entrenar a los padres a reconocer conductas de miedo inadecuadas y a reforzar pautas de actuación apropiadas en el niño para el manejo de la ansiedad.
 Tabla 5.3. Adaptación del programa de relajación progresiva a niños menores de ocho años (Cautela y Groden, 1985, modificado) 1. Las sesiones tienen lugar en un sitio totalmente tranquilo y deben ser diarias (y, si es posible, más de una al día), a fin de fortalecer el aprendizaje. Asimismo, deben ser cortas (en torno a 15 minutos) a causa de la fatiga y de los problemas atencionales del niño.

2. Se modifica la secuencia. Los niños aprenden a tensar y relajar sólo grandes áreas motoras, como los brazos y las piernas, antes de las zonas más dificultosas, como la frente.
 3. Las instrucciones utilizadas son más simples y cortas.
 4. Generalmente se necesita más de una sesión para enseñar todos los grupos musculares. Se echa mano de los procedimientos de modelado y se utilizan asimismo a veces ayudas, como juguetes de trapo, silbatos, muñecos, etc.
 5. En ocasiones es preciso utilizar procedimientos graduales de moldeamiento y extinción. Los niños requieren en general mayores guías para utilizar la relajación como una técnica de autocontrol.
 6. A veces se necesitan reforzadores concretos, como comida, actividades gratificantes, etc., y reforzadores sociales, como sonrisas, caricias, halagos, etc.


Por otro lado, es necesario analizar las contingencias ambientales y, si es preciso, entrenar a los padres o cuidadores a extinguir las conductas de miedo inadecuadas y a reforzar los comportamientos adaptativos.

Del mismo modo, los  sentimientos de ira pueden dar lugar a una personalidad hostil y negativa. El terapeuta debe ayudar al niño a expresar su rabia con procedimientos constructivos (Brenner, 1987). Para ello se han utilizado técnicas de desarrollo y entrenamiento de habilidades de autocontrol. En concreto Cantón y Cortés (1997) proponen el tratamiento de la cólera mediante un método cognitivo-conductual que consta de tres fases secuenciales:

— La fase de preparación cognitiva, en la que se informa al niño sobre la naturaleza y función de la ira.
 — La fase de adquisición de habilidades, en la que se le enseñan al menor las diferentes estrategias para hacer frente a sus sentimientos de ira y la manera de utilizarlas (Tabla 5.4).
 — La fase de aplicación práctica, en la que se expone al sujeto a estímulos evocadores de ira, siguiendo una secuencia jerárquica, y se le insta a que utilice las estrategias aprendidas.

Tabla 5.4. Técnicas terapéuticas frecuentemente utilizadas en el control de la ira
 Técnicas terapéuticas Suspensión temporal
 Distracción cognitiva
 Autoinstrucciones
 Indicaciones básicas 1. Identificar los indicios de ira.
 2. Advertir a la otra persona implicada (padres, hermanos, compañeros).
 3. Alejarse física y psicológicamente de la situación.
 4. Regresar una vez calmado.

1. No prestar atención a los indicios de ira.
 2. Ocupar su mente con otra cosa. Por ejemplo: — concentrarse en lo que ocurre a su alrededor — practicar una actividad física o mental — realizar respiraciones lentas y profundas

1. Enseñar a los niños a hablarse a sí mismos de otra manera. Por ejemplo:
 — «voy a estar tranquilo»
 — «¿qué es lo que tengo que hacer?»
 — «voy a distraerme cantando una canción» — «lo estoy consiguiendo»
 2. Ensayar y practicar las autoinstrucciones en situaciones reales.

Suelen ser frecuentes los sentimientos de  pena en aquellos casos que implican la pérdida de una persona importante —el abusador— en la que se confiaba y a la que se quería. Este sentimiento suele confundir bastante al niño, que, al mismo tiempo, se siente encolerizado. Debe, por tanto, comprender que estos sentimientos ambivalentes vienen derivados del hecho de sufrir una experiencia traumática producida por una persona significativa. En ocasiones, esta tristeza puede llevar al niño a la depresión o desesperación. En este sentido, los métodos que parecen ser más eficaces son las técnicas cognitivas y conductuales (Cantón y Cortés, 1997). Se trata de entrenar a la víctima en la identificación y modificación de los pensamientos automáticos disfuncionales, así como de elaborar un programa de actividades recreativas que le ayuden a evitar la inactividad y la apatía características de los estados depresivos.

Respecto a las  respuestas sexuales, es necesario intervenir a varios niveles: por un lado, proporcionando información sexual adecuada a la edad del niño; por otro, modificando actitudes negativas e ideas distorsionadas sobre la sexualidad. La falta de conocimientos, junto con la existencia de creencias sexuales erróneas, pueden afectar negativamente al desarrollo de la comunicación y de la afectividad. Por ello, la educación sexual debe abarcar un amplio espectro de temas: desde una información básica de anatomía, en los casos precisos, hasta una información específica sobre los mitos, las enfermedades de transmisión sexual o la homosexualidad. Merece especial mención el tema de la homosexualidad, especialmente en el caso de niños mayores o adolescentes varones que han sido víctimas de abuso por parte de un adulto de su mismo sexo. Es preciso explicarles, especialmente cuando admiten haber experimentado placer con el contacto sexual, que lo ocurrido no denota una orientación homosexual (Cantón y Cortés, 1997). Por otro lado, según algunos autores (Mas, 1995), al haber una tendencia de la mujer abusada a no tomar medidas anticonceptivas, conviene informar específicamente sobre el control de la natalidad y los distintos métodos de anticoncepción. Asimismo el terapeuta debe incluir, también en los casos precisos, el entrenamiento en habilidades de comunicación con las personas del sexo opuesto, del mismo modo que debe fomentar actitudes positivas hacia la sexualidad mediante la identificación y modificación de las creencias sexuales erróneas que presente la víctima.

Dentro de las  respuestas conductuales que presentan los niños que han sufrido abuso sexual, destacan especialmente la agresión o el comportamiento antisocial y el aislamiento. Además, las víctimas de un abuso prolongado pueden haber aprendido a equiparar relación interpersonal con relación sexual, lo que puede suponerles un riesgo adicional de rechazo y de revictimización. Asimismo un déficit frecuente entre estas víctimas es la carencia de habilidades asertivas apropiadas, de manera que, mientras unos se sienten intimidados en las relaciones con sus iguales, otros tienden a ser manifiestamente agresivos (Cantón y Cortés, 1997). Por ello, el tratamiento de las disfunciones interpersonales, según Bolton y colaboradores (1989), requiere la inclusión del entrenamiento en asertividad y habilidades sociales en el marco más amplio de las técnicas anteriormente mencionadas (las dirigidas al control de la ansiedad, depresión e ira y a la modificación de conductas y actitudes sexuales).
 5.4.2. Intervención con la familia
La intervención con la familia del menor víctima de abuso sexual es necesaria por tres motivos fundamentales: por un lado, los padres y hermanos de la víctima también pueden manifestar reacciones emocionales adversas; por otro, pueden querer sabotear o retirar al niño del tratamiento; y, por último, intervenir con los diferentes miembros de la familia facilita la generalización de los efectos del tratamiento (Cantón y Cortés, 1997).

Los objetivos de la intervención con la familia se van a centrar básicamente en dos aspectos: proporcionar apoyo psicológico a los familiares y enseñar a los padres estrategias para el control de las conductas del niño. En general, se propone comenzar con la terapia individual para cada miembro antes de hacerlo por parejas con el fin de examinar sus relaciones. La participación de la familia como un conjunto suele ser el último eslabón de la cadena (Brenner, 1987).

En ocasiones, la respuesta de los padres ante la revelación puede ser más intensa que la del propio niño. Los sentimientos de vergüenza y culpa, de cólera y pena, de miedo y ansiedad, afectan a los padres de tal manera que repercute muy negativamente en la víctima. Se sienten, a veces, incapaces de proteger al niño en el futuro y su autoestima se ve notablemente afectada. Por otro lado, no se debe olvidar el impacto psicológico que para el cónyuge supone el descubrimiento de que su pareja ha abusado sexualmente de un menor (generalmente, además, de su propio hijo). En el peor de los casos, puede llegar a encolerizarse con el propio niño y culparle de lo sucedido. El terapeuta debe realizar una evaluación exhaustiva del estado psicológico de los miembros de la familia y elaborar un plan de intervención orientado tanto a eliminar las reacciones adversas derivadas de

la revelación como a garantizar que sean capaces de proporcionar al menor el apoyo emocional que requiere para su adecuada recuperación.

En lo que se refiere a la sintomatología derivada del descubrimiento del abuso, los problemas parentales objeto de tratamiento pueden ser variados. Los más frecuentes son las dudas de la madre ante las afirmaciones del niño y sus sentimientos ambivalentes hacia el agresor, las atribuciones causales del abuso sexual, el miedo a que el daño sufrido por el niño sea irreversible y a que no sea capaz de protegerlo o de prestarle el apoyo emocional debido y, finalmente, los síntomas de ansiedad o depresión. En este sentido, según las sugerencias de Cohén y Mannarino (1993), las estrategias cognitivo-conductuales más adecuadas para abordar estas cuestiones pueden ser las siguientes:

—  Asesoramiento psicoeducativo a los familiares sobre las consecuencias del abuso, tanto para la víctima como para ellos mismos, así como sobre las posibles preocupaciones asociadas.

—  Reestructuración cognitiva de aquellas ideas y atribuciones erróneas que están en la base de la existencia de dudas respecto al niño y su declaración, así como respecto a sus capacidades para cuidarlo y proporcionarle el apoyo necesario en el futuro.

—  Entrenamiento en solución de problemas, con el objetivo de facilitar una estrategia eficaz para la toma de decisiones.
 — Enseñanza del método de la relajación progresiva, orientado al control de la ansiedad.
 — Entrenamiento en técnicas de control de contingencias, destinadas a promover habilidades para el manejo adecuado de las conductas del niño. Estas técnicas, además de ayudar a mejorar al niño, proporcionan a los padres una sensación positiva de control y de estar ayudando a sus hijos.

Según Vázquez Mezquita (1995), hay dos aspectos adicionales que deben tenerse en cuenta en la terapia con la familia: por un lado, la posible negación del problema, tanto por parte del abusador como del resto de los familiares; por otro, la naturaleza de las relaciones entre el abusador y las personas significativas para el niño. La negación de los familiares del entorno, cuando ésta se da, tiene su base en el profundo sentimiento de culpa que éstos sienten por haber fallado en la protección del niño, la sensación de dolor relativa al sufrimiento o trauma posible y la preocupación por el futuro desarrollo emocional del

menor. Asimismo aceptar lo ocurrido supone asumir la posible separación del abusador, con las dificultades socioemocionales añadidas. Al igual que en la intervención con la víctima, es importante identificar las ideas que están en la base de la utilización de la negación como estrategia de afrontamiento, modificarlas y sustituirlas por otras que favorezcan la aceptación del abuso. Respecto a las relaciones familiares, el clínico debe centrarse en la modificación de las pautas disfuncionales de relación que en el pasado permitieron el abuso y en promover una definición clara del rol que cada miembro debe asumir dentro de la familia.

Por otro lado, en lo que se refiere al apoyo específico que se le debe proporcionar al niño, los familiares de la víctima deben mostrarle, de forma verbal y no verbal, que le creen y que puede contar con ellos para lo que necesite. No es adecuado pedirle al niño que olvide o que supere lo que pasó, pero tampoco se le debe presionar para que hable. Lo realmente fundamental en estos casos es conseguir normalizar la vida del niño y restablecer, en la medida de lo posible, sus hábitos cotidianos (Mas, 1995). Estas indicaciones, junto con un entrenamiento en técnicas operantes de observación, manejo de contingencias y control estimular, pueden ser suficientes, en algunos casos, para favorecer la recuperación del menor.

Por último, puede ser de interés, especialmente en los casos socialmente más desfavorecidos, enseñar a la familia a emplear los recursos comunitarios disponibles para la solución de problemas, como el desempleo, la inadecuación de la vivienda, los problemas legales, las deudas, etc., que, en caso de no resolverse satisfactoriamente, pueden propiciar la reincidencia en el abuso.
 5.5. PROGRAMA DE TRATAMIENTO PROPUESTO El programa de tratamiento propuesto cuenta con una duración de 4 meses aproximadamente, incluida la evaluación. Las sesiones tienen una periodicidad semanal y suman un total de 12 por término medio, con una duración de 30 a 60 minutos en función de la fatiga y del grado de distraibilidad del menor. En los párrafos siguientes se señalan las directrices generales del protocolo de intervención, ajustado posteriormente a las necesidades específicas de cada caso. No debe olvidarse que, como se ha señalado en el epígrafe anterior, no todas las víctimas requie
ren una intervención clínica y que ésta debe aplicarse, por tanto, sólo en los casos indicados (que presentan unos síntomas psicopatológicos o de inadaptación claros).

Una vez concluido el tratamiento, se realiza una fase de seguimiento mensual durante un año, en donde la víctima es reconocida periódicamente para comprobar si los logros terapéuticos obtenidos se mantienen con el paso del tiempo.

En el caso en el que el abusador sea miembro de la familia y se someta a tratamiento, se llevan a cabo una intervención y un seguimiento específicos para asegurar que no vuelve a darse ningún tipo de abuso, para comprobar la capacidad de la familia para apoyar a la víctima y, en último término, para evaluar la adecuación de la convivencia familiar.

Dada la variabilidad de los casos existentes en la clínica, se ha optado por presentar el programa en forma de las fases y de las técnicas terapéuticas utilizadas, en lugar de hacerlo en forma de un diario de sesiones, que puede resultar muy rígido cuando se cuenta con víctimas de edades muy distintas y con síntomas psicopatológicos y de inadaptación muy diversos.
 5.5.1. Fase educativa-preventiva
El objetivo principal en esta fase es asegurarse de que el niño no va a ser objeto de una nueva agresión sexual. Para ello se actúa en tres direcciones:

• El abusador debe admitir su culpabilidad, estar de acuerdo en la terminación de ese comportamiento y permanecer separado de la víctima.
 • Se debe capacitar a la víctima para informar de manera inmediata de ulteriores episodios de abuso.
 • Los cuidadores del niño —la madre fundamentalmente— deben demostrar su determinación de protegerlo en adelante.
 Otras líneas de actuación con el mismo objetivo son las siguientes: • Enseñar a la víctima a identificar y comprender su propia sexualidad y la del adulto de una forma sencilla y objetiva.
 • Darle pistas claras e inequívocas de cuándo un acercamiento de un adulto tiene una intencionalidad erótica.

• Adiestrar al menor en técnicas de evitación de situaciones que suponen un claro riesgo de abusos sexuales, según las experiencias pasadas.
 • Enseñar al niño modos eficaces de asertividad para rechazar peticiones no deseadas en el ámbito erótico.
 El niño debe captar en todo momento que el objetivo de la intervención es ayudar a la familia, y no destruirla. 
 5.5.2. Fase terapéutica
Las líneas fundamentales de la intervención psicológica son la catarsis emocional, la reevaluación cognitiva, las estrategias específicas de afrontamiento y las técnicas de exposición, en conjunción con los esfuerzos para reformar al abusador y potenciar la capacidad de la familia para apoyar al niño.

La catarsis emocional está orientada a proporcionar comprensión y apoyo a la víctima, facilitando que cuente lo ocurrido y todo lo que ha pensado y sentido. El menor debe sentirse creído en lo que dice. Se trata de romper el secreto y la vivencia de aislamiento. Hay que reforzar al niño por haber revelado el secreto, que va a ser un aspecto fundamental para reconstruir su autoestima.

La reevaluación cognitiva está enfocada a tres puntos fundamentales. En primer lugar, a la explicación de las reacciones normales ante una experiencia de abuso sexual y del proceso de adquisición y mantenimiento de los miedos. En segundo lugar, a la discusión racional para eliminar las ideas disfuncionales, sobre todo en relación con los sentimientos de baja autoestima, de desconfianza y de culpabilidad/vergüenza por lo ocurrido, así como para evitar que se hagan generalizaciones sobre los adultos u otros familiares o que se susciten ideas de venganza o de rencor hacia la madre. Se trata de poner nombre a lo ocurrido y de señalar que el abusador es un enfermo. Y, en tercer lugar, a ayudar a las víctimas a continuar adelante con sus vidas (estudios, relaciones interpersonales, vida familiar, etc.), proyectándose hacia el futuro con un énfasis en los aspectos positivos existentes.

El entrenamiento en habilidades específicas de afrontamiento implica, en primer lugar, la adopción de estrategias urgentes de afrontamiento, variables según los casos: contactos con los Servicios Sociales, abandono del domicilio familiar, asesoramiento

jurídico, etc. Y, en segundo lugar, las estrategias de afrontamiento específicas se orientan a la consecución de los siguientes objetivos:

a) En el caso de que la víctima sea ingresada en un colegio (hecho que ocurre con excesiva frecuencia): adquisición de pautas de convivencia adaptativas, prevención y eliminación de conductas agresivas, enseñanza de habilidades de comunicación con los tutores y compañeros, etc.

b) En el caso de reiniciar una convivencia familiar: adquisición de pautas de relación adecuadas, de habilidades de comunicación, de resolución de problemas, etc.

c) En cualquier caso, fomento de conductas de independencia y autonomía y recuperación de actividades reforzantes, así como entrenamiento en el control de la ansiedad.

En los casos en los que existe un contacto con el sistema policial y/o legal (declaraciones, juicios, etc.), se realiza una intervención adecuada a este contexto con estrategias de afrontamiento específicas.

Las  técnicas de exposición, en el caso de ser necesarias, están enfocadas a tres puntos fundamentales. En primer lugar, a exponer a la víctima a estímulos no peligrosos (hablar con adultos, por ejemplo) que evocan respuestas de ansiedad y de evitación en la vida cotidiana. En segundo lugar, a recuperar de forma gradual actividades que son reforzantes (por ejemplo, salir a la calle, relacionarse con amigos y amigas, conocer nuevas personas, etc.). Y, en tercer lugar, a exponer a la víctima a los pensamientos intrusivos y pesadillas (si es que las hay) y entrenarla en técnicas de distracción cognitiva.

Conviene hacer una aclaración respecto a este último punto. Exponer a un niño a los recuerdos traumáticos es doloroso inicialmente, pero puede ser la única manera de desactivar la estructura cognitiva del miedo, y de facilitar un procesamiento emocional adecuado de los elementos cognitivos del suceso. De este modo, al digerir apropiadamente el atracón emocional experimentado, el menor puede percibir la realidad más adaptativamente y experimentar un alivio de los síntomas (Echeburúa y Corral, 1998; Foa, Hearst-Ikeda y Perry, 1995).

En resumen, a nivel emocional, conviene crear, al menos en los casos necesarios, un vínculo de apego con una figura adulta adecuada, así como favorecer el dominio y control del menor

sobre el entorno y sus propios impulsos. El menor debe aprender a identificar sentimientos diferentes y a expresarlos de manera adecuada. A nivel interpersonal, es preciso eliminar el aislamiento y la desconfianza hacia los adultos, así como fomentar relaciones sociales adecuadas con sus iguales. Y a nivel comportamental, es imprescindible reducir las conductas de evitación y los comportamientos sexuales precoces.
 5.6. ¿TRATAMIENTO INDIVIDUAL o TRATAMIENTO CRUPAL? El tratamiento utilizado con las víctimas de abuso sexual ha sido individual y, en algunos casos, familiar. Sin embargo, la terapia de grupo, siempre que se refiera a objetivos específicos y esté centrada en el aquí y ahora, es una modalidad que puede resultar de interés en la intervención terapéutica con este tipo de víctimas.

El formato grupal se considera especialmente eficaz cuando se incluye tras haber realizado una serie de sesiones individuales con la víctima, y cuando se acompaña de la intervención con la familia. Según distintos autores (Brenner, 1987; Vázquez Mezquita, 1995; Cantón y Cortés, 1997), hay unas ventajas adicionales del tratamiento grupal en este tipo de víctimas: el grupo permite a la víctima contrarrestar su aislamiento y destruye sus sentimientos de estigmatización, culpabilidad y baja autoestima. Además, favorece las relaciones con otros niños y proporciona un apoyo emocional estable. Asimismo el grupo constituye el contexto educativo adecuado para la prevención de futuros abusos, la información en torno a la sexualidad, el desarrollo y fortalecimiento de habilidades sociales y el descubrimiento de soluciones alternativas a sus problemas.

En cuanto al formato concreto, Furniss (1991) recomienda grupos cerrados compuestos de entre 5 y 8 niños y homogéneos en cuanto a la edad y al nivel cognitivo y emocional. Los grupos mixtos, integrados por niños y niñas, también han demostrado un alto grado de eficacia, excepto en el caso de los adolescentes, en los que el tema sexual es más fácil de tratar en grupos del mismo sexo. La duración de las sesiones debe ser menor (una hora) en el caso de niños en edad preescolar que en el de niños mayores y adolescentes (una hora y media). Generalmente, se programan entre 6 y 12 sesiones para cada grupo, con una periodicidad regular y que se pueden retomar tras un período de

descanso si es necesario.
 5.7. CONCLUSIONES

Las consecuencias del abuso sexual a corto plazo son, en general, devastadoras para el funcionamiento psicológico de la víctima, sobre todo cuando el agresor es un miembro de la misma familia. Las consecuencias a largo plazo son más inciertas, si bien hay una cierta correlación entre el abuso sexual sufrido en la infancia y la aparición de alteraciones emocionales o de comportamientos sexuales inadaptativos en la vida adulta. No deja de ser significativo que un 25 por 100 de los niños abusados sexualmente se conviertan ellos mismos en abusadores cuando llegan a ser adultos. El papel de los factores amortiguadores —familia, relaciones sociales, autoestima, etc.— en la reducción del impacto psicológico parece sumamente importante, pero está aún por esclarecer.

No obstante, no todos los niños víctimas de abuso sexual requieren ser tratados. La terapia puede implicar, al menos en algunos casos, una segunda victimización. Si bien no se cuenta aún con unos criterios operativos muy definidos, el tratamiento está indicado en los niños afectados por síntomas psicopatológicos (ansiedad, depresión, pesadillas, etc.) intensos y/o por un grado de inadaptación importante a la vida cotidiana. En los demás casos, el apoyo familiar, las relaciones sociales, la reanudación de la vida cotidiana, etc., son suficientes como factor de protección al niño. El papel del terapeuta en estos casos puede limitarse a servir de orientación y apoyo a la familia y a evaluar periódicamente el desarrollo psicológico del menor. Conviene precisar en estudios ulteriores el papel de los factores de vulnerabilidad y de protección en el desarrollo de las consecuencias psicopatológicas.

En el caso de que la terapia sea necesaria, quedan aún por clarificar el momento adecuado de la misma y el establecimiento de unas guías de tratamiento adaptadas a la edad y a las necesidades específicas de cada víctima. En los programas de intervención realizados hasta la fecha no se ha tenido en cuenta, en general, la edad de las víctimas. Pero no es lo mismo —obvio es decirlo— tratar a una niña de seis años que a una preadolescente. Un punto necesitado de estudio es perfilar programas de tratamiento diferenciales en función de la edad de las víctimas de abuso sexual.
 En general, la separación de la víctima de la familia no es recomendable. Las razones son diversas: el menor puede sentirse culpable al verse  desterrado de la familia, se refuerza la tendencia de la pareja a unirse contra la víctima, y no siempre resulta fácil encontrar un lugar apropiado en donde situar al niño. Hay casos en que la decisión adoptada puede ser la salida del abusador (padre o padrastro) del hogar. No obstante, en algunas circunstancias la separación de la víctima de un marco familiar patógeno y la entrega a una familia de acogida —o el ingreso en un internado— pueden ser la única solución para garantizar la protección y el desarrollo armónico del menor.

Por último, un reto de futuro es contar con indicadores objetivos que permitan llevar a cabo una toma de decisiones adecuada entre las distintas alternativas posibles y no necesariamente excluyentes: el tratamiento de la víctima, la salida del agresor del hogar, la separación del menor de los padres, el apoyo social a la familia, la terapia del agresor, etc.
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CAPÍTULO VI 
Intervención con hombres que agreden sexualmente a menores
 MARÍA JOSÉ BENEYTO ARROJO 

Psicóloga- Criminólo ga 
 6.1. INTRODUCCIÓN La preocupación por el tratamiento y la rehabilitación de los agresores sexuales no tiene tradición histórica ni en la psicología ni en la criminología. Hasta hace pocos años, y posiblemente por efecto de los medios de comunicación y de algunas visiones reduccionistas del problema de la agresión sexual, se ha mostrado una imagen social del agresor muy distorsionada, presentándolo como un degenerado, un animal, un monstruo sin posibilidad de cura. Desde esta visión, cualquier intento de desarrollar un programa de tratamiento para agresores sexuales estaba abocado inequívocamente al fracaso. Esta visión es muy poco alentadora, especialmente cuando nos referimos a los agresores de menores, ya que éstos provocan reacciones mucho más emotivas.

Pero es cierto que muchos estudios y experiencias forenses demuestran que sólo unos pocos de estos agresores sexuales pueden ser diagnosticados como psicópatas sexuales —cuyo -reto en la intervención sí que consideramos francamente complejo— y, por tanto, la posibilidad del tratamiento y la rehabilitación del resto de agresores sexuales se convierten en una realidad factible.

En los últimos años, y quizá a partir del empuje de acontecimientos realmente dramáticos que ha provocado una gran alarma social desde diversos ámbitos (psicología, medicina, derecho, criminología, etc.), se está mostrando una clara preocupación por el tratamiento y la rehabilitación de los agresores sexuales.

A pesar de ello, es necesario constatar la escasez de estudios existentes en la psicología española sobre el comportamiento de este tipo de agresores y, consecuentemente, la casi nula elaboración de programas de intervención destinados a este colectivo especifico. En España, los programas destinados al tratamiento de agresores sexuales, y especialmente a agresores de menores, apenas cuentan con una tradición significativa, ni se ha desarrollado una metodología evaluativa que permita discriminar, por una parte, quiénes tienen mayores probabilidades de reincidir, y, por otra, cuáles son las necesidades específicas que cada agresor presenta en su proceso de rehabilitación.

Es absurdamente simplista creer que endurecer las penas privativas de libertad y confinar más tiempo a los agresores sexuales en prisión permitirá que desaparezcan las fantasías sexuales desviadas y que la probabilidad de cometer nuevos delitos sexuales disminuirá. Aunque algunos delincuentes sexuales —muy pocos— padecen un trastorno psiquiátrico por el que no son responsables de sus conductas, la mayoría de los delincuentes que agreden sexualmente a mujeres y niños saben que lo que están haciendo es incorrecto, y por ello, toman precauciones para evitar ser capturados. Cada vez es más evidente la necesidad de contar con programas estructurados para la intervención con estos delincuentes.

Al igual que el resto de delincuentes, los agresores sexuales deben gozar de los mismos derechos y medidas de reinserción que los demás internos de prisión. Pero los agresores sexuales, por lo general, no presentan las mismas características y perfiles que otros tipos de delincuentes, y, por ello, el tratamiento debe ser específico y dirigido fundamentalmente a su control en el medio abierto para prevenir la reincidencia.

Pero, ¿por dónde empezamos? Ya hemos señalado que en España no hay una tradición significativa de programas de intervención ni de métodos evaluativos; entonces ¿qué podemos hacer?

Para ello, en estas líneas intentaremos dar respuesta a cuatro cuestiones fundamentales que cualquier profesional que pretenda desarrollar un programa de tratamiento para agresores sexuales debe considerar previamente:
 • ¿Qué sabemos sobre los agresores sexuales de menores?
 • ¿Qué características tienen los programas de tratamiento
 efectivos, es decir, aquellos que han obtenido resultados positivos? • ¿Cuáles son los componentes esenciales de la intervención?
 • ¿Qué cualidades debe poseer el profesional que trabaje con agresores sexuales de menores?

6.2. ¿QuÉ SABEMOS SOBRE LOS AGRESORES SEXUALES DE MENORES?
Aunque no se han realizado suficientes estudios sobre las características de agresores sexuales de menores en nuestro país, podemos señalar algunos resultados. En nuestra investigación (Beneyto, 1998), en la que evaluamos a 76 agresores sexuales, tanto de niños como de mujeres adultas, que cumplían condenas privativas de libertad por delitos sexuales en diversas prisiones españolas, pudimos observar que:

— En relación con las  características biográficas, encontramos que los agresores sexuales de niños son mayores que los agresores de mujeres adultas; desempeñan profesiones más cualificadas; mantienen trabajos más duraderos y estables en el tiempo; definen las relaciones familiares en la infancia como buenas —aunque un 50 por 100 no recibió ningún tipo de expresión de afecto en la niñez ni en la adolescencia y el 78 por 100 no guarda recuerdos de aquella época, ni buenos ni malos— y aproximadamente la mitad (58 por 100) tiene problemas en el consumo de alcohol.

— En el área de los  aspectos criminológicos, el agravante más frecuente en los testimonios de sentencia de los agresores de menores es el parentesco; sólo un 25 por 100 de la muestra presenta antecedentes penales; sus carreras delictivas son más largas pero menos graves y variadas, es decir, sus delitos generalmente son específicos contra la libertad sexual; utilizan más amenazas y engaños que los agresores de mujeres adultas; generalmente actúan solos (98 por 100) y sin armas (79 por 100); y en un elevado porcentaje de casos existe una relación previa con las víctimas (86 por 100).

— Atendiendo a las  características psicosociales, los agresores sexuales de menores se muestran menos tolerantes con la homosexualidad, el incesto, la prostitución, las relaciones sexuales antes del matrimonio, etc.; mantienen un autoconcepto irrealista y superoptimista, afirmando que no volverán a reincidir; y más de la mitad de la muestra no presenta déficit en habilidades sociales, pero sí falta de empatia hacia las víctimas y negación del delito —curiosamente ningún agresor de menores heterosexual reconoció el delito.

6.3. ¿QUÉ CARACTERÍSTICAS TIENEN LOS PROGRAMAS DE TRATAMIENTO EFECTIVOS, ES DECIR, AQUELLOS QUE HAN OBTENIDO RESULTADOS POSITIVOS?

Los primeros programas de tratamiento para delincuentes sexuales se inician en Estados Unidos, a mediados de los 60. Estos programas tienen su origen en los enfoques conductuales y emplean algún tipo de terapia aversiva para reducir los intereses. Pero, poco a poco, se muestra que la terapia aversiva no siempre es efectiva y, por supuesto, genera una mala prensa.

Uno de los terapeutas conductuales que con mayor rigor ha trabajado en el área de la intervención con delincuentes sexuales ha sido W. Marshall. Fue el primero en afirmar que no era suficiente con reducir los intereses sexuales desviados, sino que también se debe realizar algún tipo de intervención centrada en incrementar los intereses sexuales apropiados y en proporcionar a los agresores sexuales las habilidades necesarias para poder hacer esos cambios en los intereses. A mediados de los años 70, en Estados Unidos y Canadá se extiende la utilización de los programas diseñados por Marshall y sus colaboradores. Entre las técnicas que se utilizan en estos programas se incluyen: la modificación de la respuesta sexual desviada, la educación sexual, el entrenamiento en habilidades sociales, la mejora de la autoestima, el control de la ira, un programa de bebida controlada y otro de instrucciones para utilizar constructivamente el tiempo libre.

Otro de los investigadores que mayor influencia han tenido en el desarrollo de intervenciones cognitivo-conductuales con los agresores sexuales es Abel. En los últimos veinte años, una de sus contribuciones más importantes fue centrar la atención en las creencias distorsionadas que los agresores sexuales tienen sobre sí mismos, sobre sus víctimas y sobre la sexualidad en general. Pero no sólo llamó la atención científica sobre esas creencias, sino que dio un paso más al ofrecer las primeras pautas sobre cómo modificar esas distorsiones (Abel y cois., 1985; Abel y Rouleau, 1989). A partir de incluir en el tratamiento la intervención con algunos factores cognitivos (distorsiones, creencias y actitudes), los investigadores comenzaron a considerar la posible influencia de otros factores cognitivos y, especialmente, de factores afectivos. Así, a mediados de los 80, la mayoría de los programas contienen el desarrollo de empatia hacia las víctimas como uno de los componentes esenciales para la eficacia de la intervención (Abel y cois., 1985; Salter, 1988).

Pero quizá el avance más importante en el tratamiento de los delincuentes sexuales durante la década de los 80 venga de la mano de W. Pithers (1982). El autor adaptó el programa de Prevención de Recaídas del ámbito de las drogodependencias a la intervención con agresores sexuales. Gracias al trabajo de Pithers y de Marques y colaboradores (Pithers, 1990; Marques, Day, Nelson y Miner, 1989), la Prevención de la Recaída se convierte en un parte integral y fundamental de los programas de tratamiento para agresores sexuales.

Durante la década de los 90, aunque se proponen nuevos componentes de intervención —como es el entrenamiento en habilidades de intimidad (Marshall, 1993)—, la mayoría de los esfuerzos se centran en elaborar y perfeccionar los componentes incluidos con anterioridad.

Es importante señalar que un tratamiento adecuado busca como objetivo principal disminuir la probabilidad de victimizaciones posteriores, y que actualmente la evidencia empírica ha demostrado que un tratamiento especializado y centrado en aquellos factores específicos que predisponen a cada delincuente a realizar conductas de abuso sexual podría disminuir efectivamente la probabilidad de una violencia sexual adicional (McMurran, 1990; Perkins, 1992). Pero la seguridad de la sociedad, especialmente de los menores, es decir, la protección de las víctimas potenciales, sólo podrá ser posible si el tratamiento iniciado finaliza en la comunidad bajo una supervisión adecuada. Creemos que únicamente se puede proteger la seguridad total de esos menores proporcionando un tratamiento continuado y una supervisión post-libertad del agresor sexual.

Si bien los tratamientos hasta la actualidad no son del todo alentadores —aunque es cierto que son los agresores de menores los que obtienen índices más elevados de éxito en el resultado—, existen ciertos factores que se relacionan con un buen pronóstico de tratamiento (Kentsmith, 1981):
 • el desagrado con los síntomas y el deseo de cambiar,
 • la capacidad de crear una relación positiva y cercana,
 • el poder aprender de la propia experiencia,
 • la posibilidad de controlar de algún modo su conducta

desviada,
 • el ajuste familiar, laboral o en otra área de su vida,
 • el no padecer un trastorno psicótico ni presentar deficiencias orgánicas
 • y el no haber asaltado a nadie físicamente. Tal vez lo más importante en este momento no sea cuestionarnos si estos agresores sexuales de menores pueden ser tratados con éxito o no; la pregunta que realmente debemos contestar es: ¿podemos extraer algunos resultados alentadores de las experiencias que hay hasta la fecha?

Entre los programas que durante los últimos años se han aplicado en Europa y América, la mayoría de revisiones destacan como más efectivos aquellos que mantienen un modelo de intervención cognitivo-conductual. Todos estos programas tienen algunas características comunes que explican sus resultados positivos (Marshall y cois., 1991; Guy, 1993; Marshall y Pithers, 1994):

a)  Son tratamientos comprensivos, es decir, incluyen una gran cantidad de técnicas adecuadas a las problemáticas de estos sujetos,
 En cuanto a la orientación terapéutica, los programas de intervención aplicados en Canadá se encuentran dentro de la línea de competencia social, mientras que los aplicados en Estados Unidos son más heterogéneos y ofrecen diversos tipos de couselling grupal (Borzecki y Wormith, 1987). En Norteamérica los tratamientos más populares incluyen:

— Educación sexual. En la que se pone una especial atención en el mantenimiento de actitudes hostiles y negativas hacia las víctimas de la agresión sexual y se ofrece a los sujetos una especie de cursillo sobre conocimiento de la sexualidad, sin ahondar en un lenguaje técnico.

— Habilidades sociales. Generalmente los sujetos son entrenados por dos terapeutas —hombre y mujer— que les enseñan habilidades conversacionales para reducir la ansiedad y elevar la autoestima en el funcionamiento interpersonal. Además, también se trabaja en el entrenamiento asertivo, centrándose especialmente en la capacidad para expresar sentimientos positivos y negativos de forma correcta.

— Habilidades de vida. A los sujetos se les entrena en habilidades para manejarse adecuadamente al salir de prisión: habilidades de búsqueda de empleo, de alojamiento, uso de dinero o de tiempo libre, etc.
 — Formación profesional. 
 — Tratamiento para la adicción del alcohol y las drogas. b)  Uno de los componentes principales de estas intervenciones con delincuentes sexuales se centra en la prevención de la recaída.
 Este modelo de intervención proviene del ámbito de tratamiento de las adicciones y se ha adaptado exitosamente al tratamiento con agresores sexuales. El modelo fundamentalmente pretende que el sujeto sea consciente de las situaciones de riesgo que pueden llevarle a la recaída, es decir, a cometer un nuevo delito sexual, y desarrolle un repertorio de respuestas de enfrentamiento eficaces para utilizar ante dichas situaciones.

c)  La intervención es específica y no consiste en un programa paquete estandarizado, ya que se adapta lo más posible a las características individuales de cada sujeto.

Evidentemente no es lo mismo tratar a agresores de niños, violadores de mujeres adultas, exhibicionistas, agresores que hacen llamadas obscenas, etc. Pero, además, dentro de cada uno de estos grupos, cada agresor puede presentar déficit diferentes, por lo que el tratamiento, aunque mantenga unas directrices comunes, deberá adaptarse a cada caso concreto.

Aunque las muestras de sujetos seleccionadas para cada tratamiento tienden a ser homogéneas —es decir, se trabaja sólo con agresores de menores, con violadores, etc.—, parece que las experiencias actuales nos informan de la adecuación de trabajar con grupos mas heterogéneos.

d)  Todas estas intervenciones son intensivas y tienen una larga duración.
 En Canadá, por ejemplo, los programas comunitarios ocupan 20 3 horas semanales, mientras que los programas residenciales son más intensos, pudiendo llegar hasta 25 horas sertianales. La duración de los programas en Canadá depende del tipo de sujeto tratado.

En Estados Unidos, los programas más específicos dirigidos a delincuentes sexuales violentos —violadores de mujeres adultas y de niños— pueden durar hasta 25 horas semanales durante dos años. Los programas dedicados a cualquier tipo de agresor sexual tienen una duración más limitada —aproximadamente un año—, y las horas a la semana también se ven reducidas —unas 5 horas semanales.

e)  Los profesionales que las aplican tienen un alto grado de motivación y han pasado por un proceso de entrenamiento previo.
 Normalmente se incluyen un psiquiatra, un psicólogo y un ayudante de psiquiatría. A veces se cuenta con trabajadores sociales, pero no en todas las ocasiones. Todos los profesionales completan un período de formación específico de evaluación e intervención con este tipo de sujetos.
 En Estados Unidos la proporción en la relación terapeutaagresor es de un terapeuta por cada veinte agresores, mientras que en Canadá, cuando se refiere a grupos de terapia, la proporción estimada es de un terapeuta por cada ocho o diez sujetos.

f)  Estos programas cuentan con un amplio reconocimiento tanto fuera como dentro del sistema penitenciario.
 Los programas en Estados Unidos son muy variados. En cuanto a su capacidad, pueden llegar hasta 300 sujetos tratados al año cuando se habla de módulos o áreas de prisión especializadas en este tipo de terapia. En Canadá la capacidad de los programas suele ser más reducida. La media de sujetos tratados es de 25, teniendo en cuenta que las terapias se llevan a cabo en unidades psiquiátricas o en áreas de salud mental especializadas.

g)  Estos tratamientos finalizan estando los sujetos en continuo contacto con la comunidad.
 En Estados Unidos la ubicación de los programas es mucho más variada. Los agresores sexuales más violentos son tratados en módulos especiales o departamentos de psiquiatría. Los programas dirigidos a todo tipo de delincuentes sexuales suelen aplicarse en prisiones de máxima seguridad. En Canadá, la mayoría de los programas se llevan a cabo en unidades especiales o departamentos psiquiátricos.
 Casi todos los programas emplean algún tipo de recursos comunitarios, especialmente en la fase de atención ambulatoria. Por ejemplo, algunos introducen servicios telefónicos de 24 horas

para situaciones en crisis, otros utilizan los centros de empleo para jóvenes en las tareas de seguimiento, etc.
 De todo lo anteriormente expuesto puede concluirse, por tanto, que los programas que han tenido éxito incluyen diversas técnicas, que tienen como componente esencial la prevención de la recaída, que se convierten en programas individualizados, que son intensivos y largos, que cuentan con profesionales con una formación específica y altamente motivados, que son programas de alto reconocimiento y que siempre finalizan en la comunidad.

6.4. ¿QUÉ DIRECTRICES DE ACTUACIÓN
 DEBERÁ INCLUIR UN PROGRAMA DE INTERVENCIÓN?
En tercer lugar nos preguntábamos qué directrices de actuación deberá incluir un programa de intervención, es decir, cuáles son los componentes esenciales que deben incluirse en un programa de tratamiento con delincuentes sexuales de menores.

Hemos desarrollado nuestra propuesta de intervención a partir de un análisis exhaustivo y cuidado de los diferentes programas de tratamiento para delincuentes sexuales. En este análisis aislamos todos aquellos componentes de intervención cuya efectividad ha sido elevada por la disminución de la agresión sexual o su completa eliminación.

Aunque existen diversos componentes de intervención, difíciles de analizar en este breve espacio, consideramos importante hacer referencia a cinco aspectos (Garrido y Beneyto, 1995):
 a) Confrontación con la negación y la minimización.
Muchos delincuentes sexuales, una vez han sido identificados e incluso condenados, niegan total o parcialmente sus delitos, o minimizan los hechos o el impacto que han tenido sobre las víctimas (Barbare, 1991; Garrido y Beneyto, 1997). Y en el mejor de los casos, cuando reconocen sus delitos, es fácil que distorsionen la realidad de los hechos restándole importancia a la frecuencia, gravedad y variedad de su conducta sexual agresiva.

Para poder realizar una adecuada intervención psicoeducativa con estos agresores es fundamental que se venzan esas barreras de negación y minimización. Aunque se han realizado diversos estudios que demuestran la presencia de estos patrones cognitivos de negación y minimización, es cierto también que no se ha investigado lo suficiente sobre cómo eliminar tales barreras (Marshall, 1994).

En esta estrategia de intervención, se confronta la información oficial sobre los hechos delictivos (informes policiales o sociales, los hechos descritos en el testimonio de sentencia, declaraciones de las víctimas, de otros testigos, etc.) con la versión ofrecida por el delincuente. Esta confrontación básicamente implica la puesta en duda de la opinión expresada por el agresor sexual y la proposición de una interpretación alternativa. Esta estrategia ha demostrado ser efectiva para reducir las negaciones y minimizaciones de los agresores sexuales (Marshall, 1994).

Además, esta intervención implica ayudar al delincuente a que reconozca, por una parte, las desventajas que obtiene al mantener la negación o distorsión sobre el delito, y, por otra, los beneficios de cambiar su actitud. Cuanto más niegue el delito menor será la motivación para participar en el tratamiento. Por ejemplo, echar la culpa del delito al menor impide al agresor que desarrolle empatia hacia él. A partir del momento en el que la negación y la minimización se reduzcan, el agresor podrá comenzar a desarrollar empatia.

b)  Desarrollo de conciencia emocional y empatia hacia las víctimas. La evidencia empírica ha demostrado que los delincuentes sexuales son sujetos que sólo reconocen e identifican un número muy limitado de emociones y éstas, generalmente, son negativas. Por tanto, la conciencia emocional de estos sujetos se reduce a cuatro o cinco emociones normalmente negativas. Pero, además, no experimentan las emociones en un continuo de intensidad, sino que suelen dicotomizar sus estados emocionales en «estoy...» o «no estoy...»; tampoco perciben la conexión que existe entre sus emociones, pensamientos y conductas. Todo esto parece que mantiene ese endurecimiento emocional que muestran ante sus víctimas (Pithers, Martin y Cumming, 1989). Es como si hubiesen decidido morir emocionalmente y sólo expresan un enfado generalizado.
 El primer reto de este componente de intervención consiste

en aumentar la conciencia emocional más allá del enfado y la ira. Para poder entender las emociones de sus víctimas, primero deberán detectar esas mismas emociones en sí mismos.

Según algunas investigaciones (Fernández, Marshall, Lighbody y O'Sullivan, 1999; Marshall, Hudson, Jones y Fernández, 1993), muy pocos delincuentes sexuales carecen de absoluta empatia hacia todas las personas. En realidad, muestran una menor empatia hacia las víctimas de agresión sexual y carecen de

empatia hacia sus propias víctimas (Marshall, 1997; Fernández, Marshall, Lighbody y O'Sullivan, 1999).

Aunque se realice una amplia e intensa intervención cognitiva con los agresores para que aprendan a detectar y evitar las situaciones de riesgo, a pesar de adquirir nuevos mecanismos cognitivos y conductuales para hacer frente a los impulsos sexuales desviados, estos impulsos pueden llegar a ser casi irresistibles para el delincuente. Realmente, siempre existe la posibilidad de recordar el placer derivado de cada elemento de su proceso de recaída. Y ese recuerdo se mantiene como una seductora invitación para volver a cometer una agresión.

La empatia hacia la víctima proporciona al agresor sexual la razón principal para no reincidir, ya que con la empatia no puede mantenerse ignorante del miedo de su víctima. La mayoría de agresores desconocen el sufrimiento y temor de sus víctimas, creen que en todo caso sufrieron el día de la agresión, pero que las verdaderas víctimas son ellos, que siguen cumpliendo condena. En ningún caso se detienen a pensar en las víctimas secundarias que también sufren las consecuencias de la agresión (padres, hermanos, etc.).

Si un delincuente no reconoce el daño que ha ocasionado a su víctima, difícilmente mostrará preocupación. Por tanto, el objetivo de esta estrategia de intervención es concienciar a los agresores sexuales del daño real y potencial que han causado. Este tipo de intervención se ha revelado como extremadamente eficaz a la hora de aumentar la empatia sentida por los agresores hacia sus víctimas (Marshall, O'Sullivan y Fernández, 1999).

Si un delincuente sexual que ha recibido tratamiento (y que anteriormente consideraba a sus víctimas como «objetos para usar y tirar») ha adquirido empatia y compasión por las víctimas de abuso sexual y especialmente por las suyas propias, podrá disminuir la presencia de fantasías evocadoras de agresión sexual, y así reducir la posible reincidencia.
 c) Prevención de la Recaída.
Dentro del campo del tratamiento de la delincuencia sexual, W.D. Pithers fue uno de los primeros en adaptar el concepto de Prevención de la Recaída1 (PR) en el tratamiento de delincuen
1 Modalidad de tratamiento inicialmente desarrollada para mejorar el mantenimiento del cambio en drogodependientes.
tes sexuales, y, desde entonces, la mayoría de los programas en Norteamérica utilizan el enfoque PR (Laws, 1989). Es esencial para comenzar esta intervención que el agresor manifieste su deseo de cambiar, reconozca el delito y muestre un nivel aceptable de motivación para el cambio.

Desde la perspectiva de la Prevención de la Recaída, los delitos sexuales no son hechos aislados que ocurren sin más, no son actos criminales típicamente impulsivos, sino que más bien son la culminación de una larga cadena de acontecimientos. La Prevención de la Recaída propone que muchas de las circunstancias que predisponen al delito pueden ser anticipadas. Y, por ello, el objetivo de esta estrategia de intervención se centra en ayudar a los delincuentes sexuales, fundamentalmente, a lo siguiente:

— Identificar adecuadamente los precursores delictivos que se incluyen en sus procesos de recaída, es decir, reconocer todos aquellos factores y situaciones de alto riesgo que anteceden o acompañan al delito, y que disminuyen su capacidad de autocontrol adentrándoles un paso más en su proceso de recaída.

— Planear, desarrollar y practicar las respuestas de enfrentamiento adecuadas para cada uno de sus factores y situaciones de alto riesgo que les permitan evitar el proceso de recaída y mantenerse en el compromiso de la abstinencia.

Es esencial que los delincuentes sexuales asuman que prevenir la recaída es un proceso continuo en el que deben adoptar un papel activo y vigilante.
 d) Reestructuración de las distorsiones cognitivas.
Mientras que la negación es una mentira deliberada, igual que algunos aspectos de la minimización (por ejemplo, minimizar la intrusión o la fuerza usada en la agresión), otros aspectos de la minimización reflejan una manera distorsionada de percibir a las víctimas, a los demás y la sexualidad (Marshall, 1999).

Algunos agresores de mujeres adultas creen ver en sus víctimas el deseo de ser agredidas, otros culpan a sus víctimas por no haberse protegido suficientemente, otros afirman que todo fue una relación consentida o que la víctima realmente estaba provocándoles, etc. (Koss, Leonard, Beezley y Oros, 1985; Lipton, McDonel y McFall, 1987.)

Los agresores de menores también muestran ideas distorsionadas sobre los niños y la sexualidad. Un agresor de menores

puede creer que los padres de su víctima son negligentes y que él, al implicarse con el niño, realmente le está haciendo un favor ofreciéndole amor; puede responsabilizar a los padres por no haber protegido a su hijo; un agresor intrafamiliar puede decir que con la agresión lo que realmente quería era darle unas lecciones de sexualidad al menor; otros pueden afirmar que un niño de corta edad les ha provocado sexualmente, o incluso creer que tienen derecho a abusar sexualmente de los niños (Abel y Rouleau, 1989; Hanson, Gizzarelli y Scott, 1994).

Los delincuentes sexuales, con frecuencia, se presentan como las verdaderas víctimas cuando se descubre el delito. Por ejemplo, un agresor puede considerar que ha sido víctima de un niño menor de ocho años que le ha seducido, o sentirse víctima de otros adultos que no le corresponden, o incluso víctima de leyes sociales injustas. No es tan extraño oír decir a los paidófilos que el amor y la atracción sexual hacia los niños es perfectamente normal y que ellos podrían ser felices si la sociedad aceptara su comportamiento (Jenkins-Hall, 1989). Todas estas distorsiones tienen un mismo propósito, sentirse menos culpable.

El objetivo de esta estrategia de intervención, que pretende reestructurar las distorsiones cognitivas, se centra en enseñar al agresor sexual a lo siguiente:

— Identificar los pensamientos distorsionados de su propio diálogo interno.
 — Desafiar estos pensamientos irracionales, distinguiendo entre aquello que es real y aquello que no lo es.
 — Generar interpretaciones alternativas y sustituir los pensamientos distorsionados por otros racionales.
 e) Modificación del impulso sexual
La mayoría de expertos teóricos consideran que el sexo no es el factor principal de la agresión, sino que es un componente más. Pero existen otras motivaciones y circunstancias que juegan un papel importante en la génesis del delito sexual.

Para los delincuentes sexuales el sexo es una manera de afrontar los problemas que no saben resolver de otra forma (Cortoni y cois., 1996). En este intento por resolver o escapar de los problemas, los delincuentes utilizan tanto parejas y prácticas sexuales apropiadas como parejas inadecuadas y sexo desviado (Marshall, 1999).

En esta intervención es fundamental conseguir que los agresores sexuales entiendan que utilizar el sexo como una estrategia de enfrentamiento no es una reacción tan extraña entre las personas, pero que cuando se convierte en la única respuesta ante las dificultades esta estrategia se torna ineficaz y no produce satisfacción.

Los objetivos fundamentales que se deben perseguir son dos, por una parte, reducir la actividad sexual basada en actos o parejas sexualmente inapropiadas y, por otra, establecer una activación sexual hacia actos y parejas apropiadas.

Entre las técnicas para modificar el impulso sexual se utilizan la reestructuración cognitiva, la sensibilización encubierta, el tratamiento de saciación, el recondicionamiento masturbatorio, los contratos de recaída, la parada de pensamiento, el entrenamiento en autoinstrucciones y las intervenciones en control ambiental.

6.5. ¿QuÉ CUALIDADES DEBE POSEER EL PROFESIONAL QUE TRABAJE CON AGRESORES SEXUALES?
En cuarto lugar nos planteábamos qué cualidades debe poseer el profesional que trabaje con agresores sexuales. Esta cuestión está claramente justificada al analizar las dos cuestiones anteriores; si hablamos de programas realmente complejos y además con una serie de componentes que, en muchas ocasiones, exigen una confrontación directa e intensa con el agresor, debemos considerar que no todos los profesionales están preparados para ello. Entonces, ¿qué requisitos deberá reunir un profesional para trabajar eficazmente con este tipo de delincuentes? En opinión de O'Connell y cois. (1990), éstos deberían ser los siguientes:

En primer lugar, la  formación académica. Es cierto que en nuestro país no existe una formación académica específica en esta área de intervención, pero ello no es óbice para que se tenga una formación sólida en el desarrollo de la personalidad, de los procesos cognitivos, etc. Es útil la asistencia a seminarios y cursos específicos, además de estar al corriente de las investigaciones y la tecnología de intervención más reciente.

En segundo lugar hacemos referencia al  conocimiento especializado. El profesional debe conocer bien las áreas de la delincuencia sexual y los agresores sexuales, es decir, comprender los patrones de activación sexual, sus mecanismos de defensa, las distorsiones cognitivas, etc. También deberá tener conocimientos sobre la evaluación e intervención con las víctimas de agresión sexual; es esencial que sepa describir los efectos de la victimización ante los ojos del agresor, que comprenda a las personas agredidas, las secuelas físicas y emocionales del asalto, etc. Pero además deberá tener conocimiento sobre el sistema legal y los recursos comunitarios a los que se puede acudir.

En tercer lugar señalamos una  experiencia clínica relevante, pero especialmente referida a experiencia con clientes con escasa motivación, es decir, con clientes involuntarios. Los agresores sexuales no acuden al tratamiento por propia iniciativa, sino a instancia de autoridades penitenciarias, judiciales, y especialmente por presiones familiares. Por ello, son clientes cuyo estilo de interacción es defensivo, manipulador y engañoso.

En cuarto lugar, unas  habilidades personales esenciales que se deben reunir en el trato directo con los agresores. Estas podrían reducirse a siete (Samenow, 1984; Reid, 1986):

•  Asertividad. Estos delincuentes pocas veces expresan sus opiniones de manera franca, muchos son abiertamente agresivos o pasivos; es labor del profesional modelar la conducta asertiva en su interacción con el agresor, asumir una orientación directiva, establecer restricciones en la conducta del agresor, etc.
 • Capacidad de confrontación. Es absolutamente necesaria. El profesional debe querer y ser capaz de confrontar la negación, la minimización, la racionalización y el engaño característico del delincuente sexual.
 • Evitar la manipulación. El agresor intentará manipular de muchas formas diversas. Puede presentarse como una buena persona, expresar una especie de «reconocimiento sincero» por lo que ha ocurrido, profesar una religión determinada y afirmar que es una nueva persona... El profesional deberá atender más a las acciones y expresiones emocionales que a las explicaciones que ofrezca.
 • Habilidad para enfrentarse al estrés. Muchas veces las personas que rodean al delincuente presionan de una manera u otra al profesional que trabaja con el agresor, no colaboran, obstaculizan el tratamiento, etc. Pero también el estrés puede derivarse de comprobar los propios efectos de la victimización en las víctimas o de tener que escuchar historias espeluznantemente disparatadas sobre hechos muy dolorosos.

•  Habilidad para discutir abiertamente cuestiones sexuales. El profesional no debe tener dificultades en ser franco y descriptivo cuando trate sobre aspectos sexuales, fantasías sexuales, actos, deseos, etc.
 • Habilidad de la objetividad. El terapeuta no ha de juzgar ni imponer sanciones al agresor, su tarea es procurar que el sujeto cambie.
 • Habilidad del realismo. Algunos agresores sexuales volverán a reincidir, y esto es algo que el profesional debe asumir. Es importante que recuerde los elevados índices de reincidencia, y que la desviación sexual nunca se curará, como mucho conseguiremos mantenerla en remisión y bajo control.

En definitiva, parece que vamos conociendo más características de los agresores sexuales de menores, aunque se requiere una investigación más profunda y exhaustiva en la que podamos ir comparando los resultados de los trabajos realizados en nuestro país. Conocemos los programas de mayor efectividad utilizados fuera de nuestras fronteras y hemos observado que los componentes esenciales de intervención deberán tratar principalmente la falta de empatia hacia las víctimas, la negación y minimización, el endurecimiento emocional, la posibilidad de la recaída, las distorsiones cognitivas y los impulsos sexuales desviados. Además, es esencial resaltar la necesidad de contar con profesionales de adecuada preparación y alta motivación para llevar a cabo estas intervenciones. Por tanto, si en nuestro país hemos comenzado a preocuparnos por el tratamiento de los delincuentes sexuales dentro y fuera de prisión, y se han iniciado algunas experiencias de intervención, esperamos que en la próxima década ésta sea un área que ofrezca resultados alentadores para seguir hacia delante.
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CAPÍTULO VII 
Abordaje sistémico de las agresiones sexuales a menores: el abuso sexual en el medio intrafamiliar
 FELIPE ALONSO MONGE 

Universidad de Vigo 
 7.1. INTRODUCCIÓN Después de haber sido ignorado durante años, se ha tomado conciencia no sólo de la frecuencia de estas situaciones en las vidas de muchas personas, sino del impacto de esas experiencias en las personas que acuden a la búsqueda de ayuda terapéutica. En numerosas ocasiones sólo conocemos el abuso en la infancia cuando la víctima, ya adulta, puede hablar de ello o cuando el terapeuta, a causa de los síntomas presentados, investiga ante una sospecha de abuso.

Si la víctima es un menor y el terapeuta es el primero en conocer el abuso, éste va a verse confrontado con varios problemas de tipo ético, por un lado el secreto profesional y por otro su obligación de proteger al menor; por un lado la protección de la confidencialidad y por otro la crisis en el sistema familiar que provocará su descubrimiento. Como terapeuta tengo derecho al secreto, como ciudadano debo denunciar el caso. No podemos actuar con ambigüedad y menos aún con negligencia o minusvaloración de los hechos. Estamos obligados a actuar con todas las medidas adecuadas para prevenir el peligro. En todo caso, si no estamos obligados a realizar una denuncia sistemática, sí debemos tomar las medias necesarias para prevenir el peligro. Podemos comprobar la circularidad del problema de la violencia en la trama de las interacciones familiares, ver cómo discurre y actúa, pero tenemos que pensar que nuestra función no es conservar el sistema y ante la realidad hacer una clara revelación del abuso. Son los elementos del sistema los que tienen que buscar soluciones, no el terapeuta.

La víctima como parte del sistema tiene un papel protagonista, pero ella no es responsable, porque está en una situación de inferioridad, ella no tiene poder y hay que recurrir a la ley para protegerla. El problema en estos casos es encontrar un campo terapéutico funcional, es decir, unas condiciones terapéuticas, a pesar de que la ética personal podría no ir en el mismo sentido de la búsqueda de ese campo.

La presencia de esta cuestión en las consultas psiquiátricaspsicológicas nos coloca en una situación que nos demuestra, en muchas ocasiones, cómo muchos profesionales podemos sentirnos desarmados, por la complejidad de los factores que concurren, por la gravedad de los efectos, por la trama de secreto, las implicaciones legales y el contexto en que se da, obligándonos a actuar productivamente.

7.2. LA TERAPIA FAMILIAR SISTÉMICA: UNA ALTERNATIVA AL TRATAMIENTO DE LAS FAMILIAS CON ABUSOS SEXUALES A UN/A HIJO/A

La terapia familiar sistémica se ha relacionado siempre con las ideas de interacción y con un proceso terapéutico habitualmente breve, lo que parece conferirle la cualidad de ajustarse idealmente a los problemas de intervención y tratamiento del abuso sexual.

Los enfoques basados en el sistema familiar u otros tienen sus raíces en las ideas de Gregory Bateson (1972), que sostiene la importancia de evaluar el contexto en el que se desarrollan las interacciones, dando mucha más importancia al contexto que a la cantidad de personas implicadas en él. Con las familias o con un elemento de una familia utilizamos los presupuestos teóricos de tipo ecologista y sistémico, la familia es un sistema vivo, abierto... y el individuo un elemento de ese sistema cuya individualidad sólo puede ser entendida como el producto de su interacción con los elementos del sistema, así que nuestro enfoque es permanentemente contextual. El grupo se constituye con sus límites, sus interacciones y su necesidad de equilibrio. En principio todo suceso intrafamiliar forma parte de ese equilibrio, lo cual será un hecho que hay que tener muy en cuenta al hablar de algunos problemas particulares en la familia, como los malos tratos y más aún los abusos sexuales; así, podríamos considerar el abuso como una forma de equilibrio, y eso choca con una ética moral y social, y originar trabas si no es tenido en cuenta en una intervención terapéutica.

Destacados terapeutas como son los australianos Durrant y Kowalski (1990), así como el neozelandés Michael White (1988/89), y la escuela italiana de Milán, con Selvini y Stefano Cirillo y colaboradores (que trabajan desde el año 1979 en el Centro di aiuto al bambino maltratato e alia famillia in crisi, CAF), han permitido conocer detalles y peculiaridades de intervenciones y comprensión de las situaciones de abuso sexual y maltrato al menor. Trabajan con la conducta violenta y abusiva masculina, proponiendo estrategias terapéuticas para que tales hombres se hagan responsables de su conducta o bien sobre las familias en conjunto, en ocasiones en la práctica con individuos que sólo sufrieron el maltrato o bien con aquellos que han abusado de otras personas.

Selvini dice que es posible inducir efectos terapéuticos en cualquier contexto como son los tratamientos propuestos por Orden Judicial, en los que no se da la espontánea solicitud de ayuda, siempre y cuando adoptemos nuestro obrar conforme con los signos y reglas que lo definen; donde la petición de ayuda es ley y donde por lo forzado de la situación el terapeuta podría sentirse incómodo, a no ser que se ponga un empeño en no tratar a los padres de manera ambigua, o sentirse mal por tener que trabajar en connivencia con el magistrado y en contra de la situación de violación. Hay que entender que el contexto coactivo tiene su razón de ser, sobre todo en los casos de protección del menor, donde además hay que intentar una recuperación del papel de los padres y la eventual realización de una terapia.

En general, en los casos de malos tratos a la infancia los padres confrontados a ello suelen utilizar todo tipo de justificaciones para minimizar los sucesos acaecidos. Parece como si toda la familia, tanto los niños maltratados como el progenitor no maltratador, hubieran hecho un contrato de silencio sobre los malos tratos con el fin de proteger el sistema y al mismo tiempo hacer desaparecer la culpa y la vergüenza que estos hechos provocan. Se presta poca atención al hecho de que el abuso provoca una grave violación al mito de la familia-. El tener confianza en alguien que nos traiciona provoca un derrumbe en la seguridad de la familia con un sentimiento de culpabilidad de los individuos que se va a traducir por una denegación del trauma (violación), y al mismo tiempo por un sentimiento de vergüenza colectiva o de pérdida de credibilidad en la idea protectora del grupo, lo cual va a fomentar una actitud de protección del grupo y una opacidad en la esfera cognitiva de los individuos. No es de extrañar que el terapeuta se encuentre frente a individuos que niegan las evidencias de abuso en esas familias y cómo los sujetos defienden a ultranza su incredulidad en lo sucedido.

Hay una gran complejidad en el abordaje de este tipo de familias y un drama sexual en las víctimas. Pero también es verdad que frente al ataque del mito fundador se prefiere pensar que la víctima es perversa o enferma, negando todo y no reconociendo el trauma porque si no toda la familia se sentiría cuestionada. El rechazo de la realidad les evita las consecuencias del trauma familiar, es decir, la crisis de la familia con las ideas de haber hecho mal o bien el papel de los padres. Otro tema que sería conveniente definir es el alcance de la palabra abuso sexual; parece que en un caso de violación la definición es fácil, pero no es lo mismo en otros casos donde lo que prima es ante todo un sentimiento de «desprotección», es decir, una situación de falta de intimidad corporal y/o psíquica donde los matices ensombrecen el diagnóstico y, más aún, donde la denegación y la «ceguera» lo hacen menos claro.

7.3. CONCEPTUALIZACIÓN SISTÉMICA DE LOS ABUSOS SEXUALES INTRAFAMILIARES EN MENORES
La agresión sexual infantil es un acto sexual en la persona de un ser joven, comprometiéndole en una relación donde el ultrajador tiene todo el poder y la víctima, habitualmente niña, por su edad o por su dependencia se encuentra en situación de impotencia frente al agresor. En el abuso intrafamiliar el ultrajador es alguien con poder y confianza dentro de la_ familia o el grupo de convivencia familiar o cercano.

El daño que el niño padece como resultado de haber sido agredido sexualmente o de no haber sido respetado en su espacio personal corporal o psíquico deja secuelas y deficiencias en su personalidad, no sólo durante el tiempo del abuso, sino en los

años futuros. Frecuentemente la niña o el niño van a presentar un repliegue, una denegación más que una ceguera o incluso un trastorno en su comportamiento, incluido el sexual, a veces con inhibición, otras con una actitud contraria, como una especie de identificación al agresor, donde su cuerpo repite sin sentir conductas sexuales estereotipadas indicadoras de una falta de límites entre su cuerpo y el de los demás. Tanto en una situación como en otra su papel de víctima es evidente y la repetición de éste será constante en las relaciones futuras. Tanto la denegación del hecho por los padres como la aceptación tienen de inmediato un efecto de culpa que el terapeuta debe tener en cuenta en los primeros contactos con esas familias.

De ahí que debamos indagar cómo han vivido estas familias sus primeros contactos con los primeros intervinientes para evitar actitudes de hostilidad.

7.4. LA INTERVENCIÓN SISTÉMICA EN TERAPIAS INTRAFAMILIARES
Todo terapeuta necesita profundizar en una epistemología teórica y de trabajo que le posibilite un modelo de intervención y de enfoque, pero al mismo tiempo le deberá resultar de gran utilidad el conocimiento del terreno donde va a aplicar su particular visión. Sabemos que toda intervención está limitada por la ceguera del observador, pero, aun partiendo de nuestra parcialidad, podemos intentar ser eficaces contando, de entrada, con el conocimiento de nuestra limitación observativa y contando también con ciertos elementos que parecen ser característicos de este tipo de familias e intentar, por supuesto, no olvidar la identidad propia de cada grupo que hay que descubrir, junto a otros presupuestos hipotéticos, propios de nuestro sistema de ayuda, de nuestras vivencias personales y de lo «conocido» sobre las interacciones y los distintos roles de los miembros de estas familias.

No queriendo, pues, dogmatizar, y con un intento de claridad, podríamos tomar en consideración algunos puntos, entre otros muchos posibles, que vamos a resumir y prestar atención. Estos son:

• Tipo de enfoque terapéutico (unos funcionan mejor que otros).
 • Enfoque sobre el contexto y/o sobre el individuo.
 • Tratamientos muchas veces impuestos o de tipo coactivo.

• Numerosos factores que se deben tener en cuenta por parte del interviniente: la casi sistemática utilización de la negación, racionalización, oposición de los clientes, escrúpulos éticos o profesionales del terapeuta, reflejados en su actitud (de rigidez o de culpabilización excesiva).
 • El Saber quién es el cliente/s: ¿la víctima?, ¿la familia?, ¿el violador?, ¿el juez?, ¿el trabajador social?, ¿la institución?, y por último el peligro de manipulación.

Nosotros vamos a ceñirnos a los abusos sexuales intrafamiliares, y haremos hincapié en ciertos elementos que parecen relevantes.

Si estudiamos la literatura sobre malos tratos y abusos sexuales, nos quedaríamos sorprendidos de cómo durante años los terapeutas concentraron su atención en ideas tales como madre patológica o ausente o descuidada o niña seductora, poniendo un acento significativo sobre las patologías individuales, pasando por alto la influencia de la interacción entre el ultrajador y la víctima en la violación y de las percepciones que ésta tiene sobre sí misma y el mundo. El lenguaje utilizado parece minimizar el papel del ultrajador, donde la víctima y las esposas o hijos parecen como las partes activas y los padres poco menos que seres pasivos, facilitándose así una culpabilidad que tiende a recaer en la víctima.

En la bibliografía de la psicopatología familiar se sostiene que es la disfunción familiar la que explica y mantiene estos comportamientos patológicos. La familia incestuosa disfuncional es una familia en la que se han quebrantado las jerarquías familiares «normales» basadas en la edad y el sexo.

Por desgracia se atribuye a las madres con demasiada frecuencia el deterioro de la familia por haber fracasado en la tarea de cumplir con su papel de criar y proteger a las niñas o de no ser esposas del padre.

Todas estas ideas acerca de la disfunción familiar ¿no pueden oscurecer la significación de las relaciones de poder implícitas en el incesto?, ¿no pueden servir para atenuar responsabilidades? Por el hecho de dar tanta importancia al contexto familiar ¿no se puede incurrir en una infravaloración del papel inadecuado y prepotente del padre abusador? Todos estos temores debieran ser infundados desde el momento en que trabajar con el contexto no quiere decir desconocer unos estilos relaciónales que verosímilmente pueden haber sostenido una situación dis
funcional; es más, tenerlos en claro y reafirmar nuestra posición en contra de tales interacciones no tiene por qué ir en contra de una actitud que provoque mayor culpabilización antiterapéutica. El terapeuta sensible a las más diversas influencias debe sortear todos esos obstáculos para evitar una situación de impotencia y ser fácil víctima de diversas manipulaciones ideológicas.

La conceptualización cibernética del abuso sexual infantil considera que los miembros de una familia que ha sufrido esa experiencia están limitados, «restringidos» en su pensamiento y en su conducta por imágenes «dominantes inhabilitadoras».

Así pues, las creencias propias de la familia más las configuraciones de conductas restrictivas impiden el acceso a utilizar los propios recursos y dificultan «el cambio» necesario para crecer y evolucionar a lo largo del ciclo vital.

En las familias donde hay abusos sexuales se observa, sobre todo en las víctimas, dificultades para preservar su intimidad, dificultades para percibir dónde acaba su territorio íntimo y dónde comienza el de los otros, así como dificultades para defenderse contra las invasiones físicas, incluidas las no deseadas, y a menudo en los hombres una dificultad para respetar el territorio íntimo de los otros, así como una falta de respeto de los territorios psíquicos y de la competencia en el seno de su familia. Como plantea Neuburger (2000), falta un espacio físico donde no se sabe lo que a uno le pertenece, y falta un espacio psíquico donde no se tiene la posibilidad de pensar en otras ideas o tener pensamientos, realizar actos personales, que permitan establecer unos territorios íntimos reconocidos.

El abuso sexual intrafamiliar ha sido vinculado a caracterizaciones rígidas de la personalidad y de las relaciones familiares apoyadas en ideologías dominantes y la imposibilidad de salir de ellas como:

— Una ideología patriarcal: el hombre en una posición de supremacía sobre la mujer y los niños, haciéndole suponer que éstos son de su propiedad (legitimando la violencia). El 90 por 100 de los agresores sexuales son hombres o adolescentes masculinos (Finklehor, 1986).

— Que la versión cultural dominante en ese sistema familiar sea el deseo de que las mujeres y las niñas tengan un papel contrario a su individualidad y se les permita solamente el papel de hijas, madres o esposas. Se espera de ellas que se ocupen y cuiden de los demás y que no reciban el mismo trato a cambio, de

ahí la aparición del papel de víctima más frecuente en mujeres (Celinas, 1986).

— Las creencias sobre la lealtad familiar que dan prioridad al mantenimiento de la integridad de la familia a expensas de cada uno de los miembros como individuo (nuevo riesgo de victimización). Creencias y reglas familiares a veces muy fuertes en varias generaciones (papel de los abuelos). Estos niños miden su autoestima de la autonegación y de la idea de que son personas para los demás y no personas para sí mismos (Alexander, 1985; Barrett, Sykes y Byrnes, 1986).

— Las creencias negativas sobre uno mismo y las creencias tradicionales sobre el papel masculino crean la imposibilidad de ser conscientes de sus propias fuerzas y por lo tanto más condiciones de vulnerabilidad para que ocurra el abuso. El estereotipo tradicional masculino permite la expresión de la ira mientras que limita la expresión de emociones como la tristeza, el pesar o el miedo. El hecho de reprimir la expresión emocional interfiere en la propia capacidad de comprender la perspectiva del otro y experimentar empatia. Así, el violador puede no comprender las devastadoras consecuencias que pueden tener sobre sus hijos el abuso sexual y caer en él. Con más razón si ese violador sufrió abusos sexuales, físicos o emocionales, en su infancia, puede crear una imagen negativa de sí mismo y un escaso desarrollo de las aptitudes sociales, de ahí también que podamos hablar en el violador de una discrepancia entre la visión idealizada de los hombres fuertes y competentes y su propia imagen, que él ve insegura e insuficiente (Gondalf, 1985; Jenkins, 1987).

— Los modelos de interacción entre los miembros, en los que se desaprueban las preferencias individuales y las diferencias de opinión, una relación complementaria en la que cada uno considera inapropiadas o dañinas las conductas individuales, con lo que la propia conducta sexual abusiva se desarrolla y mantiene mediante un proceso de negación de:

• La existencia de abuso.
 • El conocimiento de determinados hechos.
 • La responsabilidad del abuso.
 • El impacto que tuvo el abuso en la víctima (Barrett, 1986).

Otro de los factores que hay que tener en cuenta es el papel del «secreto». En una familia en la que sucede un abuso intrafamiliar existen numerosas tramas y mecanismos para esconder

a los ojos de los demás lo que está sucediendo; a veces se trata de un secreto exclusivo entre la víctima y el ultrajador, donde los demás parecen vivir al margen; en otros casos, existen sospechas de que sucedan como un pacto secreto de silencio que favorezca al ultrajador en detrimento de la víctima, o en no pocas ocasiones, sobre todo si hay varias víctimas, el fenómeno llamado el common knowledge, donde todo el mundo sabe, pero nadie sabe que todo el mundo sabe, y así el secreto es preservado (Neuburger, 1988).

Podríamos insistir sobre la experiencia de la agresión sexual, que desencadena en la víctima, habitualmente menor de edad, unos fuertes sentimientos confusos que influyen poderosamente en la percepción de sí misma y del mundo que la rodea. Puede considerarse mala y sucia y creer que debe avergonzarse por haber sido víctima de abuso sexual. Este sentimiento suele ser alentado por el agresor, que apela a cualquier cosa con tal de que tal acto permanezca secreto y lleva a la víctima a una gran confusión sobre la situación. La niña va a desarrollar sus propios medios de afrontar la vida, con el secreto y la reserva. Se avergüenza cuando le va mal y esto aumenta sus sentimientos y la opinión negativa de sí misma.

Su secretismo y vergüenza le hacen comportarse de forma extraña, a veces agresiva o caprichosa, que fácilmente es definida por los demás como rara o «perturbadora», de modo que el «no soy buena» propio de la víctima es refrendado por el contexto familiar, que provoca un efecto negativo sobre su autoimagen y en su experiencia de las relaciones.

En el caso favorable de que la víctima realice la revelación del abuso a alguien en quien confía y surta efecto, es decir, que se la crea o se la apoye, la posibilidad de interrupción de estas interacciones permitirá desafiar el secreto y la vergüenza, y quebrar la reserva familiar.

Si el abuso jamás se descubre o si las personas en quien ella confía no la creen, el secreto y la vergüenza seguirán influyendo en ella. Las experiencias de similares interacciones en otras significativas relaciones de la víctima ya adulta pueden alentar de manera adicional la supervivencia de las respuestas y las creencias habituales. Por ejemplo, se sentirá avergonzada o «estropeada» y más si aparecen problemas sexuales con su pareja.

La niña puede vivir la agresión con la impotencia de no controlar los acontecimientos; esta «falta de control» exacerbada por los sucesos posteriores al abuso, por ejemplo, no ser creída,

puede desencadenar una grave incompetencia en la vida adulta con respecto a una gran variedad de situaciones.

Es frecuente que el violador promueva activamente el secreto y lo fortalezca con la niña a fin de separarla de los miembros de la familia. Siendo niña no puede verificar su propia realidad a causa de la norma del secreto, contribuyendo a reforzarlo con el aislamiento y una mayor confusión. Ella recibe sólo la versión de los hechos de parte del violador, con un claro doble mensaje con el fin de seguir protegiendo su secreto. Otras maniobras utilizadas son las de avergonzar a la víctima, que permiten un entrenamiento de dar prioridad a las necesidades de los otros, antes que a las propias, y crear un modelo habitual de estilo relacional con los demás (MacFarlane y Waterman, 1986).

Las teorías sistémicas entienden que el desarrollo y la consolidación de los problemas se realizan por la restricción de la comunicación o la información que se hace en un sentido y no en otros, imposibilitando la posibilidad de la evolución de una manera diferente (Bateson, 1972). El terapeuta que trabaja desde esta perspectiva concibe la situación de la persona que sufre estos problemas como una consecuencia de la acción de las opiniones y las versiones que esa persona tiene de sí misma y del mundo, de modo que el paciente no puede tener acceso a una solución alternativa y tampoco es consciente de esa restricción de información, por lo tanto se encuentra continuamente en una repetición de los mismos modelos de interacción y de percepción que le impiden utilizar la información que le sería necesaria para resolver los problemas que afronta. Sería como una persona «ciega» a cualquier otra información que pudiera ayudarle a responder de manera diferente a las relaciones pasadas y presentes; esta desinformación y restricción de la información es la base de las interacciones de la víctima y del perpetrador durante la elaboración del secreto.

Se considera que los problemas conforman una imagen o una idea con lo pasado y con el futuro, autoimputando que «yo soy el problema», pues su realidad y su forma de enfocar las relaciones confirman continuamente o refuerzan la versión sobre sí misma, impidiendo la aparición de otra imagen diferente. La imagen dominante es la que da forma a la significación que las personas atribuyen a sus experiencias.
 7.5. OBJETIVOS DE LA INTERVENCIÓN SISTÉMICA
 La intervención del terapeuta debe obrar como un «rito de paso» que ayuda a los miembros de la familia a: • Apartarse de las imágenes dominantes inhabilitadoras.
 • Oponerse a las restricciones que crearon las condiciones para que ocurrieran el abuso y la conformación y mantenimiento del secreto.
 • Utilizar las propias fuerzas de la víctima y de la familia a fin de elaborar una imagen alternativa más capacitadora y salir del problema.

Esto nos dirige a la idea fundamental de la terapia. Ser terapeuta, dice Neuburger (2000), «es no creer en el destino»; dicho de otro modo, el terapeuta debe ser aquel que proporcione «novedades de diferencia que hagan una diferencia». Una nueva lectura que aporte novedades acerca de diferentes visiones y la elaboración de nuevas respuestas que permitan que los pacientes vean nuevas soluciones. La nueva descripción surge de la tarea conjunta del paciente y el terapeuta que participa activamente en el proceso, con frecuencia mediante preguntas cuya respuesta le permiten elaborar las nuevas descripciones.

El objetivo de la terapia es invitar a los clientes-pacientes a descubrir aspectos de sí mismos que la experiencia restrictiva y dominante han impedido, para así crear una imagen alternativa. Por ejemplo, a una persona que nos expresa vergüenza y miedo le preguntaríamos por la influencia que eso ha tenido en su vida y cómo ha repercutido en sus relaciones con los demás. Igualmente le preguntaríamos por las situaciones que no le provocan vergüenza y miedo, y cómo hace para no sentirlos. De esta manera, nuestras preguntas le abren posibilidades a la esperanza y confianza en esas posibilidades.

El terapeuta tiene que tener en cuenta el contexto que está en relación con el motivo de consulta, en este caso los abusos sexuales, y, por lo tanto, ser consciente de que se va a encontrar con una víctima que tiene una determinada manera de pensar, determinados sentimientos que confirman un presente, pero que se ha producido durante su vida anterior, que tiene una visión

restrictiva sobre sí misma, una información sesgada que le hace una y otra vez caer en las mismas situaciones sin salida, una persona a la que le falta confianza en sí misma e imaginación para improvisar soluciones. Y el contexto familiar es copartícipe de esas visiones.

De la misma manera la familia, más aún, el tipo de familia que nos ocupa, está cerrada en sus propias visiones, visiones que también le llevan a la dificultad de encontrar soluciones por sí misma. Sólo una buena interacción entre terapeuta y familia podrá traer una visión de la realidad personal y del mapa del mundo diferente. Y esto, ¿cómo se logra?
 7.6. ALTERNATIVAS TERAPÉUTICAS La técnica personal que cada terapeuta utilice va a promover una nueva lectura. Tanto las teorías basadas en las soluciones como las más estructurales, ecológicas, constructivistas o míticas van a hacer hincapié, cada una a su estilo, sobre determinados aspectos fundamentales como una reestructuración o redefinición que induzca al grupo a la creatividad y que evite comportamientos redundantes dañinos que hagan posible una evolución o un cambio de sus visiones particulares.

Ciertos terapeutas sistémicos enfocan más sus terapias en la búsqueda de soluciones, partiendo del principio de que el abuso no provoca un daño o una perturbación, sino que la experiencia del abuso afecta a la autoimagen del paciente, de manera tal que oculta aquellos acontecimientos y experiencias que pueden constituir la base del sentirse competente. Partiendo de esta idea surge un enfoque que apunta a construir sobre las fuerzas y recursos de las personas, mejor que a corregir o rectificar el daño o las deficiencias.

Se debe brindar un marco terapéutico en el cual, mediante entrevistas individuales o familiares o incluso grupales (pueden hacerse grupos psicoeducativos para adultos agresores y no agresores), se pueda identificar el tipo de ideas o de interacciones contextúales que contribuyeron al desarrollo y a la permanencia del abuso sexual, o la existencia de círculos viciosos donde se vieron envueltos mucho antes de que ocurriera el abuso sexual, cobrando así conciencia de su participación en el problema y la posibilidad de otros sistemas de lectura alternativos al suyo.

Un ejemplo interesante nos aporta Michael White (1988/89) cuando, hablando de versiones dominantes que crean una «lente perceptiva», influyendo en la significación que las personas atribuyen a los acontecimientos posteriores de su vida, desarrolla una interesante técnica de intervención del problema que llama «externalización» y que se define como la puesta en evidencia de aquellas creencias e interacciones restrictivas que contribuyeron a establecer las condiciones para que se diera el abuso. Este enfoque va más a la búsqueda de soluciones, empuja al paciente a elaborar una imagen de soluciones futuras; la solución y la idea de alcanzarla reemplazan al problema. Es un enfoque hacia el futuro, más que hacia el pasado. Se habla más de los efectos del abuso que del abuso en sí; las soluciones pueden empezar por pequeños cambios sobre los cuales pueden construirse cambios mayores. Se trataría de una forma más optimista que, concentrándose en las excepciones positivas de los pacientes, permite a éste enfocar el futuro con esperanza. Citamos como ejemplo la Técnica de De Shazer (1988) con preguntas más del tipo: ¿cómo sabrás que ya no necesitas venir a la consulta?, o, si tenemos éxito, ¿en qué aspectos de tu conducta podrás ver la diferencia?, etc. Con el empleo de las excepciones se permitirá al paciente elaborar una nueva caracterización competente de sí mismo. La utilización de rituales facilita una relación terapéutica muy abierta, participativa y comprometida en la búsqueda de soluciones.

En la terapia  orientada hacia el problema se estudia más el pasado, las creencias, los valores; en una palabra, los antecedentes que han podido originar el problema. El problema es una lente a través de la cual el paciente se mira a sí mismo y mira al mundo. La pregunta ¿qué mantiene vivo el problema en la vida de este grupo y qué le impide resolverlo? le obliga a enfocar el contexto dentro de sus relaciones más amplias, familia ampliada, y a la formulación de hipótesis sobre cómo se conduce la dinámica de esas familias.

En esta perspectiva se tiene muy en cuenta el pensamiento propio del terapeuta por el efecto que éste tiene en las interacciones que mantiene con sus pacientes, de modo que el terapeuta incorpora inevitablemente su propio análisis social, político y cultural al modelo terapéutico de trabajo que analiza.

Cuando abandonamos la visión sobre los individuos y estudiamos al grupo, vamos a poder aprender cómo evoluciona éste desde su origen, y observaremos cambios que han sido o no adaptativos. Posiblemente veremos el grupo inmovilizado en el

tiempo donde la violencia podría verse como una forma de evitar un desequilibrio; el terapeuta sensible a esta visión podría hacer un tratamiento intentando poner al sistema en crisis de manera que evolucione de forma más satisfactoria. Mará Selvini, Stefano Cirilo y colaboradores (1988) nos brindan numerosos ejemplos de intervención en este sentido.

Podríamos percibir la familia como un modelo de  pertenencia, como diría Neuburger (1988). Como un grupo de gente que cree pertenecer a una familia concreta, y hablaríamos de esa célula con sus fronteras y límites con el exterior, con sus lazos de lealtad-obligaciones, con sus mitos de pertenencia y su sentido de la identidad, y podríamos trabajar sobre su crisis mítica, su aislamiento o las crisis de creencias del grupo y sobre su capacidad creativa. El terapeuta sensible a este nivel de lectura intentará acercarse al grupo buscando renarcisizar a sus componentes, reforzando sus valores, dándoles la posibilidad de creer en ellos y, mediante la utilización de técnicas de escultura, juegos, metáforas, darles la posibilidad de recuperar sus papeles educativos, conyugales, de apoyo, de respeto, etc., de imaginación de futuro y búsqueda de un ideal relacional en el interior y en el exterior.

En una visión constructivista el terapeuta debe tener claro que cualquier modelo utilizado puede dar sus frutos, siempre que su modelo (léase visión de la realidad) sea diferente al utilizado por la familia.

El terapeuta no está interesado en cambiar al grupo imponiéndole su propio modelo, no va a reemplazar la mala lectura que hace la familia de sí misma por la buena lectura que hace el interviniente. La finalidad de toda terapia no es cambiarla, sino hacerlos menos ciegos y más creativos.

De todas estas ideas aportadas por el terapeuta se va a hacer partícipes a todos los demás elementos que puedan estar implicados en el tema del abuso y en el caso concreto que nos ocupa; me estoy refiriendo a las autoridades de control social, «jueces y trabajadores sociales», con quienes vamos a hacer importantes trabajos de colaboración. Es muy frecuente que tras las primeras entrevistas con todas estas personas se hayan ido creando y definiendo posiciones que puedan facilitar u obstaculizar una colaboración con una determinada familia. En el peor de los casos podemos tropezamos con una familia hostil, que utiliza mecanismos de negación, lo cual puede ser intensificado cuando ésta se siente desacreditada o criticada en sus creencias.

Las informaciones transparentes entre todo este grupo de participantes facilitarán una actitud colaboradora que va a hacer más fácil el cambio que muchas veces para estas familias podría ser visto como una amenaza.
 7.7. CONCLUSIÓN La conceptualización tradicional describe a las familias que experimentan el incesto como uno de los casos más resistentes al cambio. La conceptualización cibernética considera que los miembros de la familia están «reprimidos» por las versiones «opresivas dominantes» que impiden que se produzca el cambio necesario para que el ciclo vital de estas personas continúe evolucionando, y los factores que dificultan el cambio son:

• Las creencias que interfieren en el desarrollo de la personalidad.
 • Los círculos viciosos que mantienen la negación y la desinformación de las experiencias vividas promueven el aislamiento y fomentan una identidad compartida a expensas del empobrecimiento del crecimiento individual.
 • Se han elaborado métodos terapéuticos destinados a capacitar a los miembros de las familias a otras lecturas menos restrictivas y a elaborar nuevas versiones sobre sus vidas y relaciones donde no existan ni el abuso ni la victimización.
 • Las técnicas sobre la búsqueda de soluciones o la comprensión ecológica del problema y la utilización de rituales, metáforas, narraciones, parecen adecuadas a este tipo de familias.
 • Los terrenos de aplicación son variados: terapia del ejecutor del abuso, terapia de la víctima, de la pareja, de los hermanos, de madre-hija... tanto en sesiones individuales como de grupos familiares restringidos o ampliados... Estrecha colaboración con los agentes sociales: jueces de menores, trabajadores sociales.
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 CAPÍTULO VIII 
Protección jurídica de los menores. Con especial referencia a las agresiones y abusos sexuales
 JESÚS PRIMITIVO RODRÍGUEZ 

Universidad Carlos I de Madrid 
 8.1. INTRODUCCIÓN Para comprender la trascendencia que nuestra sociedad otorga a la protección de menores, debemos atender a la Constitución, que, aunque de manera discontinua y asistemática, se refiere a ellos. Es triste decir que ésta no ha sido la tónica general, pues los menores, en la historia, no siempre han sido objeto de protección especial por el Derecho, sino más bien al contrario. Pero una de las notas que distinguen a nuestro actual sistema democrático es, precisamente, la ruptura con ciertos valores sociales tradicionales que consideramos discriminatorios o, incluso, repugnantes. La desconsideración de los menores, su explotación, su relegación al último escalón de la consideración social son hoy rotundamente rechazadas por el actual Derecho. Para los menores reservamos educación, paz, derechos y, por qué no decirlo, amor (lo que en unos casos quiere decir familia y en otros no). Quiero remarcar que las reflexiones que voy a señalar a continuación son reflejo de una sociedad moderna, avanzada, civilizada, occidental, en definitiva.

Rechazo rotundamente las corrientes que por mor de un mal entendido «multiculturalismo» consideran que debemos respetar usos y costumbres tradicionales de ciertas culturas y que, en el fondo, lo que pretenden es que comulguemos con ruedas de molino de la explotación. Estoy refiriéndome a bárbaras costumbres tales como la ablación del clítoris a menores1 (en número considerable en África y que ha llegado a practicarse en Francia, si bien con la persecución judicial que corresponde a una sociedad ilustrada y occidental como la francesa), los matrimonios forzados por intereses familiares o simplemente económicos, la venta de menores para trabajos domésticos o de servicios, prostitución, minas, textil (especialmente eri Asia), etc. Y que conste que aquí me estoy refiriendo sólo a las agresiones a menores «consentidas», es decir, permitidas por usos y tradiciones bárbaras, aunque aceptadas en sociedades concretas, porque la lista de aberraciones sobre los menores se incrementa y multiplica al son de guerras o persecuciones, cualquiera que sea el motivo, ya étnico, racial, nacional o social. Es horrible recordar a los niños que son sencillamente asesinados por los hutus, tusis, etcétera, en África, o los «niños de la calle» en Brasil. La incultura y la miseria también hacen de las suyas y así las epidemias (que, lejos de remitir, aumentan), enfermedades (sida, especialmente), la desnutrición o la ausencia de escolarización se ceban más intensamente entre los menores que entre los adultos.

Quiero insistir especialmente en el asunto de un mal entendido «multiculturalismo», pues lo considero, por el aspecto volitivo, querido, justificado socialmente, el más peligroso. Tal vez en este ámbito docente no se me comprenda muy bien, pero si estuviera hablando en Marruecos, en Zaire, en Thailandia, en Brasil o en China ciertos grupos sociales establecidos no aceptarían estos argumentos o los criticarían. Rechazo que con la excusa de unos supuestos derechos culturales debamos permitir que se esté discriminando o explotando a los menores. Y cuando digo a los menores también me estoy refiriendo a las mujeres, a los parias, a los extranjeros o a cualquier otro colectivo al que «tradicionalmente» se le haya discriminado. No conviene olvidar, y sobre ello volveré más tarde, que los «derechos de los niños», como los de cualquier otro colectivo humano, no son más que especificaciones de un concepto más general que es el de «derechos fundamentales».

Como decía, en nuestra sociedad europea y occidental, tenemos unos valores compartidos que sitúan a los menores en el primer escalón de las preocupaciones sociales. Pocos valores, o más bien ninguno, situamos por encima de la protección a los menores y a la infancia (principio de superior interés del menor). Valga como ejemplo la libertad de expresión y derecho a la información, derechos fundamentales que contribuyen decisivamente a la transparencia democrática, a la formación de una opinión pública libre y a la creación de una conciencia colectiva democrática, en fin, derechos de los que no creo que haga falta que pondere su importancia. Y los traigo a colación porque respecto de ellos, expresamente, el artículo 20.4 de la Constitución establece que se verán limitados para todos los ciudadanos en orden a una adecuada protección de la juventud y de la infancia. En este nivel de máxima protección es en el que creo que debemos situarnos.

1 Se practica en más de 28 países africanos, según UNICEF.
Los derechos de los menores se encuentran protegidos tanto a nivel internacional como nacional.
 En el primer nivel se encuentran diversos documentos que tratan o bien de cubrir las más diversas facetas en las que los menores se encuentran desguarnecidos, o simplemente fomentar la necesidad de su educación2, tratando de orientar a las legislaciones de los Estados o, lo que es lo mismo, a las diversas conciencias nacionales, o también son documentos normativos de aplicación directa en el Derecho interno de los Estados3. A ellos haré referencia, brevemente, en primer lugar.
 El sistema de protección nacional desciende desde la Constitución a los siguientes escalones, destacando, como no podía ser de otra manera, el legal, donde prácticamente no hay norma que no se refiera a los menores: Ley penal de menores, Código Penal, Código Civil, Ley de consumidores, Ley de Adopción, Leyes de educación, Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, y un sinfín de normas que consagran sistemas específicos legales que se adaptan a las peculiaridades con las que consideramos que deben ser tratados los menores. Este sistema constitucional y legal ha auspiciado el que España promueva o se adhiera a un número considerable de Convenios Internacionales que protegen los derechos de los menores, entre los que.destaca la Convención de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989.

2 Como, por ejemplo, la Declaración sobre el fomento entre la juventud de los ideales de paz, respeto mutuo y comprensión entre los pueblos (R. 2037 [XX] de 7 de diciembre de 1965).

3 Como, por ejemplo, la Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para contraer matrimonio y el registro de matrimonio, de 7 de noviembre de 1964.



 
 8.2. PROTECCIÓN JURÍDICA EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL En el ámbito internacional, si bien encontramos precedentes anteriores a la creación de Naciones Unidas, promovidos por la antigua Sociedad de Naciones4, debemos remitirnos a la obra de la organización creada en 1945 y, muy especialmente, del Fondo de Naciones Unidas para la Infancia UNICEF (1949) y de la Comisión de Derechos Humanos. Fruto de la labor de estos organismos, auspiciados por el Consejo Económico y Social, se adoptaron multitud de Declaraciones y Convenios Internacionales, dado que partimos prácticamente de cero. Especialmente destaca la Declaración de la Asamblea General de Naciones Unidas, en 1959, denominada DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS DEL NIÑO5. En mi opinión, supuso un importante paso adelante, pues fue el comienzo de la creación de una concienciación supranacional de protección a los menores. Entre los contras, comprensibles por ser realmente el primer documento internacional monográfico sobre el tema, la futilidad de algunos debates6, los escasos derechos reconocidos, así como que no se recogiera en forma de Convención, ofertándose como tal a los Estados, con la consiguiente ausencia de mecanismos jurídicos de protección, y todo ello evidenció su propia volatilidad.

Desde 1959 Naciones Unidas ha promovido multitud de Declaraciones y Convenios tendentes a la protección de menores y que traen causa directa de esta Declaración Universal. Tan sólo de manera enunciativa voy a citar la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado, de 14 de diciembre de 1974; la Declaración sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienestar de los niños, de 3 de diciembre de 1986; las Reglas de Beijing; la Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, de 14 de diciembre de 1960; la Declaración Universal sobre la erradicación del hambre y la malnutrición, de 16 de noviembre de 1974, entre otras. A la larga lista de documentos específicos sobre menores debemos sumar otros documentos tales como los Pactos Internacionales Sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Sobre Derechos Civiles y Políticos de 1966 y sus desarrollos, que tratan a los menores en el marco de una teoría general sobre protección de derechos humanos.

4
 Que auspició la Unión Internacional de Socorros a los Niños y la Unión Internacional de Protección de la Infancia, después disueltos en beneficio de UNICEF.

5
 Según la Prof.a Álvarez Vélez, no es más que la plasmación de los principios generales de los derechos humanos, aplicándolos a los niños, pues fracasó el intento de que fuera una Convención que recogiera las obligaciones pertinentes a los distintos Estados. Véase La protección de los derechos del niño, Madrid, Universidad Pontificia de Comillas, 1994, pág. 37.

6 Entre los más importantes destaca el de la definición de «niño» o extender su «protección» a los concebidos y no nacidos.


Con el fin de superar los defectos de la Declaración de 1959, que se limitaba a proclamar unos elementales principios que se interpretarán por los Estados libremente, sin ningún mecanismo de supervisión en orden a una adecuada aplicación de los mismos, en 1979 la Comisión de Derechos Humanos inició la elaboración de una CONVENCIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO, que vio la luz diez años después, en 1989, y que entró en vigor a finales de 1990. Este Convenio, en su Parte 11.a, artículos 42 y sigs., establece un Comité de los Derechos del Niño que desempeña las funciones establecidas en el Convenio en orden a la supervisión del cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados.

El Comité se integra por «diez expertos de gran integridad moral y reconocida competencia en las esferas reguladas por la Convención». Es verdad que al no crearse ningún tipo de salvaguardia jurisdiccional los medios de garantía son débiles y a expensas de la discrecionalidad estatal, pero también es verdad que según el artículo 44 «Los Estados partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los derechos reconocidos en la Convención y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de los mismos». Este artículo permite, tanto al Secretario General de la ONU como al resto de los Estados y, muy especialmente, al Comité, intervenir y denunciar las situaciones contra
rias al Convenio y realizadas o permitidas por otros Estados Parte.
 La lista de derechos es muy amplia; nosotros debemos destacar los siguientes artículos:

Artículo 19.1. «Los Estados Partes adoptarán las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de violencia, perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un tutor o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo».

Artículo 32.1. «Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social».

Artículo 34. «Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir:

a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal.

b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales.

c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos».
 Artículo 35. «Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma».
 Artículo 37. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea sometido a torturas ni a tratos ni penas crueles, que no se les imponga la pena capital...
 Artículo 39. «Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de abandono, explotación o abuso, tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes; o conflictos armados. Esta recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño».
 Aunque no es objeto de este trabajo, el artículo 40 es especialmente importante, pues hace referencia a los derechos del

niño considerado acusado o declarado culpable de infringir las leyes penales. La legislación española, recientemente reformada, como sabemos, ha superado las previsiones convencionales y contrasta con la de otros países que llegan a aplicar la pena de muerte a menores.

Por su parte la Unión Europea, especialmente el Parlamento Europeo, ha realizado un considerable esfuerzo de concienciación en la necesidad de protección de menores, destacando la Resolución A 3-0172/92, que aprobó la Carta Europea de los Derechos del Niño.
 8.3. PROTECCIÓN JURÍDICA EN EL ÁMBITO NACIONAL Es evidente que todos los derechos que la Constitución establece con carácter general a la persona humana —y, por lo tanto, las garantías que a ellos reserva— se aplican y rigen respecto de los menores. Sólo en aquellos casos en que de manera específica el Texto Constitucional exija la mayoría de edad u otro requisito análogo estarán excluidos. Dicho esto, debemos destacar que la Constitución ha establecido unas previsiones específicas para los menores, lo que supone, en esos casos, mayores cotas de protección.

Las normas de Derecho Internacional anteriormente apuntadas rigen plenamente en España en virtud del artículo 10.2 de la Constitución, pues, como sabemos, establece que «las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España»7. A lo que debemos sumar el artículo 39.4, que, al señalar que «los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos», insiste en la importancia de estos documentos internacionales y su plena vigencia en España. Esto es especialmente importante, pues no encontramos otras normas constitucionales referidas específica
7
 España firmó y ratificó la Convención de Derechos del Niño en 1990, publicándose en el BOE el Instrumento correspondiente el 31 de diciembre de 1990, entrando en vigor al mes siguiente.

mente a la protección a los menores. Debemos, pues, insistir en que respecto de los menores rigen plenamente todos los derechos y sus correspondientes medios de garantía que les puedan ser aplicables como ciudadanos que son. Respecto a lo que a nosotros nos interesa, los artículos 24, 25 y 53.2 de la Constitución.
 Las previsiones específicas que la Constitución consagra a los menores son las siguientes: 1.° El ya referido artículo 20, apartado 4.°, que establece la protección de la juventud y de la infancia, como límite específico a los artículos allí regulados, a saber, libertad de expresión, libertad de producción y creación literaria, artística, científica y técnica, libertad de cátedra, y derecho a recibir y difundir información veraz.

2.° El derecho a la educación del artículo 27, específicamente el apartado 4.°, que establece que la enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

3.° En el artículo 39 encontramos la protección jurídica de la familia, precisamente porque en su seno se educan y crían los menores, donde igualmente se consagra la igualdad jurídica de todos los hijos, rompiendo la anterior distinción entre hijos habidos dentro y fuera del matrimonio. Esto supone no sólo la igualdad de cara a la herencia, sino lo que es tan importante, frente a la educación, al apellido, y el innovador derecho a la investigación de la paternidad y reivindicar la paternidad negada, incluyendo el auxilio judicial correspondiente.

Pero la verdadera prueba de fuego sobre el nivel de protección a los menores no está en saber cómo castigamos a los adultos que abusan de ellos, sino más bien en saber cómo tratamos a los menores cuando a ellos les consideramos culpables de violar el orden penal establecido.
 8.4. LEYES ESPAÑOLAS DE PROTECCIÓN DE MENORES La Constitución, que ya de por sí supuso un cambio radical en la escala de valores superiores del Ordenamiento Jurídico, pronto se vio desarrollada en materia de protección de menores, destacando, a nuestros efectos, entre otras, la 'importante Ley 11/1981, de 13 de mayo, de modificación de la Filiación, Patria Potestad y Régimen Económico del Matrimonio, qiue explícito

lo que ya regía en España desde la Constitución de 1978 y, en consecuencia, suprimió la distinción entre filiación legítima e ilegítima, equiparó al padre y a la madre a efectos del ejercicio de la patria potestad e introdujo la investigación de la paternidad, las Leyes 13/1983, de 24 de octubre, sobre la tutela; la Ley 21/1987, de 11 de noviembre, por la que se modifican determinados artículos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de adopción8; etc.

Sin perjuicio de marcar la evolución cronológica de las distintas modificaciones, sí quiero resaltar que la línea de inflexión se manifiesta en la aprobación por las Cortes Generales de la LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, que modificó cuantas normas se le opusieran y especialmente el Código Civil y la LEC (plenamente adaptada en su versión 1/2000), y que ha sido objeto de normas de desarrollo posteriores9.

A su vez, ciertas Comunidades Autónomas en ejercicio de sus competencias, y conforme con sus Estatutos de Autonomía, han dictado sus propias Leyes Autonómicas: Andalucía, Asturias, Baleares, Cantabria, Cataluña, Extremadura, Galicia, La Rioja, fundamentalmente. Debo hacer notar que aquellos preceptos considerados orgánicos por la LO 1/1996 deben ser acatados por la normativa autonómica.

8 A raíz de la misma, el anticuado concepto de abandono fue sustituido por la institución del desamparo, cambio que ha dado lugar a una considerable agilización de los procedimientos de protección del menor al permitir la asunción automática, por parte de la entidad pública competente, de la tutela de aquél en los supuestos de desprotección grave del mismo. Asimismo, introdujo la consideración de la adopción como un elemento de plena integración familiar, la configuración del acogimiento familiar como una nueva institución de protección del menor, la generalización del interés superior del menor como principio inspirador de todas las actuaciones relacionadas con aquél, tanto administrativas como judiciales, y el incremento de las facultades del Ministerio Fiscal en relación con los menores, así como de sus correlativas obligaciones.

9 En este sentido, la Ley regula aspectos relativos a la legislación civil y procesal y a la Administración de Justicia, para los que goza de habilitación constitucional específica en los apartados 5, 6 y 8 del artículo 149.1. No obstante, se dejan a salvo, en una disposición final específica, las competencias de las Comunidades Autónomas que dispongan de Derecho Civil, Foral o especial propio, para las que la Ley se declara subsidiaria respecto de las disposiciones específicas vigentes en aquéllas. Asimismo, cuando se hace referencia a competencias de carácter administrativo, se especifica que las mismas corresponden a las Comunidades Autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla, de conformidad con el reparto constitucional de competencias y las asumidas por aquéllas en sus respectivos Estatutos.



8.5. PRINCIPALES LÍNEAS NORMATIVAS DE LA LO 1/1996 Se entiende por menor, a efectos de la aplicación de la Ley, aquellos que no hayan cumplido la edad de dieciocho años y que se encuentren en territorio español, salvo que en virtud de la ley que les sea aplicable hayan alcanzado anteriormente la mayoría de edad.
 Tal y como establece su EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 1.° Esta Ley reformula la estructura del derecho a la protección de la infancia vigente en España y en la mayoría de los países desarrollados desde finales del siglo xx, y consiste fundamentalmente en el reconocimiento pleno de la titularidad de derechos en los menores de edad y de una capacidad progresiva para ejercerlos.

El desarrollo legislativo postconstitucional refleja esta tendencia, introduciendo la condición de sujeto de derechos a las personas menores de edad. Así, el concepto «ser escuchado si tuviere suficiente juicio» se ha ido trasladando a todo el ordenamiento jurídico en todas aquellas cuestiones que le afectan. Este concepto introduce la dimensión del desarrollo evolutivo en el ejercicio^ directo de sus derechos.

2.° Esta es la concepción del sujeto sobre la que descansa la presente Ley: las necesidades de los menores como eje de sus derechos y de su protección.

3.° Así, con el fin de reforzar los mecanismos de garantía previstos en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen, se prohibe la difusión de datos o imágenes referidos a menores de edad en los medios de comunicación cuando sea contrario a su interés, incluso cuando conste el consentimiento del menor. Con ello se pretende proteger al menor, que puede ser objeto de manipulación incluso por sus propios representantes legales o grupos en que se mueve. Completa esta modificación la legitimación activa al Ministerio Fiscal.

4.° El derecho a la participación de los menores también se ha recogido expresamente en el articulado, con referencia al derecho a formar parte de asociaciones y a promover asociaciones infantiles y juveniles, con ciertos requisitos, que se completa con el derecho a participar en reuniones públicas y manifesta
cienes pacíficas, estableciéndose el requisito de la autorización de los padres, tutores o guardadores. 5.° La Ley regula los principios generales de actuación frente a situaciones de desprotección social, incluyendo la obligación de la entidad pública de investigar los hechos que conozca para corregir la situación mediante la intervención de los Servicios Sociales o, en su caso, asumiendo la tutela del menor por ministerio de la ley.

De igual modo, se establece la obligación de toda persona que detecte una situación de riesgo o posible desamparo de un menor, de prestarle auxilio inmediato y de comunicar el hecho a la autoridad o sus agentes más próximos. Con carácter específico se prevé, asimismo, el deber de los ciudadanos de comunicar a las autoridades públicas competentes la ausencia del menor, de forma habitual o sin justificación, del centro escolar.

De innovadora se puede calificar la distinción, dentro de las situaciones de desprotección social del menor, entre situaciones de riesgo y de desamparo que dan lugar a un grado distinto de intervención de la entidad pública. Mientras en las situaciones de riesgo, caracterizadas por la existencia de un perjuicio para el menor que no alcanza la gravedad suficiente para justificar su separación del núcleo familiar, la citada intervención se limita a intentar eliminar, dentro de la institución familiar, los factores de riesgo, en las situaciones de desamparo, donde la gravedad de los hechos aconseja la extracción del menor de la familia, aquélla se concreta en la asunción por la entidad pública de la tutela del menor y la consiguiente suspensión de la patria potestad o tutela ordinaria.

6.° Se establece como principio general el de que toda actuación habrá de tener fundamentalmente en cuenta el interés del menor y no interferir en su vida escolar, social o laboral; se determina que las resoluciones que aprecien la existencia de la situación de desamparo deberán notificarse a los padres, tutores y guardadores en un plazo de cuarenta y ocho horas, informándoles, asimismo, y, a ser posible, de forma presencial y de modo claro y comprensible, de las causas que dieron lugar a la intervención de la Administración y de los posibles efectos de la decisión adoptada.

7.° Respecto a las medidas que los Jueces pueden adoptar para evitar situaciones perjudiciales para los hijos, que contempla actualmente el Código Civil en el artículo 158, se amplían a todos los menores, y a situaciones que exceden del ámbito de las

relaciones paterno-filiales, haciéndose extensivas a las derivadas de la tutela y de la guarda, y se establece la posibilidad de que el Juez las adopte con carácter cautelar al inicio o en el curso de cualquier proceso civil o penal.

En definitiva, se trata de consagrar un principio de agilidad e inmediatez en todos los procedimientos tanto administrativos como judiciales que afectan a menores para evitar perjuicios innecesarios que puedan derivar de la rigidez de aquéllos.

8.° Mención especial merece  e\ acogimiento familiar, figura que introdujo la Ley 21/1987. Este puede constituirse por la entidad pública competente cuando concurre el consentimiento de los padres. En otro caso, debe dirigirse al Juez para que sea éste quien constituya el acogimiento. La aplicación de este precepto ha obligado, hasta ahora, a las entidades públicas a internar a los menores en algún centro, incluso en aquellos casos en los que la familia extensa ha manifestado su intención de acoger al menor, por no contar con la voluntad de los padres con el consiguiente perjuicio psicológico y emocional que ello lleva consigo para los niños, que se ven privados innecesariamente de la permanencia en un ambiente familiar.

Para remediar esta situación, la presente Ley recoge la posibilidad de que la entidad pública pueda acordaren interés del menor un acogimiento provisional en familia. Este podrá ser acordado por la entidad pública cuando los padres no consientan o se opongan al acogimiento, y 'subsistirá mientras se tramita el necesario expediente, en tanto no se produzca resolución judicial. De esta manera, se facilita la constitución del acogimiento de aquellos niños sobre los que sus padres han mostrado el máximo desinterés.

Hasta ahora, la legislación concebía el acogimiento como una situación temporal y, por tanto, la regulación del mismo no hacía distinciones respecto a las distintas circunstancias en que podía encontrarse el menor, dando siempre a la familia acogedora una autonomía limitada en cuanto al cuidado del menor.

Atendiendo a la finalidad del mismo, se recogen tres tipos de acogimiento. Junto al acogimiento simple, cuando se dan las condiciones de temporalidad, en las que es relativamente previsible el retorno del menor a su familia, se introduce la posibilidad de constituirlo con carácter permanente, en aquellos casos en los que la edad u otras circunstancias del menor o su familia aconsejan dotarlo de una mayor estabilidad, ampliando la autonomía de la familia acogedora respecto a las funciones derivadas del cuidado del menor, mediante la atribución por el Juez de aquellas facultades de la tutela que faciliten el desempeño de sus responsabilidades.

También se recoge expresamente la modalidad del acogimiento preadoptivo que en la Ley 21/1987 aparecía únicamente en la exposición de motivos, y que también existe en otras legislaciones. Esta Ley prevé la posibilidad de establecer un período preadoptivo, a través de la formalización de un acogimiento con esta finalidad, bien sea porque la entidad pública eleve la propuesta de adopción de un menor o cuando considere necesario establecer un período de adaptación del menor a la familia antes de elevar al Juez dicha propuesta.

9.° En materia de adopción, la Ley introduce la exigencia del requisito de idoneidad de los adoptantes, que habrá de ser apreciado por la entidad pública, si es ésta la que formula la propuesta, o directamente por el Juez, en otro caso. Este requisito, si bien no estaba expresamente establecido en nuestro derecho positivo, su exigencia aparece explícitamente en la Convención de los Derechos del Niño y en el Convenio de La Haya sobre protección de menores y cooperación en materia de adopción internacional y se tenía en cuenta en la práctica en los procedimientos de selección de familias adoptantes.

La Ley aborda la regulación de la adopción internacional. En los últimos años se ha producido un aumento considerable de las adopciones de niños extranjeros por parte de adoptantes españoles. En el momento de la elaboración de la Ley 21/1987 no era un fenómeno tan extendido y no había suficiente perspectiva para abordarlo en dicha reforma. La Ley diferencia las funciones que han de ejercer directamente las entidades públicas de aquellas funciones de mediación que puedan delegar en agencias privadas que gocen de la correspondiente acreditación. Asimismo, establece las condiciones y requisitos para la acreditación de estas agencias, entre los que es de destacar la ausencia de fin de lucro por parte de las mismas.

Además, se modifica el artículo 9.5 del Código Civil, estableciendo la necesidad de la idoneidad de los adoptantes para la eficacia en nuestro país de las adopciones constituidas en el extranjero, dando de esta manera cumplimiento al compromiso adquirido en el momento de la ratificación de la Convención de Derechos del Niño de Naciones Unidas que obliga a los Estados Parte a velar por que los niños o niñas que sean adoptados en otro país gocen de los mismos derechos que los nacionales en la adopción.

10.° Finalmente, se abordan también en la presente Ley algunos aspectos de la tutela, desarrollando aquellos artículos del Código Civil que requieren matizaciones cuando afecten a menores de edad. Así, la tutela de un menor de edad debe tender, cuando sea posible, a la integración del menor en la familia del tutor. Además, se introduce como causa de remoción la existencia de graves y reiterados problemas de convivencia y se da en este procedimiento audiencia al menor.

11.° Otra cuestión que se aborda en la Ley es el internamiento del menor en centro psiquiátrico y que, con el objetivo de que se realice con las máximas garantías por tratarse de un menor de edad, se somete a la autorización judicial previa y a las reglas del artículo 211 del Código Civil, con informe preceptivo del Ministerio Fiscal, equiparando, a estos efectos, el menor al presunto incapaz y no considerando válido el consentimiento de sus padres para que el internamiento se considere voluntario, excepción hecha del internamiento de urgencia.

8.6. LOS MENORES ANTE EL PROCESO Y LA LEY PENAL
El 14 de febrero de 1991, el Tribunal Constitucional declaró inconstitucional el antiguo artículo 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, de 11 de junio de 1948, forzando a las Cortes Generales a dictar la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio, sobre reforma de la Ley reguladora de la competencia y el procedimiento de los Juzgados de Menores. Pues bien, tanto esta LO como el nuevo Código Penal de 1995 establecieron la necesidad de que se dictara una ley penal de menores, que se hizo realidad recientemente. Me estoy refiriendo a la LO 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores.

Efectivamente, el artículo 19 del Código Penal establece que los menores de 18 años no serán responsables criminalmente con arreglo al Código Penal, pero que sí lo serán con respecto a la Ley de responsabilidad penal del menor. Dicha Ley se apoya en los siguientes pilares, expresamente señalados por su Exposición de Motivos:

1.° Son menores infractores penales aquellos que, cometiendo una infracción a la luz de la citada Ley, tienen una edad comprendida entre catorce y dieciocho años10, pero se exigirá la res
Conviene destacar cómo al fijar estas edades se está ya avanzando frente 
 ponsabilidad valorando muy especialmente el interés del menor. Se encomienda al Ministerio Fiscal la iniciativa procesal, pero 2.° se le concede amplias facultades para acordar la terminación del proceso con la intención de evitar, dentro de lo posible, los efectos aflictivos que el mismo pudiera llegar a producir.

3.° El proceso es de naturaleza sancionadora-educativa11, aunque formalmente es penal. No tiene un fin primordialmente represivo, sino más bien «preventivo-especiales, orientados hacia la efectiva reinserción y el superior interés del menor, valorados con criterios que han de buscarse primordialmente en el ámbito de las ciencias no jurídicas».

4.° Diferenciación de diversos tramos a efectos procesales y sancionadores en la categoría de infractores menores de edad,
 5.° Flexibilidad en la adopción y ejecución de las medidas atendiendo a las circunstancias del caso concreto.
 6.° Es una Ley que no sólo se aplica a «menores», sino también a «jóvenes», que paradójicamente son «adultos» de entre diciocho y veintiún años, a los que se les aplica la LO 5/2000, «atendiendo a las circunstancias personales y al grado de madurez del autor, y a la naturaleza y gravedad de los hechos, según apreciación del órgano jurisdiccional (artículo 69 CP).
 7.° Las acciones u omisiones imprudentes no pueden ser sancionadas con medidas de internamiento.

Pero, en el ámbito delictivo de menores, el principio de mayor protección al menor igualmente actúa minorando los efectos típicamente penales del derecho delictual de adultos, de tal manera que no está permitida la acción popular, la víctima no puede constituirse en parte acusatoria, no cabe hablar de proporcionalidad entre el hecho y la sanción, intervención especialmente relevante de profesionales de las ciencias no jurídicas (psicología, fundamentalmente).

a otras concepciones. Así, es generalizada la creencia de que menores son los que tienen edades comprendidas entre los doce y los dieciséis años, creencia a la que no es ajena nuestra sistema legal histórico. Pensemos que ahora a un joven de entre dieciséis y dieciocho años se le juzga conforme a una ley que tiene muy en cuenta los aspectos educativos y que es mucho más beneficiosa que la de «adultos» (por decirlo de alguna manera). Igualmente, la Exposición de Motivos y para los menores de entre doce y catorce años, que exonera la Ley de responsabilidad penal, señala que «en los escasos supuestos en que aquéllos pueden producir alarma social, son suficientes para darles una respuesta igualmente adecuada los ámbitos familiar y asistencial civil, sin necesidad de intervención del aparato judicial del Estado»

11
 Orientado por las STC núms. 36/1991, de 14 de febrero, y 60/1995, de 17 de marzo, sobre las garantías y el respeto a los derechos fundamentales que necesariamente han de imperar en el procedimiento seguido ante los Juzgados de Menores.


Sin embargo, rige de manera muy especial todas aquellas garantías del derecho de adultos, quizás incluso con mayor intensidad, tales como el principio acusatorio, el principio de defensa, el de presunción de inocencia, etc. Se ve reforzado el papel del letrado defensor. Se establecen dos tramos diferenciados (de 14 a 16 y de 16 a 18), siendo más grave, especialmente en cierto tipo de delitos, el segundo.

Igualmente rige un denominado principio de intervención mínima, «en el sentido de dotar de relevancia a las posibilidades de no apertura del procedimiento o renuncia al mismo, al resarcimiento anticipado o conciliación entre el infractor y la víctima, y a los supuestos de suspensión condicional cíe la medida expuesta o de sustitución de la misma durante su ejecución».

Por supuesto que todavía mantiene nuestra ley aspectos que, particularmente, considero negativos, tales como el mantenimiento del carácter penal (castigo por la comisión de delitos y faltas) de todo el procedimiento, la responsabilidad solidaria por parte de los padres, tutores, acogedores o guardadores, el derecho de intervención de la víctima proponiendo actuaciones procesales o interponiendo recursos (especialmente intenso cuando se trata de delitos graves cometidos por mayores de dieciséis años). La posición del Ministerio Fiscal es especialmente complicada. El legislador no ha sabido, ni querido resolver una extraña posición procesal del fiscal, que estará determinado por quien sea el fiscal jefe, es decir, no procesalmente, sino personalmente. Ello se debe a que mantiene su posición procesal de acusador público (promover la acción de la Justicia y defensa de la legalidad), pero también mantiene su función de defensa de los derechos de los menores, «velando por el interés de éstos». Me parece que es una posición difícil de conciliar, contradictoria, pues al mismo tiempo que debe velar por sus intereses es la parte acusatoria.

Por último, el papel del letrado del menor es mucho mayor que en el ámbito de mayores de edad, pues tiene participación en todas y cada una de las fases del proceso, conociendo en todo momento el contenido del expediente, pudiendo proponer pruebas e interviniendo en cualesquiera actos que sean de interés del menor.
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CAPÍTULO IX 
Abusos y agresiones sexuales a menores: intervención de las Comunidades Autónomas

MAR ESTÉVEZ MOSQUERA

Té en ico-] u rídico
 Xunta de Galicia
 9.1. COMPETENCIAS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE MENORES
El art. 19 de la Convención sobre los derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas de 20 de noviembre de 1989 (ratificada por España en 1990), insta a los Estados partes a adoptar las «medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de abuso físico o mental (...), explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo». Asimismo menciona, entre estas medidas de protección, «programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él», la «identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación» de estas situaciones y, por último, según corresponda, la intervención judicial. En este sentido, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 4 de noviembre de 1950 ya admitía en su art. 8 la injerencia de la autoridad pública en la vida privada y familiar en tanto en cuanto estuviese prevista por la ley y constituyese una medida necesaria, entre otros intereses públicos, para la defensa del orden y la prevención del delito o la protección de los derechos y las libertades de los demás.

La Constitución Española de 1978 configura un modelo de estructura territorial del Estado y, con ello, un sistema de distribución de competencias entre aquél y las Comunidades Autónomas, además de la reserva a éstas, en consecuencia, de un cierto nivel de atribuciones. Con este reparto de competencias ha querido ser respetuosa la LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, según recoge su exposición de motivos, regulando aspectos relativos a la legislación civil y procesal y estableciendo su carácter supletorio respecto de las disposiciones específicas vigentes en las Comunidades Autónomas con derecho civil, foral o especial propio. Así, en cuanto al marco jurídico de la protección del menor en nuestro ordenamiento jurídico, podríamos diferenciar:

1. Los Acuerdos y Convenios Internacionales ratificados por España en la materia (arts. 10.2 y 39.4 CE), ámbito de competencia exclusiva del Estado (art. 149.1.3.a CE).
 2. Las materias propias del Derecho civil y administrativo: De acuerdo con el art. 149.1.6.a y 8.a CE el Estado tiene competencia exclusiva en materia de legislación procesal y civil, competencia que ha de hacerse compatible con la titularidad de competencias exclusivas de las Comunidades Autónomas, al amparo del art. 148.1.20.a CE y de los respectivos Estatutos de Autonomía, en materia de asistencia social y protección de menores. A la vista de este reparto competencial, corresponderá a las Comunidades Autónomas la gestión y ejecución de tales materias, con especial mención de aquellas Comunidades con derechos civiles o forales propios y que podrán, según la previsión constitucional, conservarlos, modificarlos y desarrollarlos (Cataluña, País Vasco, Galicia, Navarra, Aragón, Baleares y Extremadura) (disposición adicional 1.a CE), aunque en materia de protección del menor y dada la reciente inclusión en nuestro ordenamiento de las figuras de la tutela ex lege y la guarda de menores (con la modificación del CC llevada a cabo por la Ley 21/1987, de 11 de noviembre, que en su disposición adicional 1.a atribuía competencias en este ámbito a los organismos del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las entidades loca
les) no existen referencias específicas a aquéllas en el Derecho foral tradicional. Sin embargo, como territorios forales, carecen de competencias legislativas civiles en materia de protección de menores por no hacer mención alguna sus respectivas compilaciones a instituciones relativas a aquélla, Baleares, País Vasco y Galicia; sí, en cambio, Comunidades como Cataluña (que ha refundido la materia de Derecho de Familia en un único Cuerpo Legal, la Ley 9/1998, de 15 de julio, del Código de Familia), Aragón o Navarra. Las restantes Comunidades Autónomas tendrán únicamente competencias legislativas de índole administrativa.

Al Estado corresponderán, siguiendo la concepción constitucional, las facultades normativas en este campo que garanticen la igualdad básica en el reconocimiento y ejercicio por los menores de sus derechos constitucionales en todo el territorio nacional (art. 149.1.1.a CE).

La obligación que tienen los poderes públicos, según lo previsto en el art. 39.1 CE, de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, se plasma, en función del reparto competencial comentado en lo que concierne al ámbito de la protección del menor, tanto en la legislación estatal como en la autonómica, si bien recibe un tratamiento diferenciado en los diferentes Estatutos de Autonomía: todos ellos atribuyen competencia exclusiva a las respectivas Comunidades Autónomas en materia de «asistencia social» (art. 9.25 del E.A. de Cataluña, art. 27.23 del E.A. de Galicia, artículo 44.17 de la Ley de Organización y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, art. 31.24 del E.A. de la Comunidad Valenciana, art. 10.12 del E.A. del País Vasco, art. 21.1.18 del E.A. de la ciudad de Ceuta y art. 21.1.18 del E.A. de la ciudad de Melilla), «asistencia y bienestar social» (art. 35.26 del E.A. de Aragón, art. 10.Uno.18 del E.A. de Asturias, art. 22.18 del E.A. de Cantabria, art. 7.20 del E.A. de Extremadura, recientemente reformado por LO 12/1999, de 6 de mayo, art. 10.Uno.18 del E.A. de Murcia y art. S.Uno.l del E.A. de La Rioja), «asistencia y servicios sociales» (art. 13.22 del E.A. de Andalucía, art. 30.13 del E.A. de Canarias, art. 31.1.20 del E.A. de Castilla-La Mancha y art. 26.1.18 del E.A. de Castilla-León) o «asistencia y beneficencia sociales» (art. 10.12 del E.A. de las Islas Baleares). En cambio, solamente se refieren a la protección del menor los E.A. de Cataluña, Navarra, Baleares, Castilla-La Macha, Valencia, Andalucía y Extremadura.

3. En cuanto al Derecho penal, procesal y laboral, son competencia exclusiva del Estado (art. 149.1.6.a y 7.a CE), si bien

respecto del último las Comunidades Autónomas tienen competencias en materia de ejecución.

9.2. EL CONCEPTO DE DESAMPARO, LA FIGURA DE LA TUTELA EX LEGE Y LA SITUACIÓN DE RIESGO
La anteriormente citada Ley 21/1987, de 11 de noviembre, introdujo en nuestro ordenamiento jurídico el concepto de desamparo y la figura de la tutela ex lege, tutela que se constituye automáticamente y por ministerio de la ley (según lo dispuesto en el art. 172 CC) por parte de las entidades públicas que tengan encomendada la protección de los menores y respecto de aquellos que se encuentren en situación legal de desamparo. Esta situación de desamparo se define como aquella «que se produce de hecho a causa del incumplimiento, o del imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos por las leyes para la guarda de los menores, cuando éstos queden privados de la necesaria asistencia moral o material» (art. 172.1 CC). Incluye, por tanto, el concepto del desamparo, concepto jurídico indeterminado, tanto una causa, el incumplimiento de los deberes de protección, la imposibilidad de ejercerlos o hacerlo inadecuadamente, como el correspondiente efecto, la privación de asistencia moral o material, que deben concurrir para que el órgano administrativo proceda a declarar el desamparo y a asumir la tutela ex lege de un menor de edad.

Esta indeterminación del concepto de desamparo ha de integrarse a través de juicios de valoración en cada caso concreto, tomando como referencia un estándar normal de cuidado, dependiendo de las necesidades de cada menor y teniendo en cuenta principalmente el desarrollo integral de éste como el bien jurídico protegido.

En este sentido, las Comunidades Autónomas, completando la indeterminación legal, incluyen en sus respectivas legislaciones de protección al menor las situaciones concretas en las que procede declarar el desamparo de un menor, incorporando como cláusula residual la mención a cualquier otra que tenga la misma causa y produzca el mismo efecto que el señalado en el art. 172 del CC. Entre estas situaciones concretas, la mayor parte de la normativa autonómica recoge los abusos sexuales, la inducción a la prostitución y genéricamente cualquier otra forma de explota
ción (salvo la legislación de Castilla-León, Madrid, Navarra, la Comunidad Valenciana, País Vasco y Ceuta y Melilla, que no enumeran los motivos concretos de desamparo), concretando algunas de ellas el que estas conductas provengan de miembros de la unidad familiar o terceros, con el consentimiento de éstos y dentro de la propia familia. La ley catalana sobre medidas de protección de los menores desamparados y de la adopción se refiere expresamente, en cuanto motivo de desamparo, al hecho de que el menor presente signos de abusos sexuales, de explotación y de otra naturaleza análoga. Así, el concepto de abusos sexuales que recoge la normativa autonómica comprende cualquier clase de contacto sexual con un niño menor de dieciocho años por parte de los progenitores, tutores, familiares o terceros con el consentimiento de aquéllos desde una posición de poder o autoridad sobre el menor, incluidas las situaciones en las que éste es utilizado por sus padres o tutores para realizar actos sexuales o con objeto de estimulación sexual, no siendo necesario que haya contacto físico.

Con base bien en la definición genérica del art. 172. del CC o bien en la catalogación autonómica de las situaciones de desamparo y, en todo caso, en atención a los derechos constitucionales a la integridad física y psíquica y al honor, a la intimidad y a la propia imagen de los menores, el organismo correspondiente de cada Comunidad Autónoma incoará un expediente administrativo, en los casos en que tenga conocimiento de que un menor de edad que resida o se encuentre transitoriamente en su territorio esté en situación de posible desamparo, por agresiones o abusos sexuales, inducción a la prostitución o incumplimientos análogos de las funciones de guarda, a instancia de:

a) Cualquier persona que tenga conocimiento de una situación de riesgo o posible desamparo de un menor que, de conformidad con lo establecido en el art. 13 de la LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, tiene la obligación de comunicarlo a la autoridad o sus agentes más próximos, debiendo prestar al menor el auxilio inmediato que precise. Para estos efectos varias Comunidades Autónomas disponen del recurso de Teléfonos de Atención al Menor.

b) El menor o un familiar. 

c) Los servicios sociales de la entidad pública competente en materia de protección de menores o de las entidades locales que detecten la existencia de menores en situación de riesgo o desamparo. En estos supuestos la entidad pública debe investigar los hechos para corregir la situación mediante la intervención de aquellos servicios o, en su caso, adoptar las medidas de protección pertinentes que, de constatarse las agresiones o abusos hacia el menor, consistirían en la declaración de desamparo y consiguiente asunción de la tutela pública (Exposición de Motivos de la LO 1/1996, de 15 de enero).

d) Los centros sanitarios.

e) Los centros escolares.

f) Las fuerzas y cuerpos de seguridad (Policía Nacional,

Policía Autonómica, Guardia Civil).

g) El Juzgado de Guardia, el Juez de Primera Instancia o
 también, en su caso, el Juez de instrucción, que, tras la incoación
 de unas diligencias previas por cualquiera de los delitos contra la
 libertad sexual tipificados en el Título VIII del Libro II del
 Código Penal de 1995, reformado por la LO 11/1999, de 30 de
 abril, puede remitir al menor a la entidad pública competente
 para que se ocupe de su guarda o bien, de acuerdo con el art.
 544.bis del CP, incorporado por la LO 14/1999, de 9 de junio,
 puede imponer cautelarmente al inculpado la prohibición de
 residir en un determinado lugar, barrio, municipio, provincia u
 otra entidad local o Comunidad Autónoma o de aproximarse o
 comunicarse con determinadas personas. En todo caso, podrán
 también, al amparo del art. 158.3.a del CC y dentro de un proceso civil o penal, adoptar las disposiciones que consideren
 oportunas con el fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios.

h) El Ministerio Fiscal, cuando tenga conocimiento de situaciones de agresiones o abusos sexuales respecto de algún menor
 en relación con el cual proceda la declaración de desamparo. Es
 de resaltar que el art. 174.1 del CC atribuye a este órgano la
 superior vigilancia de la tutela, acogimiento o guarda de menores. i) El Juez de Menores, cuando así lo acuerde en un procedimiento de su competencia y de acuerdo con el marco jurídico
 que establece la LO 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la
 responsabilidad penal de los menores, para que estos Juzgados
 determinen las medidas aplicables a los menores de entre
 catorce y dieciocho años en cuanto infractores penales.

Tras la detección, la entidad pública competente habrá de reunir la información necesaria y suficiente para determinar la grave
dad de los hechos y el riesgo que pueda correr el menor, no siendo necesario tener la certeza de que la situación de abuso está produciéndose, sino que es suficiente tener una sospecha razonable, derivada de alguno de sus indicadores (físicos o de comportamiento del menor o de sus padres, tutores o guardadores).

Como concluyen LaCruz Berdejo y Sancho Rebullida, no es necesario que transcurra un determinado período de tiempo de permanencia en la situación de hecho para que se produzca el desamparo, ya que, quedando desatendido el menor, y la desatención moral no consiste sólo en malos tratos físicos o psíquicos sino también en ejemplos corruptores (prostitución, etc.) que se exteriorizan a través del rechazo del niño hacia sus padres y en trastornos psicológicos graves, la Administración debe intervenir rápidamente y evitar mayores perjuicios, siendo indiferente que esa desatención pueda ser transitoria o no, ya que siempre se debe actuar en beneficio del menor y, en este sentido, cuando se tengan indicios de la existencia de abusos sexuales la intervención deberá ser inmediata, tanto a través de asistencia médica y psicológica a la víctima menor de edad como de protección judicial, policial y administrativa.

Cuando el desamparo es doloso o culposo, como ocurre en el supuesto de las agresiones o abusos sexuales, y los hechos no hayan sido puestos en conocimiento de la autoridad judicial competente, además del proceso de investigación y evaluación de la situación que llevarán a cabo los equipos técnicos interdisciplinares de las Comunidades Autónomas durante la tramitación del procedimiento administrativo, procederá comunicar la situación al Ministerio Fiscal para que ejercite las acciones oportunas (art. 14 de la LO 1/1996, de 15 de enero), sin perjuicio de la obligada comunicación de la asunción de la tutela, según establece el art. 174.2 del CC.

Durante el desarrollo del procedimiento se recabará la declaración del menor (art. 9.1 de la LO 1/1996, de 15 de enero), evitando la victimización secundaria que supondría el sometimiento a un proceso de investigación no respetuoso con su situación personal, sus derechos y su dignidad y acatando el deber legal de reserva en este tipo de expedientes, y deberá darse cumplimiento al preceptivo trámite de audiencia al que obliga el art. 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra
tivo Común (modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero), con lo que se asegura la intervención de los padres, tutores o guardadores del menor, que podrán comparecer, al amparo del art. 85.2 de la citada ley, asistidos de asesor.

El procedimiento podrá concluir apreciando el organismo autonómico competente, mediante resolución motivada, la existencia de desamparo, lo que supondría la asunción de tutela automática por parte de aquél, o no declarando tal situación por no quedar constatada la existencia de abusos sexuales, aunque sí en estos casos estimar que concurre una situación de riesgo, concepto administrativo y ajeno a la regulación del CC, a que se refiere la LO 1/1996, de 15 de enero, y la normativa autonómica como aquella en que se encuentra el menor cuando a causa de sus circunstancias personales, familiares o por influencia de su entorno se esté perjudicando su desarrollo personal o social, sin alcanzar la gravedad suficiente para justificar la declaración de desamparo y la separación del menor de su familia, por lo que la actuación administrativa deberá dirigirse entonces a satisfacer las necesidades básicas del menor, mejorando su medio familiar y eliminando los factores de riesgo.

Entre los principales efectos o consecuencias de la declaración de desamparo y consiguiente asunción de la tutela ex lege están la separación del menor de su núcleo familiar de origen (al adoptarse simultáneamente a la tutela una medida respecto de la guarda de aquél, bien el acogimiento familiar con familia extensa o ajena, bien el acogimiento residencial) y la suspensión del ejercicio de la patria potestad e incluso la posibilidad de que los titulares queden privados judicialmente de la misma. En relación con este ámbito de actuaciones administrativas, ya la Declaración de la ONU, arts. 19.1 y 34, señalaba como situaciones en las que el menor podía ser separado administrativamente de sus padres las de abuso sexual y las de incitación o coacción para que el niño se dedicase a cualquier actividad sexual ilegal (prostitución u otras prácticas sexuales, espectáculos o materiales pornográficos).

A su vez, y respecto de los menores extranjeros, la asunción de la tutela por la Administración conlleva la regularización de su situación de residencia en el país, atendiendo a lo dispuesto en la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social (art. 32), superando esta norma en este aspecto las previsiones de la LO 1/1996, de 15 de enero (art. 10.3), acerca del reconocimiento de los derechos a la educación, a la atención sanitaria y a los demás servicios públicos a los menores extranjeros que se hallen en

situación de riesgo o bajo la tutela o guarda de la Administración pública competente, «aun cuando no residieran legalmente en España».

Como manifestación del principio general de control judicial de la legalidad de la actuación administrativa, para hacer efectivo el derecho a la tutela judicial consagrado constitucionalmente (arts. 24 y 106 de la CE), el art. 172.6 del CC y la disposición adicional 1.a 2 de la LO 1/1996, de 15 de enero, reconocen a los interesados la posibilidad de recurrir las resoluciones que declaren el desamparo y la asunción de la tutela por ministerio de la ley. Esta oposición actualmente se encauza a través de los trámites del juicio verbal, al igual que los demás procesos de filiación, capacidad, matrimonio y menores de conformidad con lo previsto en la nueva Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (arts. 779 y 780). Por tanto, será revisable judicialmente la decisión administrativa relativa a la determinación o concreción del concepto de desamparo.

En todo caso, la intervención de los poderes públicos de cara a lograr la protección del menor que ha sido víctima de agresiones o abusos sexuales debe estar presidida por la imprescindible coordinación entre las diversas entidades y órganos competentes, en el campo judicial, sanitario, asistencial, educativo, etc., que evite la duplicidad de actuaciones y garantice el respecto a los principios recogidos en el art. 11.2 de la LO 1/1996, de 15 de enero, especialmente:

1. Al principio del interés superior del menor, proclamado en la Convención sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989 y plasmado en la legislación nacional y autonómica.

2. Al principio de intervención mínima, evitando la victimización secundaria del menor.
 3. A la debida confidencialidad y reserva con que deben actuar las autoridades y personas que por su profesión o función conozcan el caso.


ANEXO


I Legislación
 LEGISLACIÓN ESTATAL 
 LO 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal LO 11/1999, de 30 de abril, de modificación del Título XIII libro II del Código Penal.
 LO 14/1999, de 4 de junio, de modificación del Código Penal de 1995 en materia de protección a las víctimas de malos tratos y Ley de Enjuiciamiento Criminal.
 Ley de Enjuiciamiento Criminal promulgada por Real Decreto de 4 de septiembre de 1882.
 LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor.
 LO 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores.
 LEGISLACIÓN AUTONÓMICA 

Andalucía: 
 Ley 1/1998, de 20 de abril, de los derechos y la atención al menor. 

Aragón: 
 Ley 12/2001 de 2 de julio de la Infancia y la Adolescencia en Aragón. 
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Asturias: 
 Ley 1/1995, de 27 de enero, de protección de menores. Baleares:
 Ley 7/1995, de 21 de marzo, de protección de menores. Decreto 16/1997, de 30 de enero, que crea la Oficina de defensa
 de los Derechos del Menor. 

Canarias: 
 Ley 1/1997, de 7 de febrero, de atención integral a los menores. 

Cantabria: 
 Ley 7/1999, de 28 de abril, de protección de la infancia y adolescencia. 

Castilla-La Mancha: 
 Ley 3/1999, de 31 de marzo, del menor de Castilla-La Mancha. 

Castilla-León: 
 Decreto 57/1988, de 7 de abril, por el que se dictan normas sobre protección de menores. Cataluña:
 Ley 9/1998, de 15 de julio, del Código de Familia.
 Ley 37/1991, de 30 de diciembre, sobre medidas de los menores
 desamparados y de la adopción, modificada por Ley 8/1995, de 27 de julio. Decreto 2/1997, de 7 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de protección de los menores desamparados y de la adopción.

Extremadura: 
 Ley 4/1994, de 24 de noviembre, de protección de menores. 

Galicia:
Ley 3/1997, de 9 de junio, gallega de la familia, la infancia y la adolescencia.
 Decreto 42/2000, de 7 de enero, por el que se refunde la normativa reguladora vigente en materia de familia, infancia y adolescencia.
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Madrid: 
 Ley 6/1995, de 28 de marzo, de garantías de los derechos de la infancia y de la adolescencia. 

Murcia: 
 Ley 3/1995, de 21 de marzo, de la infancia de la Región de Murcia. Navarra:
 Decreto Foral 90/1986, de 25 de marzo, por el que se establecen normas sobre adopciones, acogimiento familiar y atención a menores.

La Rioja: 
 Ley 4/1998, de 18 de marzo, del menor. Comunidad Valenciana: 
 Ley 7/1994, de 5 de diciembre, de la infancia. País Vasco: 
 Ley 15/1988, de 11 de noviembre, de prevención de las toxicomanías, asistencia y reinserción. Ceuta y Melilla:
 Real Decreto 416/1996, de 1 de marzo, por el que se crean dos Comisiones de Atención a la Infancia en las ciudades de Ceuta y Melilla.
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II Lecturas recomendadas
 BEGUÉ LEZAUN, J. J., Delitos contra la libertad e indemnidad sexuales, Pamplona, Áranzadi, 1999. En este reciente trabajo el/la lector/a encontrará comentada la regulación de los delitos contra la libertad sexual que incluye el título XIII, libro II del Código Penal de 1995, con relación a menores y adultos, en el que se abordan en detalle los aspectos relativos a la tipificación, las penas y los requisitos de cada uno de los delitos.
 RESTEN, B., Abusos sexuales en los niños, Barcelona, Herder, 1997 (original, 1991). En este trabajo de Beate Besten, escrito en un lenguaje ameno y sencillo, se puede encontrar una buena introducción a la problemática de los abusos sexuales en la infancia. En la primera parte se expone una breve, pero clarificadora, exposición relativa a los abusos sexuales, para abordar en la segunda parte las cuestiones más relevantes concernientes a la prevención haciendo especial hincapié en cuestiones como son la detección del abuso y la forma más adecuada de reaccionar ante la revelación.
 CANTÓN, J. y CORTÉS, M. R., Malos tratos y abuso sexual infantil, Madrid, Siglo XXI, 1997. El trabajo de José Cantón y María del Rosario Cortés representa una extensa evaluación de la problemática de los malos tratos y abusos sexuales a la infancia. En relación con la problemática de los abusos sexuales en la infancia, que se aborda en los cuatro últimos capítulos del libro, se profundiza en los aspectos conceptuales, epidemiológicos, psicopatológicos y preventivos.
 CANTÓN, J. y CORTÉS, M. R., Guía para la evaluación del abuso sexual infantil, Madrid, Psicología Pirámide, 2000. Este libro del tándem Cantón-Cortés representa uno de los trabajos más recientes de los aspectos y cuestiones relevantes para llevar a cabo la evaluación del psicólogo/a perito/a orientada a la investigación de los delitos de abusos sexuales contra menores. En él se abordan cuestiones fundamentales de esta labor pericial como son la evaluación de la credibilidad y de la validez de las alegaciones así como las estrategias con las que mejorar el testimonio del menor en el juzgado.

ECHEBURÚA, E. y GUERRICAECHEVARRÍA, C,  Abuso sexual en la infancia: víctimas y agresores. Un enfoque clínico, Barcelona, Ariel Psicología, 2000.

Este trabajo está estructurado en dos partes teórico-prácticas relativas a la problemática de los abusos sexuales a menores. En la primera se lleva a cabo un repaso por aspectos conceptuales, jurídicos y psicopatológicos de los abusos sexuales y sus víctimas. En la segunda se exponen casos clínicos en los que se aborda el trabajo de evaluación e intervención psicológica, muy útiles para el psicoterapeuta que se enfrenta a la intervención en esta problemática.
 FARIÑA, F. y ARCE, R. (coord.), Psicología e investigación judicial, Madrid, Universidad-Empresa, 1997. En este manual un grupo de profesionales españoles y extranjeros abordan tres relevantes temáticas en el ámbito de la investigación judicial con menores: la investigación psicológica del testimonio del/la menor, la investigación de la toma de decisiones judiciales y finalmente la última parte está dedicada a la investigación psicológica y policial.
 IGLESIAS, J. R., Guarda asistencial, tutela «ex lege» y acogimiento de menores, Barcelona, Cedecs, 1996. En este manual se analizan las figuras que en materia de protección de menores contempla la Ley Orgánica de Protección del Menor de 1996, así como las modificaciones que ésta introdujo en la regulación contenida en el Código Civil, concretamente la actuación de las entidades públicas en cuanto a la declaración de desamparo y asunción de la tutela por ministerio de la ley de los menores de edad. Anexo 211
 LACRUS, J. L. B., El nuevo régimen de la familia, tomo IV: Acogimiento y adopción, Madrid, Civitas, 1996. En este libro el/la lector/a podrá encontrar una exposición comentada de la regulación del Código Civil en materia de protección de menores tras la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Protección del Menor y las competencias que ejercen las entidades públicas en este campo.

LAMEIRAS, M. E y LÓPEZ, A. C.,  Sexualidad y Salud. La transmisión sexual del VIH y las agresiones sexuales, Santiago, Tórculo Edicións, 1997.

En la segunda parte de este libro se recopilan las aportaciones de psicólogos y juristas en relación con los abusos o agresiones sexuales cometidas en la infancia. En primer lugar se aborda una detallada descripción del agresor penado y que cumple condena en prisión. En segundo lugar se habla de las víctimas y de las principales consecuencias psicopatológicas que los abusos conllevan y se expone una revisión crítica de los programas de prevención. Finalmente, en la última parte, se plantea una aproximación a la evaluación jurídico-policial.
 LÓPEZ, E, Prevención de los abusos sexuales de menores y educación sexual, Salamanca, Amarú Ediciones, 1995. En este trabajo el/la lector/a podrá encontrar una detallada descripción del único estudio desarrollado en España y con una muestra nacional de 2000 adultos a los que se les interroga sobre los posibles abusos sexuales sufridos en su infancia; a§í como supone una didáctica aproximación a esta temática y su prevención.
 MALUQUER DE MOTES, C. J., Derecho de familia: Análisis desde el derecho catalán, Barcelona, Bosch, 2000. En este trabajo se trata, además de los temas de familiar parentesco, matrimonio, uniones estables de pareja y filiación, los regímenes de guarda y protección de la persona (parte V), desde la perspectiva de la regulación de la Ley Catalana 9/1998, de 15 de julio, del Código de Familia.
 ORTS BERENGUER, E. y SUÁREZ-MIRA RODRÍGUEZ, C., Los delitos contra la libertad e indemnidad sexuales, Tirant lo Blanch, 2001. En este reciente trabajo se aborda de forma específica la legislación relativa a los delitos contra la libertad e indemnidad sexuales regulados en el Código Penal con relación a víctimas menores y adultas. Se lleva a cabo un análisis de los tipos delictivos que incluye el Código Penal con las modificaciones introducidas en 1999.
 PÉREZ, A. M., Adopción, acogimiento, tutela y otras instituciones de protección de menores, Valladolid, Lex Nova, 1998. En este trabajo se incluyen comentarios, legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, jurisprudencia y formularios en relación con las figuras de protección de menores que recoge el Código Civil en su redacción dada por la Ley Orgánica de Protección del Menor.
 TAMARIX SUMALLA, J. M.a, La protección penal del menor frente al abuso y explotación sexual, Pamplona, Aranzadi, 2000. En este trabajo monográfico dedicado al tema de la protección penal en casos de abusos sexuales cuando la víctima es un menor de edad el/la lector/a podrá encontrar una visión concisa y esclarecedora de las medidas que se pueden adoptar judicialmente para amparar al menor.
 VARGAS, B. C., La protección de menores en el ordenamiento jurídico, Granada, Gomares, 1994. El autor comenta el régimen de protección del menor introducido por la Ley 21/1987, y específicamente la figura de la tutela ex lege, antes de la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Protección del Menor.

VELÁZQUEZ BARÓN, Á.,  Los abusos sexuales, Barcelona, Bosch, 2001. En este reciente trabajo se presta especial atención a la regula
ción establecida por los artículos 181 a 183 del Código Penal de 1995, con las reformas introducidas en la Reforma de 1999, y al resto de la legislación aplicable en la materia de abusos sexuales incluyendo en la parte final formularios a nivel procesal. De gran utilidad para aquellos/as profesionales que intervengan en procesos penales con víctimas de abusos independientemente de su edad.


III Direcciones Generales de las Comunidades Autónomas

Andalucía
 Dirección General de Atención al Niño
 C/ Héroes de Toledo, s/n. Edificio HY-TASA
 41071 -Sevilla
 Teléfonos: 900/21-09-66 (24 horas) y 95/455-41-82

Aragón
 Dirección General de Bienestar Social
 R° María Agustín, 36. Edif. Pignatelli
 50071 - Zaragoza
 Teléfono: 976/71-50-20

Principado de Asturias
 Dirección Regional de Acción Social
 C/ General Elorza, 35
 33071 - Oviedo
 Teléfono: 985/510-65-42/3

Baleares
 Dirección General de Interior Asesoría de Menores
 C/ Francisco Salva, s/n
 07009 - Pon d'Inca Marratxi (Mallorca)
 Teléfono: 971/17-64-24

Canarias
 Dirección General de Protección del Menor y Familia C/ San Sebastián, 53. Edificio Príncipe Felipe 38003 - Santa Curz de Tenerife
 Teléfono: 922/60-43-11

Cananas
Dirección General de Protección del Menor y Familia (Delegación)
 C/ Pedro de Vera, 36
 35003 - Las Palmas de Gran Canaria
 Teléfono: 928/45-26-50

Cantabria
 Dirección Regional de Bienestar Social C/ Hernán Cortés, 9
 39071 - Santander
 Teléfono: 942/20-77-75

Castilla y León
 Dirección General de Servicios Sociales Plaza de España, 13, 2.a planta
 47071 - Valladolid
 Teléfono: 983/41-39-60

Castilla-La Mancha
 Dirección General del Menor y la Familia Avda. de Francia, 4
 45005 - Toledo
 Teléfono: 925/26-72-02

Cataluña
 Dirección General de Atención a la Infancia C/ Aragó, 332
 08003 - Barcelona
 Teléfono: 93/214-01-00

Extremadura
 Dirección General de Protección e Inserción Social
 Ctra. Circunvalación, s/n. Edificio Moreiras, s/n
 06800 - Mérida (Badajoz)
 Teléfono: 924/38-56-03 y Teléfono del Menor: 900/50-03-31 (24 horas)

Galicia
 Dirección Xeral da Familia
 Edificio Administrativo San Caetano, Bl 3 15771 - Santiago de Compostela (A Coruña) Teléfono: 981/54-46-55

Madrid
 Instituto Madrileño del Menor y la Familia C/Orense, 11-9°
 28020 - Madrid
 Teléfono: 91/580-36-14/15

Región de Murcia
 Instituto de Servicios de la Región de Murcia (ISSORM) Ctra. de Pueblo Nuevo, s/n
 30071 -Murcia
 Teléfono: 968/36-20-81/2

Navarra
 Instituto Navarro de Bienestar Social C/ González Tablas, s/n
 31002 - Pamplona (Navarra)
 Teléfono: 948/42-68-81

La Rioja
 Dirección General de Bienestar Social C/ Vülamedia, 17
 26071 - Logroño (La Rioja)
 Teléfono: 941/29-12-06

Comunidad Valenciana
 Dirección General de Servicios Sociales (Programa Familia, Infancia y Juventud) C/ Colón, 80
 46003 - Valencia
 Teléfono: 96/386-97-85

Gobierno Vasco
 Dirección General de Bienestar Social
 C/ Duque de Wellington, 2
 01071 -Vitoria
 Teléfono: 945/18-93-92

Diputación Foral de Álava
 Departamento de Bienestar Social C/ General Álava, 10
 01071 -Vitoria
 Teléfono: 945/23-30-00

Diputación Foral de Guipúzcoa Departamento de Servicios Sociales Plaza de Guipúzcoa, s/n
 20071 - San Sebastián
 Teléfono: 943/42-61-06

Diputación Foral de Vizcaya
 Dirección General de Gestión y Planificación de Servicios Sociales C/ Gran Vía, 26
 48071 - Bilbao
 Teléfono: 94/420-73-34
 ASOCIACIONES FEDERADAS PARA LA PREVENCIÓN DEL MALTRATO INFANTIL Federación de Asociaciones para la Prevención del Maltrato Infantil (FAPMI)
 Domicilio social: C/ Delicias, 8, entreplanta
 28045 - Madrid
 Teléfono y Fax: 91/468-26-62

Associació Catalana per la Infancia Maltratada (ACIM) Domicilio social: Passeig de Gracia, 78-2n-2.°A 08080 - Barcelona
 Teléfono y Fax: 93/215-11-32

Asociación Madrileña para la Prevención de los Malos Tratos a la Infancia
 C/ Delicias, 8, entreplanta
 28045 - Madrid
 Teléfono y Fax: 91/530-88-26

Asociación Vasca para la Ayuda a la Infancia Maltratada (AVAIM) En Guipúzcoa:
 Domicilio social: Paseo de Francia, 22, bajo
 20012 - San Sebastián
 Teléfono y Fax: 943/29-07-42

En Álava:
 C/ Heraclio Foumier, 28, bajo
 01006 - Vitoria - Gasteiz
 Teléfono: 945/23-47-37 Fax: 945/13-16-61

Asociación Andaluza para la Defensa de la Infancia y Prevención de los Malos Tratos (ADIMA)
 Domicilio social: C/ Trastamara, 33, 1.° dcha.
 41001 - Sevilla
 Teléfono y Fax: 95/421-11-55

Asociación Murciana de Apoyo a la Infancia (AMAIM) Domicilio social: C/ Puerta Nueva, 22, entresuelo, puerta 5 30008 - Murcia
 Teléfono: 968/20-11-87

Asociación para la Defensa del Menor (ADEME) Domicilio social: C/ Seis de Junio, 37, l.°A 13300 - Valdepeñas (Ciudad Real)
 Teléfono: 926/32-37-58

Asociación Valenciana para la Promoción de los Derechos del Niño y la Prevención del Maltrato Infantil (APREMI)
 C/ Reina Doña María, 5
 46006 - Valencia
 Teléfono: 96/395-31-55

Asociación Castellano-Leonesa para la defensa de la Infancia y la Juventud (REA)
 Domicilio social: C/ Antonio Lorenzo
 Hurtado, 5 (Edif. Cruz Roja)
 47014 - Valladolid

OTRAS DIRECCIONES DE INTERÉS ACNUR (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados)
 C/ Gravina, 13-1° izqda. 28004 Madrid
 Teléfonos: 91/523 37 44 y 91/523 18 66 Fax: 91/523 38 64

CENTRO DE ESTUDIOS DEL MENOR
 Dirección General de Protección Jurídica del Menor Ministerio de Asuntos Sociales
 Condesa de Venadito 34. 28027 Madrid
 Teléfono: 91/347 81 70/347 81 69 Fax: 91/347 81 36

CENTRE D'ESTUDIS JURÍDICS I FORMACIÓ ESPECIALITZADA
 Generalitat de Catalunya
 Roger de Flor, 196. 08013 Barcelona
 Teléfono: 93/207 31 14 Fax: 93/207 67 47

CENTRE DE FORMATIÓN ET DÚTUDES DE LA PROTECTION JUDICIALE DE LA JEUNEUSSE
 54, rué de Garcher. 92420 Vaucresson. Francia
 Teléfono: 331 47 01 09

CHILDREN AT RISK
 The Norwegian Centre For Child Research The University of Trondheim
 N-7055 Dragvoll (Trondheim). Noruega Teléfono: 477 59 62 40 Fax: 477 59 62 39

CHILD WELFARE LEAGUE OF AMERICA (CWLA) 440 First Street N.W. Suite 310. Washington DC 2001 Estados Unidos
 Teléfono: 202 63 82 29 52

CENTRO INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO DEL NIÑO
 Spedale degli Innocenti.
 Piazza SS. Anunziatta 12. 50122 Florencia. Italia
 Teléfono: 39 55 23 45 258 Fax: 39 55 24 48 17.

COMISIÓN ESPAÑOLA DE LA UNESCO Paseo de Juan XXIII, 5. 28040 Madrid COORDENADORA GALEGA DE ONGs Apdo. 628. Santiago de Compostela Teléfono: 981/57 54 44

DEFENSA DE NIÑOS y NIÑAS INTERNACIONAL (DNI) (Base de datos sobre los Derechos de los niños/as) C. Póstale 88. CH 1211 Genéve 20. Suiza
 Teléfono: 41 22 734 05 58 Fax: 41 22 740 11 45

DEUTSCHES JUGENDINSTITUT (DJI)
 Freibadstrassen 30. D-8000 München 90. Alemania
 Teléfono: 49 8 962 306 254 Fax: 49 8 962 306 162

EDUCADORES POLA PAZ-NOVA ESCOLA GALEGA Apdo. 577.36080 VIGO
 Rúa Betanzos, 1-1.° 15703 Santiago de Compostela (A Coruña) Teléfono y Fax: 981 56 25 77
 Correo electrónico: neg@iaga.com

ESCOLAS ASOCIADAS Á UNESCO
 Coordenadora: Flora Fondevila
 R/ Bernardino Fondevila, s/n. 36002 Pontevedra

EUROPEAN CENTRE FOR SOCIAL WELFARE POLICY AND RESEARCH
 Berggasse 17. 1090 Viena. Austria
 Teléfono: 43 1 314 505 Fax: 43 1 314 519

EUROPEAN SCIENTIFIC ASSOCIA TION FOR RESIDENTIAL AND FOSTER
 Care For Chüdren and Adolescent (EUSARF)
 Vesaliusstraat, 2. B-3000 Leuven. Bélgica
 Teléfono: 32 16 28 62 36 Fax: 32 16 28 62 00

INSTITUTO GALEGO DE ANALISE E DOCUMENTACIÓN INTERNACIONAL (IGADI)
 Avda. Joselín, 7. 36300 Baiona (Pontevedra)
 Teléfono y Fax: 986.35.72.38
 E-mail: igadi @ arrakis.es

INSTITUTO INTERAMERICANO DEL NIÑO (UN) Avda. 8 de octubre 2904. 11600 Montevideo. Uruguay Teléfono: 598 247 21 50 Fax: 598 247 3242.

INSTITUTE FOR THE PREVENTION OF CHILD ABUSE Llnstitut pour la Prévention de l'Enfance Maltraitée 25 Spadina Road. Toronto. Ontario M5R 2S9. Canadá Teléfono 416 921 3151 Fax: 416 921 4997

INSTITUTO DEGLIINNOCENTI
(Documentación histórica sobre atención asistencial a la infancia)
 Spedale degli Innocenti
 Piazza SS. Annunziata 12.50122 Florencia. Italia

INTERNA TIONAL MAGAZINE OF CHILDREN'S RIGHTS (c/o Philip Veerrnan)
 Universidad de Jerusalem. P.O. Box 8028. Jerusalem. Israel Fax 972 2 290774 (Write: for n. 7475)

NATIONAL CHILDREN'S BUREAU
 8 Wakly Street. London EC1V7QE. Reino Unido Teléfono: 44 71 27 894 41 Fax: 44 71 27 895 12

RÁDDA BARNEN
 (Fundación Save the Children)
 Tegeluddsvágen 31. Box 27320,8-120 54 Stockholm. Suecia Teléfono: 46 8 665 01 00 Fax: 48 8 661 53 26 7661 42 91

RESEARCH INSTITUTE FOR CHILHOOD
 V.I. Lenin Soviet Children's Fund.
 Academy of Pedagogia Science. Granovsky street, 2, block 1
 103009 Moscow 
 C.E.I. 

  

images/00099.jpg
182 Jestis Primitivo Rodrigucz

mente a la proteccién a los menores. Debemos, pues, insistir en
que respecto de los menores rigen plenamente todos los derechos
y sus correspondientes medios de garantia que les puedan ser
aplicables como ciudadanos que son. Respecto a lo que a nos-
otros nos interesa, los articulos 24, 25 y 53.2 de la Constitucién.

Las previsiones especificas que la Constitucién consagra a los
menores son las siguientes:

1.° El ya referido articulo 20, apartado 4.°, que establece la
proteccién de la juventud y de la infancia, como limite especlflco
a los articulos alli regulados, a saber, libertad de expresion, liber-
tad de produccién y creacion literaria, artistica, cientifica y téc-
nica, libertad de catedra, y derecho a recibir y difundir informa-
ci6n veraz.

2.° El derecho a la educacién del articulo 27, especificamente
el apartado 4.%, que establece que la ensefianza bésica es obliga-
toria y gratuita,

3.° En el articulo 39 encontramos la proteccién juridica de la
familia, precisamente porque en su seno se educan y crian los
menores, donde igualmente se consagra la igusldad juridica de
todos los hijos, rompiendo la anterior distincién entre hijos
habidos dentro y fuera del matrimonio. Esto supone no sélo la
igualdad de cara a la herencia, sino lo que es tan importante,
frente a la educacién, al apellido, y el innovador derecho a la
investigacién de la paternidad y reivindicar la paternidad
negada, incluyendo el auxilio judicial correspondiente.

Pero la verdadera prueba de fuego sobre el nivel de protec-
cién a los menores no esta en saber cémo castigamos a los adul-
tos que abusan de ellos, sino més bien en saber cémo tratamos a
los menores cuando a ellos les consideramos culpables de violar
el orden penal establecido.

8.4. LEYES ESPANOLAS DE PROTECCION DE MENORES

La Constitucién, que ya de por si supuso un cambio radical
en la escala de valores superiores del Ordenamiento Juridico,
pronto se vio desarrollada en materia de proteccién de menores,
destacando, a nuestros efectos, entre otras, la importante Ley
11/1981, de 13 de mayo, de modificacién de la Filiacion, Patria
Potestad y Régimen Econémico del Matrimonio, que explicité
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nifio considerado acusado o declarado culpable de infringir las
leyes penales. La legislacién espaiiola, recientemente reformada,
como sabemos, ha superado las previsiones convencionales y
contrasta con la de otros paises que llegan a aplicar la pena de
muerte a menores.

Por su parte la Unién Europea, especialmente el Parlamento
Europeo, ha realizado un considerable esfuerzo de conciencia-
cién en la necesidad de proteccién de menores, destacando la
Resolucién A 3-0172/92, que aprobé la Carta Europea de los
Derechos del Nifio.

8.3. PROTECCION JURIDICA EN EL AMBITO NACIONAL

Es evidente que todos los derechos que la Constitucién esta-
blece con caricter general a la persona humana —y, por lo
tanto, las garantias que a ellos reserva— se aplican y rigen res-
pecto de los menores. Sélo en aquellos casos en que de manera
especifica el Texto Constitucional exija la mayoria de edad u
otro requisito analogo estardn excluidos. Dicho esto, debemos
destacar que la Constitucién ha establecido unas previsiones
especificas para los menores, lo que supone, en esos casos,
mayores cotas de proteccién.

Las normas de Derecho Internacional anteriormente apunta-
das rigen plenamente en Espaiia en virtud del articulo 10.2 de la
Constitucién, pues, como sabemos, establece que «las normas
relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la
Constitucién reconoce se interpretaran de conformidad con
la Declaracién Universal de los Derechos Humanos y los tratados
y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados
por Espafia»’. A lo que debemos sumar el articulo 39.4, que, al
sealar que «Jos nifios gozaran de la proteccién prevista en los
acuerdos internacionales que velan por sus derechos», insiste en
la importancia de estos documentos internacionales y su plena
vigencia en Espafia. Esto es especialmente importante, pues no
encontramos otras normas constitucionales referidas especifica-

Espasa firmo y ratificé la Convencién de Derechos del Nifio en 1990,
publicandose en el BOE el Instrumento correspondiente l 31 de diciembre
de 1990, entrando en vigor al mes siguiente.
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nar al menor el apoyo emocional que requiere para su adecuada
recuperacion.

En lo que se refiere a la sintomatologia derivada del descu-
brimiento del abuso, los problemas parentales objeto de trata-
miento pueden ser variados. Los mas frecuentes son las dudas de
la madre ante las afirmaciones del nifio y sus sentimientos ambi-
valentes hacia el agresor, las atribuciones causales del abuso
sexual, el miedo a que el dafio sufrido por el nifio sea irreversible
y a que no sea capaz de protegerlo o de prestarle el apoyo emo-
cional debido y, finalmente, los sintomas de ansiedad o depre-
sion. En este sentido, segin las sugerencias de Cohen y Manna-
rino (1993), las estrategias cognitivo-conductuales més adecuadas
para abordar estas cuestiones pueden ser las siguientes:

— Asesoramiento psicoeducativo a los familiares sobre las
consecuencias del abuso, tanto para la victima como para ellos
mismos, asi como sobre las posibles preocupaciones asociadas.

— Reestructuracion cognitiva de aquellas ideas y atribucio-
nes erréneas que estdn en la base de la existencia de dudas res-
pecto al nifio y su declaracién, asi como respecto a sus capaci-
dades para cuidarlo y proporcionarle el apoyo necesario en el
futuro.

— Entrenamiento en solucion de problemas, con el objetivo
de facilitar una estrategia eficaz para la toma de decisiones.

— Enseiianza del método de la relajacion progresiva, otien-
tado al control de la ansiedad.

— Entrenamiento en técnicas de control de contingencias,
destinadas a promover habilidades para el manejo adecuado de
las conductas del nifio. Estas técnicas, ademds de ayudar a mejo-
rar al nifio, proporcionan a los padres una sensacion positiva de
control y de estar ayudando a sus hijos.

Segiin Vizquez Mezquita (1995), hay dos aspectos adiciona-
les que deben tenerse en cuenta en la terapia con la familia: por
un lado, la posible negacion del problema, tanto por parte del
abusador como del resto de los familiares; por otro, la natura-
leza de las relaciones entre el abusador y las personas significati-
vas para el nifio. La negacion de los familiares del entorno,
cuando ésta se da, tiene su base en el profundo sentimiento de
culpa que éstos sienten por haber fallado en la proteccién del
nifio, la sensacién de dolor relativa al sufrimiento o trauma posi-
ble y la preocupacién por el futuro desarrollo emocional del
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mientras unos se sienten intimidados en las relaciones con sus
iguales, otros tienden a ser manifiestamente agresivos (Cantén y
Cortés, 1997). Por ello, el tratamiento de las disfunciones inter-
personales, segin Bolton y colaboradores (1989), requiere la
inclusién del entrenamiento en asertividad y habilidades sociales
en el marco mas amplio de las técnicas anteriormente menciona-
das (las dirigidas al control de la ansiedad, depresion e ira y a la
modificacién de conductas y actitudes sexuales).

5.4.2. Intervencion con la familia

La intervencién con la familia del menor victima de abuso
sexual es necesaria por tres motivos fundamentales: por un lado,
los padres y hermanos de la victima también pueden manifestar
reacciones emocionales adversas; por otro, pueden querer sabo-
tear o retirar al nifio del tratamiento; y, por Gltimo, intervenir
con los diferentes miembros de la familia facilita la generaliza-
cién de los efectos del tratamiento (Cantén y Cortés, 1997).

Los objetivos de la intervencién con la familia se van a cen-
trar basicamente en dos aspectos: proporcionar apoyo psicold-
gico a los familiares y ensefiar a los padres estrategias para el
control de las conductas del nifio. En general, se propone
comenzar con la terapia individual para cada miembro antes de
hacerlo por parejas con el fin de examinar sus relaciones. La
participacion de la familia como un conjunto suele ser el tltimo
eslabén de la cadena (Brenner, 1987).

En ocasiones, la respuesta de los padres ante la revelacion
puede ser mis intensa que la del propio nifio. Los sentimientos
de vergiienza y culpa, de colera y pena, de miedo y ansiedad,
afectan a los padres de tal manera que repercute muy negativa-
mente en la victima. Se sienten, a veces, incapaces de proteger al
nifio en el futuro y su autoestima se ve notablemente afectada.
Por otro lado, no se debe olvidar el impacto psicologico que
para el conyuge supone el descubrimiento de que su pareja ha
abusado sexualmente de un menor (generalmente, ademas, de su
propio hijo). En el peor de los casos, puede llegar a encoleri-
zarse con el propio nifio y culparle de lo sucedido. El terapeuta
debe realizar una evaluacion exhaustiva del estado psicolégico
de los miembros de la familia y elaborar un plan de intervencion
orientado tanto a eliminar las reacciones adversas derivadas de
la revelacién como a garantizar que sean capaces de proporcio-
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ren una intervencién clinica y que ésta debe aplicarse, por tanto,
s6lo en los casos indicados (que presentan unos sintomas psico-
patolégicos o de inadaptacién claros).

Una vez concluido el tratamiento, se realiza una fase de
seguimiento mensual durante un afio, en donde la victima es
reconocida periddicamente para comprobar si los logros tera-
péuticos obtenidos se mantienen con el paso del tiempo.

En el caso en el que el abusador sea miembro de la familia y
se someta a tratamiento, se llevan a cabo una intervencién y un
seguimiento especificos para asegurar que no vuelve a darse nin-
gan tipo de abuso, para comprobar la capacidad de la familia
para apoyar a la victima y, en dltimo término, para evaluar la
adecuacién de la convivencia familiar.

Dada la variabilidad de los casos existentes en la clinica, se
ha optado por presentar el programa en forma de las fases y de
las técnicas terapéuticas ulﬂizafas, en lugar de hacerlo en forma
de un diario de sesiones, que puede resultar muy rigido cuando
se cuenta con victimas de edades muy distintas y con sintomas
psicopatolégicos y de inadaptacién muy diversos.

5.5.1. Fase educativa-preventiva

El objetivo principal en esta fase es asegurarse de que el nifio
no va a ser objeto de una nueva agresion sexual. Para ello se
actda en tres direcciones:

e El abusador debe admitir su culpabilidad, estar de
acuerdo en la terminacion de ese comportamiento y per-
manecer separado de la victima.

® Se debe capacitar a la victima para informar de manera
inmediata de ulteriores episodios de abuso.

® Los cuidadores del nifio —la madre fundamentalmente—
deben demostrar su determinacién de protegerlo en adelante.

Otras lineas de actuacién con el mismo objetivo son las
siguientes:

® Ensefiar a la victima a identificar y comprender su propia
sexualidad y la del adulto de una fyorma sencilla y objetiva.

 Darle pistas claras e inequivocas de cuindo un acerca-
miento de un adulto tiene una intencionalidad erética.
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menor. Asimismo aceptar lo ocurrido supone asumir la posible
separacién del abusador, con las dificultades socioemocionales
afadidas. Al igual que en la intervencién con la victima, es
importante identificar las ideas que estan en la base de la utili-
zacién de la negacién como estrategia de afrontamiento, modifi-
carlas y sustituirlas por otras que favorezcan la aceptacién del
abuso. Respecto a las relaciones familiares, el clinico debe cen-
trarse en la modificacion de las pautas disfuncionales de relacion
que en el pasado permitieron erabuso y en promover una defi-
nicién clara del 7o/ que cada miembro debe asumir dentro de la
familia.

Por otro lado, en lo que se refiere al apoyo especifico que se
le debe proporcionar al nifio, los familiares de la victima deben
mostrarle, de forma verbal y no verbal, que le creen y que puede
contar con ellos para lo que necesite. No es adecuado pedirle al
nifio que olvide o que supere lo que pasé, pero tampoco se le
debe presionar para que hable. Lo realmente fundamental en
estos casos es conseguir normalizar la vida del nisio y restablecer,
en la medida de lo posible, sus hdbitos cotidianos (Mas 1995).
Estas indicaciones, junto con un entrenamiento en técnicas ope-
rantes de observacion, manejo de contingencias y control esti-
mular, pueden ser suficientes, en algunos casos, para favorecer la
recuperacion del menor.

Por dltimo, puede ser de interés, especialmente en los casos
socialmente mas desfavorecidos, ensefar a la familia a emplear
los recursos comunitarios disponibles para la solucién de pro-
blemas, como el desempleo, la inadecuacién de la vivienda, los
problemas legales, las deudas, etc., que, en caso de no resolverse
satisfactoriamente, pueden propiciar la reincidencia en el abuso.

5.5. PROGRAMA DE TRATAMIENTO PROPUESTO

El programa de tratamiento propuesto cuenta con una dura-
cién de 4 meses aproximadamente, incluida la evaluacién, Las
sesiones tienen una periodicidad semanal y suman un total de 12
por término medio, con una duracién de 30 a 60 minutos en
funcién de la fatiga y del grado de distraibilidad del menor. En
los parrafos siguientes se sefalan las directrices generales del
protocolo de intervencién, ajustado posteriormente a las necesi-
dades especificas de cada caso. No debe olvidarse que, como se
ha sefialado en el epigrafe anterior, no todas las victimas requie-
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juridico, etc. Y, en segundo lugar, las estrategias de afronta-
miento especificas se orientan a la consecucién de los siguientes
objetivos:

@) En el caso de que la victima sea ingresada en un colegio
(hecho que ocurre con excesiva frecuencia): adquisicién de pau-
tas de convivencia adaptativas, prevencion y eliminacion de con-
ductas agresivas, ensefianza de habilidades de comunicacién con
los tutores y compafieros, etc.

b) En el caso de reiniciar una convivencia familiar: adquisi-
cién de pautas de relacién adecuadas, de habilidades de comu-
nicacion, de resolucion de problemas, etc.

) En cualquier caso, fomento de conductas de independen-
cia y autonomia y recuperacién de actividades reforzantes, asi
como entrenamiento en el control de la ansiedad.

En los casos en los que existe un contacto con el sistema
policial y/o legal (declaraciones, juicios, etc.), se realiza una
intervencién adecuada a este contexto con estrategias de afron-
tamiento especificas.

Las técnicas de exposicion, en el caso de ser necesarias, estin
enfocadas a tres puntos fundamentales. En primer lugar, a expo-
ner a la victima a estimulos no peligrosos (hablar con adultos,
por ejemplo) que evocan respuestas de ansiedad y de evitacién
en la vida cotidiana. En segundo lugar, a recuperar de forma
gradual actividades que son reforzantes (por ejemplo, salir a la
calle, relacionarse con amigos y amigas, conocer nuevas perso-
nas, etc.). Y, en tercer lugar, a exponer a la victima a los pensa-
mientos intrusivos y pesadillas (si es que las hay) y entrenarla en
técnicas de distraccién cognitiva.

Conviene hacer una aclaracién respecto a este dltimo punto.
Exponer a un nifio a los recuerdos traumiticos es doloroso ini-
cialmente, pero puede ser la tnica manera de desactivar la
estructura cognitiva del miedo, y de facilitar un procesamiento
emocional adecuado de los elementos cognitivos del suceso. De
este modo, al digerir apropiadamente el atracén emocional expe-
rimentado, el menor puede percibir la realidad mas adaptativa-
mente y experimentar un alivio de los sintomas (Echeburia y
Corral, 1998; Foa, Hearst-Tkeda y Perry, 1995).

En resumen, a nivel emocional, conviene crear, al menos en
los casos necesarios, un vinculo de apego con una figura adulta
adecuada, asi como favorecer el dominio y control del menor
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medida necesaria, entre otros intereses publicos, para la defensa
del orden y la prevencién del delito o la proteccion de los dere-
chos y las libertades de los demas.

La Constitucién Espaiola de 1978 configura un modelo de
estructura tertitorial cle}> Estado y, con ello, un sistema de distri-
bucién de competencias entre aquél y las Comunidades Auténo-
mas, ademds de la reserva a éstas, en consecuencia, de un cierto
nivel de atribuciones. Con este reparto de competencias ha que-
rido ser respetuosa la LO 1/1996, de 15 de enero, de Proteccién
Juridica del Menor, de modificacién parcial del Cédigo Civil y
de Ia Ley de Enjuiciamiento Civil, segin recoge su exposicion de
motivos, regulando aspectos relativos a la legislacion civil y pro-
cesal y estableciendo su caricter supletorio respecto de las dis-
posiciones especificas vigentes en las Comunidades Auténomas
con derecho civil, foral o especial propio. Asi, en cuanto al
marco juridico de la proteccion del menor en nuestro ordena-
miento juridico, podriamos diferenciar:

1. Los Acuerdos y Convenios Internacionales ratificados por
Espaiia en la materia (arts. 10.2 y 39.4 CE), ambito de
competencia exclusiva del Estado (art. 149.1.3.* CE).

2. Las materias propias del Derecho civil y administrativo:

De acuerdo con el art. 149.1.6." y 8.* CE el Estado tiene
competencia exclusiva en materia de legislacion procesal y ci-
vil, competencia que ha de hacerse compatible con a titularidad de
competencias exclusivas de las Comunidades Auténomas, al
amparo del art. 148.1.20.* CE y de los respectivos Estatutos de
Autonomia, en materia de asistencia social y proteccién de meno-
res. A la vista de este reparto competencial, corresponders a las
Comunidades Auténomas la gestion y ejecucién de tales mate-
rias, con especial mencién de aquellas Comunidades con dere-
chos civiles o forales propios y que podrin, segin la prevision
constitucional, conservarlos, modificarlos y desarrollarlos (Cata-
lufia, Pais Vasco, Galicia, Navarra, Aragon, Baleares y Extrema-
dura) (disposicién adicional 1.* CE), aunque en materia de pro-
teccién del menor y dada la reciente inclusién en nuestro
ordenamiento de las figuras de la tutela ex lege 2 la guarda de
menores (con la modificacién del CC llevada 2 or la Ley
21/1987, de 11 de noviembre, que en su disposicién a moml 1°
atribuia competencias en este dmbito a los organismos del
Estado, de las Comunidades Auténomas y de las entidades loca-
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 Adiestrar al menor en técnicas de evitacién de situaciones
que suponen un claro riesgo de abusos sexuales, segan las
expetiencias pasadas.

* Ensenar al nifio modos eficaces de asertividad para recha-
zar peticiones no deseadas en el dmbito erético.

El nifio debe captar en todo momento que el objetivo de la
intervencion es ayudar a la familia, y no destruirla.

5.5.2. Fase terapéutica

Las lineas fundamentales de la intervencién psicolégica son
la catarsis emocional, la reevaluacién cognitiva, las estrategias
especificas de afrontamiento y las técnicas de exposicién, en
conjuncién con los esfuerzos para reformar al abusador y poten-
ciar la capacidad de la familia para apoyar al nifio.

La catarsis emocional esta orientada a proporcionar compren-
sion y apoyo a la victima, facilitando que cuente lo ocurrido y
todo lo que ha pensado y sentido. El menor debe sentirse creido
en lo que dice. Se trata de romper el secreto y la vivencia de ais-
lamiento. Hay que reforzar al nifio por haber revelado el secreto,
que va a ser un aspecto fundamental para reconstruir su auto-
estima.

La reevaluacion cognitiva esti enfocada a tres puntos funda-
mentales. En primer lugar, a la explicacion de las reacciones nor-
males ante una experiencia de abuso sexual y del proceso de
adquisicién y mantenimiento de los miedos. En segundo lugar, a
la discusién racional para eliminar las ideas disfuncionales, sobre
todo en relacién con los sentimientos de baja autoestima, de des-
confianza y de culpabilidad/vergiienza por lo ocurrido, asi como
para evitar que se hagan generalizaciones sobre los adultos u
otros familiares o que se susciten ideas de venganza o de rencor
hacia la madre. Se trata de poner nombre a lo ocurrido y de sefia-
lar que el abusador es un enfermo. Y, en tercer lugar, a ayudar a
las victimas a continuar adelante con sus vidas (estudios, relacio-
nes interpersonales, vida familiar, etc.), proyectandose hacia el
futuro con un énfasis en los aspectos positivos existentes.

El entrenamiento en habilidades especificas de afrontamiento
implica, en primer lugar, la adopcion de estrategias urgentes de
afrontamiento, variables segin los casos: contactos con los Servi-
cios Sociales, abandono del domicilio familiar, asesoramiento
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Abusos y agresiones sexuales a menores:
intervencion de las Comunidades Auténomas

Mar Estévez Mosquera
Técnico-Juridico
Xunta de Galicia

9.1.  CompeTENCIAS DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS
EN MATERIA DE PROTECCION DE MENORES

El art. 19 de la Convencién sobre los derechos del Nifio,
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas
de 20 de noviembre de 1989 (ratificada por Espafia en 1990),
insta a los Estados partes a adoptar las «medidas legislativas,
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al
nifio contra toda forma de abuso fisico o mental (...), explota-
cion, inchiido el abuso sexual, mientras el nifio se encuentre
bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de
cualquier otra persona que lo tenga a su cargo». Asimismo men-
ciona, entre estas medidas de proteccién, «programas sociales con
objeto de proporcionar la asistencia necesaria al nifio y a quienes
cuidan de él», la «identificacién, notificacién, remisién a una
institucién, investigacidn, tratamiento y observacién» de estas
situaciones y, por ultimo, segin corresponda, la intervencién
judicial. En este sentido, el Convenio Europeo para la Protec-
cién de los Derechos Humanos v de las Libertades Fundamen-
tales de 4 de noviemhre de 1950 ya admitia en su art. 8 la inje-
rencia de la autoridad publica en la vida privada y familiar en
tanto en cuanto estuviese prevista por la ley y constituyese una
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culpable al verse desterrado de la familia, se refuerza la tenden-
cia de la pareja a unirse contra la victima, y no siempre resulta
facil encontrar un lugar apropiado en donde situar al nifio. Hay
casos en que la decision adoptada puede ser la salida del abusa-
dor (padre o padrastro) del hogar. No obstante, en algunas cir-
cunstancias la separacién de la victima de un marco familiar
patgeno y la entrega a una familia de acogida —o el ingreso en
un internado— pueden ser la tnica solucién para garantizar la
proteccion y el desarrollo arménico del menor.

Por iltimo, un reto de futuro es contar con indicadores obje-
tivos que permitan llevar a cabo una toma de decisiones ade-
cuada entre las distintas alternativas posibles y no necesaria-
mente excluyentes: el tratamiento de la victima, la salida del
agresor del hogar, la separacion del menor de los padres, el
apoyo social a la familia, la terapia del agresor, etc.
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respecto del dltimo las Comunidades Auténomas tienen compe-
tencias en materia de ejecucion.

9.2.  EL CONCEPTO DE DESAMPARO, LA FIGURA
DE LA TUTELA EX LEGE Y LA SITUACION DE RIESGO

La anteriormente citada Ley 21/1987, de 11 de noviembre,
introdujo en nuestro ordenamiento juridico el concepto de
desamparo y la figura de la tutela ex lege, tutela que se consti-
tuye automaticamente y por ministerio de la ley (segin lo dis-
puesto en el art. 172 CC) por parte de las entidades publicas
que tengan encomendada la proteccién de los menores y res-
pecto de aquellos que se encuentren en situacién legal de
desamparo. Esta situacién de desamparo se define como aquella
«que se produce de hecho a causa del incumplimiento, o del
imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de proteccién
establecidos por las leyes para la guarda de los menores, cuando
éstos queden privados de la necesaria asistencia moral o mate-
rial» (art. 172.1 CC). Incluye, por tanto, el concepto del desam-
paro, concepto juridico mdetermmado, tanto una causa, el
incumplimiento de los deberes de proteccién, la 1mpos|b|ltdad
de ejercerlos o hacerlo inadecuadamente, como el correspon-
diente efecto, la privacién de asistencia moral o material, que
deben concurrir para que el érgano administrativo proceda a
declarar el desamparo y a asumir la tutela ex lege de un menor
de edad.

Esta indeterminacién del concepto de desamparo ha de inte-
grarse a través de juicios de valoracion en cada caso concreto,
tomando como referencia un estindar normal de cuidado,
dependiendo de las necesidades de cada menor y teniendo en
cuenta principalmente el desarrollo integral de éste como el bien
juridico protegido.

En este sentido, las Comunidades Auténomas, completando
la indeterminacién legal, incluyen en sus respectivas legislaciones
de proteccién al menor las situaciones concretas en las que pro-
cede declarar el desamparo de un menor, incorporando como
clausula residual la mencién a cualquier otra que tenga la misma
causa y produzca el mismo efecto que el seﬂﬁado en el art. 172
del CC. Entre estas situaciones concretas, la mayor parte de la
normativa autonémica recoge los abusos sexuales, la induccién a
la prostitucién y genéricamente cualquier otra forma de explota-
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sobre el entorno y sus propios impulsos. El menor debe apren-
der a identificar sentimientos diferentes y a expresarlos de
manera adecuada. A nivel interpersonal, es preciso eliminar el
aislamiento y la desconfianza hacia los adultos, asi como fomen-
tar relaciones sociales adecuadas con sus iguales. Y a nivel com-
portamental, es imprescindible reducir las conductas de evita-
cion y los comportamientos sexuales precoces.

5.6. ¢ TRATAMIENTO INDIVIDUAL O TRATAMIENTO GRUPAL?

El tratamiento utilizado con las victimas de abuso sexual ha
sido individual y, en algunos casos, familiar. Sin embargo, la tera-
pia de grupo, siempre que se refiera a objetivos especificos y esté
centrada en el agui y ahora, es una modalidad que puede resultar
de interés en la intervencion terapéutica con este tipo de victimas.

El formato grupal se considera especialmente eficaz cuando
se incluye tras haber realizado una serie de sesiones individuales
con la victima, y cuando se acompafia de la intervencién con la
familia. Segiin distintos autores (Brenner, 1987; Vizquez Mez-
quita, 1995; Cantén y Cortés, 1997), hay unas ventajas adiciona-
les del tratamiento grupal en este tipo de victimas: el grupo per-
mite a la victima contrarrestar su aislamiento y destruye sus
sentimientos de estigmatizacion, culpabilidad y baja autoestima.
Ademis, favorece las relaciones con otros nifios y proporciona
un apoyo emocional estable. Asimismo el grupo constituye cl
contexto educativo adecuado para la prevencién de futuros abu-
sos, la informacién en torno a la sexualidad, el desarrollo y for-
talecimiento de habilidades sociales y el descubrimiento de solu-
ciones alternativas a sus problemas

En cuanto al formato concreto, Furniss (1991) recomienda
grupos cerrados compuestos de entre 5 y 8 nifios y homogéneos
en cuanto a la edad y al nivel cognitivo y emocional. Los grupos
mixtos, integrados por nifios y nifias, también han demostrado
un alto grado de eficacia, excepto en el caso de los adolescentes,
en los que el tema sexual es ms facil de tratar en grupos del
mismo sexo. La duracién de las sesiones debe ser menor (una
hora) en el caso de nifios en edad preescolar que en el de nifios
mayores y adolescentes (una hora y media). Generalmente, se
programan entre 6 y 12 sesiones para cada grupo, con una
periodicidad regular y que se pueden retomar tras un periodo de
descanso si es necesario.
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les) no existen referencias especificas a aquéllas en el Derecho
foral tradicional. Sin embargo, como territorios forales, carecen
de competencias legislativas civiles en materia de proteccién de
menores por no hacer mencién alguna sus respectivas compila-
ciones a instituciones relativas a aquélla, Baleares, Pais Vasco y
Galicia; si, en cambio, Comunidades como Catalufia (que ha
refundido la materia de Derecho de Familia en un tinico Cuerpo
Legal, la Ley 9/1998, de 15 de julio, del Cédigo de Familia), Ara-
gon o Navarra. Las restantes Comunidades Auténomas tendran
tnicamente competencias legislativas de indole administrativa.

Al Estado corresponderin, siguiendo la concepcion constitu-
cional, las facultades normativas en este campo que garanticen la
igualdad bisica en el reconocimiento y ejercicio por los menores

le sus derechos constitucionales en todo el territorio nacional

(art. 149.1.1* CE).

La obligacién que tienen los poderes pablicos, segin lo previsto
en el art, 39.1 CE, de asegurar la proteccion social, econémica y
juridica de la famili, se plasma, en funcién del reparto competen-
cial comentado en lo que concierne al dmbito de la proteccion del
menor, tanto en la legxglac:on estatal como en la autonémica, si bien
recibe un tratamiento diferenciado en los diferentes Estatutos de
Autonomia: todos ellos atribuyen competencia exclusiva a las res-
pectivas Comunidades Auténomas en materia de «asistencia social»
(art. 925 del E.A. de Cataluiia, art. 27.23 del E.A. de Galicis
ticulo 44.17 de la Ley de Organizacién y Amejoramiento del Régi-
men Foral de Navarra, art. 31.24 del E.A. de la Comunidad Valen-
ciana, art. 10.12 del E.A. del Pais Vasco, art. 21.1.18 del E.A. de la
ciudad de Ceuta y art. 21.1.18 del E.A. de la ciudad de Melilla),
«asistencia y bienestar sociab> (art. 35.26 del E.A. de Aragon,
art. 10.Uno.18 del E.A. de Asturias, art. 22.18 del E.A. de Canta-
bria, art. 7.20 del E.A. de Extremadura, recientemente reformado
por LO 12/1999, de 6 de mayo, art. 10.Uno.18 del E.A. de Murcia
y art. 8.Uno.1 del E.A. de La Rioja), «asistencia y servicios sociales»
(art. 13.22 del E.A. de Andalucia, art. 30.13 del EA. de Canarias,
art. 31.1.20 del E.A. de Castilla-La Mancha y art. 26.1.18 del E.A.
de Castilla-Leon) o «asistencia y beneficencia sociales» (art. 10.12
del E.A. de las Islas Baleares). En cambsio, solamente se refieren a la
proteccién del menor los E.A. de Cataluiia, Navarra, Baleares,
Castilla-La Macha, Valencia, Andalucia y Extremadura.

3. En cuanto al Derecho penal, procesal y laboral, son com-
petencia exclusiva del Estado (art. 149.16.y 7.* CE), si bien
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En Estados Unidos, los programas mas especificos dirigidos
a delincuentes sexuales violentos —violadores de mujeres adul-
tas y de nifios— pueden durar hasta 25 horas semanales duran-
te dos afios. Los programas dedicados a cualquier tipo de agre-
sor sexual tienen una duracién mis limitada —aproximada-
mente un afio—, y las horas a la semana también se ven reduci-
das —unas 5 horas semanales.

e) Los profesionales que las aplican tienen un alto grado de
motivacion y han pasado por un proceso de entrenamiento previo.

Normalmente se incluyen un psiquiatra, un psicélogo y un
ayudante de psiquiatria. A veces se cuenta con trabajadores
sociales, pero no en todas las ocasiones. Todos los profesionales
completan un periodo de formacién especifico de evaluacién e
intervencién con este tipo de sujetos.

En Estados Unidos la proporcion en la relacion terapeuta-
agresor es de un terapeuta por cada veinte agresores, mientras
que en Canad, cuando se refiere a grupos de terapia, la propor-
cién estimada es de un terapeuta por cada ocho o diez sujetos.

) Estos programas cuentan con un amplio reconocimiento tanto
Jfuera como dentro del sistema penitenciario.

Los programas en Estados Unidos son muy variados. En
cuanto a su capacidad, pueden llegar hasta 300 sujetos tratados
al afio cuando se habla de médulos o 4reas de prision especiali-
zadas en este tipo de terapia. En Canad la capacidad de los
programas suele ser més reducida. La media de sujetos tratados
es de 25, teniendo en cuenta que las terapias se llevan a cabo en
unidades psiquiatricas o en dreas de salud mental especializadas.

g) Estos tratamientos finalizan estando los sujetos en continuo
contacto con la comunidad.

En Estados Unidos la ubicacién de los programas es mucho
més variada. Los agresores sexuales més violentos son tratados
en médulos especiales o departamentos de psiquiatria. Los pro-
gramas dirigidos a todo tipo de delincuentes sexuales suelen
aplicarse en prisiones de mixima seguridad. En Canadd, la
mayoria de los programas se llevan a cabo en unidades especia-
les o departamentos psiquiatricos.

Casi todos los programas emplean algtin tipo de recursos
comunitarios, especialmente en la fase de atencién ambulatoria.
Por ejemplo, algunos introducen servicios telefonicos de 24 horas
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ponsabilidad valorando muy especialmente el interés del menor.
Se encomienda al Ministerio Fiscal la iniciativa procesal, pero

2 “se | concede amplios foculades pare scordae Ja tetmings
cién del proceso con la intencién de evitar, dentro de lo posible,
los efectos aflictivos que el mismo pudiera llegar a producir.

3.° El proceso es de naturaleza sancionadora-educativa'’,
aunque formalmente es penal. No tiene un fin primordialmente
represivo, sino mds bien «preventivo-especiales, orientados hacia
la efectiva reinsercion y el superior interés del menor, valorados
con criferios qus han de buscarse primordialments en l Ambito
de las ciencias no juridicas».

4.° Diferenciacién de diversos tramos a efectos procesales y
sancionadores en la categoria de infractores menores de edad,

5.° Flexibilidad en la adopcion y ejecucion de las medidas
atendiendo a las circunstancias del caso concreto.

6.° Es una Ley que no s6lo se aplica a «menotes», sino tam-
bién a «jovenes», que paraddjicamente son «adultos» de entre
diciocho y veintitin afios, a los que se les aplica la LO 5/2000,
«atendiendo a las circunstancias personales y al grado de madu-
rezdel wrosy & b murslesy gravedad de Jos hechos: seghn
apreciacién del 6rgano jurisdiccional (articulo 69 CP).

7.° Las acciones u omisiones imprudentes no pueden ser san-
cionadas con medidas de internamiento.

Pero, en el dmbito delictivo de menores, el principio de
mayor proteccién al menor igualmente actia minorando los
efectos tipicamente penales del derecho delictual de adultos, de
tal manera que no esta permitida la accién popular, la victima no

a otras concepciones. Asi, es gencralizada la creencia de que menores son los
que tienen edades comprendidas entre los doce y los dieciséis anos, creencia a
la que no s ajena nuestra sistema legal historico. Pensemos que ahora a un
joven de entre dicciscis y dieciocho afios sc le juzga conforme a una ley que
tiene muy en cuenta los aspectos cducativos y que cs mucho mis beneficiosa
que la de «adultos» (por decirlo de alguna manera). Igualmente, la Exposicion
de Motivos y para los menores de entre doce y catorce afios, que cxonera la
Ley de responsabilidad penal, sefiala_que «en los escasos supuestos en que
aquéllos pueden producir alarma social, son suficientes para darles una res-
puesta igualmente adecuada los dmbitos familiar y asistencial civil, sin necesi-
dad de intervencién del aparato judicial del Estado»

! Orientado por las STC nims. 36/1991, de 14 de febrero, y 60/1995, de
17 de marzo, sobre las garantias y ¢l respeto a los derechos fundamentales que
necesariamente han de imperar n el procedimiento seguido ante los Juzgados
de Menores,
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cialmente en la capacidad para expresar sentimientos positivos y
negativos de forma correcta.

— Habilidades de vida. A los sujetos se les entrena en habi-
lidades para manejarse adecuadamente al salir de prision: habi
dades de bisqueda de empleo, de alojamiento, uso de dinero o
de tiempo libre, etc.

— Formacion profesional.

— Tratamiento para la adiccién del alcohol y las drogas.

b) Uno de los componentes principales de estas intervenciones
con delincuentes sexuales se centra en la prevencion de la recaida.

Este modelo de intervencién proviene del 4mbito de trata-
miento de las adicciones y se ha adaptado exitosamente al tra-
tamiento con agresores sexuales. El modelo fundamental-
mente pretende que el sujeto sea consciente de las situaciones
de riesgo que pueden llevarle a la recaida, es decir, a cometer
un nuevo delito sexual, y desarrolle un repertorio de respues-
tas de enfrentamiento eficaces para utilizar ante dichas situa-
ciones.

c) La intervencion es especifica y no consiste en un programa
paquete estandarizado, ya que se adapta lo mis posible a las carac-
teristicas individuales de cada sujeto.

Evidentemente no es lo mismo tratar a agresores de nifios,
violadores de mujeres adultas, exhibicionistas, agresores que
hacen llamadas obscenas, etc. Pero, ademés, dentro de cada uno
de estos grupos, cada agresor puede presentar déficit diferentes,
por lo que el tratamiento, aunque mantenga unas directrices
comunes, deberi adaptarse a cada caso concreto.

Aunque las muestras de sujetos seleccionadas para cada tra-
tamiento tienden a ser homogéneas —es decir, se trabaja sélo
con agresores de menores, con violadores, etc.—, parece que las
experiencias actuales nos informan de la adecuacion de trabajar
con grupos mas heterogéneos.

d) Todas estas intervenciones son intensivas y tienen una
larga duracion.

En Canada, por ejemplo, los programas comunitarios ocu-
pan 2 6 3 horas semanales, mientras que los programas residen-
ciales son mis intensos, pudiendo llegar hasta 25 horas sethana-
les. La duracién de los programas en Canadd depende del tipo
de sujeto tratado.
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lo que ya regia en Espafia desde la Constitucion de 1978 y, en
consecuencia, suprimi la distincion entre filiacidn legitima ¢ ile-
gitima, equipard al padre y 4 la madre a efectos del ejercicio de
Ia patria potestad e introdujo la investigacion de la paternidad,
las Leyes 13/1983, de 24 de octubre, sobre la tutela; la Ley 21/1987,
de 11 de noviembre, por la que se modifican determinados
articulos del Cédigo Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en
materia de adopcion®; etc.

Sin perjuicio de marcar la evolucion cronolégica de las distintas
modificaciones, si quiero resaltar que Ia linea de inflexion se mani-
fiesta en la aprobacién por las Cortes Generales de la LO 1/1996,
de 15 de enero, de Proteccién Juridica del Menor, que modifico
cuantas normas se le opusieran y especialmente el Cédigo Civil y la
LEC (plenamente adaptada en su version 1/2000), y que ha sido
objeto de normas de desarrollo posteriores®.

A su vez, ciertas Comunidades Auténomas en cjercicio de
sus competencias, y conforme con sus Estatutos de Autonomia,
han dictado sus propias Leyes Autonémicas: Andalucia, Astu-
rias, Baleares, Cantabria, Catalufia, Extremadura, Galicia, La
Rioia, fundamentalmente. Debo hacer notar que aquellos pre-

tos considerados orgnicos por la LO 1/1996 deben ser aca-

jos por la normativa autonémica.

* A raiz de la misma, el anticuado concepto de abandono fue sustituido
por la institucién del desamparo, cambio que ha dado lugar a una considerable
agilizacion de los procedimientos de proteccion del menor al permitir la asun.
cién automitica, por parte de la entidad piblica competente, de la tutela de
aquél en los supuestos de desproteccion grave del mismo, Asimismo, introdujo
la consideracién de la adopcion como un elemento de plena integracion fami-
liar, la configuracién del acogimiento familiar como una nueva institucién de
proteccion del menor, la generalizacion del interés superior del menor como
principio inspirador de todas las actuaciones relacionadas con aquél, tanto
administrativas como judiciales, y el incremento de las facultades del Ministerio
Fiscal en relacion con los menores, asi como de sus correlativas obligaciones.

5 En este sentido, la Ley regula aspectos relativos a la legislacion civil y
procesal y a la Administracion de Justicia, para los que goza de habilitacion
constitucional especifica en los apartados 5, 6 y 8 del articulo 149.1. No obs-
tante, se dejan a salvo, en una disposicion final especifica, las competencias de
las Comunidades Autnomas que dispongan de Derecho Civil, Foral o especial
roric, Pate Lo e 1a T o Meclors soleiieia meosocet e as dlsboiones
especificas vigentes en aquéllas. Asimismo, cuando se hace referencia a com-
petencias de cardcter administrativo, se especifica que las mismas correspon-
den a las Comunidades Auténomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla, de con-
formidad con el reparto constitucional de competencias y las asumidas por
aquéllas en sus respectivos Estatutos.
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puede constituirse en parte acusatoria, no cabe hablar de pro-
porcionalidad entre el hecho y la sancion, intervencién especial-
mente relevante de profesionales de las ciencias no juridicas (psi-
cologia, fundamentalmente).

Sin embargo, rige de manera muy especial todas aquellas
garantias del derecho de adultos, quizds incluso con mayor
intensidad, tales como el principio acusatorio, el principio de
defensa, el de presuncién de inocencia, etc. Se ve reforzado el
papel del letrado defensor. Se establecen dos tramos diferencia-
dos (de 14 2 16 y de 16 a 18), siendo mis grave, especialmente
en cierto tipo de delitos, el segundo.

Tgualmente rige un denominado principio de intervencién
minima, «en el sentido de dotar de relevancia a las posibilidades
de no apertura del procedimiento o renuncia al mismo, al resar-
cimiento anticipado o conciliacion entre el infractor y la victima,
y a los supuestos de suspension condicional de la medida
expuesta o de sustitucién de la misma durante su ejecucién».

Por supuesto que todavia mantiene nuestra ley aspectos que,
particularmente, considero negativos, tales como el manteni-
miento del caricter penal (castigo por la comision de delitos y
faltas) de todo el procedimiento, la responsabilidad solidaria por
parte de los padres, tutores, acogedores o guardadores, el dere-
cho de intervencion de la victima proponiendo actuaciones pro-
cesales o interponiendo recursos (especialmente intenso cuando
se trata de delitos graves cometidos por mayores de dieciséis
afios). La posicion del Ministerio Fiscal es especialmente com-
plicada. El legislador no ha sabido, ni querido resolver una
extraia posicion procesal del fiscal, que estard determinado por
quien sea el fiscal jefe, es decir, no procesalmente, sino perso-
nalmente. Ello se debe a que mantiene su posicién procesal de
acusador piblico (promover la accién de la Justicia y defensa
de lIa legalidad), pero también mantiene su funcién de defensa de
los derechos de los menores, «velando por el interés de éstos».
Me parece que es una posicion dificil de conciliar, contradicto-
ria, pues al mismo tiempo que debe velar por sus intereses es la
parte acusatoria.

Por dltimo, el papel del letrado del menor es mucho mayor
que en el ambito de mayores de edad, pues tiene participacion
en todas y cada una de las fases del proceso, conociendo en todo
momento el contenido del expediente, pudiendo proponer prue-
bas e interviniendo en cualesquiera actos que sean de interés del
menor.
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Elliott, O’Donohue y Nickerson (1993) encontraron demos-
traciones expresas de actividad sexual en 5 de los 6 estudios que
revisaron con muestras normativas de nifios aparentemente no
abusados, probablemente debido a su conocimiento general
sobre la sexualidad. Es decir, que aunque el ser victima de abu-
sos sexuales evidentemente proporciona al nifio este tipo de
conocimientos sexuales, también se pueden aprender a partir
de otras fuentes como la pornografia o la observacion accidental
de actos sexuales reahzad}:s por otras personas.

Los estudios en los que se comparan nisios abusados sexual-
mente y controles han demostrado que los primeros muestran
mds conductas sexuales con los muiiecos anatémicos (Cantén,
1999). Por ejemplo, Kenyon-Jump, Burnette y Robertson (1991)
compararon el juego libre con muiiecos anatomicos de preesco-
lares abusados y no abusados. Los investigadores no encontra-
ron diferencias significativas en «conducta sexual explicita»,
pero si surgieron diferencias entre los dos grupos cuando se uti-
liz6 una medida que combinaba las «conductas sexuales explici-
tas y sospechosas». Todas las victimas que manifestaron «con-
ductas sexuales explicitas» eran varones. Se observaron
diferencias en determinadas conductas sexuales explicitas, de
manera que mientras que entre los controles no se produjo nin-
giin caso de introduccion del pene en la vagina, ni de relacion
genital nifio/mufieco o de masturbacion, si se produjeron estas
conductas en el caso de los abusados sexualmente. Por iltimo,
las victimas de abusos sexuales era mds probable que presenta’
ran conductas con implicaciones sexuales sospechosas (tocarse
los genitales, ponerse las manos entre las piernas).

Como han sefialado diversos expertos (por ejemplo, Boat y
Everson, 1994; Elliott, O’Donohue y Nickerson, 1993), la con-
ducta de juego con los muficcos anatémicos se puede encontrar
mediatizada por diversas variables que seria necesario controlar.
La primera es ¢l tipo de abuso sexual experimentado por el
nifio. Cuando se ha limitado a las caricias genitales, el tipo de
conducta que podriamos prever en ellos (como tocar o frotar los
genitales, introducir el dedo) no permite distinguir entre las vic-
timas de abuso sexual y los controles. Es mis, puede llevarnos a
un falso negativo, es decir, a concluir que no han existido abu-
sos sexuales debido a que estas conductas con los muiiecos son
las normales en todos los nifios. La segunda variable es la croni-
cidad de los abusos. Es menos probable que los nifios manifies-
ten conductas sexuales explicitas con los muifiecos cuando han
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consiste en puntuar la presencia o no de 19 criterios, agrupados
en 5 categorias (0 si no estd presente, 1 si se encuentra presente
y 2 si se encuentra muy presente). Una declaracién vilida no
tiene por qué cumplir todos los criterios, aunque cuanto mayor
sea el nimero de citerios presentes en la declaracién més pro-
bable sera que el nifio esté diciendo la verdad (la presencia de
un criterio fortalece la credibilidad del nifio, pero su ausencia no
sugiere que inevitablemente mienta).

La primera categoria, caracteristicas generales, trata de analizar
las afirmaciones del nifio en su conjunto, teniendo en cuenta los
criterios de estructura logica, produccion desestructurada y canti-
dad de detalles. La estructura légica se refiere a la consistencia y
coherencia de la narracion del nifio; cuando los diferentes detalles
aportados en una declaracion describen por separado el mismo
curso de los acontecimientos o cuando la declaracién «tiene sen-
tido». La declaracion puede estar desestructurada, en el sentido
de que se producen saltos de un tema a otro, aunque la unién de
los distintos fragmentos debe dar lugar a una historia logica (una
explicacion muy organizada y excesivamente cronoldgica de los
hechos puede ser indicativa de una alegacion falsa, mientras que
las explicaciones espontaneas suelen contener fragmentos disper-
sos de los hechos ocurridos). Finalmente, se considera que las
explicaciones que contienen muchos detalles especificos (sobre el
momento, lugar, personas, acciones y objetos) son mis crefbles.

La segunda categoria, contenidos especificos, la componen
cuatro criterios: adecuacion contextual, descripcion de interac-
ciones, reproduccién de conversaciones y complicaciones ines-
peradas. La adecuacién contextual se refiere a hechos o sucesos
especificos, situados dentro de un contexto espacial y temporal.
La descripcion de las interacciones se ocupa de las acciones y
reacciones mutuas entre la victima y el agresor (las exphcacxones
en las que el nifio aporta su propia percepcién e interpretacion
son indicativas de que no miente). La reproduccién de conver-
saciones por el nifio, diferenciando los roles de los implicados,
también se considera que es un indicio de que esti diciendo la
verdad. Finalmente, se refuerza la validez de las afirmaciones
cuando el nifio cuenta alguna complicacion inesperada que
tuviera lugar durante el abuso sexual (por ejemplo, la llamada de
un vecino).

La categoria peculiaridades del contenido valora si el nifio
hace referencia explicita a detalles distintivos, emociones, asocia-
ciones y sentimientos. Los criterios utilizados en esta categoria
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5.1. InrTrODUCCION

A pesar de la alarmante re:

alidad del abuso sexual infantil,

hasta el momento existen grandes dificultades para unificar cri-
terios en relacién con su definicidon. Se discrepa tanto al deter-
minar la edad limite del agresor o del menor como al sefialar las

conductas que se incluyen en el
utilizadas para cometerlo.
Aun asi, hay un consenso b:

acto abusivo o en las estrategias

asico en los dos criterios necesa-

tios para que haya abuso sexual infantil: una relacion de des-

igualdad —ya sea en cuanto a

edad, madurez o poder— entre

agresor y menor, y la utilizacién del menor como objeto sexual.

Este alumo punto incluye aquel
un nifio en los que se utiliza a

llos contactos e interacciones con
éste para la estimulacién sexual

del agresor o de otra persona (Hartman y Burgess, 1989).

Por otro lado, no hay una
concepto psicolégico y el jurid
lugar, el concepto psicolégico
sexual se refiere al smbito de mq
Codigo Penal se delimita el al

correspondencia directa entre el
ico de abuso sexual. En primer
—y hasta coloquial- - de abuso
cnores. Sin embargo, en el nuevo
buso sexual a aquellos actos no

consentidos que, sin violencia e intimidacién, atentan contra la
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5.2. EVALUACION DEL ABUSO SEXUAL EN LA INFANCIA

La evaluacién del abuso sexual infantil supone una tarea
compleja, ya que requiere obtener informacién de muiltiples
fuentes (victima, padres, hermanos, profesores, médicos, asisten-
tes sociales, etc.) y en diversos ambientes (hogar y escuela fun-
damentalmente), asi como utilizar distintos métodos de evalua-
cién (entrevistas, cuestionarios, observacion directa e informes
de otros profesionales) (O'Donohue y Elliot, 1991).

Tl objetivo inmediato de la evaluacién es garantizar la segu-
ridad de la victima y protegerla de un nuevo abuso, de otra
forma de maltrato o de las posibles amenazas por haber revelado
lo ocurrido (Cantén y Cortés, 1997; Mas, 1995).

La entrevista psicolégica es, junto con la observacion, el
medio fundamental de valoracién de los abusos sexuales a meno-
res (Arruabarrena y De Padl, 1996). De forma general, se puede
distinguir entre las entrevistas orientadas a la investigacién del
delito sobre el menor, y las dirigidas a la intervencién sobre el
nifio victimizado. Las primeras se centran en la obtencién de
informacién detallada y precisa de lo ocurrido, asi como en la
evaluacion de la credibilidad del testimonio del menor, mientras
que las segundas pretenden detectar la influencia del abuso sobre
el desarrollo psicosocial del nifio para, posteriormente, generar
un plan de intervencién (Soria y Hernandez, 1994).

En resumen, la utilizacién de los cuestionarios, junto con la
entrevista al nifio y a los padres, con la informacién proporcio-
nada por otras fuentes y con la historia clinica evolutiva, posibi-
litan una exploracién clinica integrada.

En la Tabla 5.1 figuran los principales instrumentos de eva-
luacién relacionados con los sintomas psicopatolégicos que pue-
den sufrir los nifios abusados sexualmente.
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libertad sexual de una persona, sea ésta mayor o menor. Y en
segundo lugar, aunque en la nueva definicién del Cédigo Penal
se han ampliado las conductas punibles al abuso de autoridad y
al engafio, se dejan sin recoger otras formas de presion mds suti-
les a través de las cuales puede conseguirse el consentimiento de
la victima y que, sin embargo, pueden producir unas consecuen-
cias psicologicas negativas (Climent y Pastor, 1996).

Los nifios con mayor riesgo de ser victimas de abuso sexual
son aquéllos con capacidad reducida para resistirse o descu-
britlo, como son los que todavia no hablan, los que muestran
retrasos del desarrollo y minusvalias fisicas y psiquicas, asi como
los nifios con familias desorganizadas o reconstituidas
(Madansky, 1996). Segiin otros autores (Pérez y Borras, 1996),
son también sujetos de alto riesgo los nifios prepiiberes con
muestras de desarrollo sexual, asi como los que se encuentran
carentes de afecto en la familia, que pueden inicialmente sentirse
halagados por la atencién de la que son objeto, al margen de que
este placer con el tiempo acabe produciendo en ellos un senti-
miento de culpa.

Por otro lado, los nifios victimas de malos tratos —en cual-
quiera de sus formas— son mds facilmente susceptibles de con-
vertirse en objeto de abusos sexuales. El incumplimiento de las
funciones paremales asi como el abandono y rechazo fisico y
emocional del nifio por parte de sus cuidadores, propician que
éstos sean manipulados més facilmente con ofrecimientos intere-
sados de afecto, atencién y recompensas a cambio de sexo y
secreto (Vazquez Mezquita, 1995). Son asimismo familias de alto
riesgo las constituidas por padres dominantes y violentos, asi
como las formadas por madres maltratadas.

En Espaiia la frecuencia de los abusos, en un sentido amplio
del término, puede alcanzar al 20 por 100 de la poblacién (23
por 100 de chicas y 15 por 100 de chicos) (Lépez, 1995). Sin
embargo, en un sentido mis restrictivo, es decir, en relacién con
las personas que se han percibido como abusadas, han padecido
secuelas por el abuso y requieren intervencion psicologica, es
sensiblemente menor (en torno al 4 por 100 de la poblacién).
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victimas hacen referencia a los sentimientos de culpa, la descon-
fianza y el autoconcepto negativo. El clinico debe abordar las
creencias y actitudes inadecuadas que subyacen a estos senti-
mientos y que pueden dar lugar a respuestas inadaptativas.

Los sentimientos de culpa suelen derivar de las siguientes
ideas: haber aceptado el abuso, haber disfrutado ocasional-
mente, haber desorganizado a la familia al revelar el secreto,
haber recibido un trato «preferente» respecto a sus hermanos,
mantener sentimientos ambivalentes hacia el agresor... Por tanto,
para eliminar la culpabilizacion del nifio, se han utilizado técni.
cas cognitivas que le ayuden a modificar estas ideas distorsiona-
das. El terapeuta debe enfatizar la escasa capacidad de protec-
cién del nifio frente al adulto (mds fuerte y con mayores
recursos) insistiendo en que la responsabilidad dnica de lo ocu-
rrido es del agresor. En ocasiones, puede ser conveniente expli-
car a la victima por qué algunos adultos desean tener relaciones
sexuales con nifos (Canton y Cortés, 1997).

Para hacer frente a la desconfianza de la victima hacia los
demds el primer paso consiste en conseguir que el nifio aprenda
a discriminar en quién puede confiar, sin llegar a formar genera-
lizaciones erréneas. Sélo son algunos los adultos interesados en
realizar actividades sexuales con nifios, La propia relacion tera-
péutica que se crea con un adulto no abusador que se preocupa
por él y le ayuda constituye una oportunidad para el modelado
de nuevas formas de relaciones interpersonales. Asimismo, se le
debe animar a iniciar relaciones con otras personas significativas
de su entorno con objeto de que, ademds de recuperar su con-
fianza en los demds, mejore sus relaciones interpersonales y, en
dltimo término, su autoconcepto. En algunos casos, puede ser
conveniente desarrollar un entrenamiento en habilidades socia-
les a fin de facilitar el éxito del nifio en sus contactos interper-
sonales (cfr. Michelson, Sugai, Wood y Kazdin, 1987).

Por otro lado, el autoconcepto negativo viene también deri-
vado de los sentimientos de estigmatizacién y de indefensién
caracteristicos de los nifios que han sido victimas de abuso
sexual, Para mejorar este aspecto, el terapeuta debe tratar de
favorecer una imagen personal positiva y no estigmatizada.
Intervenciones sencillas en el cuidado corporal, la forma de ves-
tir, la realizacion de ejercicio fisico y las actividades recreativas
no sélo ayudan a reconocer el propio cuerpo, sino que, al
mismo tiempo, estimulan el sentido de responsabilidad y con-
trol (Mas, 1995).





images/00089.jpg
Abordaje sistémico de las agresiones sexuales a menores:... 165

funcional; es mas, tenerlos en claro y reafirmar nuestra posicion
en contra de tales interacciones no tiene por qué ir en contra de
una actitud que provoque mayor culpabilizacién antiterapéutica.
El terapeuta sensible a las mas diversas influencias debe sortear
todos esos obstaculos para evitar una situacion de impotencia y
ser facil victima de diversas manipulaciones ideologicas.

La conceptualizacién cibernética del abuso sexual infantil
considera que los miembros de una familia que ha sufrido esa
experiencia estin limitados, «restringidos» en su pensamiento y
en su conducta por imdgenes «dominantes inhabilitadoras».

Asi pues, las creencias propias de la familia mas las configu-
raciones de conductas restrictivas impiden el acceso a utilizar los
propios recursos y dificultan «el cambio» necesario para crecer y
evolucionar a lo largo del ciclo vital.

En las familias donde hay abusos sexuales se observa, sobre
todo en las victimas, dificultades para preservar su intimidad,
dificultades para percibir dénde acaba su tertitorio intimo y
donde comienza el de los otros, asi como dificultades para
defenderse contra las invasiones fisicas, incluidas las no deseadas,
y a menudo en los hombres una dificultad para respetar el terri-
torio intimo de los otros, asi como una falta de respeto de los
territorios psiquicos y de la competencia en el seno de su fami-
lia. Como ' plantea Neuburger (2000), falta un espacio fisico
donde no se sabe lo que a uno le pertenece, y falta un espacio
psiquico donde no se tiene la posibilidad de pensar en otras
ideas o tener pensamientos, realizar actos personales, que permi-
tan establecer unos territorios intimos reconocidos.

El abuso sexual intrafamiliar ha sido vinculado a caracteriza-
ciones rigidas de la personalidad y de las relaciones familiares
apoyadas en ideologias dominantes y la imposibilidad de salir de
ellas como:

— Una ideologia patriarcal: el hombre en una posicion
de supremacia sobre la mujer y los nifios, haciéndole suponer
que éstos son de su propiedad (legitimando la violencia). El 90
por 100 de los agresores sexuales son hombres o adolescentes
masculinos (Finklehor, 1986).

— Que la versién cultural dominante en ese sistema familiar
sea el deseo de que las mujeres y las ninas tengan un papel con-
trario a su individualidad y se lés permita solamente el papel de
hijas, madres o esposas. Se espera de ellas que se ocupen y cui
den de los demds y que no reciban el mismo trato a cambio, de
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® Numerosos factores que se deben tener en cuenta por
parte del interviniente: la casi sistemitica utilizacién de la
negacion, racionalizacion, oposicion de los clientes, escri-
pulos éticos o profesionales del terapeuta, reflejados en su
actitud (de rigidez o de culpabilizacién excesiva).

o El Saber quién es el cliente/s: ¢la victima?, ¢la familia?, zel
violador?, ¢el juez?, ¢el trabajador social?, ¢la institucién?,
y por tltimo el peligro de manipulacion.

Nosotros vamos a cefiirnos a los abusos sexuales intrafami-
liares, y haremos hincapié en ciertos elementos que parecen
relevantes.

Si estudiamos la literatura sobre malos tratos y abusos sexua-
les, nos quedariamos sorprendidos de como durante afios los
terapeutas concentraron su atencion en ideas tales como madre
patolégica o ausente o descuidada o nifia seductora, poniendo
un acento significativo sobre las patologias individuales, pasando
por alto la influencia de la interaccién entre el ultrajador y la
victima en la violacién y de las percepciones que ésta tiene sobre
si misma y el mundo. El lenguaje utilizado parece minimizar el
papel del ultrajador, donde la victima y las esposas o hijos pare-
cen como las partes activas y los padres poco menos que seres
pasivos, facilitandose asi una culpabilidad que tiende a recaer en
la victima.

En la bibliografa de la psicopatologia familiar se sostiene
que es la disfuncién familiar la que explica y mantiene estos
comportamientos patolégicos. La familia incestuosa disfuncional
es una familia en la que se han quebrantado las jerarquias fami-
liares «normales» basadas en la edad y el sexo.

Por desgracia se atribuye a las madres con demasiada fre-
cuencia el deterioro de la familia por haber fracasado en la tarea
de cumplir con su papel de criar y proteger a las nifias o de no
ser esposas del padre.

Todas estas ideas acerca de la disfuncién familiar ¢no pueden
oscurecer la significacién de las relaciones de poder implicitas
en el incesto?, ¢no pueden servir para atenuar responsabilida-
des? Por el hecho de dar tanta importancia al contexto familiar
éno se puede incurrir en una infravaloracion del papel inade-
cuado y prepotente del padre abusador? Todos estos temores
debieran ser infundados desde el momento en que trabajar con
el contexto no quiere decir desconocer unos estilos relacionales
que verosimilmente pueden haber sostenido una situacién dis-
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a los ojos de los demis lo que esta sucediendo; a veces se trata
de un secreto exclusivo entre la victima y el ultrajador, donde
los demds parecen vivir al margen; en otros casos, existen sos-
pechas de que sucedan como un pacto secreto de silencio que
favorezca al ultrajador en detrimento de la victima, o en no
pocas ocasiones, sobre todo si hay varias victimas, el fenémeno
llamado el common knowledge, donde todo el mundo sabe,
pero nadie sabe que todo el mundo sabe, y asi el secreto es pre-
servado (Neuburger, 1988).

Podriamos insistir sobre la experiencia de la agresién sexual,
que desencadena en la victima, habitualmente menor de edad,
unos fuertes sentimientos confusos que influyen poderosamente
en la percepcion de si misma y del mundo que Ia rodea. Puede
considerarse mala y sucia y creer que debe avergonzarse por
haber sido victima de abuso sexual. Este sentimiento suele ser
alentado por el agresor, que apela a cualquier cosa con tal de
que tal acto permanezca secreto y lleva a la victima a una gran
confusién sobre la situacion. La nifa va a desarrollar sus propios
medios de afrontar la vida, con el secreto y la reserva. Se aver-
glienza cuando le va mal y esto aumenta sus sentimientos y la
opinién negativa de si misma.

Su secretismo y vergiienza le hacen comportarse de forma
extraia, a veces agresiva o caprichosa, que ficilmente es defi
nida por los demds como rara o «perturbadora», de modo que
el «0 sy buena» propio de la victima es refrendado por el con-
texto familiar, que provoca un efecto negativo sobre su autoima-
gen y en su experiencia de las relaciones,

En el caso favorable de que la victima realice la revelacion
del abuso a alguien en quien confia y surta cfecto, es decir, que
se la crea o se la apoye, la posibilidad de interrupcién de estas
interacciones permitira desafiar el secreto y la vergiienza, y que-
brar la reserva familiar.

Si el abuso jamas se descubre o si las personas en quien ella
confia no la creen, el secreto y la vergiienza seguirin influyendo
en ella. Las experiencias de similares interacciones en otras sig-
nificativas relaciones de la victima ya adulta pueden alentar de
manera adicional la supervivencia de las respuestas y las creen-
cias habituales. Por ejemplo, se sentird avergonzada o «estropea-
da» y mis si aparecen problemas sexuales con su pareja.

La nina puede vivir la agresion con la impotencia de no con-
trolar los acontecimientos; esta «falta de control» exacerbada
por los sucesos posteriores al abuso, por ejemplo, no ser creida,






images/00090.jpg
166 Felipe Alonso Monge

ahi la aparicién del papel de victima més frecuente en mujeres
(Gelinas, 1986).

— Las creencias sobre la lealtad familiar que dan prioridad
al mantenimiento de la integridad de la fam:}m a expensas de
cada uno de los miembros como individuo (nuevo riesgo de vic-
timizacion). Creencias y reglas familiares a veces muy fuertes en
varias generaciones (papel de los abuelos). Estos nifios miden su
autoestima de la autonegacién y de la idea de que son personas
para los demds y no personas para si mismos (Alexander, 1985;
Barrett, Sykes y Byrnes, 1986).

— Las creencias negativas sobre uno mismo y las creencias
tradicionales sobre el papel masculino crean la imposibilidad de
ser conscientes de sus propias fuerzas y por lo tanto mis condi-
ciones de vulnerabilidad para que ocurra el abuso. El estereo-
tipo tradicional masculino permite la expresion de la ira mien-
tras que limita la expresién de emociones como la tristeza, el
pesar o el miedo. El hecho de reprimir la expresién emocional
interfiere en la propia capacidad de comprender la perspectiva
del otro y experimentar empatia: Asi, el violadot puede 1o com-
prender las devastadoras consecuencias que pueden tener sobre
sus hijos el abuso sexual y caer en él. Con mis razon si ese vio-
lador sufrié abusos sexuales, fisicos o emocionales, en su infan-
cia, puede crear una imagen negativa de si mismo y un escaso
desarrollo de las aptitudes sociales, de ahi también que podamos
hablar en el violador de una discrepancia entre la vision ideali-
zada de los hombres fuertes y competentes y su propia imagen,
que €l ve insegura e insuficiente (Gondalf, 1985; Jenkins, 1987).

— Los modelos de interaccién entre los miembros, en los
que se desaprueban las preferencias individuales y las diferencias
de opinién, una relacién complementaria en la que cada uno
considera inapropiadas o dafiinas las conductas individuales, con
lo que la propia conducta sexual abusiva se desarrolla y man-
tiene mediante un proceso de negacién de:

® La existencia de abuso.

 El conocimiento de determinados hechos.

® La responsabilidad del abuso.

* El impacto que tuvo el abuso en la victima (Barrett, 1986).

Otro de los factores que hay que tener en cuenta es el papel
del «secreto». En una familia en la que sucede un abuso intra-
familiar existen numerosas tramas y mecanismos para esconder
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perceptiva», influyendo en la significacion que las personas atri-
buyen a los acontecimientos posteriores de su vida, desarrolla
una interesante técnica de intervencién del problema que llama
«externalizacion» y que se define como la puesta en evidencia de
aquellas creencias e interacciones restrictivas que contribuyeron
a establecer las condiciones para que se diera el abuso. Este
enfoque va mis a la biisqueda de soluciones, empuja al paciente
2 elaborar una imagen de soluciones futuras; la solucion y la idea
de alcanzarla reemplazan al problema. Es un enfoque hacia el
futuro, mis que hacia el pasado. Se habla mis de los efectos del
abuso que del abuso en sf; las soluciones pueden empezar por
pequefios cambios sobre los cuales pueden construirse cambios
mayores. Se tratatia de una forma mds optimista que, concen-
trindose en las excepciones positivas de los pacientes, permite a
éste enfocar el futuro con esperanza. Citamos como ejemplo la
“Técnica de De Shazer (1988) con preguntas mis del tipo: ¢cémo
sabrds que ya no necesitas venir a la consulta?, o, si tenemos éxito,
Zen qué aspectos de tu conducta podris ver Ia diferencia?, etc.
Con el empleo de las excepciones se permitird l paciente elabo”
rar una nueva caracterizacion competente de si mismo. La utili-
zacién de rituales facilita una relacién terapéutica muy abierta,
participativa y comprometida en la bisqueda de soluciones.

En la terapia orientada hacia el problema se estudia mis el
pasado, las creencias, los valores; en una palabra, los anteceden-
tes que han podido originar el problema. EI problema cs una
lente a través de la cual el paciente se mira a si mismo y mira al
mundo. La pregunta ¢qué mantiene vivo el problema en la vida
de este grupo y qué le impide resolverlo? le obliga a enfocar el
contexto dentro ge sus relaciones mds amplias, familia ampliada,
y a la formulacion de hipétesis sobre c6mo se conduce la dind-
mica de esas familias.

En esta perspectiva se tiene muy en cuenta el pensamiento
propio del terapeuta por el efecto que éste tiene en las interac-
ciones que mantiene con sus pacientes, de modo que el tera-
peuta incorpora inevitablemente su propio anilisis social, poli-
tico y cultural al modelo terapéutico de trabajo que analiza.

Cuando abandonamos la vision sobre los individuos y estu-
diamos al grupo, vamos a poder aprender como evoluciona éste
desde su origen, y observaremos cambios que han sido o no
adaptativos. Posiblemente veremos el grupo inmovilizado en el
tiempo donde la violencia podria verse como una forma de evi-
tar un desequilibrio; el terapeuta sensible a esta vision podria
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7.5. OBJETIVOS DE LA INTERVENCION SISTEMICA

La intervencién del terapeuta debe obrar como un «rito de
paso» que ayuda a los miembros de la familia a:

® Apartarse de las imigenes dominantes inhabilitador:

® Oponerse a las restricciones que crearon las condiciones
para que ocurrieran el abuso y la conformacién y manteni-
miento del secreto.

® Utilizar las propias fuerzas de la victima y de la familia a
fin de elaborar una imagen alternativa més capacitadora y
salir del problema.

Esto nos dirige a la idea fundamental de la terapia. Ser tera-
peuta, dice Neuburger (2000), «es no creer en el destino»; dicho
de otro modo, el terapeuta debe ser aquel que proporcione
«novedades de diferencia que hagan una diferencia». Una nueva
lectura que aporte novedades acerca de diferentes visiones y la
elaboracién de nuevas respuestas que permitan que los pacientes
vean nuevas soluciones. La nueva descripcién surge de la tarea
conjunta del paciente y el terapeuta que participa activamente
en el proceso, con frecuencia mediante preguntas cuya respuesta
le permiten elaborar las nuevas descripciones.

El objetivo de la terapia es invitar a los clientes-pacientes a
descubrir aspectos de si mismos que la experiencia restrictiva y
dominante han impedido, para asi crear una imagen alternativa.
Por ejemplo, a una persona que nos expresa vergiienza y miedo
le preguntarfamos por la influencia que eso ha tenido en su vida
y cémo ha repercutido en sus relaciones con los demis. Igual-
mente le preguntariamos por las situaciones que no le provocan
vergiienza y miedo, y como hace para no sentirlos. De esta
manera, nuestras preguntas le abren posibilidades a la esperanza
y confianza en esas posibilidades.

El terapeuta tiene que tener en cuenta el contexto que estd
en relacién con el motivo de consulta, en este caso los abusos
sexuales, y, por lo tanto, ser consciente de que se va a encontrar
con una victima que tiene una determinada manera de pensar,
determinados sentimientos que confirman un presente, pero que
se ha producido durante su vida anterior, que tiene una vision
restrictiva sobre si misma, una informacién sesgada que le hace
una y otra vez caer en las mismas situaciones sin salida, una per-
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mueva o se adhiera a un nimero considerable de Convenios
Internacionales que protegen los derechos de los menores, entre
los que destaca? Convencién de los Derechos del Nifio de 20
de noviembre de 1989.

8.2, PROTECCION JURIDICA EN EL AMBITO INTERNACIONAL

En el ambito internacional, si bien encontramos precedentes
anteriores a la creacion de Naciones Unidas, promovidos por la
antigua Sociedad de Naciones?, debemos remitirnos a la obra de
Ia organizacién creada en 1945 y, muy especialmente, del Fondo
de Naciones Unidas para la Infancia UNICEF (1949) y de la
Comisién de Derechos Humanos. Fruto de la labor de estos
organismos, auspiciados por el Consejo Econémico y Social, se
adoptaron multitud de Declaraciones y Convenios Internaciona-
les, dado que partimos practicamente de cero. Especialmente
destaca la Declaracién de la Asamblea General de Naciones Uni-
das, en 1959, denominada DECLARACION UNIVERSAL DE
DERECHOS DEL NINO®. En mi opini6n, supuso un importante
paso adelante, pues fue el comienzo de la creacién de una con-
cienciacién supranacional de proteccién a los menores. Entre los
contras, comprensibles por ser realmente el primer documento
internacional monogrifico sobre el tema, la futilidad de algunos
debates®, los escasos derechos reconocidos, asi como que no se
recogiera en forma de Convencién, ofertindose como tal a los
Estados, con la consiguiente ausencia de mecanismos juridicos de
proteccién, y todo ello evidencié su propia volatilidad.

Desde 1959 Naciones Unidas ha promovido multitud de
Declaraciones y Convenios tendentes a la proteccién de menores
y que traen causa directa de esta Declaracién Universal. Tan sélo

4 Que auspici6 la Unién Internacional de Socorros a los Nifios y la Unién
Internacional de Proteccion de la Infancia, después disueltos en beneficio de
UNICEE

> Segin la Prof.* Alvarez Vélez, no es mas que la plasmacién de los prin-
cipios generales de los derechos humanos, aplicindolos a los nifios, pues fra-
casd el intento de que fuera una Convencion que recogiera las obligaciones
pertinentes a los distintos Estados. Véase La proteccion de los derechos del nivio,
Madrid, Universidad Pontificia de Comillas, 1994, pég. 37.

© Entre los mas importantes destaca el de la definicién de «nifio» o exten-
der su «proteccién» a los concebidos y no nacidos.
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primer escalén de las preocupaciones sociales. Pocos valores, o
mas bien ninguno, situamos por encima de la proteccién a los
menores y a la infancia (principio de superior interés del menor).
Valga como ejemplo la libertad de expresion y derecho a la
informacion, derechos fundamentales que contribuyen decisiva
mente a la transparencia democratica, a la formacién de una opi-
nién piblica libre y a la creacion de una conciencia colectiva
democritica, en fin, derechos de los que no creo que haga falta
que pondere su importancia. Y los traigo a colacién porque res-
pecto de ellos, expresamente, el articulo 20.4 de la Constitucién
establece que se veran limitados para todos los ciudadanos en
orden a una adecuada proteccién de la juventud y de la infancia.
En este nivel de maxima proteccion es en el que creo que debe-
mos situarnos.

Los derechos de los menores se encuentran protegidos tanto
a nivel internacional como nacional.

En el primer nivel se encuentran diversos documentos que
tratan o bien de cubrir las mas diversas facetas en las que los
menores se encuentran desguarnecidos, o simplemente fomentar
la necesidad de su educacién?, tratando de orientar a las legisla-
ciones de los Estados o, lo que es lo mismo, a las diversas con-
ciencias nacionales, o también son documentos normativos de
aplicacién directa en el Derecho interno de los Estados®. A ellos
haré referencia, brevemente, en primer lugar.

El sistema de proteccion nacional desciende desde la Consti-
tucién a los siguientes escalones, destacando, como no podia ser
de otra manera, el legal, donde pricticamente no hay norma que
o-se teficrs 4 los menotes: Ley penal de mengrés, Codigo
Penal, Cédigo Civil, Ley de consumidores, Ley de Adopcion,
Leyes de educacién, Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayu-
das y asistencia a las victimas de delitos violentos y contra la
libertad sexual, y un sinfin de normas que consagran sistemas
especificos legales que se adaptan a las peculiaridades con las
que consideramos que deben ser tratados los menores. Este sis-
tema constitucional y legal ha auspiciado el que Espafia pro-

Como, por ejemplo, la Declaracion sobre el fomento entre la juventud de
los ideales de paz, respeto mutuo y comprension entre los pueblos (R.2037 [XX]
de 7 de diciembre de 1965).
3 Como, por ejemplo, la Convencion sobre el consentimiento para el matri-
monio, la edad minima para contraer matrimonio y el registro de matrimonio, de
7 de noviembre de 1964.
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La lista de derechos es muy amplia; nosotros debemos desta-
car los siguientes articulos:

Articulo 19.1. «Los Estados Partes adoptardn las medidas
legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas
para proteger al nifio contra toda forma de violencia, perjuicio o
abuso fisico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos
o explotacion, incluido el abuso sexual, mientras el nifio se
encuentre bajo la custodia de los padres, de un tutor o de cual-
quier otra persona que lo tenga a su cargo».

Articulo 32.1. «Los Estados Partes reconocen el derecho del
nifio a estar protegido contra la explotacién econémica y contra
el desempefio de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o
entorpecer su educacién, o que sea nocivo para su salud o para
su desarrollo fisico, mental, espiritual, moral o social».

Articulo 34. «Los Estados Partes se comprometen a proteger
al nifio contra todas las formas de explotacién y abuso sexuales.
Con este fin, los Estados Partes tomaran, en particular, todas las
medidas de caricter nacional, bilateral y multilateral que sean
necesarias para impedir:

a) La incitacién o la coaccién para que un nifio se dedique a
cualquier actividad sexual ilegal.

b) La explotacién del nifio en la prostitucién u otras practi-
cas sexuales ilegales.

¢) La explotacién del nifio en especticulos o materiales por-
nogrificos».

Articulo 35. «Los Estados Partes tomaran todas las medidas
de caricter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias
para impedir el secuestro, la venta o la trata de nifios para cual-
quier fin o en cualquier forma.

Articulo 37. Los Estados Partes velaran por que el nifio no
sea sometido a torturas ni a tratos ni penas crueles, que no se les
imponga la pena capital...

Articulo 39. «Los Estados Partes adoptanin todas las medidas
apropladas para promover la recuperacién fisica y psicolégica y la
reintegracién social de todo nifio victima de: cualquier forma de
abandono, explotacién o abuso, tortura u otra forma de tratos o
penas crueles, inhumanas o degradantes; o conflictos armados. Esta
recuperacion y reintegracion se llevardn a cabo en un ambiente que
fomente la salud, el respeto de si mismo y la dignidad del nifio».

Aunque no es objeto de este trabajo, el articulo 40 es espe-
cialmente importante, pues hace referencia a los derechos del
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de manera enunciativa voy a citar la Declaracion sobre la protec-
cion de la mujer y el nifio en estados de emergencia o de conflicto
armado, de 14 de diciembre de 1974; la Declaracion sobre los
principios sociales y juridicos relativos a la proteccion y el bienes-
tar de los ninios, de 3 de diciembre de 1986; las Reglas de Beijing;
la Convencion relativa a la lucha contra las discriminaciones en la
esfera de la enserianza, de 14 de diciembre de 1960; la Declara-
cion Universal sobre la erradicacion del hambre y la malnutricion,
de 16 de noviembre de 1974, entre otras. A la larga lista de do-
cumentos especificos sobre menores debemos sumar otros docu-
mentos tales como los Pactos Internacionales Sobre Derechos
Econémicos, Sociales y Culturales o Sobre Derechos Civiles y
Politicos de 1966 y sus desarrollos, que tratan a los menores en
el marco de una teoria general sobre proteccién de derechos
humanos.

Con el fin de superar los defectos de la Declaracién de 1959,
que se limitaba a proclamar unos elementales principios que se
interpretarin por l}:)s Estados libremente, sin ningtin mecanismo
de supervision en orden a una adecuada aplicacion de los mis-
mos, en 1979 la Comisién de Derechos Humanos inici6 la ela-
boracién de una CONVENCION DE LOS DERECHOS DEL
NINO, que vio la luz diez afios después, en 1989, y que entr6 en
vigor a finales de 1990. Este Convenio, en su Parte IL.*, articu-
los 42 y sigs., establece un Comité de los Derechos del Nifio
que desempefia las funciones establecidas en el Convenio en
orden a la supervision del cumplimiento de las obligaciones con-
traidas por los Estados.

El Comité se integra por «diez expertos de gran integridad
moral y reconocida competencia en las esferas reguladas por la
Convencién». Es verdad que al no crearse ningin tipo de salva-
guardia jurisdiccional los medios de garantia son débiles y a
expensas de la discrecionalidad estatal, pero también es verdad
que segin el articulo 44 «Los Estados partes se comprometen a
presentar al Comité, por conducto del Secretario General de las
Naciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan adop-
tado para dar efecto a los derechos reconocidos en la Conven-
cién y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce
de los mismos». Este articulo permite, tanto al Secretario Gene-
ral de la ONU como al resto de los Estados y, muy especial-
mente, al Comité, intervenir y denunciar las situaciones contra-
gas al Convenio y realizadas o permitidas por otros Estados

arte.
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Este libro nace con el dnimo de favorecer la comunicacion
interdisciplinar y contribuir con ello a mejorar la intervencién de
los/as profesionales que actiian con menores que han sufrido
abusos sexuales. Para que su esfuerzo conjunto permita garanti-
zar la mejor proteccién y cuidado del menor.

Para alcanzar este objetivo se han recopilado las aportaciones
destinadas a clarificar la problemitica de los abusos sexuales en
la infancia tanto desde el ambito psicolégico como juridico, que
se inician con la exposicién y discusion de los delitos especifica-
mente concebidos para la tutela de menores de edad en el
ambito de la sexualidad tal como se recogen en la dliima
reforma del Cédigo Penal de 1999. A continuacién se exponen
las principales cuestiones que hay que tener en cuenta en rela-
cién con el trabajo pericial y clinico del psicdlogo, tanto con las
victimas como con los agresores, precedidas por un primer tra-
bajo en el que se intenta reflexionar sobre las dificultades impli-
citas en la comprensién de la problemitica de los abusos sexua-
les contra menores y las divergentes perspectivas desde las
es abordada por psicélogos/as y juristas, para finalizar con
implicaciones de la proteccién juridica de los menores, especial-
mente en Jos casos de abusos sexuales, y como se garantiza a tra-
vés de las intervenciones de las comunidades auténomas.
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El mayor eco que en los ultimos afios en los medios de
comunicacién estan teniendo los casos de abusos sexuales come-
tidos contra menores ha hecho de esta problematica una tema-
tica de gran actualidad y notable alarma social. Problematica
cuyo reconocimiento no deja a nadie indiferente y que estimula
un rechazo y repulsa colectivo. La utilizacién mediatica de los
abusos sexuales contra menores representa sin duda una instru-
mentalizacién de ésta y de sus victimas en aras de mensajes
impactantes y sensacionalistas con los que incrementar los indi-
ces de audiencia. Pero como contrapartida ha permitido estimu-
ar la concienciacion social en torno a estas cuestiones y con ello
mejorar el conocimiento y formacién de los/as profesionales que
han de abordarlas.

Dos son los grandes ambitos dentro de los que trabajan
os/as profesionales que estdn en contacto con la problemirica
de los abusos sexuales cometidos contra menores: el juridico y el
psicolégico, lo que viene condicionado por su doble condicion
de conducta ilicita versus traumidtica. Como delito recogido en
nuestro Codigo Penal la revelacién de los casos de abusos sexua-
es en la infancia desencadenan la judicializacién del mismo, que
culmina con el juicio y una sentencia firme. Como conducta
traumitica, supone que aquellos menores que la experimentan
van a presentar en mayor medida una serie de sintomas psicol6-
gicos y conductuales, impidiendo con ello su adecuado desarro-
llo psico-sexual Sintomas a los que hay que afiadir los provoca-
dos por la inadecuada respuesta familiar y social ante la
revelacion, y los derivados de involucrar al menor en un proceso
judicial.
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para situaciones en crisis, otros utilizan los centros de empleo
para jévenes en las tareas de seguimiento, etc.

De todo lo anteriormente expuesto puede concluirse, por
tanto, que los programas que han tenido éxito incluyen diversas
técnicas, que tienen como componente esencial la prevencién de
la recaida, que se convierten en programas individualizados, que
son intensivos y largos, que cuentan con profesionales con una
formacién especifica y altamente motivados, que son programas
de alto reconocimiento y que siempre finalizan en la comunidad.

6.4. ¢QUE DIRECTRICES DE ACTUACION
DEBERA INCLUIR UN PROGRAMA DE INTERVENCION?

En tercer lugar nos preguntabamos qué directrices de actua-
cién debers incluir un programa de intervencion, es decir, cudles
son los componentes esenciales que deben incluirse en un pro-
grama de tratamiento con delincuentes sexuales de menores.

Hemos desarrollado nuestra propuesta de intervencién a
partir de un analisis exhaustivo y cuidado de los diferentes pro-
gramas de tratamiento para delincuentes sexuales. En este anali-
sis aislamos todos aquellos componentes de intervencién cuya
efectividad ha sido elevada por la disminucién de la agresion
sexual o su completa eliminacién.

Aunque existen diversos componentes de intervencién, difi-
ciles de analizar en este breve espacio, consideramos importante
hacer referencia a cinco aspectos (Garrido y Beneyto, 1995):

) Confrontacion con la negacion y la minimizacion.

Muchos delincuentes sexuales, una vez han sido identificados
e incluso condenados, niegan total o parcialmente sus delitos, o
minimizan los hechos o el impacto que han tenido sobre las vic-
timas (Barbare, 1991; Garrido y Beneyto, 1997). Y en el mejor de
los casos, cuando reconocen sus delitos, es facil que distorsionen
la realidad de los hechos restandole importancia a la frecuenci
gravedad y variedad de su conducta sexual agresiva.

Para poder realizar una adecuada intervencién psicoeducativa
con estos agresores es fundamental que se venzan esas barreras de
negacién y minimizacion. Aunque se han realizado diversos estudios
que demuestran la presencia de estos patrones cognitivos de nega-
cién y minimizacién, es cierto también que no se ha investigado lo
suficiente sobre cémo eliminar tales barreras (Marshall, 1994).
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empatia hacia sus propias victimas (Marshall, 1997; Fernandez,
Marshall, Lighbody y O’Sullivan, 1999).

Aunque se realice una amplia e intensa intervencién cogni-
tiva con los agresores para que aprendan a detectar y evitar las
situaciones de riesgo, a pesar de adquirir nuevos mecanismos
cognitivos y conductuales para hacer frente a los impulsos
sexuales desviados, estos impulsos pueden llegar a ser casi irre-
sistibles para el delincuente. Realmente, siempre existe la posibi-
lidad de recordar el placer derivado de cada elemento de su pro-
ceso de recaida. Y ese recuerdo se mantiene como una seductora
invitacion para volver a cometer una agresion.

La empatia hacia la victima proporciona al agresor sexual la
razén principal para no reincidir, ya que con la empatia no puede
mantenerse ignorante del miedo de su victima. La mayoria de agre-
sores desconocen el sufrimiento y temor de sus victimas, creen
que en todo caso suftieron el dia de la agresion, pero que las ver-
daderas victimas son ellos, que siguen cumpliendo condena. En
ning@n caso se detienen a pensar en las victimas secundarias que
también sufren las consecuencias de la agresién (padres, herma-
nos, etc.).

Si un delincuente no reconoce el dafio que ha ocasionado a
su victima, dificilmente mostrard preocupacién. Por tanto, el
objetivo de esta estrategia de intervencién es concienciar a los
agresores sexuales del dafio real y potencial que han causado.
Este tipo de intervencion se ha revelado como extremadamente
eficaz a la hora de aumentar la empatia sentida por los agresores
hacia sus victimas (Marshall, O’Sullivan y Fernandez, 1999).

Si un delincuente sexual que ha recibido tratamiento (y que
anteriormente consideraba a sus victimas como «objetos para
usar y tirar») ha adquirido empatia y compasion por las victimas
de abuso sexual y especialmente por las suyas propias, podra
disminuir la presencia de fantasias evocadoras de agresion
sexual, y asi reducir la posible reincidencia.

¢) Prevencion de la Recaida.

Dentro del campo del tratamiento de la delincuencia sexual,
W.D. Pithers fue uno de los primeros en adaptar el concepto de
Prevencién de la Recaida' (PR) en el tratamiento de delincuen-

¢ Modalidad de tratamiento inicialmente desarrollada para mejorar cl
mantenimiento del cambio cn drogodependientes
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En esta estrategia de intervencién, se confronta la informa-
cién oficial sobre los hechos delictivos (informes policiales o
sociales, los hechos descritos en el testimonio de sentencia,
declaraciones de las victimas, de otros testigos, etc.) con la ver-
sién ofrecida por el delincuente. Esta confrontacién basicamente
implica la puesta en duda de la opinién expresada por el agresor
sexual y la proposicién de una interpretacién alternativa. Esta
estrategia ha demostrado ser efectiva para reducir las negaciones
y minimizaciones de los agresores sexuales (Marshall, 1994).

Ademis, esta intervencién implica ayudar al delincuente a
que reconozca, por una parte, las desventajas que obtiene al
mantener la negacién o distorsién sobre el delito, y, por otra, los
beneficios de cambiar su actitud. Cuanto més niegue el delito
menor serd la motivacién para participar en el tratamiento. Por
ejemplo, echar la culpa del delito al menor impide al agresor que
desarrolle empatia hacia €l. A partir del momento en el que la
negacién y la minimizacion se reduzcan, el agresor podrd
comenzar a desarrollar empatia.

b) Desarrollo de conciencia emocional y empatia bacia las victimas.

La evidencia empirica ha demostrado que los delincuentes
sexuales son sujetos que s6lo reconocen e identifican un nimero
muy limitado de emociones y éstas, generalmente, son negativas.
Por tanto, la conciencia emocional de estos sujetos se reduce a
cuatro o cinco emociones normalmente negativas. Pero, ademis,
no experimentan las emociones en un continuo de intensidad,
sino que suelen dicotomizar sus estados emocionales en
«estoy..» 0 «no estoy..»; tampoco perciben la conexion que
existe entre sus emociones, pensamientos y conductas. Todo esto
parece que mantiene ese endurecimiento emocional que mues-
tran ante sus victimas (Pithers, Martin y Cumming, 1989). Es
como si hubiesen decidido morir emocionalmente y s6lo expre-
san un enfado generalizado.

El primer reto de este componente de intervencion consiste
en aumentar la conciencia emocional mis alld del enfado y la ira.
Para poder entender las emociones de sus victimas, primero
deberin detectar esas mismas emociones en si mismos.

Segiin algunas investigaciones (Fernandez, Marshall, Ligh-
body y O'Sullivan, 1999; Marshall, Hudson, Jones y Fernan-
dez, 1993), muy pocos delincuentes sexuales carecen de absoluta
empatia hacia todas las personas. En realidad, muestran una
menor empatia hacia las victimas de agresion sexual y carecen de
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puede creer que los padres de su victima son negligentes y que
€l, al implicarse con el nifio, realmente le estd haciendo un favor
ofreciéndole amor; puede responsabilizar a los padres por no
haber protegido a su hijo; un agresor intrafamiliar puede decir
que con la agresién lo que realmente queria era darle unas lec-
ciones de sexualidad al menor; otros pueden afirmar que un
nifio de corta edad les ha provocado sexualmente, o incluso
creer que tienen derecho a abusar sexualmente de los nifios
(Abel y Rouleau, 1989; Hanson, Gizzarelli y Scott, 1994).

Los delincuentes sexuales, con frecuencia, se presentan como
las verdaderas victimas cuando se descubre el delito. Por ejem-
plo, un agresor puede considerar que ha sido victima de un nifio
menor de ocho afios que le ha seducido, o sentirse victima de
otros adultos que no le corresponden, o incluso victima de leyes
sociales injustas. No es tan extrafio oir decir a los paidofilos que
el amor y la atraccién sexual hacia los nifios es perfectamente
normal y que ellos podrian ser felices si la sociedad aceptara su
comportamiento (Jenkins-Hall, 1989). Todas estas distorsiones
tienen un mismo propdsito, sentirse menos culpable.

El objetivo de esta estrategia de intervencidn, que pretende
reestructurar las distorsiones cognitivas, se centra en ensefiar al
agresor sexual a lo siguiente:

— Identificar los pensamientos distorsionados de su propio
diglogo interno.

— Desafiar estos pensamientos irracionales, distinguiendo
entre aquello que es real y aquello que no lo es.

— Generar interpretaciones alternativas y sustituir los pen-
samientos distorsionados por otros racionales.

e) Modificacion del impulso sexual.

La mayoria de expertos tedricos consideran que el sexo no es
el factor principal de la agresion, sino que es un componente
mds. Pero existen otras motivaciones y circunstancias que juegan
un papel importante en la génesis del delito sexual.

Para los delincuentes sexuales el sexo es una manera de
afrontar los problemas que no saben resolver de otra forma
(Cortoni y m[J., 1996). En este intento por resolver o escapar de
los problemas, los delincuentes utilizan tanto parejas y practicas
sexuales apropiadas como parejas inadecuadas y sexo desviado
(Marshall, 1999).

En esta intervencién es fundamental conseguir que los agre-
sores sexuales entiendan que utilizar el sexo como una estrategia
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tes sexuales, y, desde entonces, la mayoria de los programas en
Norteamérica utilizan el enfoque PR (Laws, 1989). Es esencial
para comenzar esta intervencién que el agresor manifieste su
deseo de cambiar, reconozca el delito y muestre un nivel acepta-
ble de motivacién para el cambio.

Desde la perspectiva de la Prevencién de la Recaida, los deli-
tos sexuales no son hechos aislados que ocurren sin mas, no son
actos criminales tipicamente impulsivos, sino que mas bien son la
culminacién de una larga cadena de acontecimientos. La Preven-
cién de la Recaida propone que muchas de las circunstancias que
predisponen al delito pueden ser anticipadas. Y, por ello, el obje-
tivo de esta estrategia de intervencién se centra en ayudar a los
delincuentes sexuales, fundamentalmente, a lo siguiente:

— Identificar adecuadamente los precursores delictivos que
se incluyen en sus procesos de recaida, es decir, reconocer todos
aquellos factores y situaciones de alto riesgo que anteceden o
acompaiian al delito, y que disminuyen su capacidad de auto-
control adentrandoles un paso mas en su proceso de recaida.

— Planear, desarrollar y practicar las respuestas de enfrenta-
miento adecuadas para cada uno de sus factores y situaciones de
alto riesgo que les permitan evitar el proceso de recaida y man-
tenerse en el compromiso de la abstinencia.

Es esencial que los delincuentes sexuales asuman que preve-
nir la recaida es un proceso continuo en el que deben adoptar
un papel activo y vigilante.

d) Reestructuracion de las distorsiones cognitivas.

Mientras que la negacién es una mentira deliberada, igual
que algunos aspectos de la minimizacién (por ejemplo, minimi-
zar la intrusién o la fuerza usada en la agresion), otros aspectos
de la minimizacién reflejan una manera distorsionada de perci-
bir a las victimas, a los demds y la sexualidad (Marshall, 1999).

Algunos agresores de mujeres adultas creen ver en sus victi-
mas elgdeseo de ser agredidas, otros culpan a sus victimas por no
haberse protegido suficientemente, otros afirman que todo fue
una relacién consentida o que la victima realmente estaba pro-
vocindoles, etc. (Koss, Leonard, Beezley y Oros, 1985; Lipton,
McDonel y McFall, 1987.)

Los agresores de menores también muestran ideas distorsio-
nadas sobre los nifios y la sexualidad. Un agresor de menores
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tos sobre la evaluacién e intervencién con las victimas de agre-
sién sexual; es esencial que sepa describir los efectos de la victi-
mizacién ante los ojos del agresor, que comprenda a las personas
agredidas, las secuelas fisicas y emocionales del asalto, etc. Pero
ademds deberd tener conocimiento sobre el sistema legal y los
recursos comunitarios a los que se puede acudir.

En tercer lugar sealamos una experiencia clinica relevante,
pero especialmente referida a experiencia con clientes con
escasa motivacion, es decir, con clientes involuntarios. Los agre-
sores sexuales no acuden al tratamiento por propia iniciativa,
sino a instancia de autoridades penitenciarias, judiciales, y espe-
cialmente por presiones familiares. Por ello, son clientes cuyo
estilo de interaccién es defensivo, manipulador y engafioso.

En cuarto lugar, unas habilidades personales esenciales que se
deben reunir en el trato directo con los agresores. Estas podrian
reducirse a siete (Samenow, 1984; Reid, 1986):

® Asertividad. Estos delincuentes pocas veces expresan sus
opiniones de manera franca, muchos son abiertamente
agresivos o pasivos; es labor del profesional modelar la
conducta asertiva en su interaccién con el agresor, asumir
una orientacién directiva, establecer restricciones en la
conducta del agresor, etc.

® Capacidad de confrontacion. Es absolutamente necesaria. El
profesional debe querer y ser capaz de confrontar la nega-
cion, la minimizacion, la racionalizacion y el engafio carac-
teristico del delincuente sexual.

o Evitar la manipulacion. El agresor intentard manipular de
muchas formas diversas. Puede presentarse como una
buena persona, expresar una especie de «reconocimiento
sincero» por lo que ha ocurrido, profesar una religion
determinada y afirmar que es una nueva persona... El pro-
fesional deberd atender mas a las acciones y expresiones
emocionales que a las explicaciones que ofrezca.

® Habilidad para enfrentarse al estrés. Muchas veces las per-
sonas que rodean al delincuente presionan de una manera
u otra al profesional que trabaja con el agresor, no colabo-
ran, obstaculizan el tratamiento, etc. Pero también el
estrés puede derivarse de comprobar los propios efectos
de la victimizacién en las victimas o de tener que escuchar
historias espeluznantemente disparatadas sobre hechos
muy dolorosos.
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una grave violacién al mito de la familia: El tener confianza en
alguien que nos traiciona provoca un derrumbe en la seguridad
de la familia con un sentimiento de culpabilidad de los indivi-
duos que se va a traducir por una denegacion del trauma (viola-
cién), y al mismo tiempo por un sentimiento de vergiienza colec-
tiva o de pérdida de credibilidad en la idea protectora del grupo,
lo cual va a fomentar una actitud de proteccién del grupo y una
opacidad en la esfera cognitiva de los individuos. No es de
extraiiar que el terapeuta se encuentre frente a individuos que
niegan las evidencias de abuso en esas familias y cémo los suje-
tos defienden a ultranza su incredulidad en lo sucedido.

Hay una gran complejidad en el abordaje de este tipo de
familias y un drama sexual en las victimas. Pero también es ver-
dad que frente al ataque del mito fundador se prefiere pensar
que la victima es perversa o enferma, negando todo y no reco-
nociendo el trauma porque si no toda la familia se sentiria cues-
tionada. El rechazo de la realidad les evita las consecuencias del
trauma familiar, es decir, la crisis de la familia con las ideas de
haber hecho mal o bien el papel de los padres. Otro tema que
serfa conveniente definir es el alcance de la palabra abuso
sexual; parece que en un caso de violacién la definicién es facil,
pero no es lo mismo en otros casos donde lo que prima es ante
todo un sentimiento de «desproteccién», es decir, una situacién
de falta de intimidad corporal y/o psiquica donde los matices
ensombrecen el diagnéstico y, mas atn, donde la denegacién y la
«ceguera» lo hacen menos claro.

7.3.  CONCEPTUALIZACION SISTEMICA DE LOS ABUSOS SEXUALES
INTRAFAMILIARES EN MENORES

La agresion sexual infantil es un acto sexual en la persona de
un ser joven, comprometiéndole en una relacién donde el ultra-
jador tiene todo el poder y la victima, habitualmente nifia, por
su edad o por su dependencia se encuentra en situacién de
impotencia frente al agresor. En el abuso intrafamiliar el ultraja-
dor es alguien con poder y confianza dentro de la familia o el
grupo de convivencia familiar o cercano.

El dafio que el nifio padece como resultado de haber sido
agredido sexualmente o de no haber sido respetado en su espa-
cio personal corporal o psiquico deja secuelas y deficiencias en
su personalidad, no sélo durante el tiempo del abuso, sino en los
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7.1, INTRODUCCION

Después de haber sido ignorado durante aiios, se ha tomado
conciencia no sélo de la frecuencia de estas situaciones en las
vidas de muchas personas, sino del impacto de esas experiencias
en las personas que acuden a la biisqueda de aynda terapéutica.
En numerosas ocasiones solo conocemos el abuso en la infancia
cuando la victima, ya adulta, puede hablar de ello o cuando el
terapeuta, a causa de los sintomas presentados, investiga ante
una sospecha de abuso.

Si la victima es un menor y el terapeuta es el primero en
conocet ¢l abuso, éste va a verse confrontado con varios proble-
mas de tipo ético, por un lado el secreto profesional y por otro
su obligacién de proteger al menor; por un lado la proteccién de
la confidencialidad y por otro la crisis en el sistema [amiliar que
provocara su descubrimiento. Como terapeuta tengo derecho al
secrero, como ciudadano debo denunciar el caso. No podemos
actuar con ambigiiedad y menos atn con negligencia o minusva-
loracién de los hechos. Estamos ohligados a acruar con todas las
medidas adecuadas para prevenir el peligro. En todo caso, si no
estamos obligados a realizar una denuncia sistematica, si debe-
mos tomar las medias necesarias para prevenir el peligro.
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afios futuros. Frecuentemente la nifia o el nifio van a presentar
un repliegue, una denegacién mds que una ceguera o incluso un
trastorno en su comportamiento, incluido el sexual, a veces con
inhibicién, otras con una actitud contraria, como una especie de
identificacién al agresor, donde su cuerpo repite sin sentir con-
ductas sexuales estereotipadas indicadoras de una falta de limi
tes entre su cuerpo y el de los demds. Tanto en una situacién
como en otra su papel de victima es evidente y la repeticién de
éste sera constante en las relaciones futuras. Tanto la denegacién
del hecho por los padres como la aceptacién tienen de inme-
diato un efecto de culpa que el terapeuta debe tener en cuenta
en los primeros contactos con esas familias.

De ahi que debamos indagar cémo han vivido estas familias
sus primeros contactos con los primeros intervinientes para evi-
tar actitudes de hostilidad.

7.4. LA INTERVENCION SISTEMICA EN TERAPIAS INTRAFAMILIARES

Todo terapeuta necesita profundizar en una epistemologia
tedrica y de trabajo que le posibilite un modelo de intervencién
y de enfoque, pero al mismo tiempo le debera resultar de gran
utilidad el conocimiento del terreno donde va a aplicar su parti-
cular visién. Sabemos que toda intervencién esta limitada por la
ceguera del observador, pero, aun partiendo de nuestra parciali-
dad, podemos intentar ser eficaces contando, de entrada, con el
conocimiento de nuestra limitacién observativa y contando tam-
bién con ciertos elementos que parecen ser caracteristicos de
este tipo de familias e intentar, por supuesto, no olvidar la identi-
dad propia de cada grupo que hay que descubrix, junto a otros
presupuestos hipotéticos, propios de nuestro sistema de ayuda, de
nuestras vivencias personales y de lo «conocido» sobre las inter-
acciones y los distintos roles de los miembros de estas familias.

No queriendo, pues, dogmatizar, y con un intento de clari-
dad, podriamos tomar en consideracién algunos puntos, entre
otros muchos posibles, que vamos a resumir y prestar atencion.
Estos son:

® Tipo de enfoque terapéutico (unos funcionan mejor que
otros).

¢ Enfoque sobre el contexto y/o sobre el individuo.

® Tratamientos muchas veces impuestos o de tipo coactivo.
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Ya hemos indicado con anterioridad que las agresiones
sexuales se caracterizan por la necesaria presencia de violencia o
intimidacién en la ejecucion de la conducta tipica, aspectos que
vamos a analizar seguidamente. La regulacion simultdnea de la
violencia junto a la intimidacién permite interpretar que para el
legislador una y otra se hallan estrechamente emparentadas. Po-
demos definir la violencia como toda energia fisica exterior a la
victima que, proyectada inmediatamente sobre ésta, la determina,
por haber vencido su resistencia seria y continuada, a realizar o
padecer un determinado acto sexual. De dicha definicién se des-
1prende que la violencia presenta varios rasgos configuradores sin
los cuales no se da.

En primer lugar, ha de poseer un aardcter fisico, de tal modo
que una fuerza de indole moral no integra la violencia requerida
por los tipos, aunque pueda hallar acomodo en el elemento «inti-
midacién». Por el contrario, la violencia consiste en una accién
‘material, aunque tampoco es bastante la minima energfa necesaria
para realizar el acto sexual practicado. Cabe sefalar que Ia violen-
cia puede aparecer bajo diversas formas, desde golpear o sujetar al
sujeto pasivo, a maniatarle mientras se encuentra dormido.

En segundo lugar, slo es auténtica violencia en el sentido
tipico aquella proyectada inmediatamente sobre el cuerpo de la
persona que sufre el atentado sexual. Fllo excluye dos posibili-
dades en que aparentemente podsia sospecharse Ia presencia de
violencia: Ia desplegada sobre otras personas y la ejercida sobre
cosas. Sin embargo, una y otra no constituyen violencia tipica
debido a que su ejecucién sobre otras personas distintas de la
victima podria operar como forma de intimidacién de ésta,
generalmente por la vinculacién afectiva que pudiese existir con
el destinatario de la agresién fisica, pero no violenta a aquélla
directamente. Lo mismo sucede respecto de la violencia sobre
cosas; puede asustar, intimidar al sujeto pasivo, pero no le fuerza
o violenta directamente.

En tercer lugar, la violencia ha de tener una procedencia exte-
rior a la victima, aunque no necesariamente ha de provenir del
agresor sexual. Aunque en la practica lo més frecuente sea que
el ejecutor de los actos libidinosos aplique al mismo tiempo la
violencia para doblegar a su victima, abundan los casos de apro-
vechamiento de violencia ajena donde el autor se limita a efec-
tuar, tnica y exclusivamente, la accién sexual.

En cuarto lugar, el empleo de la violencia ha de ser la causa
del atentado. No toda relacién sexual violenta determina de
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El legislador se refiere a las agresiones sexuales —articu-
lo 178— como atentados contra la libertad sexual de otra per-
sona con violencia o intimidacion. De ese modo, la agresion
sexual requiere explicitamente dos elementos: una accion librica
que esté realizada con violencia o intimidacion. A estos dos se les
une un tercero, implicito en los tipos de agresiones: la ausencia
de consentimiento vdlidamente prestado por el sujeto pasivo.

Junto a la libertad sexual, que es el bien juridico genérica-
mente protegido, como ya se ha dicho, hay que tener en cuenta
que en ciertos tipos de agresion sexual se tutelan otros impor-
tantes valores como la dignidad personal (cuando la violencia o la
intimidacion revistan un caricter particularmente degradante o
vejatorio) o la vida y la salud (en las hipétesis contempladas en
Ia circunstancia 5.* del articulo 180).

Las agresiones sexuales son delitos comunes con swjeto activo
indiferenciado. Consecuentemente, y en principio, admiten su
comisién por parte de cualquier persona con independencia de
su sexo. Todo sujeto con capacidad de accién puede atentar contra
la libertad sexual de otro, e, igualmente, cualquiera puede ser
sujeto pasivo de estas infracciones. Atrds han quedadp algunas
posiciones que especulaban acerca de si las prostitutas u otras

ersonas de dudosa honestidad en materia sexual podian ocupar
[ posicion pasiva en cotas infracciones. Como ha sido sefialado,
«la mayor o menor honestidad, promiscuidad, o costumbre sexual
de la victima resulta irrelevante» (Morales Prats y Garcia Albero,
1996, 877). Son posibles las siguientes combinaciones: sujeto
activo hombre y sujeto_pasivo mujer; sujeto activo hombre y
sujeto pasivo hombre; sujeto activo mujer y sujeto pasivo hombre;
y sujeto activo mujer y sujeto pasivo mujer. Pero lo anterior no
puede mantenerse con rotundidad para todas las hipétesis con-
templadas en los articulos 179 y 180, pues a veces se exige —impli-
citamente— la diversidad sextal de sujeto activo y pasivo. Asi, no
setfa posible un acceso carnal tipico del articulo 179 entre dos
mujeres, lo que condiciona una de las posiciones subjetivas tipi-
cas. Incluso buena parte de la doctrina negaba bajo Ia vigencia del
articulo 179 en su primera version —y algunos siguen mantenién-
dolo— que la mujer pudiera ser sujeto activo de un delito de vio-
lacién, o al menos de alguna de sus modalidades. Sin embargo, la
formulacién abstracta del niicleo de la conducta tipica hace posi-
ble que tanto el varon como la mujer sean aptos para ocupar la
posicién activa, aunque ciertamente en la practica no sea esto
dltimo lo habitual (Orts y Sudrez-Mira, 2001, 24-30).
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Se ha escrito mucho acerca del #al con que se amenaza por
la doctrina y la jurisprudencia, en un intento de precisar su
forma y su contenido. Coincido con la posicién absolutamente
dominante en que la amenaza ha de poseer una determinada
intensidad, la cual debe ser entendida como un cierto grado de
energia en la expresién del mensaje intimidatorio, de modo que
2 los ojos del receptor aparezca como verosimil en su ejecucién.

Por otra parte, basta con que la amenaza se profiera y man-
tenga durante un lapso de tiempo suficiente para que la victima
pueda reaccionar, aceptando o rechazando la voluntad del
agente. De todos modos, en cuanto al momento o duracion hay
que tener en cuenta un caso muy particular, y que bajo la vigen-
cia del anterior Cédigo Penal no se planteaba porque no era
necesario hacerlo. Nos referimos a las situaciones intimidatorias
permanentes a que son sometidos los/as hijos/as por parte de un
padre que comete sisteméticamente actos sexuales contra ellos.
Antes no era necesario plantearse la cuestion de la existencia o
no de la intimidacion porque la simple cjecucion de un acto
sexual con persona menor de doce afios tenia la misma conside-
racion que si ademis concurrian en el acto fuerza o intimida-
cién. Ambos constituian agresiones sexuales (o en su caso vio-
lacién), y ya no se entraba a considerar el tema de la intimidacién
eventualmente concurrente. Sin embargo, eso ha cambiado, por-
que lo primero ahora constituye un abuso sexual, mientras que
lo segundo sigue siendo una agresién sexual (o violacién) defi-
nida por la intimidacion que ahora si habra que acreditar feha-
cientemente. Y dado que en casos como los descritos al inicio de
este parrafo no es frecuente que el progenitor amenace especifi-
camente a su hijo/a en cada ocasion en que desea satisfacer sus
apetitos sexuales, parece oportuno considerar que el estado de
sometimiento e intimidacién permanentes en que se desarrollen
las relaciones paterno-filiales integra suficientemente el requisito
de la intimidacion tipica. Esto ser asi siempre que no llegue un
momento en que el menor acceda de buen grado. Asi lo ha
entendido el Tribunal Supremo en algunas resoluciones.

Sobre la cuestion del contenido de la amenaza, el mal que se
amenaza causar a la victima ha sido objeto de caracterizaciones
muy diversas, alguna ciertamente original (Gimbernat, 1990).
Desde luego, debe amenazarse con algo de suficiente gravedad.
En este sentido, la jurisprudencia es muy receptiva a las concre-
tas circunstancias subjetivas y objetivas concurrentes en el caso
para determinar la existencia de una suficiente gravedad en el
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modo automitico el nacimiento de un delito de agresiones sexua-
les; no basta para apreciarlo la constatacién del elemento «vio-
lencia» como uno mis de los ingredientes del acto, Una agresion
sexual no es simplemente un acto sexual violento, sino un acto se-
xual violentador. Asi que resulta exigido un nexo de causalidad
entre la violencia ejercida y el mantenimiento de la accién sexual
deseada por el agresor, de tal modo que pueda afirmarse que se
ha logrado el acto precisamente en razén del empleo de una vio-
lencia que ha subyugado la voluntad contraria de la victima.

En quinto lugar, Ia violencia ha de ser la idénea. La doctrina
y la jurisprudencia se han preguntado qué intensidad ha de
poscer la violencia para integrar el delito de agresiones sexuales.
Casi todos los autores coinciden en rechazar la exigencia del
caricter irresistible o desproporcionado de la misma. Cierta-
‘mente, no es necesario que la violencia tipica adquiera propor-
ciones hercileas, pues nada en el tipo conduce a semejante
determinacion; si es necesario que tenga clara eficacia en orden
a doblegar una voluntad reacia al mantenimiento de la relacién
sexual querida por el agente.

En cuanto al otro modo comisivo, la intimidacién, suele ésta
constituir el efecto de la amenaza vertida por el autor, pero tam-
bién es posible que un tercero, de acuerdo con aquél, o incluso
sin vinculacion alguna con el mismo, provoquen la intimidacién
de la victima. No obstante, habria que preguntarse, asimismo, si
también hay intimidacion como_consecuencia de un acon-
tecimiento causado por la naturaleza, un terremoto, una tor-
menta, etc., o incluso si puede nacer de la fobia o ansiedad del
propio sujeto pasivo. Parece que no debiera haber inconvenien-
te en ello, pues lo esencial es que el sujeto pasivo se halle inti-
midado, no importando tanto cul sea la causa de dicho estado
siempre que el sujeto activo lo rentabilice para llevar a cabo el
acto sexual. De todos modos, ha de reconocerse que la primera
de las posibilidades apuntadas es la mas frecuente en la prictica.
En este sentido, constituye intimidacion foda prolacion de un
mensaje intimidatorio intenso mediante el que un sujeto amenaza
4 otro con causarle un mal grave, futuro y verosimil en alguno de
sus intereses mis preciados, si no accede a realizar o padecer un
determinado acto sexual.

La noticia amenazante puede llegar a la victima por conduc-
tos muy diversos. Generalmente lo hara a través de la palabra,
pero eso no excluye formas alternativas de comunicacion como
la escritura o el gesto.





images/00033.jpg
58 Carlos Sudrez-Mira Rodriguez

para lograr el consentimiento que, de otro modo, no habria
obtenido. Por otra parte, dicha situacién de superioridad ha de
ser manifiesta, es decir, real y evidente para cualquiera.

Una segunda modalidad de abusos sexuales por vicio de
consentimiento es la que tiene lugar a través del engasio. El ele-
mento singular de esta modalidad delictiva radica en la utiliza-
cién de un ardid para provocar un error en la otra persona de
tal modo que ésta, equivocada sobre algin aspecto esencial de lo
que se le ha mamfes[ado, consienta en realizar el acto sexual
demandado. Consecuentemente, si hubiera conocido los térmi-
nos exactos de la situacién, no habria accedido a ello. Por esto,
el engafio ha de ser suficiente y eficaz, con una clara capacidad
para inducir a error a la victima. El engafio puede versar sobre
numerosos aspectos, como la promesa de matrimonio incumplida
(y cuyo incumplimiento habia sido urdido desde el principio),
error sobre la identidad del sujeto activo (persona que se hace
pasar por otra), engaiio sobre el 7o padecimiento de una enfer-
medad sexualmente transmisible (Sida, por ejemplo), etc.

A diferencia de otras clases de abuso sexual, el fraudulento
exige que la victima tenga una edad Comprendlda entre los trece
y los dieciséis afios, pues un engafio sobre menor de trece se
integra en el articulo 181.2 (incluso sin engafio), y sobre mayor
de dieciséis es impune.

Para concluir mi intervencién aludir a que los abusos sexua-
les admiten la presencia de dos agravantes especificas comparti-
das con las agresiones sexuales, que son las contenidas en el
articulo 180.1 3. y 4.%, es decir, victima especialmente vulnerable
y prevalimiento de una relacién de superioridad o parentesco, lo
cual crea en ciertos casos problemas teéricos de castigo doble
por un mismo hecho que debe ser resuelto no apreciando la
agravante en dichos casos.
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sino también en la muy avanzada, pues en ambos casos concurre
normalmente una situacién de inferioridad fisica o psiquica res-
pecto al autor. En cuanto a la enfermedad, también debemos
pensar en aquella que impide a la persona ejercer una resistencia
idonea, que puede ser tanto de orden fisico como psiquico.
Aumentan las dificultades al tratar de interpretar cudl puede ser
la situacién que permita calificar a la victima como una persona
especialmente vulnerable. Quizds se podrian considerar las situa-
ciones de extrema debilidad, personas desamparadas, etc.

La 4.* circunstancia del articulo 180 se refiere al prevali-
miento, de una relacion de superioridad o parentesco con la vic-
tima. Esta ha merecido las criticas de la doctrina, siendo muy
deseable suprimir toda referencia al parentesco como factor
agravante de la responsabilidad criminal porque el Derecho
penal no debe tutelar ninguna concepcién moral, por mayorita-
ria que sea en una sociedad determinada.

La 5. y dltima circunstancia se refiere a que el autor haga
uso de armas u otros medios igualmente peligrosos, susceptibles
de producir la muerte o ciertas lesiones graves. Para poder apli-
carla debe acreditarse la existencia de un peligro concreto, no
bastando simplemente con la exbibicion del medio. peligtoso,
sino que debe ser usado como exige el precepto y que de esa
utilizacién se derive una posible lesién o muerte de la victima.

2.3. Los ABUSOS SEXUALES

Lo que define a esta clase de infracciones es la falta de vio-
lencia o intimidacién, pero también, por supuesto, la falta de
consentimiento y, si se quiere distinguir atn mds, también la
falta de un consentimiento juridicamente relevante.

Todo abuso sexual requiere los siguientes tres elementos: una
accion litbrica realizada sin violencia ni intimidacion y también,
sin el consentimiento validamente prestado por el sujeto pasivo.

En los delitos de abusos sexuales, también la libertad sexual es
el bien juridico principalmente protegido. A ello hay que aiadir
que, cuando se trate de menores o incapaces, lo que se protege es
su adecuado proceso de formacién en materia tan delicada.

En cuanto a los sujetos y al niicleo de la conducta sexual, no
hay ninguna diferencia con las agresiones sexuales, aunque
debemos aludir, sin embargo, a alguna postura doctrinal que,
basindose en que la formulacién del tipo de agresiones y de
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aquellas que cursan con violencia fisica. Conductas que pueden
ser consideradas como experiencias traumdticas, ya que éstas
engloban a toda experiencia que estando fuera del rango normal
de la experiencia humana provocaria un malestar en muchos de
los seres humanos que la experimentan (Albarracin, 1996). Sin
embargo, para poder calificar como negativa la experiencia
vivida ha de llevarse a cabo la valoracién psicolégica de cada
caso en particular, lo que viene dado por la necesidad de consi-
derar que lo prioritario es la percepcién y los significados atri-
buidos por cada persona y por tanto cudles son las «interprets
ciones» que hace de estos hechos para poder concluir que ha
provocado «consecuencias» negativas, lo que justifica el interés
psicologico por las mismas. Consecuencias negativas determina-
das no solamente por el hecho abusivo en s, sino también por
otro tipo de variables ajenas incluso al hecho abusivo como son
la reaccion familiar ante la revelacién o el involucrar al menor en
procesos judiciales. En definitiva, efectos iatrogénicos aadidos
que ponen sobre la mesa la todavia ineficaz respuesta social ante
la revelacién de estos hechos,

Por su parte, la valoracion juridica de la gravedad de las con-
ductas sexuales abusivas viene condicionada por un criterio
objetivable como es la presencia de mayor contacto fisico entre
los érganos sexuales del agresor y la victima, lo que no necesa-
riamente ha de conllevar el mayor trauma psicoldgico, al ser el
principio de «indemnidad sexual» del/la menor el que se ha de
preservar, lo que supone que la mayor vulneracién de ésta ven-
dri dada por la mayor «violacién» de su cuerpo y de su volun-
tad, esta Gltima a través de la intimidacién y la coercién presen-
tes para que pueda hablarse de un delito de agresiones sexuales,
s penado.

Pero para alcanzar una adecuada comprensién del concepto
de abuso sexual hay que tener en cuanta que éste estd necesaria-
mente vinculado 2 la definicion de sexualidad de la que se parta,
¥ por tanto a lo que se entiende por tal. A pesar de los avances
producidos en las dltimas décadas todavia no hemos superado
totalmente el modelo androcéntrico, genitalizado, coital, adulto,
reproductor y ademis erotofobico de Ia sexualidad. Modelo que
supone reconocer el papel prioritario que se le otorga a los 6rga-
nos sexuales, especlj’men[e a los 6rganos sexuales masculinos y
al protagonismo de su placer en detrimento del placer femenino,

ue deslegitima la sexualidad fuera del periodo adulto-repro-
K s negando a la infancia y a la vejez su condicion de seres
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3.1.  CUESTIONES PRELIMINARES SOBRE
LOS ABUSOS SEXUALES EN LA INFANCIA

Identificar qué se entiende por abusos y/o agresiones sexua-
les en la infancia no es una tarca sencilla, tarca que se complica
cuando esta delimitacion puede darse desde dos opticas tan
divergentes como son la psicolégica y la juridica, lo que viene
motivado por su doble condicién de conducta traumatica versus
ilicita. Delimitacion conceptual que estd condicionada por los
significados atribuidos a los tres conceptos claves en dicha pro-
blematica: abuso, sexualidad € infancia. Conceptos sobre los que
convergen desencuentros y discrepancias que dificultan su clari-
ficacion y con ello plantean la necesidad de nuevas reflexiones y
més profundos debates en aras de una mejor comprensién y mas
eficaz respuesta a la problematica de los abusos sexuales y con
ello a la mejor proteccién y mayor bienestar de la infancia.

En primer lugar hay que tener en cuenta que, a diferencia de
lo que ocurre en el dmbito juridico, desde el 4mbito psicolégico
los conceptos de abusos y agresiones pueden ser utilizados inter-
cambiablemente, de modo que forman un amplio continuo deli-
mitado tGnicamente por la gravedad de la conducta que se lleva
a cabo, reservandose en algunos casos el término agresiones para
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siva trascendencia, es verdad que las posturas sefialadas precisan
que el trato dado a menores e incapaces no puede ser igual que
el otorgado a los mayores capaces. En eso todo el mundo estd de
acuerdo. Pero, dicho esto, parece més coherente con el respeto
a los principios constitucionales el decantarse por el predominio
de ideas de libertad que por ideas de intangibilidad o indemni-
dad, las cuales parecen anudar otras como las de prohibicién,
segregacion o discriminacion. Resulta mds oportuno optar por
procedimientos de permisién tutelada que de prohibicién total
—como puede desprenderse de la proclamada intangibilidad—,
pues sélo aquéllos son acordes con un razonable proceso educa-
tivo de menores e incapaces que incluya aspectos sexuales entre
los contenidos de la educacién que han de recibir.

Pero, afirmado lo anterior, lo cierto es que el legislador, que
es el competente para hacerlo, ha estimado oportuno denominar
al epigrafg del titulo VIII «Delitos contra la libertad e indemni
dad sexuales», férmula con la que estamos obligados a trabajar.
Lo que llama la atencién del nuevo régimen legal es una cierta
falta de armonia entre las intenciones del legislador y lo que des-
pués se refleja en la norma. Si en la Exposicién de motivos de la
Ley Organica 11/1999, de 30 de abril, se apela (como justifica-
cién de la reforma llevada a cabo) a la desproteccion que sufren
los menores e incapaces en materia sexual, y se llega a aludir a la
indemnidad o integridad sexual de los mismos como bien juri-
dico en juego, no se entiende muy bien que después, en la con-
creta tipificacién de algunas conductas sexuales que les afectan
(como las agresiones sexuales), no se mantenga la coherencia y
acabe por prescindirse del ahora invocado bien juridico «indem-
nidad sexual».

En cualquier caso, tampoco tiene mayor importancia, puesto
que, como es sabido, el rétulo de los titulos no predetermina en
modo alguno el objeto juridico tutelado, y, por todo lo expuesto,
no parece que sea la indemnidad sexual el bien juridico protegi-
do, sino e/ adecuado proceso de /ormacmﬂ de menores e incapa-
ces. La referencia a aquélla tiene nicamente un valor orienta-
tivo acerca de los propésitos del legislador.






images/00025.jpg
Carfruro 11

Los delitos de agresiones
y abusos sexuales contra menores

CarLos Suirez-Mira RoDricuez
Universidad de A Coruria

2.1, DETERMINACIONES PREVIAS ACERCA
DEL BIEN j|!RiDl(2() PROTEGIDO

2.1.1.  Antecedentes de la actual riibrica titular

Las infracciones penales sobre las que trata esta exposicion
se ubican en los capitulos I y IT del Titulo VIII, que leva por
ribrica la de Delitos contra la libertad e indemnidad sexuales. La
denominacion de este titulo en cuestién es fruto de la evolucién
legislativa a que fuc sometido este grupo de delitos y cuyo punto
de arranque decisivo lo constituy6 la LO 3/1989 de 21 de junio.
Antes de la trascendental reforma que introdujo esta Ley, en el
Cédigo Penal no se hablaba en absoluto de la libertad sexual,
sino de los Delitos contra la honestidad. Era ésta una rancia fér-
mula que se venia arrastrando desde el Cédigo Penal de 1848,
época en la que quizas pudiera tener algin sentido la referencia
a la honestidad de la persona, entendida ésta en sentido sexual.
Pero en la década de los 80 del siglo xx (y siempre con las
excepciones de rigor) nadie pensaba seriamente que ese valor, en
otros tiempos mucho més preciado que en los actuales, tuviese
la necesaria aptitud para convertirse en el bien juridico catego-
rial de los delitos de contenido sexual. De hecho, la doctrina
penal siempre se mostré muy recelosa del mismo, al cual, por via
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2.2. LAS AGRESIONES SEXUALES

El Cédigo Penal espaiiol no contiene un capitulo especifico
dedicado a regular delitos sexuales contra menores, sino que en
el marco de una regulacién general de la delincuencia sexual
establece concretas previsiones en el caso de que la victima sea
un menor. Por otra parte, el término menor no siempre se
refiere a personas cuya edad se comprenda entre dos limites
fijos, puesto que, segin la infraccién de que se trate, varfan
los tramos de edad. Asi, mientras que la alusién al menor en los
delitos de exhibicionismo y provocacion sexual, y en los relati-
vos a la prostitucién y la corrupcién de menores, lo es a perso-
nas que no han cumplido los dieciocho afios, en las agresiones y
abusos sexuales el legislador se refiere a sujetos que, o bien no
rebasan los trece afios, o bien, rebasados éstos, no superan sin
embargo la edad de dieciséis. No obstante, a partir de esta cifra,
se considera, en principio, a todas las personas de igual condi-
cién en lo relativo a su proteccién frente a los ataques sexuales
de que puedan ser objeto, con la salvedad de que pueda llegar a
considerarse que se trate de victimas especialmente vulnerables
por razén de su edad.

El elemento caracteristico de los tipos de agresién sexual se
concreta en el empleo de violencia o intimidacion (ampliamente,
Sudrez, 1995, 123-195). Sélo cuando concurra alguno de estos
modos comisivos puede afirmarse la existencia de aquellas figu-
ras. Esto las diferencia de los delitos de abuso sexual, que,
expresamente, exigen la ausencia de violencia o intimidacién, al
tiempo que explica la superior penalidad que la ley atribuye a
las conductas agresivas frente a las meramente abusivas.

El capitulo I aparece integrado por tres articulos que contie-
nen al tipo bésico de agresién sexual (articulo 178), al de viola-
cién (179) y a otro que contiene una serie de circunstancias
agravantes especificas en relacién con los anteriores (180). El
primero de ellos, que constituye la figura mds genérica, es muy
poco preciso en la. descripcion de la conducta tipica, y viene a
erigirse en tipo residual al que acudir en caso de no poder com-
probar la presencia de las circunstancias o hechos cualificativos
exigidos en los otros tipos mas especificos y sancionados con
mayor pena: acceso carnal, introduccién de objetos, caricter
particularmente degradante o vejatorio de la violencia o intimi-
dacién, etc.
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en consecuencia, el menor prostituido no pierde por ello la
tutela del ordenamiento juridico— se ha apreciado el delito,
porque el acusado favorecié objetivamente el mantenimiento del
menor en el ejercicio de la prostitucién, en el que ya estaba ini-
ciado, reforzando y arraigando su dedicacién e induciéndole a
permanecer en ella (sentencias del TS de 7 de abril de 1999 y
de 9 de diciembre de 1999). Esta linea argumental seguida por
el Tribunal Supremo es razonable en tanto no niega la protec-
cién penal a cualquier menor, y distingue segin el cliente
fomente o no la practica de la prostitucién, dado que setia des-
atinado dispensar la misma solucién para situaciones desparejas,
no diferenciando los supuestos en los que la intervencién del
tercero nada aporta a la prosecucion del menor en la prostitu-
cién, de aquellos en los que, si no decisiva, si viene a fovorecer

ue continte en ella, lo que exige estudiar en cada caso la inci-

lencia que el ofrecimiento del cliente tiene en la continuidad de
la victima en el referido estado; para lo cual habra de valorarse la
edad de aquélla, su experiencia, el tiempo que lleva prostituyén-
dose, pero también la clase, intensidad y proyeccién cronolégica
del ofrecimiento realizado por el autor,

También presenta interés dedicar alguna atencién a un fené-
meno relativamente reciente, cual es el llamado «turismo
sexual», en orden a determinar si puede ser perseguido por las
autoridades judiciales espafiolas, en vista de que los encuentros
sexuales han ocurrido en el territorio de otro estado; lo cual ha
de ser respondido afirmativamente, en virtud del articulo 23.4
de la Ley Organica del Poder Judicial, que consagra el denomi-
nado principio de justicia mundial, con arreglo al cual:

Tgualmente, serd competente la jurisdiccién espaiola para
conocer de los hechos cometidos por espafioles o por extran-
jeros fuera del territorio nacional susceptible de tipificarse,
segiin la ley penal espaiola, como alguno de los siguientes
delitos:

¢) Los relativos a la prostitucion y los de corrupcion de
menores o incapaces.

Por dltimo, son de destacar dos preceptos relacionados con
el delito de favorecimiento de la prostitucion de menores de
edad, de acuerdo con los cuales se agrava la pena imponible a
los autores del mismo cuando tengan la condicién de autoridad,
agente de ésta o de funcionario ptiblico, y se prevalgan de ella
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y posteriormente se intimida; se induce a un menor a consumir
drogas, y cuando se convierte en drogodependiente se le induce
a que se prostituya, ofreciéndole as la posibilidad de conseguir
la sustancia que precisa; etc.

Vinculado al delito de determinacién a la prostitucion apa-
rece en el mismo articulo el de favorecimiento de la entrada,
salida o estancia del territorio nacional de personas, con el pro-
pésito de su explotacién sexual, usando los medios antes aludi-
dos (articulo 188.2); y también la agravacién cimentada en la
condicién de autoridad o de funcionario ptblico del autor de
cualquiera de los dos delitos anteriores (articulo 188.3).

Por dltimo, el articulo 188.5 incluye una clausula concursal
innecesaria, por obvia, pues se limita a recordar que cuando
unos hechos encierren un desvalor que rebase el contemplado
en los cuatro incisos anteriores habrin de castigarse indepen-
dientemente. Ni que decir tiene que la ausencia de una clausula
similar en otros casos —como, por ejemplo, en el articulo 187—
no impide que se llegue a idénticos resultados.

1.3.4. Utilizacién de menores o de incapaces con fines
o0 en espectdculos exhibicionistas o pornogrificos

Serd castigado con la pena de prisién de uno a tres afios:

) El que utilizare a menores de edad o a incapaces con
fines o en especticulos exhibicionistas o pornogrificos, tanto
piiblicos como privados, o para elaborar cualquier clase de
material pornogrifico, o financiare cualquiera de estas activi-
dades (articulo 189.1).

En el precepto transcrito se recogen claramente tres conduc-
tas, de forma quiz4 reiterativa e innecesaria; porque con estable-
cer la punicion de la utilizacién de menores con fines exhibicio-
nistas o pornogrificos se comprenderian todas las hipétesis
especificadas; y porque la tercera constituye una cooperacion
necesaria, cuyo castigo estd asegurado con carécter general gra-
cias al articulo 28 CP. Con todo, es verdad que, en lo que se
refiere a este tltimo extremo, la configuracion actual del pre-
cepto permite castigar la conducta de financiacién de tales acti-
vidades aun cuando no se produzca finalmente el especticulo
exhibicionista o pornografico en el que intervengan menores o
incapaces, mientras que, de someterse tal comportamiento a las
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para dicho fin (articulo 187.2); o pertenezcan a una asociacién u
organizacién, incluso de carécter transitorio, que se dedique a la
realizacién de aquella actividad (articulo 187.3).

13.3. Determinacién a la prostitucion
de menores y de incapaces

Si las mencionadas conductas —determinar, empleando
violencia, intimidacion o engario, o abusando de una situacion
de superioridad o de necesidad o vulnerabilidad de la victima—
se realizaren sobre persona menor de edad o incapaz para ini-
ciarla o mantenerla en una situacién de prostitucion, se
impondré al responsable la pena superior en grado a la que
corresponda segtin los apartados anteriores —prision de 2 a 4
arios y multa de doce a veinticuatro meses (articulo 188.4).

A diferencia de en el delito de favorecimiento, se requiere en
éste la utilizacion de unos medios comisivos tasados, decisivos
para que exista delito aun cuando las personas determinadas a
prostituirse sean adultas. La propia existencia de este delito per-
mite advertir cémo se otorga alguna relevancia al consentimiento
del menor y del incapaz, dado que, si aceptan prostituirse, el
delito que ha de apreciarse es el g 1 articulo 187.1, mientras que
si el asentimiento de aquéllos se obtiene o impone por alguno de
los modos tipificados ha de apreciarse el del articulo 188.1, que
lleva aparejada una pena de superior gravedad.

La aplicacién del delito reproducido puede tener lugar a par-
tir de dos situaciones distintas: la primera se da cuando el menor
no venia ejerciendo la prostitucion y se le determina a ejercerla;
la segunda, cuando la venia ejerciendo, desea abandonarla y se
le obliga a proseguirla.

Como quiera que lo que justifica la agravacion que repre-
senta este precepto es la anulacién del consentimiento del ofen-
dido, resulta indiferente si son uno o varios los medios emplea-
dos para determinar al menor o al incapaz a la prostitucién, sin
que la pluralidad de medios utilizados con uno mismo de dichos
sujetos pueda determinar la existencia de otros tantos delitos.
En realidad, no serd poco comiin que se produzca una con-
fluencia de mas de uno de los reiterados medios: se recurre en
primer lugar a la intimidacién y de no tener éxito se pasa a la
violencia, y se van alternando una y otra; se engafia al comienzo
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a proyectar una pelicula pornogrfica en la que hayan intervenido
menores o incapaces, y a hacer realizar a unos menores acciones
sexuales en piiblico y en directo. Pero es que, en realidad, lo que
resulta dificilmente aceptable es que el conjunto de comporta-
mientos recogidos en el apartado &) del articulo 189.1 CP puedan
considerarse en alguna medida nocivos para la libertad sexual o
los procesos de formacién y socializacion de menores e incapa-
ces, toda vez que tienen lugar en un momento cronolégico pos-
terior a la consumacién de la lesion a tales valores. En efecto,
para que fuera posible vincular el bien juridico en estos casos a
contenidos de caricter sexual, habria de entenderse que estamos
ante un delito de peligro abstracto, cuyo contenido de injusto se
cifrarfa en un extremo, tan remoto e indirecto respecto del
objeto de tutela indicado cual es el riesgo que ofertar (produ-
ciendo, vendiendo, distribuyendo, etc.) semejante clase de mate-
tial comporta respecto del’ mantenimiento o incremento de la
demanda del mismo, que, a la postre, puede entenderse que aca-
bard repercutiendo en la continuacion de la participacion de
menores o incapaces en su_elaboracion, con la_consiguiente
lesion (en este caso ya, efectiva) que se derivard de este hecho
para los aludidos bienes de aquéllos. Aceptar este plantea-
miento, sin embargo, implicaria un intolerable adelantamiento
de las barreras del Derecho penal, que, en el caso de la conduc-
ta de mera posesion tpificads.en e ariculo 189,152, legaria a
rozar limites esperpénticos. Debe concluirse, entonces, que las
referidas conductas —pese a estar ubicadas en el titulo VIIT
relativo a los delitos contra la libertad sexual— atentan exclusi-
vamente contra la intimidad de menores e incapaces (también de
esta opinion, Tamarit Sumalla).

Por otro lado, desde un punto de vista pragmitico, habri
que tener en cuenta algunas cuestiones como el hecho de que no
todo material ofertado como pornografia infantil es inscribible
en uno de los citados preceptos, ni es facil la probanza en
muchos casos de que un determinado material ha sido elaborado
con menores. Asi, no es extrafio que s difunda como un filme
pornogrifico realizado con nifios aquel que ha sido «interpre-
tado» por jovenes mayores de edad, convenientemente maquilla-
dos, depilados, afeitados y vestidos para aparentar menos afios
de los que tienen; como tampoco lo es que se distribuya una
pelicula, también del género de la pornografia infantil, en la que
quienes realizan las acciones salaces son adultos, pero aparecen
imdgenes intercaladas de menores, dando la impresién de que
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reglas generales de la participacién, la punicién del mismo que-
datia sujeto, en virtud del principio de necesidad, a que se ini-
ciara la comisién de las otras conductas, en tanto hechos princi-
pales.

En el mismo articulo se castiga con igual pena a

b) El que produjere, vendiere, distribuyere, exhibiere o
faciliare la_produccién, venta, difusién o exhibicién por cual-
quiec tiedio de matetial poinogrificn &0 cud daborseiin
hayan sido utilizados menores de edad o incapaces, aunque o
material tuviere su origen en el extranjero o fuere desconocido.

A quien poseyera dicho material para la realizacion de
cualquiera de esas conductas se le impondri la pena en su
mitad inferior (articulo 189.1.5).

Con los preceptos previstos en las letras @) y ) del articu-
lo 189 se ha buscado reprimir cuanta conducta tenga que ver
con la utilizacién de menores de edad o de incapaces con fines
exhibicionistas o para la produccién, difusién o exhibicién de
material pornografico elaborado con su intervencién, sobre la
base de que con ellas se lesiona, ademis del bien juridico comin
a todas estas especies delictivas, la intimidad de menores e inca-
paces. Téngase en cuenta que, ademis, en los articulos 28 y 29
se castigan con caricter general formas de participacién delictiva
como la complicidad, con lo que se amplian las posibilidades
incriminadoras hasta el punto 3 resultar dificil imaginar alguna
colaboracién de entidad que no resulte comprendida en uno de
aquellos tipos.

Por otra parte, al no haberse limitado los procedimientos a
través de los cuales pueden llevarse a cabo las conductas tipicas
—«por cualquier medio», se dice—, no hay dificultad en consi-
derar delictiva la difusién del material pornogréfico prohibido
via informatica o telemitica; mas una cosa es que en los tipos de
referencia se abarque la totalidad —o, mejor, la casi totalidad—
de los hechos que pueden acontecer, y otra que su textura esté
libre de tachas y su aplicacién exenta de problemas, como los
que se sefialan a continuacién.

Sorprende, para empezar, que se asigne idéntica gravedad —lo
que implica presuponer que lesionan por igual el bien juridico—
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algan otro, como los delitos contra la intimidad y los delitos de
abusos en el ejercicio de la funcién piblica. Con las diferentes
figuras delictivas contenidas en el referido articulado se contem-
pla cuanta conducta de naturaleza sexual es ejecutada con un
menor de edad, disponiéndose para todas ellas de penas modu-
ladas en funcion de la mayor o menor significacion y gravedad
del hecho, de los medios empleados, etc. Ahora bien, ni que
decir tiene, la existencia de una regulacién plena no garantiza,
no ya la desaparicion, sino ni siquiera la £sm|nuc|6n de una
determinada clase de delincuencia. Insuficiencia que se hace mas
patente si, como sucede en el caso espafiol, la normativa vigente,
si bien abarca todos los comportamientos imaginables —desde
luego, todos aquellos de los que han tenido conocimiento nues-
tros Tribunales—, es bastante defectuosa, en particular, la espe-
cificamente destinada a la tutela de menores y de incapaces, que
adolece del extendido vicio consistente en el uso simbélico del
Derecho penal, inducido por el legislador cuando se muestra
proclive a esgrimir la pena para acallar una alarma social que a
veces €l mismo crea; vicio que arrastra otro no menos indeseable,
cual es el riesgo de que calen en algin precepto consideraciones
moralizantes, que ya empiezan a columbrarse. Lo dicho, segin
hemos comprobado, se hace especialmente patente en algunos
tipos como el del articulo 189.1 £) o el del articulo 189.3 CP.

Y es que la «auténtica» proteccién de menores e incapaces
que, segin reza la Exposicion de motivos de la Ley Orgi-
nica 11/1999, se pretende con la nueva regulacién penal sobre la
materia no puede pasar por anular cualquier atisbo de libertad
de dichos sujetos en el ejercicio de su sexualidad. Y si bien es
cierto que tal libertad parece adquirir, en principio, alguna vir-
tualidad —al darse, en los términos ya estudiados, cierta validez
en este ambito al consentimiento del menor de entre trece y
dieciocho afios—, aquélla se pone en entredicho a la luz de la
incriminacién recogida por el articulo 189.3 CP. Hoy en dia, en
efecto, entender que un sujeto de dieciséis o diecisiete afios no
puede tener libremente contactos sexuales con un mayor de
edad sin que se vean comprometidos sus procesos de formacion
y socializacion constituye, cuando menos, una premisa desco-
nectada de la realidad en que vivimos. El legislador parece opi-
nar que es mejor que el menor de dieciocho afios mantenga rela-
ciones sexuales con otros menores o que, simplemente, no las
mantenga. Pero esta idea, que responde a una particular con-
cepeion de la sexualidad —respetable desde ef prisma de la
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estaba castigado —como repitieron hasta la saciedad nuestros
Tribunales de justicia, al sefialar que las conductas que antes se
subsumian en el delito de corrupcion de menores podian ser
enclavadas en los abusos sexuales o en los delitos relativos a la
prostitucién, entre otras, en las sentencias del TS de 30 de
diciembre de 1996, y 16 de abril y 21 de julio de 1997—. Cosa
distinta es que se quisiera penalizar toda actividad sexual reali-
zada con menores, meta alcanzable con el precepto transcrito
mis arriba. En él se contiene un tipo que puede complacer algu-
nas demandas desaforadas, bien porque queden cumplidas con
Ia proclamacion formal del delito, bien porque se vislumbre la po-
sibilidad de hacer real, desde el punto de vista del Derecho
penal, la intangibilidad de menores y de incapaces. Mas lo cierto
es que se trata de una norma mal formulada y de compleja apli-
cacién (siempre que se haga con el debido acatamiento de los
principios constitucionales, sobre los que se erige el Derecho
penal) en la que no se han respetado las exigencias dimanantes
del principio de legalidad —la taxatividad brilla por su ausen-
cia—, ni las del de proporcionalidad —las conductas que pue-
den acabar sanciondndose a través suyo debieran quedar extra-
muros de los lindes del Derecho penal—, y en la que, desde
luego, definir los limites tipicos, de tal forma que la seguridad
juridica no salga mal parada, no s tarea facil, como a continua-
cién se comprobara

La conducta se cifra en hacer participar a un menor en un
comportamiento de naturaleza sexual, se sobrentiende sin que se
haya usado violencia ni intimidacion ni haya habido prevali-
miento de una situacion de superioridad ni engafio, ni el menor
tenga menos de trece afios o se halle privado de sentido, pues
entonces habria un delito de agresiones o de abusos sexuales;
por tanto, con el consentimiento del menor, y, ademis, siempre
que el comportamiento sexual en el que se hace intervenir a la
victima no se contraiga a realizar ante ella actos de exhibicién
obscena o en facilitarle material pornografico o se favorezca su
prostitucion o se la utilice con fines exhibicionistas o pornogra-
ficos, porque el delito o los delitos cometidos serfan en estos
casos los relativos al exhibicionismo, a la provocacién sexual o a
Ia prostitucién; de donde ha de deducirse que el comporta-
miento castigado en el apartado 3 del articulo 189 es aquel que no
tiene cabida en ninguno de los delitos previstos en el titulo VIII,
que no constituye un delito de agresiones, ni de abusos, ni de
acoso, ni de exhibicionismo y provocacién sexual, ni relativo a la
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ferenda de rebajar la edad tipica del sujeto pasivo y de crear un
tipo privilegiado para las conductas realizadas contra menores,
de edad comprendida entre trece y dieciséis afios, y en contra de
su consentimiento, cuanto, desde una perspectiva de lege lata,
respecto de la necesidad de interpretar el tipo otorgando un
decisivo valor excluyente de la lesion al bien juridico al consen-
timiento libre de vicios del sujeto mayor de trece afios. Piénsese
que, de otro modo, se estaria criminalizando todo lo que supu-
siera facilitar a dicha clase de sujetos el referido material, lo cual
parece desproporcionado en relacién con sujetos de dieciséis o
diecisiete afios, y resulta, desde luego, discutible en lo que arafie
a los incapaces, a los que se les puede vetar de esta forma una
posibilidad de alivio para sus dificultades interrelacionales.

Una segunda cuestion que ha de dilucidarse es la atinente a
lo que debe entenderse por material pornogrifico. Al respecto,
puede servir de punto de partida la doctrina que ha ido sen.
tando la Corte Suprema Federal de los Estados Unidos en dife-
rentes resoluciones, con arreglo a la cual es pornogrifico un mate-
rial: a) que tomado en su conjunto aparezca dominado por un
interés libidinoso; 5) que sea potencialmente ofensivo porque se
desvie de los estandares contemporineos de la comunidad rela-
tivos a la representacion de materias sexuales; ¢) que se halle
falto totalmente de valor social y que tomado en su conjunto
carezca de un serio valor artistico, literario, cientifico o politico
(véanse Vives Anton y Cuerda Arnau). En términos no muy dis-
tintos nuestro Tribunal Supremo ha estimado pornogrifica una
obra cuando, en una valoracion conjunta o global, la pornogra-
fia se encuentra presente en todas sus paginas, con una ausencia
de valores literarios, artisticos o de informacion seria y responsa-
ble (en las sentencias de 22 de marzo de 1983, 9 de diciembre
de 1985 6 24 de marzo de 1997, entre otras).

La nocién asi pergeniada delimita bastante las caracteristicas
de la pornografia, pero alguno de sus ingredientes no deja de
presentar alguna indefinicién y de entrafiar un cierto riesgo
de que consideraciones moralizantes determinen la aplicacion de
un precepto penal. Presenta indefinicion en cuanto a que la con-
crecién de si una obra tiene méritos artisticos, literarios, etc., estd
sujeta a una valoracion que ha de realizar el juzgador con apoyo
en criterios sociales, a veces cambiantes, lo que no favorece la
seguridad. Da entrada a criterios moralizantes, en fin, al tomar
en consideracion para determinar la potencialidad lesiva de un
material la desviacién de los estandares socialmente admitidos,
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1.1. PLANTEAMIENTO

Existe hoy una preocupacién generalizada por los ataques
sexuales de que pueden ser objeto los menores de edad, en
absoluto infundada si nos atenemos a los datos proporcionados
por algunos estudios, como el de Lépez Sénchez (1995), en el
que se indica que en Espaiia, aproximadamente, el 23 por 100
e las mujeres y el 15 por 100 de los hombres han sido victimas
de alguna clasc de abuso durante su minoridad; y a las informa-
ciones cotidianas sobre agresiones a menores, prostitucién de los
mismos, pornografia infantil o turismo sexual
Para combatir estos fenémenos el Derecho penal —que dista
mucho de ser la panacea, el instrumento idéneo para hacerlos

esaparecer— se ha ocupado de castigar desde antiguo las rela
ciones sexuales mantenié’as con menores. Concretamente, en los
Codigos Penales que se han ido sucediendo desde el de 1848
hasta el de 1973, ambos inclusive, se mvo por violacién el coito
realizado con mujer menor de doce afios; por abuso deshonesto,
cualquier otra acci6n sexual habida con hombre o mujer menor
de aquella edad; por estupro, el acceso carnal conseguido
mediante engafio o prevalimiento de una situacién de superiori-
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mado para el supuesto de una sola entrega sexual por precio, si
hay una cierta planificacion para que ese hecho tenga alguna
continuidad.

En cualquier caso, debe recordarse que si el menor no ha
cumplido los trece afios yacer con él constituye, lisa y llanamente,
un delito de abuso sexual, en virtud del cual al adulto le puede
corresponder una pena de hasta diez afios de prisién, y que
resulta igualmente delictivo yacer con un menor de entre trece y
dieciocho afios con prevalimiento, o con un menor de entre trece
y dieciséis afios mediante engafio. Asi las cosas, no debe generar
especial preocupacién que, con arreglo a la opinién aqui defen-
dida, y por tratarse de un acto aislado, no se aprecie el delito
relativo a la prostitucién cuando un menor (o un tercero) percibe
una cantidad como retribucién a un servicio sexual.

1.3.2.  Favorecimiento de la prostitucion
de menores y de incapaces

El que induzca, promueva, favorezca o facilite la prostitu-
cién de una persona menor de edad o incapaz seré castigado
con las penas de prisién de uno a cuatro afios y multa de
doce a veinticuatro meses (articulo 187.1).

Las conductas que se castigan, descritas con bastante clari-
dad, pueden reconducirse al favorecimiento, de alguna manera
significativa y no meramente accesoria, de la prostitucién de
menores y de incapaces. Pese a esa claridad, han surgido dudas
en torno a varias cuestiones a las que vamos a referirnos a conti-
nuacién:

La jurisprudencia se ha mostrado vacilante a la hora de deci-
dir si el cliente que abona el servicio al menor debe ser o no
penalmente responsabilizado como favorecedor de la prostitu-
cién del menor; pues, mientras en algunas sentencias se ha mani-
festado que no incurria en delito la persona que pagaba por la
prestacion sexual del menor si éste ya venia ejerciendo la prosti-
tucién con anterioridad (como en las sentencias de 22 de enero
de 1997, 12 de enero y 7 de mayo de 1998), en otras —poste-
riores al pleno de la sala II del Tribunal Supremo de 12 de
febrero de 1999 en el que se acordé que la prostitucion no
puede ser considerada una especie de estado irreversible, y que,
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persona a ejercerla, etc. En la Exposicion de motivos de la Ley
Organica 11/1999, por la que se reformaron estos delitos, se
anuncia que en el articulado modificado se recogen sendas defi-
niciones auténticas —las que traza €l propio legislador— de
prostitucién y de corrupcién de menores; definiciones que final-
mente no aparecen en el texto. Por tanto, al no disponer de una
definicién legal, corresponde a intérpretes y aplicadores del
Derecho elaborarla.

Al respecto, doctrina y jurisprudencia_han coincidido en
algunos puntos y han dnscrepado en otros. Hay acuerdo en que
el ejercicio de la prostitucion entrafia la participacién en una
accién sexual a cambio de un precio, en que se prostituye la per-
sona que «comercia» con su cuerpo, al satisfacer la apetencia
sexual de otro por la contraprestacion economica que éste
abona. Pero disienten en cuanto a las notas de reiteracion y pro-
miscuidad, pues mientras hay quien defiende que sélo puede
hablarse de ejercicio de la prostitucion a partir de alguna repeti-
cién en esa venta de prestaciones sexuales, también se ha mani-
festado que esa habitualidad no es caracteristica imprescindible.
El Tribunal Supremo, por su parte, ha aludido unas veces a la
recidiva como rasgo caracteristico de la prostitucion (sentencias
de 11 de octubre de 1996 y 7 de abril de 1999, por ejemplo), y
otras ha estimado que no es inherente a ésta (sentencias de 16 de
febrero de 1998 y de 17 de abril de 2000).

Probablemente, la contradiccion y la divergencia apuntadas
sean mis aparentes que reales, pues las opiniones en ocasiones
se pronuncian para resolver casos concretos y no tanto para sen-
tar criterios generales, y puedan salvarse sefialando que la prac-
tica de la prostitucion comporta una cierta reiteracién o al
menos el proyecto de que haya esa reiteracién, aun cuando no
llegue a producirse. De modo que sea factible afirmar que ha
favorecido la prostitucién de un menor quien le convence para
que mantenga una relacién sexual retribuida, aun cuando no
haya una segunda, porque, por ejemplo, intervienen la policia o
los padres del menor, siempre que aquél tuviera el designio de
seguir prostituyendo a ese menor. Parece, pues, desmesurado
concluir que hay prostitucién a partir de un solo acto, desconec-
tado de otros o de un plan para reiterarlos; conclusion que no se
aviene ni con el sentido que usualmente se otorga al término, ni
con las derivaciones negativas que para la evolucion del menor
se atribuyen a su_ejercicio, siendo, por lo demds, este criterio
compatible con el de defender la calificacién de delito consu-
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Direccién Xeral da Familia
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15771 - Santiago de Compostela (A Corufia)
Teléfono: 981/54-46-55
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Asoctacién Vasca para la Ayuda a la Infancia Maltratada (AVAIM)
En Guiptzcoa:

Domicilio social: Pasco de Francia, 22, bajo

20012 — San Sebastian

Teléfono y Fax: 943/29-07-42

En Alava:

C/ Heraclio Foumier, 28, bajo

01006 — Vitoria — Gasteiz

Teléfono: 945/23-47-37 Fax: 945/13-16-61

Asociacion Andaluza para la Defensa de la Infancia y Prevencion
de los Malos Tratos (ADIMA)

Domicilio social: C/ Trastamara, 33, 1.° dcha.

41001 — Sevilla

Teléfono y Fax: 95/421-11-55

Asociacién Murciana de Apoyo a la Infancia (AMAIM)
Domicilio social: C/ Puerta Nueva, 22, entresuelo, puerta 5
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Teléfono: 968/20-11-87

Asociacion para la Defensa del Menor (ADEME)
Domicilio social: C/ Seis de Junio, 37, 1.°A
13300 — Valdepeas (Ciudad Real)

Teléfono: 926/32-37-58

Asoctacién Valenciana para la Promocién de los Derechos del Nirio
v la Prevencién dclp Maltrato Infantil (APREMI)

C/ Reina Dofia Maria, 5

46006 — Valencia

Teléfono: 96/395-31-55

Asociacién Castellano-Leonesa para la defensa de la Infancia y la
Juventud (REA)

Domicilio social: C/ Antonio Lorenzo

Hurtado, 5 (Edif. Cruz Roja)

47014 — Valladolid
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4.2. LA ENTREVISTA DE INVESTIGACION

La entrevista para investigar una denuncia o sospecha de
abuso sexual es una tarea dificil, ya que normalmente no hay
pruebas fisicas, bien por el tiempo transcurrido hasta la denun-
cia o bien, como suele ser frecuente, porque no ha habido
penetracion. Por consiguiente, los nifios se convierten en una
fuente imprescindible de informacién, hasta el punto de que la
determinacién de si se ha producido o no un abuso sexual se
suele basar en la declaracion de la propia victima, siendo un
factor decisivo el grado de fiabilidad y credibilidad que ofrez-
can sus declaraciones (Cantén, 1999; Cantén y Cortés, 2000b;
Davis, 1998).

4.2.1.  Preparacion de la entrevista y fase preliminar

Para disefiar una entrevista sensible evolutivamente o para
situar las afirmaciones y las conductas del nifio en un contexto
evolutivo puede resultar de utilidad obtener previamente su
historial evolutivo. También es aconsejable que los familiares
informen de sus amistades y gustos personales para poder
establecer una buena relacién con el nifio. Finalmente, tam-
bién resultard de utilidad la planificacién previa de las pre-
guntas.

El retraso en la celebracién de la entrevista afecta mas nega-
tivamente a los nifios que a los adultos (por ejemplo, Poole y
White, 1993). Ademis, cuanta menos edad tengan tanto mas
ripido puede ser su olvido (por ejemplo, Baker-Ward, Gordon,
Ornstein, Larus y Clubb, 1993). El olvido puede hacer que los
nifios se vuelvan mas sugestionables si se les presenta una infor-
macién capciosa después de un periodo de retraso (por ejemplo,
Warren y Lane, 1995). Por consiguiente, la realizacién de una
entrevista en los primeros momentos no sélo capta los recuerdos
cuando todavia estdn frescos, sino que puede reducir el olvido
posterior.

El ambiente de la entrevista debe conseguir que el nifio se
sienta razonablemente a gusto, sobre todo si se trata de un pre-
escolar (por su mayor probabilidad de sentirse intimidado,
ansioso y desorientado en este ambiente formal). Un ambiente
centrado en el nifio que reduzca al minimo las posibilidades de
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4.1. InTRODUCCION

Los delitos sexuales cometidos contra los nifios no son un
fenémeno nuevo, aungue si se ha producido un incremento muy
importante durante los tltimos afios en el nimero de casos
denunciados. La mayor concienciacion sobre este problema ha
ido parqa con un esfuerzo por mejorar la calidad de la investi-
gacién, volcindose investigadores y profesionales en el desarro-
llo v validacién de técnicas que permitan cvaluar la competencia
y credibilidad de los nifios como testigos, asi como de entrevis-
tas disefiadas para aumentar la calidad y cantidad de informa-
cién de las presuntas victimas (Lamb, Sternberg, Esplin, Hersh-
kowitz y Orbach, 1997)

La evaluacién del abuso sexual es una tarea sumamente difi-
cil, ya que normalmente no hay pruebas médicas, bien por el
tiempo transcurtido hasta la denuncia o bien, como suele ser
el caso, porque no ha habido penetracién (los delitos mas comunes
suelen ser los tocamientos, la copula oral o el exhibicionismo).
Por otra parte, es raro que el perpetrador admita el abuso come-
tido, siendo muy probable que lo niegue o que tergiverse su
conducta (Bruck, Ceci y Hembrooke, 1998; DcJong, 1992;
Lamb, Sternberg y Esplin, 1998). Por consiguiente, los nifios se
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El sesgo del entrevistador influye en toda la estructura de la
entrevista y se refleja en la utilizacién de diversas técnicas de
sugestion (Bruck, Ceci y Hembrooke, 1998) como la formula-
cién inmediata de preguntas especificas, el refuerzo sutil de las
respuestas confirmatorias de su hipotesis, la induccién de un
estereotipo negativo del presunto agresor, el empleo inadecuado
de determinadas técnicas accesorias de entrevista e incluso el
recurso a la amenaza o al soborno.

Los estudios sobre sugestibilidad que han comparado distin-
tos grupos de edad han ﬁegado a la conclusién de que los pre-
escolares son el grupo mas sugestionable, sobre todo a la conta-
minacion post-suceso, una forma de sugestion que implica la
incorporacién en posteriores declaraciones de detalles incorrec-
tos que les han sido sugeridos entre el momento del incidente
y ¢l momento de la entrevista (para una revision, véase Ceci y
Bruck, 1993). Cuando se realiza una sugerencia de forma reite-
rada y coercitiva no es extrafio que el nifio incorpore informa-
cién errénea en sus explicaciones, aunque esto no quita el que
incluso nifios de tres a cinco afios de edad 2 menudo se resistan
ante una sugestién no coercitiva y que sus respuestas a pregun-
tas sugerentes simples no tengan por qué invalidar necesaria-
mente toda la declaracién.

Las fuertes diferencias de edad encontradas no nos deben
hacer pensar que sélo son sugestionables los preescolares o que
no hay que preocuparse por la fiabilidad del testimonio de los
nifios mayores cuando se les entrevista de una manera suges-
tiva. Y esto por varios motivos. En primer lugar, porque al
haber sido disefiados estos estudios comparativos pensando en
nifios de preescolar el techo de dificultad de las tareas puede
ser muy Ficil para los de primaria. El segundo inconveniente
que se le puede plantear a la argumentacion de que los mayo-
res no son sugestionables es que existen pruebas de que los
nifios no alcanzan los niveles adultos de resistencia a la suges-
tibilidad hasta llegar a la adolescencia temprana. Algunos estu-
dios han demostrado que nifios de ocho, nueve e incluso diez
afios de edad son significativamente més sugestionables que los
adultos (Ackil y Zaragoza, 1995; Warren y Lane, 1995). Por
dltimo, conviene no olvidar que incluso los recuerdos de los
adultos se pueden ver trastornados por las técnicas sugestivas
empleadas en la entrevista, aunque en menor medida (Hyman
y Pentland, 1996; Hyman, Husband y Billings, 1995; Loftus y
Pickrell, 1995).
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marse una idea mas completa y determinar si serd necesario o no
volver a entrevistarlo.

Durante la fase de cierre hay que abordar varias cuestiones
(Davies y cols., 1996). En primer lugar, si el nifio tiene que
someterse a un examen médico se le debe explicar (usando su
propia terminologia) que el doctor le hara una revision de su
cuerpo, incluidas las partes privadas, para asegurarse de que se
encuentra bien. Es el momento de comprobar si tiene alguna
percepcion equivocada sobre su estado fisico. Se le debe dar
también la oportunidad de preguntar y de manifestar sus preo-
cupaciones sobre la entrevista, el abuso o las consecuencias de la
revelacion.

Finalmente, se establece una breve conversacién de tipo
general o un juego no dirigido con objeto de establecer un
periodo de transicién (después de haber estado hablando sobre
el abuso) que le permita dominar los sentimientos despertados
por la rememoracién de los abusos sexuales. El objetivo es que
el nifio deje la entrevista con un estado mental lo mds positivo
posible. Al final debe quedarle una sensacién de autoconfianza y
de liberacién de la carga que representaba el mantenimiento del
secreto. El entrevistador le da las gracias por su participacién en
el proceso de entrevista, no por haber revelado los abusos.

4.3. EFECTOS DE LA SUGESTIBILIDAD EN LA EXACTITUD
DE LA DECLARACION

La sugestibilidad se define como el «grado en que la codifi-
cacién, almacenamiento y recuperacién de la informacién sobre
lo sucedido se pueden ver influidos por diversos factores socia-
les y psicolégicos» (Ceci y Bruck, 1993). Diversos autores han
alertado contra las técnicas de sugestion que con frecuencia se
utilizan en las entrevistas realizadas a los nifios que supuesta-
mente han sido objeto de abusos sexuales. Parten de la premisa
de que éstos son muy sugestionables y, consiguientemente, faci-
les de manejar para conseguir que afirmen o incluso que crean
en sus alegaciones falsas de abusos, sugeridas en realidad por
unos entrevistadores incompetentes (para una revisién, véase
Cantén y Cortés, 2000c). Como los nifios quieren agradar a los
adultos estin dispuestos a corroborar cualquier cosa que ellos
piensen que el entrevistador desea oir (Reed, 1996).





images/00055.jpg
98 José Cantén Duarte y M.* del Rosario Cortés Arboleda

Las principales criticas formuladas por los partidarios de
limitar o excluir los mufiecos anatémicos como instrumentos de la
entrevista son cuatro, segiin Everson y Boat (1994). En primer
lugar, no existe un protocolo estandar sobre su uso. Una
segunda critica apunta la inexistencia de diferencias normativas
entre nifios abusados sexualmente y los no abusados a la hora de
interactuar con los mufiecos. En tercer lugar, los mufiecos ana-
témicos, por su propia naturaleza, sugieren y sobreestimulan la
sexualidad. Finalmente, la utilizacién de muiiecos anatémicos
hace que el entrevistador cometa errores y usos inadecuados.
Concretamente, su uso estimula un estilo de preguntas conduc-
tivas o sugerentes, la sobreinterpretacion del juego del nifio,
deficiencias en el proceso de evaluacion y el exceso de confianza
en un (nico instrumento.

De todas las criticas anteriores, Everson y Boat (1994) llega-
ron a la conclusién de que la més fundada era que el uso de los
mufiecos_anatémicos puede llevar al entrevistador a cometer
errores. Por ejemplo, ponerle nombre (rol) al mufieco antes de
que lo haga el nifio (por ejemplo, «Este es papi»), no aclarar los
nombres de las personas representadas por los mufiecos (segin
el nifio), dar por supuesto que lo que el nifio esta representando
con los mufiecos es algo que realmente le ha sucedido, no
hacerle preguntas para que aclare las conductas sexualizadas con
los muiiecos y recompensarlo verbalmente (o con un lenguaje
corporal mis sutil) por estar jugando con los mufiecos de un
modo sexual.

Everson y Boat (1994) sefialan cinco usos funcionales de
estos mufiecos. En primer lugar, se pueden utilizar como tran-
quilizadores (objetos de juego) en el ambiente posiblemente
estresante de la entrevista. También pueden servir para romper el
bielo, ayudando al nifio a centrarse en la temitica sexual y en las
partes del cuerpo. También pueden servir de rzodelos anatomi-
cos, utilizindose para comprobar i es capaz de nombrar las par-
tes del cuerpo y entender sus funciones. También para valorar
los conocimientos sobre las relaciones sexuales o su exposicion a
relaciones sexuales entre personas (por ejemplo, «¢Has visto
alguna vez hacer esto?»). Una cuarta funcién que pueden
desempear es la de ayuda para la realizacion de una demostra-
cion, de manera que los mufiecos sirven como accesorios para
) ayudar a un nifio con una capacidad verbal limitada a que nos
muestre lo que le sucedié, en vez de contdrnoslo; b) ayudarle
para que, después de habernos dado una descripcion verbal de
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A pesar de los problemas de fiabilidad puestos de relieve en
los estudios, los datos disponibles también indican que los
nifios son capaces de informar de manera exacta, detallada y
atil cuando se les entrevista de un modo adecuado (por ejem-
plo, Leichtman y Ceci, 1995). Si no se utilizan técnicas sugesti-
vas incluso los preescolares de menor edad realizan declaracio-
nes muy exactas, aportando pruebas importantes desde una
perspectiva judicial, aunque pueda ser escasa la cantidad de
detalles aportados (Bruck, Ceci y Hembrooke, 1998). Asimis-
mo, los resultados sobre la memoria de sucesos autobiograficos
indican que los nifios recuerdan de forma muy exacta y a veces
detallada un amplio rango de sucesos (Baker-Ward, Gordon,
Ornstein, Larus y Clubb, 1993; Peterson y Bell, 1996). Estos
estudios se caracterizan por el tono neutro del entrevistador, la
utilizacién muy limitada de preguntas capciosas y la ausencia de
induccién de cualquier motivo o sesgo para que el nifio realice
una declaracion falsa. Es decir, han puesto de relieve la capaci-
dad de los nifios para prestar declaracién, asi como las condi-
ciones en las que habria que entrevistarlos para obtener una
declaracion fiable. Cuando interviene un entrevistador no ses-
gado, cuando el nimero de entrevistas y de preguntas tenden-
Ciosas es minimo, y cuando no se producen amenazas o enga-
fios, el riesgo de que se vicie la declaracion es mucho menor.

4.4. Usos FUNCIONALES DE LOS MUNECOS ANATOMICOS

El dilema de tener que optar por una informacién completa
(utilizando preguntas especificas) o por una informacion mas
exacta (el recuerdo libre y preguntas generales) ha llevado al des
arrollo de métodos no verbales para obtener informacién. El interés
de investigadores y profesionales se ha centrado principalmente en
la utilizacion de mufiecos anatémicamente detallados (Cantén,
1999; Cortés, 2000). La utilizacién de estos mufiecos en las entre-
vistas de evaluacién del abuso sexual infantil estd muy extendida,
aunque también es general la preocupacion que despierta su
potencial de sugestion (Boat y Everson, 1993; Wolner, Faust y
Dawes, 1993). Expertos como Yuille consideran que el tinico uso
legitimo de los muiiecos es clarificar las afirmaciones del nifio, una
vez revelados los abusos. Tambicn se pueden utilizar para evaluar
los conocimientos anatdmicos y sexuales de los nifios o su termi-
nologia sobre las partes del cuerpo (Boat y Everson, 1993).
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mente explicita (Cantén, 1999). Por ejemplo, Everson y Boat
(1990), entrevistando y observando la conducta de preescolares
con los mufiecos anatémicos, llegaron a Ia conclusion de que la
exploracion manual de los senos, ano o genitales del mufieco era
una conducta comiin entre aquellos que no habian sido objeto
de abusos sexuales, por lo que este comportamiento no se puede
interpretar como juego sexualizado. También encontraron que
un 6 por 100 expresé relaciones sexuales con los mufiecos
durante las sesiones (colocar el pene en la vagina, etiquetado
verbal expreso, movimientos de imitacién del acto sexual), tanto
en juego libre como dirigido. No obstante, la frecuencia de estas
conductas variaba en funcién de la edad y de la presencia o
ausencia del entrevistador, oscilando entre el 0 por 100 de nifios
de dos afios de edad en presencia del investigador y el 12 por
100 de los de cinco afios cuando estaban solos. Segin Everson y
Boat se trataba de un subconjunto de preescolares que tenian
conocimientos sobre las relaciones sexuales, pero que no habian
sido objeto de abusos.

En un estudio posterior, Boat y Everson (1994) demostraron
que la edad, género, raza y estatus socioeconémico pueden contri-
buir a las diferencias observadas en las interacciones de los prees-
colares con los mufiecos anatémicos. Detectaron una disminucion
de la exploracién manual conforme aumentaba la edad, mientras
que auments la conducta de hacer que los mufiecos se besaran y
manifestaran relaciones sugerentes. Los afroamericanos eran el
grupo con mayor probabilidad de realizar este tipo de interaccién
con los mufiecos. A pesar de su participacion relativamente activa
ala hora de desvestir y explorar los genitales, ano y pechos de los
‘mufiecos, los nifios de dos afios no presentaban conductas sexuali-
zadas. Los afroamericanos de cuatro y cinco afios y bajo estatus
socioecondmico fueron el Ginico grupo que realizé demostraciones
expresas de posiciones coitales en presencia del entrevistador. El 6
por 100 de los nifios realizé demostraciones de conductas sexuali-
zadas claras. Segin los padres, el conocimiento sexual de sus hijos
se podia deber a su exposicion accidental a peliculas de video en
las que aparecen conductas sexuales explicitas o a la observacion
de relaciones sexuales entre adolescentes. Finalmente, los investi-
gadores observaron un efecto significativo del género del entrevis-
tador, consistente en que cuando los nifios varones estaban con un
entrevistador también varon era mis probable que tocaran los
pechos del muiieco, mientras que esta conducta disminuia en pre-
sencia de una entrevistadora.
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lo sucedido, nos haga una demostracién para que se entienda
mejor; y/o ¢) como otra forma lndependleme de evaluar la con-
sistencia de la revelacién del nifio. Finalmente, se han utilizado
también como comprobacién diagnéstica. La exposicion a los
muifiecos puede hacer que el nifio recuerde determinados suce-
sos o que revele de manera espontanea y grifica conductas
sexuales con los mufiecos o emitir respuestas emocionales o afir-
maciones poco frecuentes que el entrevistador deberd indagar
haciéndole mis preguntas. En ambas funciones, el nifio tiene la
oportunidad de explorar y manipular libremente los muiiecos,
mientras que el evaluador observa su juego, sus reacciones y
comentarios.

Finalmente, Boat y Everson (1996) consideran que es esen-
cial el entrenamiento de los entrevistadores que utilizan los
mufiecos anatémicos y recomiendan como fuente bdsica de
entrenamiento la gufa préctica Use of Anatomical Dolls in Child
Sexual Abuse Assessments del APSAC (1995). Asimismo, enfati-
2an la necesidad de que el investigador sepa la funcién que estdn
cumpliendo los muiiecos en la entrevista en un momento dado,
comprenda las posibles pricticas preocupantes asociadas a cada
uno de sus usos y sea capaz de dar razones que justifiquen su
utilizacién. Finalmente, insisten en que no es mejor la demostra-
cién mediante los mufiecos que la descripcion verbal, y habria
que desalentar la introduccién prematura de los mufecos para
ayudar al nifio a que «nos muestre mas de lo que nos dice».

Problemas de sugestibilidad aparte, los estudios sobre los
beneficios de los mufiecos anatémicos y de otros instrumentos
accesorios con los nifios més pequefios y de menor capacidad
verbal no han llegado a una conclusion definitiva. En general,
parecen fortalecer el recuerdo en los de cinco afios o mayores,
pero no en los de tres (Salmon y cols., 1995). Ademis, los resul-
tados de algunos estudios sugieren que los nifios de tres afios no
son capaces de utilizarlos para representarse a si mismos, ni tam-
poco de usar modelos a_escala que representen objetos del
mundo real (por ejemplo, DeLoache, 1995). De este resultado se
deduce que las conductas de los nifios pequefios con los mufie-
cos y con otros instrumentos accesorios pueden ser simples
acciones de juego, aleatorias, y no una demostracién exacta de
los hechos reales acontecidos.

La mayoria de los estudios normativos han comprobado que
los nifios inspeccionan los mufiecos (les tocan los genitales y los
senos), pero generalmente no muestran una conducta sexual-
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chos de visitas de los padres, las falsas imputaciones son mas
infrecuentes de lo que se podria esperar (Penfold, 1995).

En tercer lugar, la presencia de pruebas indirectas circuns-
tanciales que puedan corroborar el relato del/la menor actdan
como avales de su testimonio y son tenidas muy en cuenta a la
hora de dar credibilidad a los mismos. Sin embargo, estas prue-
bas son a menudo dificiles de obtener, lo que puede limitar la
credibilidad del testimonio y con ello la demostracién del hecho
abusivo.

En definitiva estas cuestiones vuelven a poner en evidencia
las similitudes y las asociaciones que se establecen entre los adul-
tos y los menores, puesto que sin duda parece mas fiable un
relato que no sufre retractaciones, que demuestra la inexistencia
de intereses espurios y en el que existen pruebas circunstancia-
les que lo avalen, cuestiones de mas acertada aplicacién con una
persona adulta y que ponen en cuestién el adecuado conoci-
miento que de los menores y el nivel evolutivo en el que se
encuentran se tiene desde el mundo judicial.

Todo esto pone sobre la mesa la necesidad del trabajo inter-
disciplinar y la utilidad del trabajo del perito-psicélogo no sélo
como evaluador del/la menor, sino también como asesor de jue-
ces y fiscales del funcionamiento cognitivo, emocional y social
del/la nifio/a, de sus caracteristicas evolutivas y de sus habilida-
des de afrontamiento y necesidad de apoyo. Un trabajo que con-
tribuya a lograr una sociedad en la que se garanticen los dere-
chos de los menores entre los que esta el derecho a vivir su
sexualidad sin ser instrumentaliza en beneficio de la sexualidad
de otra persona (menor o adulto) que le imponga una actividad
sexual cuando carecen del desarrollo emocional, madurativo y
cognoscitivo para dar consentimiento, impidiendo que su des-
arrollo sexual se lleve a cabo en sintonia con su edad cronolégica.
Y que en ningdn caso la ineficaz respuesta ante la revelacién
social y juridica suponga un dafio afiadido para estos menores.
Ni més ni menos.
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cién (salvo la legislacion de Castilla-Leén, Madrid, Navarra, la
Comunidad Valenciana, Pais Vasco y Ceuta y Melilla, que no
enumeran los motivos concretos de desamparo), concretando
algunas de ellas el que estas conductas provengan de miembros
de la unidad familiar o terceros, con el consentimiento de éstos
y dentro de la propia familia, La ley catalana sobre medidas de
proteccién de fs menores desamparados y de la adopcién se
refiere expresamente, en cuanto motivo de desamparo, al hecho
de que el menor presente signos de abusos sexuales, de explota-
cién y de otra naturaleza analoga. Asi, el concepto de abusos
sexuales que recoge la normativa autonémica comprende cual-
quier clase de contacto sexual con un nifio menor de dieciocho
afios por parte de los progenitores, tutores, familiares o terceros
con el consentimiento de aquéllos desde una posicion de poder
o autoridad sobre el menor, incluidas las situaciones en las que
éste es utilizado por sus padres o tutores para realizar actos
sexuales o con objeto de estimulacién sexual, no siendo necesa-
rio que haya contacto fisico.

Con base bien en la definicién genérica del art. 172. del CC
o bien en la catalogacion autonémica de las situaciones de
desamparo y, en todo caso, en atencién a los derechos constitu-
cionales a la integridad fisica y psiquica y al honor, a la intimi-
dad y a la propia imagen de los menores, el organismo corres-
pondiente de cada Comunidad Auténoma incoard un expe-
diente administrativo, en los casos en que tenga conocimiento de
que un menor de edad que resida o se encuentre transito-
riamente en su territorio esté en situacién de posible desamparo,
por agresiones o abusos sexuales, induccion a la prostitucién
o incumplimientos andlogos de las funciones de guarda, a ins-
tancia de:

) Cualquier persona que tenga conocimiento de una situa-
cién de riesgo o posible desamparo de un menor que, de con-
formidad con lo establecido en el art. 13 de la LO 1/1996, de 15
de enero, de Proteccién Juridica del Menor, tiene la obligacién
de comunicarlo a la autoridad o sus agentes mds préximos,
debiendo prestar al menor el auxilio inmediato que precise. Para
estos efectos varias Comunidades Auténomas disponen del
recurso de Teléfonos de Atencion al Menor.

b) El menor o un familiar.

¢) Los servicios sociales de la entidad piblica competente en
materia de proteccién de menores o de las entidades locales que
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dad de los hechos y el riesgo que pueda correr el menor, no
siendo necesario tener la certeza de que la situacién de abuso estd
produciéndose, sino que es suficiente tener una sospecha razona-
ble, derivada de alguno de sus indicadores (fisicos o de compor-
tamiento del menor o de sus padres, tutores o guardadores).

Como concluyen LaCruz Berdejo y Sancho Rebullida, no es
necesario que transcurra un determinado periodo de tiempo de
permanencia en la situacion de hecho para que se produzca el
desamparo, ya que, quedando desatendido el menor, y la des-
atencion moral no consiste s6lo en malos tratos fisicos o psiquicos
sino también en ejemplos corruptores (prostitucién, etc.) que se
exteriorizan a través del rechazo del nifio hacia sus padres y en
trastornos psicolégicos graves, la Administracién debe intervenir
rapidamente y evitar mayores perjuicios, siendo indiferente que
esa desatencion pueda ser transitoria o no, ya que siempre se
debe actuar en beneficio del menor y, en este sentido, cuando se
tengan indicios de la existencia de abusos sexuales la interven-
cién debera ser inmediata, tanto a través de asistencia médica y
psicolégica a la victima menor de edad como de proteccién judi-
cial, policial y administrativa.

Cuando ¢l desamparo es doloso o culposo, como ocurre en
el supuesto de las agresiones o abusos sexuales, y los hechos no
hayan sido puestos en conocimiento de la autoridad judicial
competente, ademis del proceso de investigacién y evaluacién
de la situacién que llevaran a cabo los equipos técnicos interdis-
ciplinares de las Comunidades Auténomas durante la tramita-
cion del procedimiento administrativo, procederd comunicar la
situacién al Ministerio Fiscal para que ejercite las acciones opor-
tunas (art. 14 de la LO 1/1996, de 15 de enero), sin perjuicio de
la obligada comunicacién de la asuncién de la tutela, segin esta-
blece el art. 174.2 del CC.

Durante el desarrollo del procedimiento se recabari la decla-
racién del menor (art. 9.1 de la LO 1/1996, de 15 de enero), evi-
tando la victimizacién secundaria que supondria el sometimiento
a un proceso de investigacion no respetuoso con su situacién
personal, sus derechos y su dignidad y acatando el deber legal
de reserva en este tipo de expedientes, y deberd darse cumpli-
miento al preceptivo tramite de audiencia al que obliga el art. 84
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de
las Administraciones Pdblicas y del Procedimiento Administra-
tivo Comiin (modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero), con
lo que se asegura la intervencién de los padres, tutores o guar-
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detecten la existencia de menores en situacién de riesgo o
desamparo. En estos supuestos la entidad publica debe investi-
gar los hechos para corregir la situacion mediante la interven-
cién de aquellos servicios o, en su caso, adoptar las medidas de
proteccién pertinentes que, de constatarse las agresiones o abu-
sos hacia el menor, consistirian en la declaracion de desamparo
y consiguiente asuncién de la tutela pidblica (Exposicién de
Motivos de la LO 1/1996, de 15 de enero).

d) Los centros sanitarios.

e) Los centros escolares.

) Las fuerzas y cuerpos de seguridad (Policia Nacional,
Policia Autonémica, Guardia Civil).

2 El Juzgado de Guardia, el Juez de Primera Instancia o
también, en su caso, el Juez de instruccion, que, tras la incoacion
de unas diligencias previas por cualquiera de los delitos contra la
libertad sexual tipificados en el Titulo VIIT del Libro IT del
Cédigo Penal de 1995, reformado por la LO 11/1999, de 30 de
abril, puede remitir al menor a la entidad pablica competente
pars que se ocupe de:su guarda o bien, de acuerdo conel art,
544.bis del CP, incorporado por la LO 14/1999, de 9 de junio,
puede imponer cautelarmente al inculpado la prohibicin de
residir en un determinado lugar, barrio, municipio, provincia u
otra entidad local o Comunidad Auténoma o de aproximarse o
comunicarse con determinadas personas. En todo caso, podrin
también, al amparo del art. 158.3.* del CC y dentro de un pro-
ceso civil o penal, adoptar las disposiciones que consideren
oportunas con el fin de apartar al menor de un peligro o de evi-
tarle perjuicios.

h) El Ministerio Fiscal, cuando tenga conocimiento de situa-
ciones de agresiones o abusos sexuales respecto de algiin menor
en relacion con el cual proceda la declaracion de desamparo. Es
de resaltar que el art. 174.1 del CC atribuye a este 6rgano la
superior vigilancia de la tutela, acogimiento o guarda de menores.

i) El Juez de Menores, cuando asi lo acuerde en un proce-
dimiento de su competencia y de acuerdo con el marco juridico
que establece la LO 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la
sesponssbilidad penal de Jos menores; para-due sstos Juzgados
determinen las medidas aplicables a los menores de entre
catorce y dieciocho afios en cuanto infractores penales.

Tras la deteccién, la entidad pablica competente habra de reu-
nir la informacién necesaria y suficiente para determinar la grave-
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En la misma linea argumental, un adolescente de trece afios o
una edad limitrofe a ésta por arriba podria no estar capacitado
para dar consentimiento.

3.2. HACIA UNA DEFINICION CONSENSUADA

Junto a las dificultades constatadas para determinar qué se
ha de entender por cada uno de los conceptos de abuso, sexua-
lidad e infancia, hay que reconocer las dificultades afadidas para
alcanzar un cierto consenso en relacién con las cuestiones que
han de estar implicitas en la posible definicién de abusos sexua-
les en la infancia. Tres, segtin Lopez (1995, 28), son los criterios
mis utilizados para su delimitacion: ) la edad de la victima y el
agresor; b) las conductas que el agresor pone en juego para
someter a la victima; y ¢) el tipo de conductas sexuales que tie-
nen lugar entre ambos. De nuevo nos encontramos con claras
discrepancias entre la forma de operativizar dichos criterios
desde el ambito juridico y el psicolégico.

Con relacién al primer criterio hay que tener en cuenta que
los estudios més recientes estin poniendo en evidencia el incre-
mento que se estd produciendo de ASM cometidas por adoles-
centes y/o incluso otros menores (Allard-Dansereau, Haley,
Hamane y Bernand-Bonnin, 1997), menores que en un alto por-
centaje han sido ellos también victimas de abusos sexuales (Bur-
ton, Nesmith y Badten, 1997), por lo que la delimitacién deter-
minada por la diferencia de edad entre el agresor y la victima de
diez afios o mas cuando la victima es menor de doce afios, y
cinco afios cuando es mayor de doce, parece en cualquier caso
insuficiente.

En relacién con el segundo de los criterios, las conductas
que el agresor pone en juego para consumar la conducta sexual
con el/la menor, se barajan diferentes conceptos como la intimi-
dacion, o la coercion a través de presion o engaio. El comin
denominador de todos ellos es la presencia de un comporta-
miento que consiga «compensan» la resistencia del/la menor, que
se presupone claramente contraria a la realizacion de tales com-
portamientos. Aspecto que refleja la equiparacién que desde el
punto de vista juridico se hace entre éstos y los abusos y agre-
siones sexuales cometidos contra personas adultas, en los que
la actividad sexual con ausencia de consentimiento cursa con la
presencia de intimidacion, coercion o presion. Asi, se produciran
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el/la menor sea utilizado/a para satisfacer sexualmente al agr
sor, utilizado como voyeur o siendo el adulto voyeur de determi-
nados comportamientos que se le solicitan al menor. Se incluyen,
por tanto, desde las conductas que implican un contacto fisic
tocamientos, frotamientos, sexo vaginal, anal y oral hasta aquer
lias sin contacto fisico: peticiones sexuales, exhibicionismo,
voyeurismo y pornografia sexual o cualquier otra en la que se
utilice a la nifia o nifio para satisfacer las necesidades sexuales
del agresor. Desde el punto de vista psicolégico el espectro de
conductas se amplia mucho mis, hasta el punto de que hay
autores que consideran lo que llaman «abusos sexuales implici-
tos» cuando no existe una conducta sexual evidente pero tiene
secuelas en la victima, lo que sin duda es ¢l criterio mds impor-
tante desde la perspectiva psicologica, para diferenciarlo de lo

ue denominan «abusos sexuales explicitos» y que incluiria las
? ormas manifiestas de conducta sexual, aunque si bien es cierto
que no todas tendrian la misma significacion clinica.

Teniendo en cuenta todas estas consideraciones queda clara
la dificultad inherente al propio problema para poder establecer
una inequivoca delimitacion conceptual de lo que son los abusos
sexuales a menores y por tanto una definicion consensuada
desde las perspectivas psicolgica y juridica. Esta falta de con-
vergencia entre los términos psicolégicos y juridicos utilizados
para delimitar conceptualmente el campo de los abusos y agre-
siones sexuales en la infancia dificulta la comunicacién com-
prensiva y beneficiosa entre ambos 4mbitos, y con ello la posibi
lidad de trabajar en sintonia en beneficio del/la menor que sufre
las consecuencias de tales comportamientos, que en definitiva
debe ser el objetivo para éstos y para todos los profesionales que
estdn en contacto con menores.

No obstante, han de ser los planteamientos juridicos los que
se nutean de las conclusiones que desde los estudios psicologicos
ratifiquen o desestimen la asociacion de estas conductas con con-
secuencias negativas, pues es precisamente la condicién trauma-
tica vinculada a dicha conducta abusiva la que ha convertido a la
misma en una conducta licita. Analizar en profundidad como y
cudn lesiva es dicha conducta para la evolucion psicosexual del/fa
menor que la sufre y cudndo una conducta sexual se convierte en
abusiva ha de constituir un objetivo priositario de cuyas valora-
ciones ha de alimentarse necesariamente su conceptualizacién
cientifica, y en Gltima instancia juridica, ya que si bien es cierto
que la presencia de una determinada conducta como ilicita en el
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abusos contra un menor cuando no se consiga demostrar la pre-
sencia de intimidacion y engafio, y agresiones cuando éstos estén
presentes, ademds de otras variables en relacion con el tercer cri-
terio que seguidamente abordaremos. Sin embargo, el conoci-
miento de la psicologia infantil nos demuestra la alta vulnerabi-
lidad del/la menor a que su comportamiento sea «manipulado»
por un adulto o persona con més poder (fuerza o edad), ya que
para el/la menor cualquier adulto puede ser percibido con la
suficiente «autoridad» para ser obedecido sin necesidad de ser
intimidado ni presionado, y mds atin si el adulto es una persona
proxima del entorno afectivo del/la menor. Hecho que se pro-
duce mis frecuentemente cuanta menor edad tiene la victima, ya
que en cualquier caso es mis dificil que acceda a ella una per-
sona no préxima. Ademis, para que el/la menor pueda «resis-
tirse» a un determinado comportamiento sexual solicitado por
un adulto, ha de estar capacitado para catalogar dichas conduc-
tas como no «buenas» o «ilicitas», por tanto le estamos atribu-
yendo un desarrollo moral al que todavia no ha llegado, hecho
indiscutible cuanta menor edaﬂ tenga la victima. Las valoracio-
nes de los menores se derivan de un cédigo moral heterénomo,
por tanto totalmente dependiente de los mensajes y valoraciones
hechas por los adultos que le rodean. Conductas que ella
menor puede no comprender plenamente, pero que no estd
capacitado para enjuiciar moralmente.

Ademis, en la mayoria de los casos los agresores utilizan el
«juego» con los menores como una forma de llegar a consumar
determinados comportamientos en el dmbito sexual, y como
tales juegos pueden ser interpretados por los menores, siempre y
cuando 1o se les fuerce a hacer algo que no quieren o no les
produzea dafio fisico, casos en los que es mis probable que el/la
menor interiorice como conducta «no buena» aquello que el
adulto le esta planteando como un «juego», lo que es mas infre-
cuente. Un juego que a el/la menor acaba no gustindole y puede
empezar a cuestionar su licitud por el reiterado empefio del
agresor por ocultarlo.

Finalmente el tercero de los criterios alude al tipo de con-
ductas sexuales que tienen lugar entre la victima y el agresor.
Desde el punto de vista juridico se considerara agresion, la
forma mas grave, siempre y cuando exista penetracion bucal,
anal o vaginal por el pene, o anal o vaginal por otro objeto, Por
su parte, se considerara abuso cuando existiendo contacto fisico
no se llegue a las conductas que caracterizan la agresion o cuando
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Lecturas recomendadas

Becué Lezaun, J. I, Delstos contra la libertad e indemnidad sexuales,
Pamplona, Aranzadi, 1999.

En este reciente trabajo el/la lector/a encontrara comentada la regu-
lacién de los delitos contra la libertad sexual que incluye el titulo XTTT,
libro IT del Cadiga Penal de 1995, con relacién a menores y adultos, en el
que se abordan en detalle los aspectos relativos a la tipificacién, las penas
v los requisitos de cada uno de los delitos.

Bestex, B., Abusos sexuales en los nifios, Barcelona, Herder, 1997 (ori-
ginal, 1991).

En este trabajo de Beate Besten, escrito en un lenguaje ameno y
sencillo, se puede encontrar una buena introduccion a la problematica
de los abusos sexuales en la infancia. En la primera parte se expone
una breve, pero clarificadora, exposicién relativa a los abusos sexuales,
para abordar en la segunda parte las cuestiones mds relevantes concer-
nientes a la prevencion haciendo especial hincapié en cuestiones como
son la deteccién del abuso y la forma més adecuada de reaccionar ante
la revelacién.

Cant6n, ). y Corrés, M. R, Malos tratos vy abuso sexual infantil,
Madrid, Siglo XXT, 1997.

Fl trabajo de José Cantén y Maria del Rosario Cortés representa
una extensa evaluacién de la problemitica de los malos tratos y abusos
sexuales a la infancia. En relacién con la problematica de los abusos se-
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recurrir a la memoria en los estudios de prevalencia impide la
identificacién de aquellos casos que no se recuerdan por haber
sido cometidos a muy temprana edad, aquellas personas que no
se reconocen como tales o que han utilizado la negacién como
estrategia de afrontamiento.

Entre los estudios mds destacados desarrollados para evaluar la
prevalencia de los abusos cometidos contra menores a nivel inter-
nacional destaca el efectuado también por Finkelhor (1994), quien
recopila los datos extraidos de las investigaciones desarrolladas
en 21 paises, incluyendo los datos del anico estudio a nivel
nacional llevado a cabo en Espafia (Lopez, Hernindez y Carpin-
tero, 1994). Los datos muestran, teniendo en cuenta las cautelas
necesarias que derivan de las limitaciones a las que hemos alu-
dido, que los abusos sexuales a menores constituyen un grave
problema que se extiende internacionalmente, siendo Estados
Unidos (27 por 100 de las mujeres y 16 por 100 de los varones)
v Espafia (22,5 por 100 de las mujeres y 15 por 100 de los var
nes) los paises en los que se encuentran los mayores porcentajes
Ge prevalencia disponibles, al comparat log datos con los pases
en los que se utilizan muestras nacionales, aunque hay que
recordar que dentro de estos casos se incluye todo tipo de abu-
s0s, ya que se parte de definiciones de amplio espectro, lo que
en ocasiones se convierte en fuente de discrepancia a la hora de
consensuar los porcentajes de prevalencia. Estudios mis recientes
como el de Gorey y Leslie (1997) después de revisar los datos dis-
ponibles en los tltimos treinta afios en Norteamérica concluyen
que la prevalencia de abusos sexuales es del 22,3 por 100 para las
mujeres y del 8,5 por 100 para los hombres. Por su parte, Fleming,
Muller y Bammer (1997) en su revision exponen que entre el
15-30 por 100 de las mujeres y el 5-15 por 100 de los hombres
han estado expuestos a alguna forma de actividad sexual no
deseada durante su infancia. Datos que sélo representarian una
«parte» de la realidad, aunque hay que reconocer que no todos
los casos tienen relevancia clinica, es decir, no todos los casos
estn asociados a consecuencias psicopatoldgicas que justifican
el interés psicologico sobre las mismas y el calificativo de con-
ducta abusiva desde una perspectiva cientifica.

En las investigaciones a las que se ha hecho mencién las va-
riables mds estudiadas son las relativas a las caracteristicas de las
victimas, agresores y finalmente del acto abusivo (Cortés y Can-
t6n, 1997, 2000). En relacién con las victimas las principales varia-
bles estudiadas son: a) edad, la mayor probabilidad de sufrir abuso
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afios, cuando ésta es mayor que el/la menor (la victima) o
cuando estd el agresor en una posicién de poder o control sobre
otro menor».

3.3. EXTENSION DE LA PROBLEMATICA
DE LOS ABUSOS SEXUALES EN LA INFANCIA

Las limitaciones para identificar el alcance real de los abusos
sexuales cometidos contra menores estin condicionadas en pri-
mer lugar por las dificultades para consensuar qué entendemos
realmente por abusos sexuales y por el tipo de conducta que es:
censurada legal y moralmente, lo que favorece su ocultamiento y
por ello que muchos de los casos nunca lleguen a denunciarse,
especialmente aquellos cometidos dentro del ambito familiar. Por
tanto, los datos obtenidos de los distintos estudios encaminados a
estimar tanto la incidencia (casos nuevos) como la prevalencia
(casos acumulados) han de ser tomados con cautela y en cualquier
caso como reveladores de una «parte» de la realidad que repre-
sentan los abusos sexuales en la infancia, y que ésta tenga real-
mente un mayor alcance del que muestran los estudios empiricos.

Las investigaciones mas representativas se han llevado a cabo
durante la dltima década y recurren en su mayoria a la utiliza-
cién de muestras de adultos recogidas de la poblacién general,
debido a las dificultades para obtener informacién directamente
de los menores y de poder constatar a través de dicha via el ver-
dadero alcance del problema. En primer lugar porque la mayo-
ria de los abusos sexuales cometidos contra menores se produ-
cen sin testigos y es muy improbable que el agresor lo relate. De
modo que la revelacién por parte del/la menor constituye la
principal via para identificar la presencia de un abuso sexual.
Pero la realidad es que pocos casos son denunciados por los
menores debido a diversas razones, como el hecho de que la
corta edad del/la menor que sufre el abuso impida que pueda
comunicarlo, que no sean capaces de catalogar lo que les ocurre
como un abuso sexual o ser incapaces de superar el miedo aso-
ciado a la revelacién provocado por las estrategias que el agresor
utiliza para garantizar su anonimato (haciéndole creer al menor
que su revelacién tendra consecuencias negativas para ella/él o
su familia, o que no se le creerd). Por otro lado, si el abuso es
intrafamiliar, la propia familia puede estar desarrollando meca-
nismos de ocultamiento muy efectivos: activos (del propio abu-
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estos centros se podri encontrar la informacién necesaria para
orientar adecuadamente las actuaciones ante la revelacién'.

En relacién con el segundo aspecto, que hace referencia a la
involucracién del/la menor en un proceso judicial, hay que sefia-
lar que las experiencias mis nocivas de la judicializacion son en
primer lugar la sobreexposicion del/la menor a un rosario de
evaluaciones-entrevistas que comienzan con la revelacion a la
familia y pueden continuar con la intervencién de los servicios
sociales, la policia y el sistema judicial. Los efectos negativos de
este peregrinaje evaluativo del/la menor vienen dados por dos
principales razones: en primer lugar, el efecto negativo derivado
de la repeticién del relato, que fuerza al menor a tener que revi-
vir y reexperimentar las emociones negativas asociadas, dificul-
tando la resolucién no traumatica de dicha experiencia. En
segundo lugar, el cuestionamiento de su credibilidad al compro-
bar que ha de repetir su declaracién ante distintos profesiunales
en su mayoria desconocidos, lo que supone de por si una fuente
de estrés para el/la menor, mitigando su autoestima y favore-
ciendo el mantenimiento o desarrollo de sentimientos culpabili-
zadores que se vinculan con un mal pronéstico. En relacion con
esta cuestion y teniendo en cuenta d papel protagonista y coor-
dinador atribuido al fiscal dentro de la nueva ley del/la menor,
éste deberia ser el primero que entreviste al menor y el que garan.
tice la evaluacion psicoldgico-pericial, y que solamente después de
ésta se puedan tomar las decisiones oportunas para garantizar que
las actuaciones que se deban llevar a cabo provoquen el menor
daiio al menor. En primer lugar, impidiendo que el/la menor ten-
ga que reiterar el mf to de los hechos a distintos profesionales que
forman parte del engranaje del proceso judicial.

Por otro lado estan los efectos negativos del propio juicio en si,
méxime si éste se prolonga y el/la menor ha de testificar en varias
ocasiones y sus declaraciones son fuertemente contestadas por el/la
abogado/a defensor/a. En relacién con esta cuestion han sido
varias las actuaciones dirigidas a minimizar o mitigar en la medida
de lo posible estos efectos negativos. En esta direccion se ha
decantado la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (1999),

* En la dltima parte de este libro se enumeran los principales centros a los
que se puede acudir para obtener informacién y ayuda en relacién con la pro-
blemitica de los abusos sexuales a poblacion infantojuvenil, con el objetivo de
garantizar su biencstar salvaguardando sus derechos y necesidadles.
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variables. En primer lugar, la sexualizacion traumitica, que hace
referencia a la interferencia que la experiencia abusiva tiene en
el adecuado proceso madurativo-sexual del/la menor, que va a
condicionar la presencia de sintomatologia sexual tanto a corto
como a largo plazo. En segundo lugar, los sentimientos de trai-
cion que desencadena el abuso hacia el agresor y la generaliz
cién que se hace para los adultos, que puede interferir en el ade-
cuado desarrollo de las relaciones interpersonales por los
sentimientos de desconfianza que se generalizan. En tercer lugar,
los sentimientos de estigmatizacion que derivan de la culpabiliza-
cién y vergiienza vmc\lfadas a la experiencia abusiva y que pue-
den tener una gran influencia en la autoimagen del/fa menor y
en su autoestima, variables fundamentales para un adecuado
desarrollo de su personalidad. Finalmente, los sentimientos de
indefension, que provocan en el/la menor la pérdida de control
e imposibilidad de frenar el abuso generando una actitud de
retraimiento y pasividad incrementando con ello su vulnerabili-
dad a las experiencias abusivas. Por su paste, el modelo de estrés
postraumitico plantea como principales sintomas la aparicién de
imégenes intrusivas (reviviendo la experiencia de abuso), pesadi-
llas y embotamiento afectivo, mas frecuente cuando el abuso se
cursa con violencia fisica.

Hay que recordar, sin embargo, que no todos los menores
que han mantenido una experiencia sexual con otro menor/ado-
lescente o adulto presentan una sintomatologia asociada, utili-
zindose dos variables principalmente para evaluar las conse-
cuencias en el caso de que ésta se manifieste: tiempo y edad.
Con la variable tiempo es posible diferenciar entre los efectos a
corto plazo y los efectos a largo plazo; y con la variable edad es
posible identificar los efectos del abuso a lo largo de los distin-
tos periodos evolutivos: preescolar, edad escolar y adolescencia,

a que la sintomatologia estd condicionada por el momento evo-
i/utivo en el que se encuentre y no deberian solaparse, lo que en
definitiva deriva en una mejor comprension de la misma.

3.4.1. Consecuencias a corto plazo

En la revisién de Kendall-Trakett, Williams y Finkelhor (1993)
de 45 estudios’en los que se evaldan las consecuencias de los abu-
sos sexuales en la infancia concluyen que el haber sufrido esta
experiencia explicaba el 43 por 100 de la varianza en el caso de la
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dadores del menor, que podran comparecer, al amparo del art.
85.2 de la citada ley, asistidos de asesor.

El procedimiento podri concluir apreciando el organismo
autonémico competente, mediante resolucién motivada, la exis-
tencia de desamparo, lo que supondria la asuncion de tutela
automitica por parte de aquél, 0 no declarando tal situacién por
no quedar constatada la existencia de abusos sexuales, aunque si
en estos casos estimar que concurre una situacion de riesgo,
concepto administrativo y ajeno a la regulacién del CC, a que se
refiere la LO 1/1996, de 15 de enero, y la normativa autonémica
como aquella en que se encuentra el menor cuando a causa de
sus circunstancias personales, familiares o por influencia de su
entorno se esté perjudicando su desarrollo personal o social, sin
alcanzar la gravedad suficiente para justificar la declaracion de
desamparo y la separacién del menor de su familia, por lo que la
actuacién administrativa deberd dirigirse entonces a satisfacer las
necesidades bésicas del menor, mejorando su medio familiar y
eliminando los factores de riesgo.

Entre los principales efectos o consecuencias de la declara-
cién de desamparo y consiguiente asuncién de la tutela ex lege
estin Ia separacién del menor de su nécleo famsliar de otigen Gl
adoptarse simultineamente a la tutela una medida respecto de la
guarda de aquél, bien el acogimiento familiar con familia extensa
© ajena, bien cl acogimiento residencial y la suspensién del cjer-
cicio de la patria potestad ¢ incluso la posibilidad de que los
titulares queden privados judicialmente de la misma. En relacién
con este ambito de actuaciones administrativas, ya la Declara-
cién de la ONU, arts. 19.1 y 34, sefialaba como situaciones en
las que el menor podia ser separado administrativamente de sus
padres las de abuso sexual y las de incitacién o coaccién para
que el nifio se dedicase a cualquier actividad sexual ilegal (pros-
titucion u otras practicas sexuales, espectaculos o materiales por-
nograficos).

A su vez, y respecto de los menores extranjeros, la asuncién
de la tutela por la Administracién conlleva la regularizacion de su
situacion de residencia en el pais, atendiendo a lo dispuesto en la
LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los
extranjeros en Espaiia y su integracion social (art. 32), superando
esta norma en este aspecto las previsiones de la LO 1/1996,
de 15 de enero (art. 10.3), acerca del reconocimiento de los
derechos a la educacién, a la atencién sanitaria y a los demis
servicios piblicos a los menores extranjeros que se hallen en
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ya que por encima del derecho del procesado a la confrontacién
esta el derecho del/la menor a no sufrir consecuencias negativas
por el desarrollo de la misma.

3.6. A MODO DE CONCLUSION: ALGUNAS REFLEXIONES
SOBRE EL/LA MENOR COMO TESTIGO

Para finalizar, una Gltima reflexién en relacién con el testi-
monio que el/la menor aporta, en la mayoria de los casos, como
iinico testigo en un proceso judicial por abusos sexuales. En la
actualidad no se cuestiona la validez del testimonio de un menor
en ausencia de otras pruebas en situaciones de abusos sexuales,
sin embargo, han de converger distintos elementos para que
adquiera credibilidad.

En primer lugar, la ausencia de retractaciones y el manteni-
miento de la acusacién a lo largo de todo el proceso judicial, que
se inicia desde la revelacion y que culmina con el juicio. En rela-
cién con el proceso de revelacién de los abusos sexuales Soren-
sen y Snow (1991) identifican cuatro fases o etapas: i) negacion
del abuso; ii) revelacién del abuso, cuando relata que el abuso
ha sucedidoy; iii)retractacién, cuando se desdice de lo que habia
afirmado anteriormente; y, finalmente, iv) reafirmacién, cuando
vuelve a relatar que el abuso ha sucedido. Por tanto la retracta-
cién parece un proceso natural en el transcurso de la revelacion
y no necesariamente una prueba de la falta de credibilidad del/la
menor. Ademis, los autores sefialan que la negacién del abuso al
comenzar el proceso contra el agresor es algo bastante habitual.
Los casos de retractacién que se producen en menores que pre-
viamente habfan admitido el delito muestran en mayor medida
la presién explicita (a través de sugerencias verbales) o implicita
(a través de las constantes referencias y evidencias de malestar
que la familia muestra como consecuencia de la denuncia del
acontecimiento) que una sefial de falta de veracidad del abuso.

En segundo lugar, se alude también a la necesidad de que no
existan intereses espurios contra el agresor que justifiquen la
imputacién del delito y resten credibilidad al testimonio del/la
menor. Con relacién a este punto los distintos estudios muestran

ue, si bien es cierto que la mayoria de las alegaciones falsas se
lan en determinados ambientes familiares que estan experimen-
tando un fuerte estrés por los procesos de separacién o divorcio
en los que estan en juego la custodia de los hijos/as /o los dere-
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Madrid:
Ley 6/1995, de 28 de marzo, de garantias de los derechos de la
infancia y de la adolescencia.

Murcia:
Ley 3/1995, de 21 de marzo, de la infancia de la Regién de Mur-
cia.

Navarra:

Decreto Foral 90/1986, de 25 de marzo, por el que se establecen
normas sobre adopciones, acogimiento familiar y atencién a
menores.

La Rioja:
Ley 4/1998, de 18 de marzo, del menor.

Comunidad Valenciana:
Ley 7/1994, de 5 de diciembre, de la infancia.

Pais Vasco:
Ley 15/1988, de 11 de noviembre, de prevencién de las toxico-
manias, asistencia y reinsercién.

Ceuta y Melilla:
Real Decreto 416/1996, de 1 de marzo, por el que se crean dos

Comisiones de Atencién a }a Infancia en las ciudades de
Ceuta y Melilla.
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que introduce cambios procesales que pueden tener efectos muy
positivos a la hora de minimizar los efectos iatrogénicos deriva-
dos de involucrar a el/la menor en un proceso judicial. En primer
lugar, plantea la posibilidad de que no se produzea confronta-
cion visual entre el/la menor y el procesado, para lo cual se
podria recurrir a la_utilizacion de barreras fisicas entre ambos
como un biombo de separacién, asi como al distanciamiento
fisico, que podria permitir que el/la menor y el procesado decla-
ren en salas diferentes y que se utilicen medios audiovisuales
para poder ver simultanéamente por los/as jueces/as y/o jurados
tales declaraciones (Cortés y Cantén, 2000), siendo especial-
mente importante destacar que dicha medida ha de ser motivada
por el/la juez/a previo informe pericial, tal como se recoge en el
segundo pirrafo del articulo 707, medida que reconoce asi la
variabilidad intersujeto y la necesidad de evaluar cada caso, eva-
luacion que ha de ser desarrollada por un perito cualificado.

Sin embargo, estas medidas, aunque utiles, parecen insufi-
cientes para minimizar los efectos negativos del propio proceso
judicial. Asi, entre otras medidas que se han sefialado como
necesarias estd la de garantizar que el/la menor cuente con la
ayuda de un profesional que le permita familiarizarse con los
pasos que se van a seguir durante el proceso judicial y el papel
de todas las personas protagonistas de este proceso: juez, fiscal,
abogado defensor, jurado. Asimismo que le ayude a desarrollar
estrategias de afrontamiento positivas para el estrés subyacente
al propio proceso y que con su presencia le aporte seguridad y
onfta Fl bt e A protsslonalsicalogt va s permitir,
ademais, que el/la menor se encuentre en las condiciones pti-
mas para que su declaracién no esté condicionada por el miedo
y la desconfianza que puede generar un entorno totalmente ajeno
a su realidad como es una sala de juicios y en el que desconoce
cémo ha de actuar. Por otro lado, la necesidad de que la audien-
cia no sea piiblica evitando asi la intimidacion que el piblico y/o
personal de prensa pudiera tener sobre el/la menor y se preserve
con ello también su derecho a la intimidad.

Finalmente, recordar que en nuestro pais, como en muchos
otros, el principio de confrontacién del acusador con el proce-
sado, en este caso el/la menor, limita la posibilidad de que la
detlocacish. del/la menor séa recopida e lss grabacionss e
video de las entrevistas de investigacién o de grabaciones efec-
tuadas previamente y que sean proyectadas durante el juicio.
Posibilidad que si se da en otros paises como Inglaterra o Canada,
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Asturias:
Ley 1/1995, de 27 de enero, de proteccién de menores.

Baleares:

Ley 7/1995, de 21 de marzo, de proteccién de menores.

Decreto 16/1997, de 30 de enero, que crea la Oficina de defensa
de los Derechos del Menor.

Canarias:
Ley 1/1997, de 7 de febrero, de atencién integral a los menores.

Cantabria:
Ley 7/1999, de 28 de abril, de proteccién de la infancia y ado-
lescencia.

Castilla-La Mancha:
Ley 3/1999, de 31 de marzo, del menor de Castilla-La Mancha.

Castilla-Teon:
Decreto 57/1988, de 7 de abril, por el que se dictan normas
sobte proteccién de menotes.

Catalunia:

Ley 9/1998, de 15 de julio, del Cédigo de Familia.

Ley 37/1991, de 30 de diciembre, sobre medidas de los menores
desamparados y de la adopcion, modificada por Ley 8/1995,
de 27 de julio.

Decreto 2/1997, de 7 de enero, por el que se aprueba el Regla-
mento de proteccion de los menores desamparados y de la
adopcién.

Extremadura:
Ley 4/1994, de 24 de noviembre, de proteccién de menores.

Galicia:

Ley 3/1997, de 9 de junio, gallega de la familia, la infancia y la
adolescencia.

Decreto 42/2000, de 7 de enero, por el que se refunde la nor-
mativa reguladora vigente en materia de familia, infancia y
adolescencia.
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afios de edad. Por su parte la minoria de edad finaliza cuando
asi lo estima la ley, punto de corte que no esta vinculado a
cambios fisicos ni psicosociales objetivables. Mayores de edad
son en nuestro pais todas las personas que llegan a los diecio-
cho afios_independientemente de su nivel de desarrollo_bio-
psico-social. Sin embargo, dentro de nuestro ordenamiento
juridico se contemplan distintas excepciones que rebajan la
edad cronologica para determinadas obligaciones y/o derechos,
como es la capacidad de otorgar consentimiento en una rela-
cién sexual y que ésta no pueda ser contemplada ni como
abuso ni como agresién. Edad que ha sido elevada en la altima
reforma del Cédigo Penal efectuada en 1999 de doce a trece
afios. Aunque sorprendentemente esta excepcion no se con-
templa para otro tipo de conductas como puede ser el exhibi-
cionismo o la visualizacién de material pornografico, para las
que no es factible ejercer consentimiento para los menores de
dieciocho afios.

No parecen existir muchas dudas a la hora de reconocer la
capacidad de un adolescente entre trece y dieciocho afios para
poder consentir en una actividad sexual con otro/a adolescente
o incluso con un adulto/a, y que dicho encuentro sexual no
pueda ser etiquetado como un delito ni vinculado a consecuen-
cias negativas, lo que si podria ser el caso si no se diera consenti-
miento. El encuentro sexual con consentimiento podria ser
definido cientificamente como sexo adolescente-adolescente o
adolescente-adulto tal como proponen Rind, Tromovitch y Bau-
serman (1998) para diferenciarlo de un encuentro no deseado,
que podia ser mejor etiquetado como abuso sexual hacia adoles-
centes, y no integrarlo bajo el mismo paraguas conceptual de
abusos sexuales en la infancia, ya que es un momento evolutivo
diferente. Las dudas surgen a la hora de justificar la edad de
trece afios como el momento en el que alcanza el/la menor la
capacidad de otorgar consentimiento. La eleccién de esta edad
como punto de corte es totalmente arbitraria, de hecho ésta se
ha modificado en diversas reformas del Cédigo Penal, como ya
hemos comentado, y no se corresponde con un criterio cientifico
que la avale. A la luz de estas reflexiones parece justificado plan-
tear la necesidad de la valoracién en particular de cada caso y
comprobar si el/la menor con una edad limitrofe por debajo de
los trece afios ha alcanzado un nivel de madurez suficiente como
para considerarlo capacitado para otorgar consentimiento y por
supuesto demostrar que éste se ha otorgado y no ha estado viciado.





images/00036.jpg
Aproximacién psicolégica a la problemitica, 5}

sexuados, y desde el que la sexualidad como tema tabi favorece
actitudes negativas y culpabilizadoras que justifican la aparicion
de problemas y disfunciones, lo que junto a otros factores per-
mite la existencia de agresores sexuales. Porque, aunque sobre-
expuestos a contenidos sexuales desde los medios de comuni-
caci6n, todavia hay una infra-exposicion 2 una adecuada formacion-
educacion en el ambito de la sexualidad en la que ésta no sola-
mente sea abordada para vincularla a las enfermedades y conse-
cuencias negativas (lednse campanas de prevencién del Sida
y embarazos no deseados), sino a su ‘muldfuncionalidad, que
supone reconocerla como via de comunicacién, intimidad,
afecto y placer.

Las leyes no se desarrollan ajenas a los significados y deman-
das que desde la sociedad se hacen en torno a las diferentes
cuestiones que aborda, siendo por tanto el reflejo de éstos; los
delitos sexuales contra menores son un claro ejemplo. La con-
ceptualizacion que desde el Cédigo Penal se hace de los abusos
sexuales contra menores refleja asi la prioridad otorgada a los
Grganos sexuales masculinos y al coito-penetracién (vaginal, anal
o bucal) y la ausencia de reconocimiento de los menores como
seres sexuados al ser el principio de «indemnidad sexual» y no
el de «libertad sexual» (s6lo aplicable a las personas mayores de
edad) el que se protege. Principio que adems lleva implicita la
asuncion de que cualquier experiencia sexual para el/la menor
estard vinculada a consecuencias negativas, lo que no es defendi-
ble desde el punto de vista psicolégico, ya que es necesario dife-
renciar aquellas actividades de sexo autoexploratorio natural,
frecuente y placentero, asi como el sexo-juego entre menores o
las actividades sexuales con consentimiento de las que constitu-
yen realmente un abuso sexual, aunque aqui la cuestién clave es
determinar quién y cuindo puede otorgar consentimiento.

Es el momento, por tanto, de clarificar cu-al es el significado
atribuido al concepto sufancia y si es posible equiparar los con-
ceptos de «infancia» y «menor». La infancia se define como el
periodo que transcurre desde el nacimiento hasta la pubertad, y
se considera menor a aquel que no ha llegado todavia a la mayo-
ria de edad. De modo que la infancia finaliza cuando sobrevie-
nen los cambios biolégicos que permiten la maduracion de los
GSrganos sexuales y los cambios somiticos derivados de ésta, por
tanto esti regulada por la naturaleza. Aun reconociendo la varia-
bilidad intersujeto, s puede considerar que la pubertad se ™
duce ‘para la mayoria de las personas entre los once y los doce





